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	No.
	Recomendación
	Posición
	Nivel de implementación
	Respuesta

	
	Tema: A12 Aceptación de normas internacionales

	1
	111.6 Aplicar plenamente los instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados y cumplir con las obligaciones del país en virtud de esos documentos; (Ucrania)
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	La Constitución Política, como norma de mayor jerarquía en el sistema jurídico costarricense, establece que las disposiciones internacionales sobre derechos humanos prevalecerán sobre sus leyes. La jurisprudencia constitucional ha establecido incluso que, siempre que éstas otorguen mayores derechos o garantías, podrán estar por encima de la Constitución.
El conjunto de instituciones y órganos públicos que devienen de los tres poderes del Estado, Legislativo, Ejecutivo y Judicial, además de un Tribunal Supremo de Elecciones de reconocida trayectoria, cuentan con funciones constitucionales y legales distintivas, atinentes a la promoción y protección de los derechos humanos y libertades fundamentales.
Por otro lado, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia es el Tribunal que garantiza la dignidad, las libertades y los derechos fundamentales de las personas consagrados en la Constitución Política y en los instrumentos internacionales de derechos humanos. Entre los procedimientos que competen a la Sala Constitucional,  se encuentra el Recurso de Amparo, mediante el cual se garantizan los derechos y libertades fundamentales; éste puede ser presentado por cualquier persona gratuitamente y, mediante cualquier medio, sin mayores exigencias de forma y sin necesidad de ser autenticado por un abogado; así como el Recurso de Hábeas Corpus, para garantizar la libertad e integridad de la persona humana. 
Las diferentes instituciones del Estado realizan múltiples esfuerzos en aras de promover la aplicación de los instrumentos internacionales de derechos humanos, debidamente ratificados, por medio de la conducción de actividades de capacitación al funcionariado, y sensibilización al público. 


	2
	111.1 Ratificar el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Bélgica);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El Protocolo se ratificó mediante Decreto Ejecutivo No. 38513 del 18 de junio de 2014 y la Ley No. 9249 del 20 de mayo de 2014. Con el depósito del instrumento de ratificación del Protocolo, Costa Rica reafirma ante el mundo su compromiso inequívoco con los derechos humanos.

	
	Tema: A22 Cooperación con los órganos de tratados

	3
	111.2 Emprender un proceso abierto, basado en el mérito, para seleccionar a los candidatos nacionales en las elecciones de los órganos de tratados de las Naciones Unidas (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1







	Aceptada
	En proceso de implementación
	Costa Rica da la mayor importancia a que las candidaturas ante órganos de tratados de derechos humanos respondan a expertos de prestigio moral y de capacidad y experiencia reconocidas en derechos humanos, tal como se establece en la resolución 68/268 de la Asamblea General de las Naciones Unidas que el país copatrocinó, contribuyendo al fortalecimiento de la arquitectura internacional de protección de los derechos humanos, en cuanto a considerar adoptar políticas o procesos nacionales para presentar candidaturas de expertos a los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos.
El país también ha apoyado todas las mejoras a los procedimientos de selección y nominación de candidaturas ante órganos internacionales, por ejemplo, en el caso de candidaturas a la Corte Penal Internacional, y que estas propuestas se adopten con carácter general aplicable a todas las candidaturas, con el fin de garantizar la coherencia en la aplicación de estos mecanismos y procedimientos. Precisamente, Costa Rica facilitó en 2019 el Examen del procedimiento de nombramiento y elección de magistrados de la CPI; mientras que la candidatura del Sr. Sergio Ugalde Godínez, hoy juez de la Corte Penal, respondió a un amplio y concienzudo proceso de evaluación, cumpliendo plenamente con las exigencias del Estatuto de Roma y a la altura del compromiso del país con la misión y valores del Estatuto de Roma y la Corte Penal Internacional.
En el ámbito interno, Costa Rica conoce avances en los últimos años en los procesos de selección de altas autoridades que se realiza en la Asamblea Legislativa, para garantizar su publicidad y transparencia, en el marco de procedimientos que garanticen además su independencia, idoneidad técnica y ética.
El país se encuentra en valoraciones internas con base en lecciones aprendidas y en buenas prácticas internacionales para avanzar, como un primer paso, hacia la creación de un protocolo hacia un mecanismo abierto, basado en el mérito, para seleccionar candidaturas nacionales en elecciones ante órganos de tratados de derechos humanos de Naciones Unidas y del Sistema Interamericano de Derechos Humanos.

	
	Tema: A41 Marco constitucional y legislativo

	4.
	111.202 Promover la aplicación del mecanismo de seguimiento de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, actualmente suspendida, con especial atención al acceso a los servicios públicos. (España).
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Por medio del acuerdo No. 00002137 de la Defensoría de los Habitantes de la República (DHR), del 2 de marzo de 2018 y en apego al Decreto Ejecutivo No. 39386-MRREE del 26 de febrero de 2016, el Poder Ejecutivo designó a la DHR para que asuma las funciones del Mecanismo Nacional de Supervisión de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, otorgándole efectivamente las responsabilidades del mecanismo de conformidad con la Convención, y autorizando la asignación necesaria y suficiente de recursos para cumplir con las funciones encomendadas. El mecanismo se encuentra vigente. 

	5.
	111.7 Adoptar nuevas medidas para armonizar la legislación y las políticas con el derecho internacional humanitario. (Kirguistán).
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	En el marco de la labor de la Comisión Costarricense de Derecho Internacional Humanitario (CCDIH), y de las dieciséis instituciones nacionales que la componen, se han desarrollado acciones para la armonización y creación de políticas en línea con el Derecho Internacional Humanitario. Entre las acciones desarrolladas, se tiene que, a la fecha, 24 edificaciones del país se encuentran protegidas por el emblema del Escudo Azul, símbolo que identifica las edificaciones como un bien patrimonial protegido en caso de conflicto armado, desastre natural o humano. Para el final de 2024 se contará con 31 edificaciones en total identificadas con este emblema. 
En el 2023, se elaboró el Primer Informe Nacional Voluntario sobre la Aplicación del Derecho Internacional Humanitario, presentado oficialmente en abril de 2024. Con la presentación de este informe, Costa Rica es el primer país de la región en hacerlo público.  
Se han mantenido acciones de cabildeo con la Asamblea Legislativa para la adopción de instrumentos internacionales pendientes. 
Actualmente se encuentra en proceso con un avance del 85% el Proyecto de Ley para reformar el Código Penal según las Enmiendas de Kampala del Estatuto de la Corte Penal Internacional, Proyecto de Ley N.º 22.439.  
Asimismo, el Proyecto de Ley N.º 23.655 para tipificar el delito de Desapariciones Forzadas, fue dictaminado de manera unánime en positivo por la comisión de asuntos internacionales y continúa el proceso para la aprobación por parte de la Asamblea Legislativa. 
Se encuentra en etapa final el Reglamento a la Ley Nº8031 sobre uso y protección de los Emblemas de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, que está en la sede administrativa. Las instituciones involucradas ya emitieron sus criterios finales y que fueron incorporados al texto final para firma de jerarcas.  
Costa Rica asumió la Presidencia de la Acción Mundial contra los Crímenes de Atrocidades en Masa (GAAMAC) por tres años (2023-2026).

	6.
	111.70 Promover y aplicar las medidas dispuestas por la Sala Constitucional con respecto al reconocimiento de las uniones maritales de hecho y el matrimonio entre personas del mismo sexo, en las mismas condiciones y con los mismos derechos que los reconocidos a las parejas heterosexuales. (Colombia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Costa Rica experimentó un cambio histórico en 2020 en su marco normativo y de protección de los derechos humanos, en particular de la población sexualmente diversa, luego del pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su Opinión Consultiva OC-24/17, solicitada por Costa Rica el 18 de mayo de 2016, concluyendo que era necesario que “los Estados garanticen el acceso a todas las figuras ya existentes en los ordenamientos jurídicos internos, incluyendo el derecho al matrimonio, para asegurar la protección de todos los derechos de las familias conformadas por parejas del mismo sexo, sin discriminación con respecto a las que están constituidas por parejas heterosexuales”.  
Por su parte, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 8 de agosto de 2018, en su voto 2018-012782, e invocando la OC-24/17, declaró inconstitucional la prohibición del matrimonio entre personas del mismo sexo contemplada en el Código de Familia. Los magistrados constitucionales otorgaron 18 meses a la Asamblea Legislativa para regular el matrimonio igualitario, al cabo de los cuales, quedaría levantada la prohibición. El matrimonio entre personas del mismo sexo se hizo efectivo el 26 de mayo de 2020.
Sobre el matrimonio igualitario y otras modificaciones registrales, hasta mayo de 2024, el TSE ha inscrito 3.056 matrimonios entre personas del mismo sexo, 1.658 corresponden a matrimonios entre hombres y 1.398 matrimonios entre mujeres. 
El fallo también implicó modificaciones administrativas en el Registro Civil, como el matrimonio igualitario, el cambio de nombre por identidad de género, la protección del dato de sexo registrado al nacer, el reconocimiento de hijos nacidos en parejas del mismo sexo y sus efectos en la afiliación de personas.
Con relación al cambio de nombre, cuando la persona se auto percibe con una identidad de género distinta a la registral, se han practicado a mayo de 2024, 1.374 cambios de nombre, todo lo cual se realiza respetando el derecho a la privacidad de la persona. 
La Sala Constitucional menciona la figura “estado de cosas institucionales” que se refiere a la regulación y a la necesidad de amparo normativo en el ámbito registral civil, que se generan como producto de la habilitación del matrimonio igualitario, entre ellas el orden de los apellidos de los hijos e hijas nacidas dentro de esa unión, el orden de los apellidos de la persona adoptada y la filiación de las personas y otros que no impactan el tema registral civil. No obstante, el alcance de este fallo es transversal a toda la institucionalidad; y aunque la materia sigue siendo novedosa en el país, ha generado cambios positivos en el quehacer institucional para resguardar el principio de igualdad ante la ley y no discriminación. 
En materia de pensiones, el MTSS se encarga de los traspasos de pensión de uniones maritales de personas heterosexuales y para matrimonios del mismo sexo. La acción de la Inspección de Trabajo, por su parte, debe velar por la prohibición de discriminar en el trabajo, incluyendo la orientación sexual. Una acción afirmativa ha sido el establecimiento de una oficina de empleo que atiende directamente a esta población. 
El MSP elaboró un Protocolo de actuación en situaciones de discriminación hacia la población LGBTIQ+ para los cuerpos policiales, mientras que el MJP mantiene vigente un  mecanismo institucional para dar cumplimiento a las acciones de prevención y atención a las poblaciones usuarias de los servicios institucionales y funcionariado. Un ejemplo de ello es que dentro del Sistema Penitenciario Nacional priva la libertad de auto determinación, y conforme este principio, se ubica a la persona en determinado centro penitenciario sin importar el sexo biológico, respetando así sus derechos. 
Se han emitido además directrices para el ingreso de profesionales en derecho para hacer efectivo el acto oficial y civil del matrimonio, así como personas testigos según lo demandan las leyes costarricenses. Además, se prevén medidas para otorgar recursos de custodia y traslado de personas privadas de libertad entre centros penales para contraer matrimonio civil respetando los credos religiosos 
La DGME fue una de las primeras instituciones públicas en concretar en el documento de identidad migratoria la posibilidad de que se registe la identidad de género autopercibida, así como, reconocer para efectos migratorios los matrimonios entre personas del mismo sexo. Actualmente, Costa Rica cuenta con un pasaporte biométrico que también permite alimentar la información del género de las personas Transexuales conforme a su autopercepción. Mantiene alianzas estratégicas con organizaciones de la sociedad civil para complementar la atención de las necesidades diferenciadas de la población LGTBIQ+ migrante, en especial de las personas solicitantes de asilo. 
El MEP promueve en los centros educativos, espacios seguros y libres de discriminación. Mientras que el INAMU ha desarrollado un plan de acción que contempla, por ejemplo, la incorporación de mujeres LBTIQ+ en los servicios de atención en violencia y albergues. 
Es necesario destacar el Decreto 38999 y sus reformas, denominado "Política del Poder Ejecutivo para Erradicar de sus Instituciones la Discriminación Hacia la Población LGBTI", en la medida que inicia un proceso normativo e institucional para el establecimiento de condiciones inclusivas y apropiadas en favor de las personas LGTBI. A partir de este las instituciones públicas han creado comisiones y políticas institucionales para la igualdad, facilita capacitaciones y sensibilización al funcionariado, genera lineamientos y protocolos de acción, y contribuye a una cultura de tolerancia y respeto a la diversidad de las personas. 

	7.
	111.185 Seguir adoptando las medidas legislativas y administrativas necesarias para garantizar que los pueblos indígenas sean debidamente consultados sobre la ordenación territorial, así como sobre todas las formas de legislación que afectan a sus derechos. (Santa Sede);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	El Decreto 40932-MP-MJP “Mecanismo General de Consulta Indígena”, vigente desde el 2019, contiene los pasos mínimos a seguir en la consulta previa a Pueblos Indígenas ante cualquier proyecto o medida administrativa que les afecte. Éste  fue construido de manera conjunta entre el Poder Ejecutivo y los territorios indígenas, mismo que se sigue aplicando a la fecha. 
También se emitió la Directriz No. 003-MJP el 9 de agosto de 2022, mediante la cual se crea la Mesa Técnica Interinstitucional como un equipo de trabajo tendiente a generar el inicio del proceso de diálogo intercultural para la construcción de la ruta de trabajo para la atención de la población indígena 2022- 2026 en aras de garantizar los derechos fundamentales de la población indígena. Las instituciones que conforman la Mesa Técnica Interinstitucional son: Viceministerio de Justicia y Paz, incluyendo la Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflictos a cargo de la Unidad Técnica de Consulta Indígena; Comisión Nacional de Asuntos Indígenas; Instituto de Desarrollo Rural; Ministerio de Seguridad Pública, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y la Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad. 
La Mesa Técnica Interinstitucional realizará las coordinaciones promoviendo la participación y coordinación a lo interno de cada territorio indígena en comisiones a nivel local y regional que estarán integradas por Asociaciones de Desarrollo Indígena, Consejos de Mayores, distintas organizaciones internas de cada territorio (mujeres, artesanos, comités de salud, agua, cultural, jóvenes y educación) y representantes de Pueblos Indígenas transfronterizos, así como personas indígenas individuales. Esto con el fin de garantizar que la participación sea lo más amplia posible y haya una verdadera representación para la construcción de una agenda nacional indígena. 
Asimismo, se cuentan con las guías de formulación de solicitudes de consulta, y mediante la Unidad Técnica de Consulta Indígena (UTCI), se capacita constantemente a las instituciones y organizaciones sobre la importancia de seguir los procesos de consulta a los Pueblos Indígenas en cualquier medida administrativa o proyectos que les afecte. Por último, se mantienen los procesos de fortalecimiento y capacitación a las Instancias Territoriales de Consulta Indígena (ITCIs), como enlace entre la Unidad de Consulta Indígena y los territorios.
Por otro lado, está en curso la elaboración de la Política Pública de los Pueblos Indígenas 2026-2036, que sería la primera aplicación del Mecanismo General de Consulta en el diseño de política pública.
Como parte del cumplimiento de la Ley para el Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, No. 9593.  el Poder Judicial, inició desde el año 2021 con el proyecto de construcción de la “Política Institucional de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas”. El proyecto se ha venido construyendo con absoluto respeto del Convenio 169 de la OIT: se han tomado en consideración los Pueblos Indígenas, se han venido estableciendo importantes coordinaciones con el Ministerio de Justicia y Paz para adaptar el Mecanismo de Consulta Indígena al quehacer institucional del Poder Judicial y se han brindado capacitaciones en todos los territorios. 
Asimismo, es importante señalar que este proyecto ha contado con cooperación internacional, por parte del Alto Comisionado de las Naciones Unidades, y actualmente con el apoyo de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo. En este momento el proyecto se encuentra en la fase final del diagnóstico. 
En 2023, la Defensa Pública ha realizado capacitaciones especializadas en la atención de Pueblos Indígenas con un enfoque intercultural e interseccional a las regiones de Bribri, Buenos Aires (territorio indígena Cabagra, Salitre, Rey Curré, Térraba, Boruca), Coto Brus, Pérez Zeledón (China Kichá), Tarrazú, Alto Chirripó y Talamanca bribri y cabécar, con la finalidad de desarrollar talleres que permitan identificar las necesidades de servicio de las personas usuarias, la forma de brindar ese servicio con perspectiva cultural, consultar la frecuencia y lugares en que se deben materializar estos espacios, verificar las condiciones de prestación del servicio y seguimiento de lineamientos institucionales dirigidos a la mejora continua de los servicios a las personas indígenas. 
Se realizaron veintiún visitas a territorios indígenas en donde se desarrollaron talleres informativos sobre los servicios que brinda la Defensa Pública en los territorios de: Zapatón y Quitirrisí (Huetar), Bribrí del Caribe Sur, Palenques Tongibe, El Sol y Margarita (Maleku) China Kichá y Salitre (Bribrí y Cabécar) Ngäbe (Caribe Sur y Pacífico Sur), Grano de Oro (Cabécar), a partir de los cuales se ha diseñado un cronograma de atención in situ en cada territorio indígena.
Se brindaron charlas informativas en las diferentes materias competencia de la Defensa Pública, cuando así lo requieren, ello en materia penal juvenil, pensiones alimentarias, laboral, agrario y contencioso administrativo.
En 2024 se visitó por parte de la Dirección el territorio de Conte Burica; Vista de Mar, Altos de Buriqui, Alto Conte, Progreso, Altamira, Alto Carona y Alto Guaymí.
Con relación a esta visita se formuló Recurso de Amparo a favor de las personas vecinas de Alto Carona, expediente 24-009041-0007-CO en resguardo al derecho a la salud y la libertad de tránsito, el cual ya fue resuelto siendo declarado con lugar y fijando plazos tanto a la Caja Costarricense del Seguro Social (un año para dar solución al problema) como a la Municipalidad de Golfito (6 meses para que resuelvan el problema relacionado con la libertad de tránsito). 
Otra acción que se realizó fue coordinar con la Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL) las posibilidades de mayor acceso a internet en territorios indígenas aún no incluidos en el plan de comunidades conectadas, con el objetivo de poder establecer una estación virtual de la Defensa Pública que mitigue los problemas de acceso a la justicia de las personas indígenas en este territorio.  Para ello, se realizó una reunión de seguimiento al proceso de instalación de red de internet en territorios indígenas el 29 de abril de 2024, con representantes de la SUTEL. 
Además, se ha propuesto a la Embajada de Estados Unidos dos proyectos relacionados con Pueblos Indígenas, uno que está relacionado con los Tribunales de Derecho Propio y el otro con el tema de género con perspectiva indígena, relacionado con el empoderamiento de la mujer indígena, los cuales están en proceso de valoración.
En corriente legislativa se encuentra el Expediente 23512. Adición de un nuevo artículo 157 bis al reglamento de la Asamblea legislativa para garantizar la consulta, previa, libre e informada de los Pueblos Indígenas en el Procedimiento administrativo.

	8.

	111.71 Aprobar legislación que instituya el derecho legal al permiso de paternidad remunerado y promover la distribución equitativa de las responsabilidades parentales entre mujeres y hombres. (Islandia).
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	En Costa Rica desde 2022, entro a regir la modificación al Código de Trabajo que habilita el reconocimiento en el otorgamiento de licencia de paternidad a aquellos hombres que presentan el nacimiento de un hijo biológico.  Esta licencia consta de 8 días remunerados con pago de subsidio del 50% por la Caja Costarricense de Seguro Social, y se disfrutan 2 días por semana en las 4 semanas consecutivas al parto. 
El artículo 95, inciso b) el Código de Trabajo en su Reforma Procesal Laboral dice:
"b) A los padres biológicos se les otorgará una licencia de paternidad de dos días por semana durante las primeras cuatro semanas a partir del nacimiento de su hijo o hija; la persona empleadora estará en la obligación de conceder permiso al padre para compartir con su hijo o hija recién nacido y contribuir con su cuidado dentro de los parámetros de dicha licencia. En caso de que esta disposición no se le respete al padre biológico en su trabajo, la parte patronal incurrirá en una falta grave al contrato laboral y, además, deberá retribuir al trabajador en todos los extremos laborales que corresponde según la ley, y agregar a la indemnización la suma de seis salarios".
Asimismo, se otorga al padre un fuero especial, por lo que el patrono no puede despedirlo mientras goce de la licencia.
La reforma también crea otras licencias especiales como en el caso de una adopción individual o conjunta.
Se establece una licencia especial remunerada de tres meses si la adopción es individual, mientras que, en la conjunta, este periodo será dividido entre las personas adoptantes.
También en Diciembre 2023 entró a regir otra reforma a dicho cuerpo legal en el artículo 95 inciso c) del Código de Trabajo, ley N°10397 del 14 de noviembre de 2023,  introduciendo modificación a la licencia especial de paternidad para los padres biológicos de menores, en caso de fallecimiento de la madre durante el parto, se establece una licencia especial posparto, la cual será otorgada al padre biológico o a la persona que asuma la responsabilidad en caso de muerte materna en el parto o durante la licencia sin importar el estatus laboral de la madre fallecida.
El pago correspondiente a esta licencia de paternidad en el sector privado será cubierto por la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) y el patrono, de acuerdo con lo establecido en la ley.
En el sector público, los trabajadores podrán disfrutar un mes de licencia de paternidad a partir de un día después del registro del nacimiento o la adopción, de acuerdo con lo establecido en la Ley Marco de Empleo Público.
Existen además en corriente legislativa los siguientes proyectos de ley:
· Expediente N.º 23.389. LEY DE ADICIÓN DE UN INCISO L) AL ARTÍCULO 69 Y DE UN INCISO L) AL ARTÍCULO 70 DEL CÓDIGO DE TRABAJO, LEY NÚMERO 2 DE 27 DE AGOSTO DE 1943 Y SUS REFORMAS, PARA CONCILIAR LOS DEBERES FAMILIARES CON LOS LABORALES; ANTERIORMENTE DENOMINADA, LEY DE ADICIÓN DE UN INCISO L) AL ARTÍCULO 70 DEL CÓDIGO DE TRABAJO, LEY NÚMERO 2 DE 27 DE AGOSTO DE 1943 Y SUS REFORMAS, PARA CONCILIAR LOS DEBERES FAMILIARES CON LOS LABORALES. Dictaminado Afirmativo Unánime el 2 de abril de 2024 en la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Sociales. 
· Expediente N.º 23.959. LEY PARA EL OTORGAMIENTO DE LICENCIAS DE MATERNIDAD Y PATERNIDAD EN PROCESOS DE ADOPCIÓN. En el orden del día de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Sociales desde el 17 de octubre de 2023.

	9.
	111.72 Promover la distribución equitativa de las responsabilidades familiares entre hombres y mujeres, en particular mediante la aprobación de legislación que establezca la licencia de paternidad remunerada. (Eslovenia).
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	Misma respuesta que en 111.71.
En 2023 se pudo documentar el otorgamiento de 10.9983 licencias de paternidad, en contraste con 13.685 licencias de maternidad, para un otorgamiento paralelo de 0,8 licencias por cada licencia de maternidad. 
En el tema de corresponsabilidad de los cuidados, existe en Costa Rica, la Ley de Paternidad Responsable N.º 8101 que establece en su artículo 6 la responsabilidad del Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia de “formular y ejecutar Políticas Públicas y Campañas relativas a la paternidad sensible y responsable, que promuevan la corresponsabilidad de mujeres y hombres en la crianza y educación de los hijos e hijas…”
Se decreta en esta línea la Creación de la Comisión interinstitucional para la promoción de la corresponsabilidad social en la crianza de las y los menores de edad N.º 41584-MTSS-MCD-MCND, de marzo 2019, encargada de desarrollar y actualizar acciones para promover la crianza corresponsable y equitativa entre la mujer y el hombre en la atención y formación de sus hijas o hijos, coordinada desde la Presidencia de la República.
Las responsabilidades familiares no se limitan al cuido de los hijos e hijas, también incluyen el cuido de personas en situación de dependencia. Por ello, Costa Rica aprobó desde 2021 la Política Nacional de Cuidados 2021-2031, que busca implementar progresivamente un sistema de atención a las personas en situación de dependencia, las que necesitan apoyos y cuidados para realizar sus actividades diarias. 
Esta política pública está diseñada para brindar bienestar a personas adultas mayores, con discapacidad o con enfermedades crónicas que necesitan apoyos y cuidados para realizar sus actividades diarias.
Con esta Política, se busca ampliar la cobertura de prestaciones ya existentes en el país y sumar nuevas modalidades de cuidados que combinan el entorno familiar y el uso de la tecnología. Servicios como la teleasistencia, la atención en el domicilio, los centros de día, las residencias de larga estancia y la Red de Cuido de Personas Mayores, llevarán bienestar a las personas que requieren cuidados y a sus familias. Evitando la institucionalización, se pone énfasis en servicios de base domiciliar que posibiliten a las personas en situación de dependencia permanecer en su hogar la mayor cantidad de tiempo, sin recargar indebidamente de trabajo a los familiares responsables.
En abril de 2022 se creó por ley el Sistema Nacional de cuidados y apoyos para personas adultas mayores en situación de dependencia (SINCA), para universalizar los servicios de cuidados y apoyos requeridos por personas adultas mayores y personas que realizan las labores de cuidados y apoyos. El sistema busca optimizar los recursos existentes y articular los servicios de atención general o especializada que brindan instituciones públicas y privadas, para garantizar la calidad de vida de las personas sujetas de cuidados y de las personas cuidadoras.

	
	Tema: A42 Instituciones y políticas - General

	10.
	111.10 Adoptar medidas destinadas a garantizar una mayor eficiencia y rendición de cuentas de los servicios públicos. (Azerbaiyán).
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	El Estado costarricense desarrolla una visión de largo plazo, acompañado de instrumentos de planificación, seguimiento y rendición de cuentas para la consecución del desarrollo sostenible y los derechos humanos.
Desde 2017, Costa Rica cuenta con una estructura de gobernanza para la Agenda 2030, que tiene entre sus funciones, la de “elaborar una estrategia nacional de planificación, implementación y seguimiento de los ODS con enfoque prospectivo, integrando las dimensiones económica, social y ambiental de conformidad con las normas de Derechos Humanos, el Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo, del Derecho Nacional e Internacional y en concordancia con los distintos instrumentos de planificación nacional a corto, mediano y largo plazo”.
Por otro lado, el 21 de mayo de 2022, por medio de la Ley 9981, Costa Rica se convirtió en miembro pleno de la OCDE, concluyendo así un riguroso proceso de evaluación, y adaptación de las políticas públicas nacionales a los más altos estándares internacionales.
El ingreso del país a esta organización abre también nuevas oportunidades de mejora continua en múltiples áreas del desarrollo sostenible, incluyendo la innovación en el sector público, el diseño de política pública de prospección, la generación de mayor y mejor información estadística para la toma de decisiones, y una participación significativa de actores no gubernamentales.
Con este panorama normativo e institucional, el Poder Ejecutivo lanzó el Plan Nacional de Desarrollo e Inversión Pública (PNIDP) 2023-2026, principal hoja de ruta nacional hacia el desarrollo sostenible, vinculado por primera vez a los ODS, el Consenso de Montevideo, y aplica mejores estándares y recomendaciones de la OCDE. Además, integra de manera transversal la perspectiva de género, los derechos humanos, el desarrollo territorial y la gestión de riesgos.
La Defensoría de los Habitantes consolidó en 2024 su reacreditación como INDH en la categoría más alta, estatus A, luego de ser evaluada por el Subcomité de Acreditación de la Alianza Global de las Instituciones Nacionales para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos, determinándose que la institución cumple con los Principios de París, tanto en su normativa como en la práctica.
La DHR cuenta con acceso directo e independiente a los órganos de Naciones Unidas que supervisan el cumplimiento de las obligaciones de derechos humanos asumidas por Costa Rica, y tiene potestad para facilitar toda información que considere oportuna desde el ejercicio independiente de sus competencias. Es importante destacar el rol estratégico que juega la DHR en acompañar al Gobierno de la República en sus esfuerzos por promover la participación significativa de la sociedad civil en procesos como la implementación y seguimiento de las obligaciones internacionales de derechos humanos, desde su función fiscalizadora y de control de legalidad.
El INEC mantiene un proceso continuo de revisión y actualización del Sistema de Indicadores de Seguimiento de los ODS, donde al 2023 se alcanzó una cifra del 62,1% de indicadores disponibles de la Agenda 2030. En complemento al abordaje nacional de indicadores, se ha desarrollado un Sistema de Indicadores Cantonales de los ODS, avance que fue vital para la elaboración de la Estrategia de Metas Nacionales Costa Rica 2023-2030, principal instrumento de planificación de la Agenda 2030 que permitió la definición de 55 metas nacionales de los ODS, con su adecuado sistema de seguimiento anual.
También, en el marco de los indicadores para la toma de decisiones, Costa Rica elaboró un Índice Nacional de Desarrollo Sostenible (INDS), que bajo un enfoque de derechos humanos, y bajo el principio de no dejar a nadie atrás, permite disponer de información clara sobre el avance del país en cada uno de los ODS. 
En cuanto al financiamiento de la Agenda 2030, Costa Rica ha desarrollado esfuerzos para vincular la agenda ODS y su financiamiento por medio de diferentes instrumentos de planificación estratégica, entre los que destaca el Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP), que incluye los proyectos de cooperación internacional del Sistema de Gestión de Cooperación Internacional (SIGECI); las estimaciones presupuestarias de los programas y proyectos del PNDIP 2023-2026; y la vinculación de los presupuestos ordinarios o anuales de todas las 332 instituciones públicas que posee el país.
En el Poder Judicial, desde la Comisión de Acceso a la Justicia, las Subcomisiones de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia, se presentan los informes respectivos de rendición de cuentas sobre su desempeño y accionar. 
Estos Informes son requeridos por la Presidencia de la Corte y además son mandato constitucional. Adicionalmente se elabora todos los años material informativo de rendición de cuentas por diferentes medios alternativo: videos, o actividades protocolarias de rendición de cuentas dirigidas a la población judicial y a la ciudadanía en general. Se cumplen con los múltiples mecanismos de control y seguimiento desde el Control Interno.
Asimismo, se da respuesta a los informes que son requeridos por parte de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI), en cumplimiento de los instrumentos internacionales de derechos humanos de las diferentes poblaciones en condición de vulnerabilidad (Convenciones Internacionales). 
Dicha información queda a disposición de las instancias judiciales y de la sociedad civil por los diferentes medios tecnológicos con los que cuenta la institución para tal efecto, siendo uno de ellos la página Web de la Comisión de Acceso a la Justicia:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/
Por su parte, el Tribunal de la Inspección Judicial mediante los Indicadores de Gestión, el cual es una herramienta de medición, para garantizar una eficiencia y rendición de cuentas, que tiene como finalidad brindar un mejor servicio público, tanto a nivel interno como a la persona usuaria.
Desde la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa del Poder Judicial, constantemente se generan espacios de diálogo con la ciudadanía, mediante la participación del personal judicial en ferias informativas, la realización de reuniones anuales en cada una de las jurisdicciones en que se cuenta con equipos interdisciplinarios de Justicia Restaurativa, se realiza una rendición de cuentas anual en la que se presentan datos a nivel nacional, se participa en entrevistas de prensa, medios de comunicación y espacios académicos para informar y atender consultas de la ciudadanía sobre el procedimiento restaurativo, además se utilizan redes sociales para dar a conocer el trabajo realizado y sus resultados.
En la Defensa Pública, además, se realiza cada año una rendición de cuentas a nivel nacional por parte de la Dirección de la Defensa Pública, se realiza una invitación abierta a toda la comunidad y en un espacio abierto que permite la presencia de todas las personas que deseen presentarse, en ella se invita a cada una de las materias competencia de la Defensa Pública, entre ellas laboral, para informar a la ciudadanía del servicio público que se ha brindado.
La Contraloría General de la República (CGR) de acuerdo con la Constitución y la ley es la institución responsable de la vigilancia y uso efectivo de los recursos públicos y mediante su fiscalización realiza auditorías enfocadas en la eficiencia de los servicios públicos y temáticas asociadas a fiscalizar el nivel de cumplimiento de los ODS.
Es importante señalar el proceso de fiscalización que compete a la Contraloría General de la República, la cual se ha venido sustentando en un uso intensivo de la tecnología con la finalidad de buscar mayor oportunidad, agilidad y mejor toma de decisiones.
El proyecto "Mecanismo preventivo de fiscalización en infraestructura pública basado en inteligencia artificial" consiste en la implementación de un sistema automatizado de seguimiento de la infraestructura pública en la ejecución de obras, utilizando tecnologías digitales e inteligencia artificial, que permitirá a la ciudadanía observar en tiempo real cómo se utilizan los fondos públicos. Además, se utilizarán cámaras remotas para monitorear la obra, generando alertas sobre posibles riesgos y condiciones climáticas que puedan afectar el progreso.


	11.
	111.199 Continuar las acciones del Decenio Internacional para las Personas Afrodescendientes. (Perú);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Costa Rica tuvo una contribución decisiva al Decenio Internacional para las Personas Afrodescendientes 2015-2024 con el reconocimiento del Día Internacional de los Afrodescendientes en el 2020 por la Asamblea General de Naciones Unidas mediante la resolución A/RES/75/170, y co-facilitó la resolución A/RES/75/314 en 2021 que estableció el Foro Permanente de los Afrodescendiente como parte integrante de la arquitectura anti-racista de las Naciones Unidas, y cumpliendo con una de las acciones prioritarias del Programa de actividades del Decenio Internacional de los Afrodescendientes, 2015-2024. 
Costa Rica fue sede de la primera conmemoración del Día Internacional de las Personas Afrodescendientes, en alianza con Naciones Unidas en 2021, así como de la Reunión de Alto Nivel sobre igualdad y derechos humanos para los pueblos afrodescendientes, celebrada en 2019, “Acelerar la acción global para el reconocimiento de las personas afrodescendientes en América Latina y el Caribe”. El Compromiso de San José, documento resultante de dicha reunión y adoptado por nueve países de la región, incluye 14 acciones prioritarias para eliminar las brechas de desigualdad y avanzar hacia el cumplimiento del Decenio, y sirvió como contribución regional a la Cumbre de Nairobi en ocasión del 25 aniversario de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo.
El Ministerio de Educación Pública (MEP) a través del Departamento de Educación Intercultural, ha incluido en los planes de formación permanente capacitaciones donde se ha incorporado la variable de estereotipos raciales en libros de texto y medios de comunicación. A través de este Departamento se han desarrollado acciones para visibilizar la historia y los aportes culturales de las poblaciones indígenas y afrodescendientes a través de diferentes recursos: libros didácticos, audiovisuales, asesoramientos y capacitaciones.
El Ministerio de Educación Pública (MEP) ha elaborado una guía didáctica titulada "Protocolo de Actuación en Situaciones de Discriminación Racial y Xenofobia" dirigida al personal docente y administrativo de los centros educativos del país, con el objetivo de combatir el racismo y la discriminación. Se reconoce que los centros educativos enfrentan el desafío de ser espacios libres de discriminación, donde se garanticen los mismos derechos para todos los estudiantes. Estas iniciativas representan una herramienta importante para asegurar la construcción de una sociedad justa, con un mayor conocimiento de la herencia y la cultura afrodescendiente. El protocolo consta de cinco niveles principales: prevención y sensibilización, detección, actuación, sanción o reparación, y registro y evaluación. Además, especifica las rutas de contención en caso de presentarse situaciones de racismo, discriminación racial o xenofobia. 
En virtud de lo dispuesto en la Ley N.º 8938 y la Ley N.º 9526, en el mes de agosto se trata de forma prioritaria en las instituciones de enseñanza, el aporte de la cultura afrodescendiente, fomentando la convivencia y el respeto a la diversidad. 
Se creó el Foro Nacional de Mujeres Afrocostarricenses como un espacio dedicado al empoderamiento de las mujeres afrolatinoamericanas y afrocaribeñas, con el propósito de fomentar la construcción y reconocimiento de sociedades democráticas, equitativas, justas, multiculturales, libres de racismo, discriminación racial, sexismo y exclusión, además de promover la interculturalidad.
Ambas iniciativas contribuyen a la articulación, participación e incidencia política y social de las mujeres afrocaribeñas en sus temas de interés, así como al fortalecimiento de las organizaciones y a potenciar las redes y capacidades comunitarias.
Se cuenta con la “Guía para los lineamientos técnicos para incorporar el enfoque étnico-racial en la producción de estadísticas oficiales” desde 2022, que contribuye a visibilizar la diversidad étnica del país, con el objetivo de obtener información detallada sobre el acceso a derechos fundamentales como la educación, la salud y el trabajo digno.
Existe la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción, que busca erradicar la discriminación racial, reconociendo a los afrodescendientes como un grupo vulnerable que requiere especial protección. Esta política fue establecida como parte de la reforma al artículo primero constitucional, en el año 2015, la cual reconoce a Costa Rica como una República pluriétnica y multicultural. En la política se definen términos como "racismo estructural" y "personas afrodescendientes", y se agregan principios generales como igualdad y no discriminación racial. Se establecen metas concretas, como garantizar que los principios de igualdad y no discriminación sean fundamentales en la atención a las personas usuarias y en las relaciones entre los funcionarios judiciales. Se promueve la producción de datos desglosados por edad y género para recopilar información relevante sobre la situación de las personas afrodescendientes en relación con el acceso a la justicia. Además, se fomenta la colaboración con otros órganos judiciales y entidades para facilitar una atención integral a las necesidades de la comunidad afrodescendiente. Se establecen áreas estratégicas para la ejecución de la política, tanto en el ámbito jurisdiccional como en el administrativo y auxiliar de justicia, que incluyen capacitación, investigación y coordinación entre instituciones.
El Poder Judicial cuenta con la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes, cuyo objetivo es velar por la eliminación de la discriminación racial. Esta iniciativa se enmarca en la creación de acceso a la justicia para las poblaciones más vulnerables. Junto con el Comité Asesor y el Ente Permanente de Consulta, promueve el respeto, la difusión de los derechos y el conocimiento y aplicación de los instrumentos internacionales y nacionales pertinentes.
Se aprobó la Ley N.º 10120 del 2 de febrero de 2022, Ley de Acciones Afirmativas a favor de las personas Afrodescendientes, que en su artículo 3 establece: “Toda institución pública está obligada a destinar al menos un siete por ciento (7%) de los puestos de trabajo vacantes al año para que sean ocupados por las personas afrodescendientes, siempre que estas cumplan, en igualdad de condiciones, con los requisitos legales y constitucionales para acceder a ellos. Para nombrar en esas plazas a las personas no afrodescendientes deberá documentarse, de forma fehaciente, que en el respectivo proceso de reclutamiento y selección se divulgó el porcentaje y que no hubo participación de las personas afrodescendientes o que las participantes no cumplen los requisitos exigidos para el puesto. Esta medida se aplicará por un plazo de diez años, contado a partir de la entrada en vigor de la presente ley.”
La Defensa Pública ha dado inicio al proyecto Afrojusticia que se desarrolla con apoyo de AECID, Fundación UCR y tiene una duración de dos años dirigido al diagnóstico de necesidades de servicio en el marco del Poder Judicial de la población afrodescendiente de nuestro país.


	12.
	111.200 Aumentar la coordinación y la cooperación entre los distintos agentes que contribuyen al desarrollo humano de las personas con discapacidad. (Pakistán).
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada

	Plenamente implementada
	En diciembre de 2023, el CONAPDIS instruye a la institucionalidad pública, la formulación del Plan de Acción de la Política Nacional de Discapacidad 2024-2030.
La institucionalidad pública cuenta con Comisiones Institucionales sobre Accesibilidad y Discapacidad (CIAD), con la función de asesorar a las autoridades individuales sobre la materia y desarrollar acciones desde un enfoque de derechos humanos de las personas con discapacidad, incluyendo en materia de accesibilidad, diseño universal de instalaciones, y prioridad en su atención, agrupadas bajo una Red de comisiones (REDCADIS), reactivada en el 2022 para alinear acciones bajo la coordinación del CONAPDIS. La REDCADIS permite a los representantes de las CIAD de las diferentes Instituciones públicas, mantener un mejor acercamiento con el ente rector, alinear las acciones, conocer el trabajo que se está realizando a nivel nacional, además de crear alianzas estratégicas para la consecución de los objetivos, de ahí la importancia de la reactivación de la Red Nacional.
Lo anterior, de conformidad con la Ley de Creación del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), Ley N.º 9303 y sus reformas, y el Reglamento N.º 41088-MP.
En materia de empleo, la Estrategia BRETE, lanzada en 2023, tiene como objetivo principal mejorar la empleabilidad de las personas en mayores condiciones de exclusión del mercado de trabajo, propiciando su acceso a las oportunidades laborales y el impulso de la productividad y competitividad del país, basada en el talento humano. Hay 24 indicadores que contemplan el mapeo de esta población, apoyo en intermediación laboral y formación, y se hace seguimiento semestralmente.
La Ley 10046 del 28 de enero de 2022 crea la oficina de la persona adulta mayor y de personas en situación de discapacidad en las Municipalidades. Esto brinda los recursos para el desarrollo de acciones de articulación según los fines y las funciones con la Comisión Municipal de Accesibilidad (Comad), para cumplir las políticas que la municipalidad acuerde y para maximizar la ejecución de resultados.
Por otro lado, el 5 de mayo de 2022 se aprobó la Ley 10248, “Reforma Creación del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad”, la cual fortalece las funciones de coordinación del CONAPDIS, en el inciso m) del artículo 3 de la ley 9303
“Artículo 3.-
m) Coadyuvar en los procesos de consulta a la población con discapacidad y sus organizaciones, sobre legislación, planes, políticas y programas, en coordinación con las diferentes entidades públicas o privadas y los demás Poderes del Estado. El Consejo Nacional de la Persona con Discapacidad (Conapdis) deberá tener actualizado el registro de organizaciones de personas con discapacidad legalmente constituidas.”
La Dirección de Asuntos Laborales del MTSS coordina lo pertinente para que los servicios que se prestan a las personas con discapacidad se den bajo el principio de prioridad. A manera de ejemplo, las personas con discapacidad son atendidas sin cita previa. Además, se procura que los edificios en las diferentes sedes regionales cumplan con la ley 7600. La DNI tiene la facultad y la disposición legal de tutelar el cumplimiento de la legislación laboral, para mejorar las condiciones laborales de todas las personas trabajadoras, procurando que las relaciones de trabajo se desarrollen en un marco de trabajo decente, impulsado por la Organización Internacional del Trabajo; incluyendo evidentemente, a las personas trabajadoras con alguna discapacidad. En casos especiales se realizan coordinaciones con el CONAPDIS.
Dentro de las funciones del cuerpo de inspectores se encuentra la de vigilar que en los centros de trabajo que se garantice la igualdad de oportunidades y condiciones en el trabajo de conformidad con lo dispuesto por la Ley 7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad. Por ser trabajadores con alguna discapacidad, es importante traer a colación que, en apego al artículo 404 del Código de Trabajo, existe una prohibición expresa de discriminación por discapacidad. 
El Departamento de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad del MTSS tiene la obligación de asesorar y capacitar al sector empleador público y privado, para promover la inclusión laboral y asegurar el cumplimiento de la normativa laboral vigente para las personas trabajadoras con discapacidad.
Durante el período 2020-2024, el Departamento de Igualdad de Oportunidades del MTSS ha capacitado aproximadamente 5.000 (cinco mil) personas del sector empleador público y privado, para promover la inclusión laboral y asegurar el cumplimiento de la normativa laboral vigente en razón de las personas trabajadoras con discapacidad en el mercado abierto de trabajo, bajo los principios de igualdad y no discriminación. 
El Poder Judicial mantiene una importante coordinación interinstitucional con el CONAPDIS, con la finalidad de atender a nivel de servicios judiciales las necesidades de las personas en condición de discapacidad. 
Se inició en 2021 una importante coordinación con el CONAPDIS y la Presidencia de la Corte para la construcción de un Convenio Marco entre esta institución y el Poder Judicial, con la finalidad de participar y trabajar de manera articulada con los Foros Consultivos de personas en situación de discapacidad, de manera que el Poder Judicial pueda desarrollar acciones a favor de esta población, considerando sus necesidades particulares, cumpliendo con el mandato de consulta establecido en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
Este proceso se encuentra en su fase final, siendo que ya fue emitido para valoración y aprobación por parte del Consejo Superior, con el visto bueno del CONAPDIS, de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Discapacidad, instancias impulsoras. 
Importante destacar que se designó a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Discapacidad, como integrante de una Comisión Interinstitucional, convocada por el Poder Ejecutivo, para la construcción del Reglamento con ocasión del capítulo VIII de Acceso a la Justicia de la Ley No. 7600 lo que permite aunar esfuerzos interinstitucionales a favor de esta población. En cumplimiento de este Capítulo VIII de la Ley 7600, se presentan informes anuales a la Asamblea Legislativa. 
Asimismo, se inició durante el cuarto trimestre del 2020 el proyecto de actualización de la política institucional “Política de Equiparación de Oportunidades y de Acceso a la Justicia para las Personas con Discapacidad y su Plan de Acción” que tiene como finalidad incluir las reformas y/o ajustes que se han incorporado en la legislación a favor de las personas con discapacidad. Esto permitirá un servicio judicial con los ajustes razonables y procedimentales necesarios para potenciar la autonomía y el derecho de acceso a la justicia. Para la actualización de esta política se contó con cooperación internacional por parte del Alto Comisionado de las Naciones Unidas por medio de asistencias técnicas, que permitieran la confección de diagnósticos preliminares para conocer el estado de situación sobre su aplicación.
Finalmente, como parte de los compromisos institucionales, el Poder Judicial se ha comprometido al establecimiento de acciones en materia de política pública para articular el cumplimiento del Plan de Acción de la Política Nacional de Personas con Discapacidad (PONADIS). De manera que se están estableciendo compromisos institucionales para el período comprendido entre 2024-2030.
Constantemente el Tribunal de la Inspección Judicial tiene como prioridad la atención la atención de las personas con discapacidad, además de brindarle todas aquellas herramientas que brinda la institución para su desarrollo integral. Además, frecuentemente coordina y coopera con las diferentes oficinas o departamentos, para brindarle a esta población todo lo requerirán en las diferentes gestiones. 
Por otro lado también, se le reitera a los servidores/as judiciales las diferentes circulares, directrices y acuerdos que ha tomado el Poder Judicial con respecto a esta población, y por ende ofrecerles todas las herramientas necesarias para sus necesidades.
Además, en caso de ser necesario, y si la persona usuaria presenta algún problema de desplazamiento, la persona defensora pública se desplaza hasta el domicilio o lugar que designe la persona usuaria para brindarle atención.
En respeto de los principios de igualdad de oportunidades, accesibilidad y plena integración de las personas en la fuerza laboral del país, la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial de Costa Rica tiene el compromiso de actualizar la Política sobre empleabilidad del Poder Judicial para contar con un producto final denominado la “Política para la inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el Poder Judicial” el cual se desarrolla mediante un proyecto estratégico con recurso ordinario.
La política que actualmente se construye esta categorizada como una política institucional con impacto social, de ahí que en agosto del 2023 gracias a la facilitación del Departamento de Protección Especial al Trabajador del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se ejecutó el taller “Gestión humana inclusiva” con el objetivo de fortalecer a lo interno del Poder Judicial en las áreas de recursos humanos, instancias de procesos de reclutamiento y selección de talento humano, así como de otros actores responsables de elección y supervisión de las personas trabajadoras, en procesos propios de reclutamiento, selección y permanencia en el empleo, mediante la facilitación de conocimientos y apoyos para que la gestión del recurso humano que se realice sea inclusivo, libre de discriminación y garantice el trabajo de las personas con discapacidad.
En la misma línea de coordinación interinstitucional con la cooperación del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad para octubre 2023 se llevó a cabo de forma virtual el Foro Consultivo de Personas con Discapacidad lo que permitió mediante la participación ciudadana, transparencia y objetividad la co-creación de la Política y obtener insumos de gran valor en la etapa metodológica según el cronograma de trabajo del proyecto.

	
	Tema: A44 Estructura de los mecanismos nacionales de derechos humanos

	13.
	111.8 Garantizar que la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento e Implementación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos tenga los medios, incluidos los recursos financieros, humanos y materiales necesarios, para llevar a cabo su mandato de manera eficaz y pueda garantizar el pleno funcionamiento de la Entidad Permanente de Consulta con la Sociedad Civil. (Irlanda);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	La Comisión Interinstitucional para el Seguimiento e Implementación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos (CIIDDHH), creada mediante Decreto Ejecutivo 36776-Re del 9 de agosto de 2011, es el mecanismo nacional de seguimiento, reporte e implementación de las recomendaciones internacionales de derechos humanos. Es un órgano asesor permanente del Poder Ejecutivo, adscrito al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, con el objeto de coordinar la implementación en el ámbito nacional de las obligaciones internacionales de derechos humanos, mediante la concertación con instituciones del gobierno central, poderes del Estado y organizaciones de la sociedad civil. La Comisión continúa siendo una instancia estratégica en la coordinación del Examen Periódico Universal y otros procesos relacionados con el Sistema Universal de Derechos Humanos. 
En el marco de las funciones asignadas por el Decreto Ejecutivo, la CIIDDHH ha sido vital para el cumplimiento de las obligaciones internacionales de derechos humanos del país, incluyendo la presentación en el último cuatrienio de los siguientes informes: V y VI Informe ante el Comité sobre los Derechos del Niño y defensa oral; III y IV Informe ante el Comité contra la Tortura y defensa oral; I Informe al Comité sobre las Desapariciones Forzadas y defensa oral; VIII Informe ante el Comité para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y defensa oral; II y III Informe ante el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y defensa oral, además de la primera visita del SPT. 
El Decreto sufrió una modificación en setiembre de 2019 para fortalecer el funcionamiento de la Comisión (Decreto ejecutivo N.º 42000 del 11 de setiembre de 2019), y se encuentra en constante revisión, no obstante, ha sido un marco suficiente para garantizar el cumplimiento de las obligaciones arriba citadas.
El Ente Permanente de Consulta (EPC), creado en virtud del Decreto Ejecutivo 36776-RE, fue operacionalizado en 2018 con la creación de una base de organizaciones, y en sesión ordinaria del 28 de enero de 2021 se aprobó el “Mecanismo de participación y consulta de la CIIDDHH con la Entidad Permanente de Consulta” luego de un ejercicio de construcción conjunta con la mediación de la DHR, el cual se constituye como el marco de procedimientos para la participación significativa de la sociedad civil en la CIIDDHH. La base de datos de las organizaciones fue actualizada en abril y mayo de 2021 previo a la consulta del EPU con la sociedad civil. Esta base se actualiza dos veces al año de acuerdo con el Mecanismo de participación y consulta.
A pesar de estos avances, se reconoce la necesidad de fortalecer la Comisión con medios financieros y materiales que le permitan aumentar su capacidad de actuación, pero se retoma la existencia de un limitado espacio fiscal. En este momento, la Coordinación Nacional está en proceso de definición de una hoja de ruta de fortalecimiento, que incluye el apoyo de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos y otros actores interesados. 


	14.
	111.9 Fortalecer la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento e Implementación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos y seguir aplicando el Sistema de Monitoreo de Recomendaciones. (Paraguay);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Parcialmente implementada

	Misma respuesta que en 111.8.
En diciembre de 2020 se lanzó oficialmente el Sistema de Monitoreo de las Recomendaciones en Derechos Humanos (SIMORE), por medio de un proceso de cooperación Sur-Sur. 
Por dificultades de la plataforma tecnológica, añadiendo desafíos para la operatividad en la institucionalidad del país, no se ha podido implementar plenamente el Sistema. Desde 2024 y en el marco del IV Ciclo del EPU, el país está construyendo una hoja de ruta para implementar un Sistema nacional de seguimiento a recomendaciones, en alianza estratégica con instituciones clave del Estado y con el apoyo del Sistema de Naciones Unidas.
El proyecto visualiza establecer una herramienta tecnológica que, por un lado, de seguimiento a las recomendaciones internacionales de derechos humanos, permitiendo un seguimiento más sistemático a las acciones que desarrollan las instituciones para el cumplimiento de obligaciones internacionales de derechos humanos; permita la información pública en materia de derechos humanos a la sociedad civil y el público en general; y se vincule con el seguimiento a la implementación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y las prioridades nacionales de desarrollo en los sistemas de planificación nacional con los que se cuenta hasta el momento, asegurando la interoperabilidad de los sistemas. 

	
	Tema: A46 Planes Nacionales de Acción sobre Derechos Humanos (o áreas específicas)

	15.
	111.42 Elaborar un plan de acción nacional sobre las empresas y los derechos humanos. (Suiza);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada



	Parcialmente implementada
	En un hito de promoción y garantía de la igualdad, inclusión y justicia social, el Grupo Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), conglomerado de cuatro empresas del Estado que tiene como misión mejorar la calidad de vida de la población, gracias a sus aportes a la electrificación y telecomunicaciones del país, con un sentido social y ambiental, anunció en 2023 el compromiso de “Debida Diligencia de los Derechos Humanos”, siendo la primera empresa propiedad del Estado en suscribir este documento para una conducta empresarial responsable, en línea con los estándares de los Principios Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos y con los compromisos adquiridos por Costa Rica frente a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico. 
Por medio de este compromiso, el Grupo trasladará progresivamente a toda su cadena de valor, la expectativa que se comprometan a respetar los derechos humanos en sus actividades. Para materializarlo, el Grupo ICE pondrá en marcha procesos permanentes de debida diligencia para identificar impactos reales y potenciales para los derechos humanos en las operaciones de sus empresas, cadenas de suministro y relaciones comerciales.  
El proceso cubrirá a todo el personal de las empresas del Grupo ICE, y se espere permee positivamente el accionar del entorno empresarial. Asimismo, éste reportará a la Unidad Asesora de la Propiedad Accionaria del Estado (UAPA) adscrita al Consejo de Gobierno, al igual que otras 12 empresas del Estado que se espera avancen en la implementación de procesos de debida diligencia. Estos avances contribuyen a la puesta en marcha de un plan nacional sobre empresas y derechos humanos. 
Por su parte, el INAMU cuenta con el Programa del Sello de Igualdad que se trabaja tanto con organizaciones privadas como con instituciones públicas. El objetivo del programa es implementar acciones a lo interno de las organizaciones para cerrar las brechas entre mujeres y hombres y garantizar la igualdad de género en las relaciones laborales.


	
	Tema: A51 Educación en Derechos Humanos - General

	16.
	111.121 Seguir fortaleciendo los programas de sensibilización, formación y fomento de la capacidad sobre cuestiones relativas a los derechos humanos. (Filipinas);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada






	Plenamente implementada
	La institucionalidad estatal está maximizando recursos y potencializando las capacidades de su personal de forma sostenida, generando de forma satisfactoria la instalación de conocimiento y capacidades del funcionariado público, e impactando directamente la cultura institucional y la prestación de servicios. 
La formación de capacidades se da en diferentes temas, entre los que destacan los derechos de las mujeres, personas con discapacidad, no discriminación, cultura de igualdad y no violencia.
Asimismo, las instituciones públicas cuentan con políticas institucionales sobre discapacidad, igualdad de género, igualdad y no discriminación, migración entre otras, para la divulgación y sensibilización de los DD.HH.
La Asamblea Legislativa lleva adelante programas continuos y permanentes de capacitaciones en diferentes temas relacionados con los derechos humanos, entre ellos personas con discapacidad, interés superior de la niñez, masculinidad por la igualdad, violencia de género. Asimismo, desde el 2022 todos los informes de Servicios Técnicos incorporan un análisis de impacto de género con recomendaciones para su abordaje, y se aprobó en enero de 2024 una ficha técnica que guiará el análisis de género de los proyectos.
Mediante el Departamento de Estudios, Referencias y Servicios Técnicos, el Congreso ha desarrollado desde 2021 capacitaciones internas y apoyo al resto de la institución en materia de los ODS de la Agenda 2030. Lo anterior, dado que desde febrero de 2022 realiza el análisis de los proyectos de ley y su vinculación con la Agenda 2030, llevando al 10 de mayo de 2024, 922 proyectos analizados. 
El Área de Discapacidad cuenta con un programa permanente de capacitación “Curso de Servicios Institucionales Accesibles para Personas Usuarias con Discapacidad” dirigido a toda la población legislativa y orientado a capacitar a las personas participantes respecto a las modificaciones físicas, tecnológicas y actitudinales que deben implementarse para garantizar un acceso adecuado de las personas con discapacidad a los servicios de la Asamblea Legislativa. Este Programa fue declarado de interés institucional en la sesión ordinaria No. 097-2020 celebrada por el Directorio Legislativo el 3 de marzo del 2020.
El fomento, la sensibilización y la formación en derechos humanos se realiza, desde el Consejo de Salud Ocupacional, a través de acciones de capacitación dirigidas a diversos actores sociales para  promover el acceso al derecho a un trabajo seguro y saludable, mediante la implementación de gestiones preventivas del riesgo laboral, todos registrados cuantitativamente en https://www.cso.go.cr/documentos_relevantes/informes.aspx 
El Departamento de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad del MTSS, durante el periodo 2020-2024, ha capacitado aproximadamente 5.000 (cinco mil) personas del sector empleador público y privado para promover la inclusión laboral y asegurar el cumplimiento de la normativa laboral vigente en razón de las personas trabajadoras con discapacidad en el mercado abierto de trabajo, bajo los principios de igualdad y no discriminación.
El Departamento de Recreación, Promoción y Asistencia Social al Trabajador, brinda servicios de capacitación a varias poblaciones meta, entre las cuales destacan, la población adolescente de los colegios técnicos profesionales y agropecuarios, así como las personas adultas mayores de 65 años. Los ejes temáticos abordados contemplan contenidos de la educación sociolaboral, los derechos humanos, legislación laboral y todos aquellos que promueven la potencialización de las habilidades, las destrezas y las capacidades humanas. Desde el año 2020, hasta el primer trimestre del año 2024, este Departamento ha logrado alcanzar una cobertura de 26.121 (veintiséis mil ciento veintiún) personas beneficiadas con las capacitaciones. 
En el reciente cuatrienio, la Dirección Nacional de Seguridad Social ha logrado capacitar y generar toma de consciencia a un total de 38.400 personas.
En el MEP, uno de los principales avances ha sido la implementación de los programas de estudio de Afectividad y Sexualidad Integral III Ciclo y Educación Diversificada. Estos programas se fundamentan tanto en la Política Curricular en el marco de la visión “Educar para una Nueva Ciudadanía” para la implementación de los Programas de estudio se han desarrollado los siguientes procesos de capacitación: Asesoramiento sobre los ejes y metodología de los Programas de Educación para la Afectividad y Sexualidad Integral, en las 27 direcciones regionales para los docentes de Ciencias y Psicología con una cobertura del 100%; estos procesos fueron llevados a cabo desde las asesorías nacionales de Ciencias y Psicología en coordinación con la Dirección de Vida Estudiantil, específicamente con funcionarios del departamento de Salud y Ambiente y asesorías regionales de Ciencias; Capacitación del curso básico denominado: “Educación integral en afectividad y sexualidad desde el enfoque de derechos”, es impartido al personal docente responsable de desarrollar el Programa de Estudio de Afectividad y Sexualidad Integral de Tercer Ciclo de la Educación General Básica. 
El Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) promueve espacios de formación profesional y de trabajo libres de cualquier forma de violencia basada en el género. Para lograr este valor supremo, desarrolla acciones necesarias que impacten la construcción de una cultura institucional cimentada en un ambiente de respecto a la dignidad humana donde deben prevalecer los principios de igualdad y no discriminación.
Como parte de la Política para la atención y prevención de la violencia contra las mujeres el INAMU ha desarrollado procesos de capacitación dirigidos al personal de las 22 instituciones que integran el Sistema Nacional, específicamente en: Prevención de la violencia contra las mujeres, Debida Diligencia, Prevención de la violencia sexual, Atención especializada en Violencia Sexual, Construcción de masculinidades para la igualdad y no violencia, prevención del femicidio.


	
	Tema: A54 Sensibilización y difusión

	17.
	111.122 Impartir capacitación sobre derechos humanos al personal de salud, los miembros del poder judicial, las fuerzas policiales y los funcionarios de prisiones. (Portugal);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
 
	Formación a jueces: desde la Comisión de Acceso a la Justicia y las Subcomisiones de Acceso a la Justicia, junto con la colaboración de su instancia técnica la Unidad de Acceso a la Justicia, se establecen de manera sostenible coordinaciones con la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación para que dentro de sus ofertas formativas incorporen procesos de capacitación, información y sensibilización dirigidos a todo el personal judicial a nivel nacional, sobre los derechos humanos y fundamentales de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Todo lo anterior, con la finalidad de que el personal judicial cuente con las herramientas y el conocimiento necesario para brindar un servicio ágil y de calidad a las personas en condición de vulnerabilidad. 
Estas coordinaciones responden a los Planes Anuales Operativos que se encuentran vinculados de manera ineludible al Plan Estratégico Institucional y más específicamente al eje transversal de Acceso a la Justicia. Algunos de los cursos impulsados son de acatamiento obligatorio para el personal judicial.
Entre estas acciones están: procesos de capacitación, información y sensibilización, estrategias de comunicación, selección, estudio de jurisprudencia, participación en la construcción de lineamientos como Circulares, Políticas y protocolos, así como emisión de criterios técnicos en materia de vulnerabilidad y derechos humanos. En aplicación de los instrumentos internacionales se cuenta con una oferta formativa importante que se coordina con la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación de la institución.
En 2023 se implementó un taller sobre "Infracciones laborales con enfoque de género: elementos sustantivos y procesales" dirigido a jueces y juezas de trabajo, para aplicar la perspectiva de género en sus sentencias al decidir sobre infracciones a las leyes laborales. La actividad fue implementada para aquellas personas que recibieron previamente capacitación mediante las “Charlas Sentencias laborales con enfoque de género”, impartidas en el año 2022, por la Secretaría de Género y la Sala II de la Corte Suprema de Justicia, en el marco de lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en el Informe sobre el caso ELENA TELLEZ BLANCO contra COSTA RICA. Este año se espera volver a implementar abarcando no sólo a jueces y juezas de Trabajo, sino de otras materias, así como a defensores sociales. 
Personal de Salud: El Ministerio de Salud realiza de manera continua actividades de sensibilización en derechos humanos y género. En estos procesos de divulgaciones técnicas y sensibilizaciones participan redes locales de prevención de la violencia con representación en todo el país. Los temas que se desarrollan se abordan desde los diferentes enfoques: derechos humanos, género, igualdad y se procura la transversalización de estos enfoques en el quehacer institucional; impacto de la desigualdad en la vida de las mujeres y su salud; impacto de la violencia en la salud y vida de las familias y comunidad, derechos en salud de las personas LGBTI, nuevas masculinidades para la igualdad, derechos sexuales y reproductivos, salud mental desde un enfoque de género, corresponsabilidad de los cuidados, derecho a una atención y protección oportuna a las víctimas de violencia; rutas de apoyo; prevención del femicidio, así como la necesidad de reconocer y enfrentar las desigualdades de género y prevenir la violencia en la adolescencia y el noviazgo.
Fuerzas policiales: Se realizan capacitaciones de diferentes tipos, lo que ha permitido un mayor conocimiento de los temas y las acciones, criterios y prácticas adecuadas para el abordaje en las diferentes actividades y acciones que se deben realizar según sea el caso y condiciones. Entre las materias abordadas se encuentran: sobre protocolo para el abordaje, conducción y tratamiento de personas aprehendidas en las celdas de las Delegaciones Policiales, velando por su estado de salud y acceso y protección de sus derechos e integridad hasta ser presentados ante el ente judicial; derechos humanos desde la perspectiva de género inclusiva; Capacitación en el tema de Migraciones y acceso a derechos humanos a las personas Migrantes; Capacitación al Personal Policial en el tema de Protocolo de Intervención Policial ante situaciones de violencia intrafamiliar y relaciones de pareja; Protocolo de 72 horas; Masculinidades por la Igualdad.
En el año 2023, se realizó el Proyecto de Formación para Cuerpos Policiales, que consistió en procesos de sensibilización en materia de salud sexual reproductiva de las personas funcionarias policiales y administrativas, prevención del VIH-SIDA, derechos sexuales y reproductivos y derechos humanos de la población LGTBIQ+, con un alcance aproximado de 2.000 personas. 
Del 2019-2024 se conmemora el 17 de mayo “Día Internacional contra la Homofobia -Transfobia-bifobia”; con la finalidad de impulsar estrategias de comunicación educativas, que estén comprometidas con la igualdad de género y la erradicación de las diversas formas de violencia y discriminación; se trata de socializar material informativo correo masivo (con un alcance de aproximadamente 10.000 personas por año) para concientizar y fomentar el respeto y la sana convivencia entre todo el personal del Ministerio.
Se han realizado procesos de sensibilización en materia de salud sexual y reproductiva, VIH, y LGBTIQ+, de funcionarios policiales y administrativos, con un alcance de hasta 2.000 personas, y se forma en la aplicación de protocolos de intervención policial ante situaciones de violencia de género, masculinidades por la igualdad, y trata y tráfico ilícito de personas. 
Para el ejercicio adecuado de la autoridad y la prevención de la tortura de personal policial como penitenciario, se realizan capacitaciones en el Ministerio de Seguridad Públia (MSP) como en el Ministerio de Justicia y Paz (MJP), por ejemplo, para el abordaje y tratamiento adecuado de personas aprehendidas o privadas de libertad. El MSP ha desarrollado campañas de promoción de derechos humanos con alcance de hasta 10.000 personas.
La Oficina de Igualdad y Equidad de Género en Conjunto con el Centro Carter, La Embajada de los Estados Unidos y la Academia Nacional de Policía (ANP) incluyó dentro de la malla curricular de la ANP el primer Curso DDHH e igualdad de género, como requisito de graduación para todos los cuerpos policiales en todas las escalas. 
Asimismo, se brindan procesos de sensibilización a funcionariado público en temáticas asociadas a la SSSR tanto a personal de servicios de salud, como funcionariado en centros penitenciarios y otras alternativas de justicia.
De igual forma, la Unidad de Desarrollo realiza acciones con la Dirección del Servicio Civil para incorporar personas funcionarias públicas en capacitaciones en temas de DD.HH. Asimismo, en 2020 se impartió una Conferencia de Humanización de la Pena y Derechos Humanos a 22 personas y en 2021 se impartió el curso Derechos Humanos y Prevención de la Tortura a 88 personas, todas funcionarias policiales, quienes tienen acceso directo a las personas privadas de libertad.


	
	Tema: B31 Igualdad y no discriminación

	18.
	111.38 Realizar esfuerzos complementarios para velar por que las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales gocen efectivamente de sus derechos consagrados en la legislación costarricense, centrándose especialmente en su acceso al sistema de salud y el empleo. (Uruguay);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada 
	Misma respuesta que en 111.70
La CCSS cuenta con un Protocolo de Atención Integral de Personas Transgénero para la Hormonización en la Red de Servicios de Salud; y ha incluido la variable orientación sexual e identidad de género en sus registros estadísticos. Las personas pueden optar a retener la información, aunado a la confidencialidad de los datos. 
Desde noviembre de 2015 el Ministerio de Salud cuenta con las Directrices técnicas para la garantía del derecho a la salud de personas LGBTI, así como el documento de Acciones rectoras para el derecho a la salud de personas LGBTI. Aunado a estos importantes documentos, se realizan de manera constante procesos de sensibilización divulgaciones técnicas en los que se abordan temas como el impacto de la discriminación y la violencia en la salud de las personas LGTBIQ, las Directrices técnicas a diferentes regiones del Ministerio de Salud y a redes locales de prevención de la violencia. También se han realizado procesos de sensibilización a diferentes instituciones como parte del acompañamiento en estos temas. El Plan de Acción de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Hombres y Mujeres (PIEG 2023-2026) contempla una acción estratégica, en su eje 4, la acción 4.9 que contempla el desarrollo de acciones y estrategias en salud integral que promuevan el acceso y cobertura de las mujeres en su diversidad.
Una de las principales funciones de la Inspección de Trabajo es velar por la protección de los derechos laborales de las personas trabajadoras en Costa Rica, y en atención a la existencia de prácticas discriminatorias hacia ciertos grupos de la población vulnerables. La acción de la Inspección de Trabajo se circunscribe a todo el país y no se realiza distinción entre personas trabajadoras en razón de su orientación sexual. Lo anterior de conformidad con lo establecido en el numeral 404 del Código de Trabajo que se refiere a la Prohibición de discriminar en el trabajo, incluyendo la orientación sexual. De conformidad con lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 410 del Código de Trabajo, cuando una persona trabajadora en el ejercicio de sus funciones relativas a reclutamiento, selección, nombramiento, movimientos de personal o cualquier otra forma, incurra en discriminación, se considerará falta grave para los efectos del artículo 81 de Código de Trabajo. Dentro de este supuesto, la divulgación de la orientación sexual sin el consentimiento de la persona trabajadora podría ser eventualmente denunciada ante la Inspección de Trabajo.
Una acción afirmativa ha sido el establecimiento de una oficina de empleo que atiende directamente a esta población, en conjunto con la sociedad civil (Casa Abierta).
Por parte del MEIC, la Política Nacional de Empresariedad 2030, en su enfoque de Inclusividad y Género indican; “Integrar en el diseño de la Estrategia una panorámica general e inclusiva, que procura la igualdad de oportunidades y derechos para todas las personas independientemente de su género, estatus social, edad, condición física o mental, raza, religión, opción sexual, - incluidas las que se encuentran en condición de discapacidad- que contribuya a fundamentar una respuesta efectiva, verdaderamente integral y diferenciadora para esta población. Por lo anterior, se incorporará el enfoque de inclusividad y género en la definición de programas y acciones para las estrategias planteadas.”

	19.
	111.31 Aprobar leyes que tipifiquen los delitos de odio por motivos de orientación sexual e identidad de género. (Canadá);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El 25 de abril de 2022 entró en vigor la Ley 10175, la cual incorpora un inciso nuevo al artículo 112 del Código Penal, Ley Nº 4573, por medio del cual se añaden nuevas circunstancias para que un homicidio sea considerado calificado, con lo cual el rango de la pena se eleva de 12-18 años a 20-35 años de prisión. El texto añade una nueva causal con lo cual se consideraría la comisión de un homicidio calificado cuando se diere muerte “a una persona por motivos de odio a causa de su pertenencia a un grupo etario, racial, étnico, religioso, de su nacionalidad, opinión política, situación migratoria, orientación sexual, identidad o expresión de género, discapacidad o características genéticas.” 
Existen otras iniciativas en corriente legislativa, tales como el proyecto de ley para penalizar los crímenes de odio, delito de discriminación racial y otras violaciones de derechos humanos, Expediente 22.171 (Anexo III).

	20.
	111.30 Seguir aplicando medidas encaminadas a combatir la discriminación contra las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero, queer e intersexuales (LGBTQI) y a prevenir, investigar y sancionar los actos de discriminación y violencia contra ellas. (Argentina);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.31
Como parte de los compromisos asumidos por la DGME en materia de los Derechos Humanos de la población LGTBIQ+, se encuentran además de haber sido una de las primeras instituciones del Gobierno central en concretar en el documento de identidad migratoria la posibilidad de que se registe la identidad de género autopercibida, así como, reconocer para efectos migratorios los matrimonios entre personas del mismo sexo según el Decreto Ejecutivo N°41337 del 18/12/2018. Actualmente, Costa Rica cuenta con un pasaporte biométrico que también permite alimentar la información del género de las personas Transexuales conforme a su autopercepción.
 La DGME, mantiene alianzas estratégicas con organizaciones de la Sociedad Civil y Organismos internacionales para complementar la atención de las necesidades diferenciadas de la población LGTBIQ+ migrante, en especial de las personas solicitantes de Asilo.
 La DGME, al igual que las instituciones del país se han constituido en lugares seguros para esta población, conforme lo establecido en la Política del Poder Ejecutivo 38999 MP -y otros. -Para Erradicar de sus Instituciones la Discriminación Hacia la Población LGTBIQ+. En tal sentido la DGME cuenta con una Comisión Institucional permanente de Igualdad y No discriminación de la Población LGTBIQ+, con la que ha construido una cultura organizacional que establece en la disciplina laboral del personal institucional la Cero Tolerancia de actos de Discriminación, en sus diferentes manifestaciones.
El IMAS se esforzó en establecer una ruta institucional para promover la igualdad y no discriminación de las personas LGTBIQ, se cuenta con la Política de Diversidad Sexual y el Procedimiento para investigar y sancionar discriminación por razones de identidad de género y orientación sexual contra población LGBTIQ+.
En cumplimiento al Decreto Ejecutivo 38999 de Política del Poder Ejecutivo para erradicar de sus instituciones la discriminación hacia la población LGBTI y de la Circular 5-2022 del Instituto Nacional de Criminología, se actualizaron y dictaron los lineamientos sobre la atención y seguimiento a la población LGTBIQA+ en el sistema penitenciario nacional. Importante señalar que dentro del Sistema Penitenciario Nacional priva la libertad de auto determinación, y conforme este principio, se ubica a la persona en determinado centro penitenciario sin importar el sexo biológico, respetando así sus derechos.
El Ministerio de Educación Pública aplicando medidas encaminadas a combatir la discriminación contra las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero, queer e intersexuales (LGBTQI) y a prevenir, investigar y sancionar los actos de discriminación y violencia contra ellas, incluyendo asesorías especializadas a solicitud de centros educativos, circuitos y Direcciones Regionales desde la Dirección de Vida Estudiantil en el Departamento de Salud y Ambiente,  para la promoción de espacios seguros y libres de discriminación en cumplimiento a:  protocolo de atención al bullying contra población LGBT inserta en centros educativos; así como la “Declaración del Ministerio de Educación Pública como espacio libre de discriminación por orientación sexual e identidad de género” (Circular DM-024-05- 2015).
Por otro lado, se atienden denuncias por discriminación desde la Dirección de Gestión Disciplinaria.
La Contraloría de Derechos Estudiantiles ha atendido situaciones por Discriminación:
Identidad de género: 2019: 11 situaciones, 2020: 7 situaciones, 2021: 32 situaciones, 2022: 37 situaciones, 2023: 27 situaciones, 2024: 5 situaciones.
Orientación Sexual: 2019:4 situaciones, 2020:2 situaciones, 2021:4 situaciones, 2022, 2023 y 2024:0 situaciones 
Población LGTB: 2019 y 2020: 0 situaciones, 2021:1situación, 2022:17 situaciones , 2023:11situaciones y 2024:1 situación.


	21.
	111.37 Elaborar y poner en práctica un plan de acción para eliminar todas las formas de discriminación social e institucional contra las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales, que incluya un proceso de seguimiento. (Países Bajos);
Fuente de posición A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación 
	El Decreto No. 38999 y sus reformas, denominado “"Política del Poder Ejecutivo para Erradicar de sus Instituciones la Discriminación Hacia la Población LGBTI, inició un proceso normativo e institucional para el establecimiento de condiciones inclusivas y apropiadas en favor de las personas LGTBI. A partir de éste, las instituciones públicas han creado comisiones y políticas institucionales para la igualdad, facilita capacitaciones y sensibilización al funcionariado, genera lineamientos y protocolos de acción, y contribuye a una cultura de tolerancia y respeto a la diversidad de las personas.
El TSE cuenta con una política institucional de No discriminación por orientación sexual e identidad de género, que incluye un plan de acción y algunos lineamientos, un tipo de protocolo. Se incluye la parte de capacitación, campañas, atención de consultas al respecto, asistencia técnica y orientativa.
El 18 de julio de 2022 mediante Decreto Ejecutivo 43639, se crea la figura del Comisionado de la República de la Presidencia de la República para la inclusión social de las poblaciones indígenas, afrodescendientes, personas con discapacidad y LGBTIQ que tiene entre sus responsabilidades, coadyuvar en la elaboración de una Política Nacional para una Sociedad Igualitaria Libre de Discriminación, y la creación de un Comité Consultivo con organizaciones de la sociedad civil.
Costa Rica lanzó en 2024, junto a Naciones Unidas, la Estrategia Nacional contra los Discursos de Odio y Discriminación, con el fin de enfrentar los discursos de odio y discriminación, con enfoque preventivo, y planteando acciones articuladas del Estado y otros actores. Previamente, Costa Rica y Naciones Unidas trabajaron en la presentación del tercer informe nacional sobre el impacto de los discursos de odio en las redes sociales, detectando un crecimiento significativo de estos discursos y movilizando a diversos actores de la sociedad en la lucha contra este flagelo.


	22.
	111.35 Desglosar los datos basados en la orientación sexual, la identidad de género y las características sexuales con miras a comprender claramente la situación de las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales. (Malta);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación 
	Costa Rica ha dado pasos fundamentales en el último cuatrienio, incluyendo el anuncio por parte del INEC del marco de referencia para el abordaje de la población LGTBI+ en la producción y divulgación de las estadísticas oficiales, que si bien es incipiente, aportará a visibilización de estas poblaciones y a abordar de mejor forma la garantía de sus derechos. https://costarica.unfpa.org/sites/default/files/pub-pdf/Marco-LGBTI-web%20%281%29_0.pdf
Asimismo, el INEC cuenta con datos disponibles sobre discriminación con base en la orientación sexual, especialmente en mujeres: https://inec.cr/estadisticas-fuentes/encuestas/encuesta-mujeres-ninez-adolescencia-2018
La Caja Costarricense de Seguro Social ha incluido la variable orientación sexual, y otras variables que caractericen a estas poblaciones, en el expediente digital único en salud. La variable identidad de género se ha incluido desde el registro de datos demográficos. 
Se aclara que estas variables se recolectan, no obstante, por el principio de derechos humanos las poblaciones de interés deben autodefinirse y las personas pueden optar a retener la información sobre sus características personales y antecedentes relacionados con la salud sexual, aunado a esto por la ley de protección de datos la Institución vela por la confidencialidad de los datos. 
La Ficha de Información Social y Ficha de Información Social de Personas Institucionalizadas y Sin Domicilio Fijo (FISI) del IMAS en la variable de sexo incluye la opción de "Intersexo", además cuentan con una variable de “Género”, la cual permite identificar a la población que no se ubica en las categorías de género binarias. No obstante, en el registro de información no se contempla aún lo relacionado con orientación sexual. La variable permite identificar la población según su identidad de género independientemente de su sexo biológico, así como la generación de datos estadísticos. En los Informes del Programa de Protección y Promoción Social, que se realizan de forma trimestral y anual, son categorías que se utilizan para desagregar los datos que reporta la institución.
El Ministerio de Seguridad Pública cuenta con la Circular MSP-DM-021-2023 “Obligatoriedad de desagregar datos por sexo y género en toda la recopilación de datos en el MSP”; y Circular MSP-DM-DVURFP-DGFP-SGFP-DRNHA-DPP-UO-0028-2023, “Desagregar datos por género, sobre la obligatoriedad por parte de los funcionarios administrativos y/o policiales de mantener las bases de datos desagregadas y desglosadas por género”, esto con el fin de respetar los protocolos de equidad de género institucionales. 
El Ministerio de Educación Pública, en el marco de la Política Nacional para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres 2018-2030, el Ministerio de Educación Pública asumió el siguiente compromiso institucional: “Producción y difusión de datos desagregados por sexo u otra condición asociada a la interseccionalidad para alimentar estadísticas e indicadores desagregados con perspectiva de género”. Y su respectivo indicador: Desagregar datos por sexo y genero auto percibido en todas las estadísticas y registros de MEP. 
En el Poder Judicial, desde finales del 2021, con el liderazgo de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ) y la Subcomisión de no discriminación, se ha impulsado la definición y aprobación por parte de los órganos internos competentes de la inclusión de variables sobre la orientación sexual y la identidad de género en los sistemas de gestión institucionales. 


	23.
	111.32 Continuar trabajando para eliminar la discriminación contra las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales, y erradicar la violencia de género contra esas personas. (Chile);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.30
La Política de No Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género del Tribunal Supremo de Elecciones es de acatamiento obligatorio para todas las dependencias de la institución, incluidas las oficinas centrales y las oficinas regionales.
El Ministerio de Seguridad Pública cuenta con el Protocolo de actuación en situaciones de discriminación hacia la población LGBTIQ+ en MSP 
El Ministerio de Salud realiza de manera continua actividades de sensibilización y divulgación técnica en las que aborda la importancia de eliminación de toda forma de discriminación. En estos procesos de divulgaciones técnicas y sensibilizaciones participan los niveles regionales, niveles locales y actores sociales claves.
En el Ministerio de Educación Pública mediante Resolución N° 0147-MEP-2020, se dicta la integración de la Comisión Institucional para la Igualdad y No Discriminación hacia la Población LGTBI. 
Desde esta comisión se realizan procesos de acompañamiento para la atención de la población LGTBI, incluyendo la implementación y seguimiento de la Estrategia Nacional de Capacitación y Sensibilización: No discriminación e inclusión de personas LGTBIQ+, en el año 2020; implementación del curso “Caminando hacia la Igualdad”, con la participación de 2.435 funcionarias y funcionarios; implementación de las Jornadas de Sensibilización y webinarios, instruyendo a las 27 Direcciones Regionales de Educación a participar de la capacitación virtual-participativa "Sensibilización de los derechos estudiantiles de las personas LGTBI", con la participación de un total de 1.246 personas; emisión del Comunicado para el “Reconocimiento del nombre social de estudiantes trans”; y desarrollo de acciones para la conmemoración del 17 de mayo como el Día contra la Homofobia, la Lesbofobia, la Bifobia y la Transfobia”: comunicados, infografías, fondos de escritorio de las computadoras, entre otros. 
Respecto a la prevención, se continúa implementando los programas de estudio de Afectividad y sexualidad integral, los cuales incluyen un eje temático en relación con el tema.
Asimismo se realizan asesorías especializadas a solicitud de centros educativos, circuitos y Direcciones Regionales desde el Departamento de Salud y Ambiente para la promoción de espacios seguros y libres de discriminación en cumplimiento al  protocolo de atención al bullying contra población LGBT inserta en centros educativos; así como la “Declaración del Ministerio de Educación Pública como espacio libre de discriminación por orientación sexual e identidad de género” (Circular DM-024-05- 2015).
En el Poder Judicial, la Defensa Pública le brinda asesoría legal gratuita a las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales, garantizando el acceso a la justicia en los procesos laborales.  En materias como pensiones alimentarias, penal, penal juvenil, agrario, ejecución de sentencias, penalización, de igual manera brinda el servicio de manera gratuita a todas las personas sin distinción.
Por su parte, el reconocimiento del matrimonio igualitario le ha permitido a la Defensa Pública impactar a esta población con el servicio en materia de pensiones alimentarias, así como distribución de prestaciones de persona fallecida (en materia laboral), entre convivientes de hecho del mismo sexo.

	24
	111.33 Reforzar las estrategias nacionales para prevenir la violencia y la discriminación contra las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales. (Colombia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.30, 111.37 y 111.32.

	25
	111.36 Adoptar medidas para prevenir, investigar, enjuiciar y castigar los delitos de odio contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero y las personas intersexuales. (Montenegro);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.31 y 111.30.
El Poder Judicial cuenta desde el 2009 con una Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género, se reúne bimensualmente y realiza diversas acciones. Una de ellas, fue la aprobación de la Política institucional de no discriminación en el 2011.
Asimismo, desde en asocio con otras instituciones del Poder Judicial como la Defensa Pública, trabajan en la creación de un Plan de Recolección de Datos de Personas LGBTIQ con la participación de personas pertenecientes a este colectivo con la finalidad de visibilizarlas y mejorar el acceso a la justicia.


	26.
	111.107 Seguir esforzándose por proteger los derechos de las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales, reconociendo el derecho de las personas intersexuales a la libre determinación de la identidad de género y la expresión de género, entre otras cosas prohibiendo la realización de intervenciones quirúrgicas o farmacológicas en los niños antes de la manifestación de su identidad de género (Portugal);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Parcialmente implementada 
	Misma respuesta que en 111.70, 111.38, y 111.30.
Existe en corriente legislativa el Expediente Nº 20.970. ADICIÓN DE LOS ARTÍCULOS 35, 68 BIS, 384 BIS Y DE UN INCISO E) AL ARTÍCULO 260 DE LA LEY GENERAL DE SALUD, N.° 5395, DE 30 DE OCTUBRE DE 1973 Y SUS REFORMAS. (Pretende establecer la prohibición del uso de toda terapia de tipo aversiva orientada a suprimir, revertir o modificar a modo de pretendida curación de las características sexuales, expresión de género, identidad de género u orientación sexual de las personas). En el Plenario desde el 17 de marzo de 2023 con informe de primer día de mociones vía artículo 137 del Reglamento.


	27.
	111.208 Fortalecer los mecanismos existentes para luchar contra la xenofobia y contra todas las formas de odio contra los migrantes y los refugiados en el país, en particular mediante el uso de medios sociales. (Haiti);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Costa Rica reconoce que la integración de las personas migrantes y refugiadas es esencial para promover la cohesión social y sociedades con mayor justicia social. Sin embargo, la xenofobia es una barrera que puede dificultar su integración. Por ello es importante tomar medidas específicas al respecto, ante ello el Plan Nacional de Integración 2023-2027 considera esto como un desafío, de ahí que, dentro de los ejes estratégicos se incluyó “Reconocimiento de la Diversidad”: El reconocimiento de la diversidad se refiere a la capacidad de la sociedad costarricense para aceptar la diversidad étnica y de origen, teniendo en cuenta una perspectiva interseccional de género, multinivel y multisectorial para fortalecer la contribución económica, social y cultural de las migraciones. Este concepto incluye la interacción con los miembros de la sociedad de acogida y la lucha contra la discriminación y la xenofobia. Este eje, cuenta con dos subtemas relacionados con la temática:  Lucha contra la xenofobia y la discriminación, así como “Inclusión de la Diversidad Migratoria”.
Además, la DGME ha programado la utilización de las redes sociales para promover un NO a la xenofobia y a la discriminación, el material divulgativo se publicará mensualmente y se colocó un cintillo en la página web.
A fin de garantizar un entorno seguro, libre de discriminación en las escuelas, el MEP aplica el “Protocolo de actuación en situaciones de discriminación racial y xenofobia”, vigente desde 2019, que incluye las acciones sistemáticas que se deben realizar en caso de suceder una situación de discriminación racial y xenofobia en los centros educativos. https://www.mep.go.cr/sites/default/files/2022-07/protocolo-actuacion-situaciones-discriminacion-racial-xenofobia_0.pdf.
Se han incluido en los planes de formación permanente, capacitaciones donde se ha incorporado la variable de estereotipos raciales en libros de texto y medios de comunicación. Actualmente, la lista de lecturas sugeridas aprobada por el Consejo Superior de Educación para la malla curricular, promueve la educación para la tolerancia, respeto y aprecio de las diferencias como práctica pedagógica.
La Defensa Pública forma parte de la Subcomisión de acceso a la justicia de las personas migrantes y refugiadas del Poder Judicial, dentro de su objetivo es elaborar y fortalecer los mecanismos tendientes a la eliminación de la xenofobia y toda forma de odio contra migrantes y refugiados del Poder Judicial y con ello la Defensa Pública.
Además, forma parte de la Red de personas migrantes, la cual es presidida por el ACNUR, además de haber suscrito un protocolo de cooperación de personas migrantes elaborado por la AIDEF, con el cual se busca facilitar la remisión de documentos que requieran las personas migrantes, entre los diferentes países miembros de la Asociación. 
Por ello, el Poder Judicial mediante cápsulas informativas, charlas y demás información constantemente brinda dicha información, para así ser más empáticos y sobre todo seguir implementando mecanismos para reducir esta situación. Además, a lo interno de la oficina se conversado constantemente sobre la importancia de eliminar cualquier tipo de discriminación.
Por su parte, Escuela Judicial ha impartido capacitaciones a personal juzgador y a personal de apoyo como “Derecho Internacional Humanitario y la Protección de los Derechos de las Personas Migrantes”, “La protección internacional del refugio con énfasis en las personas menores de edad”, “Aspectos generales del estatus de refugio y el riesgo de apatridia”.
Costa Rica ha desarrollado la “Política Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y Xenofobia 2014-2025" y su plan de acción. Este esfuerzo tiene el objetivo de propiciar condiciones para que Costa Rica sea más inclusiva y equitativa, obligando a las instituciones públicas, así como el Estado en general, a implementar procesos de sensibilización, reconocimiento, toma de decisiones y acciones institucionales que respondan adecuadamente a las particularidades, características y contexto histórico de los Pueblos Indígenas, afrodescendientes, migrantes y refugiados.  
Dentro de los objetivos del plan nacional de esta política, se menciona que "Costa Rica será una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia a partir de la garantía del ejercicio pleno de los derechos humanos de los pueblos indígenas, afrodescendientes, poblaciones de migrantes y refugiados, que contribuyen a la conformación de una sociedad más respetuosa y sensible a las diferencias y enfoques particulares". 
Actualmente, este instrumento está en proceso de transformación hacia una “Estrategia Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia”, con la actualización de que, además de procurar el acondicionamiento de la actividad y los servicios que la Administración Pública presta a las poblaciones afrodescendientes, Pueblos Indígenas y migrantes, adicione un eje de cambio cultural para incidir también en los valores culturales de la población general, combatiendo la discriminación y promoviendo la igualdad y los derechos humanos. 


	28.
	111.34 Mejorar los registros y demás datos sobre la situación de las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales. (Islandia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación 
	Misma respuesta que en 111.35.

	
	Tema: B32 Discriminación racial

	29.
	111.11 Criminalizar la discriminación racial y la desaparición forzada en la legislación nacional (Yemen);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Parcialmente implementada
	Misma respuesta que en 111.31.
En la actualidad se encuentran asignados al Plenario Legislativo dos proyectos de ley con un avance significativo en este tema:  
El expediente N.º 22.171, “Ley para Penalizar los Crímenes de Odio, el Delito de Discriminación Racial y otras Violaciones de Derechos Humanos”, integra a la legislación penal un nuevo inciso que agrava el homicidio en caso de que haya sido motivado por el odio hacia una persona que pertenezca a un determinado “grupo etario, racial, étnico, religioso, de su nacionalidad, opinión política, situación migratoria, orientación sexual, identidad o expresión de género, discapacidad o características genéticas”.   
A su vez, esta ley resulta relevante porque agrega al Código Penal los delitos de difusión de discriminación racial, mediante el cual se impone pena de prisión a quien difunda, distribuya o exhiba contenido “que promueva mitos, estereotipos, prejuicios o sesgos o que incite a otras personas a rechazar, desprestigiar, odiar, discriminar o a cometer actos de violencia o a otra acción ilegal similar contra una persona o grupo de personas sobre la base del odio racial”.   
Además, modifica el artículo correspondiente al delito de genocidio para considerarlo también para acciones de etnocidio, al mismo tiempo que eleva la pena de prisión en casos de estas conductas. Por último, además de realizar ciertas modificaciones que agravan la conducta del funcionario público que comete estos actos, esta ley transforma la sanción de multa que actualmente existe ante un hecho de discriminación racial (dispuesta en el artículo 380 del Código Penal) y la convierte en pena privativa de libertad.
Un proyecto de ley más reciente se tramita bajo el expediente N.º 23.674 “Ley para la eliminación de la discriminación y la penalización de todas las formas de violencia étnico-racial”, el cual tipifica los delitos de maltrato, Restricción a la libertad de tránsito, Restricción a la autodeterminación, Sustracción patrimonial, Apropiación patrimonial, daño patrimonial, Limitación al ejercicio del derecho de propiedad, Daño al patrimonio cultural, Obstaculización del acceso a la justicia, Incumplimiento de deberes agravado, difusión de material discriminatorio, pertenencia a organizaciones de odio, y otros, cuando sean realizados por motivos de discriminación racial.
Asimismo, el Proyecto de Ley N.º 23.655 para tipificar el delito de Desapariciones Forzadas, fue dictaminado de manera unánime en positivo por la comisión de asuntos internacionales y continúa el proceso para la aprobación por parte de la Asamblea Legislativa. 


	30.
	111.16 Modificar su derecho penal para aumentar las sanciones por discriminación racial y considerarla una circunstancia agravante, especialmente contra los pueblos indígenas y las personas afrodescendientes. (Grecia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.31.


	31.
	111.15 Adoptar las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, con el fin de reforzar la lucha contra la discriminación racial y la estigmatización de los migrantes, los solicitantes de asilo y los refugiados. (Ecuador);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	Misma respuesta que en 111.208
En materia de interculturalidad, por ejemplo, se han desarrollado lineamientos técnicos, en el marco de procesos de diálogo con la sociedad civil, para integrar el enfoque étnico-racial en la producción de estadísticas oficiales, lo cual orientará de manera más efectiva la planificación y evaluación de políticas públicas para combatir las desigualdades. La “Guía para los lineamientos técnicos para incorporar el enfoque étnico-racial en la producción de estadísticas oficiales” lanzada en 2022, contribuye a visibilizar la diversidad étnica y cultural del país.
https://admin.inec.cr/sites/default/files/2022-09/guia_para_lineamientos_enfoque_etnico-racial.pdf 
En materia de educación, se implementa la Estrategia de educación Intercultural 2023-2026, que es un plan estratégico que incluye las siguientes áreas: Contextualización y pertinencia cultural; Fortalecimiento de la identidad histórico-cultural local; Atención a poblaciones culturalmente diversas; Erradicación de todo tipo de discriminación racial y xenofobia.
Se inició en 2024 la construcción de una Política de Educación Intercultural, la cual establecerá las orientaciones de implementación del enfoque de educación intercultural en un periodo de diez años. Además, se instauró el Equipo de Trabajo Intrainstitucional para la Atención de Personas Estudiantes de Origen Extranjero, en riesgo de apatridia y retornadas. 
Se está trabajando por parte de una Comisión inter e intra institucional en la: Ruta institucional del MEP para la regularización de las personas extranjeras en el sistema educativo costarricense y su articulación con las instituciones competentes.  Está en proceso de validación por otras instituciones.


	32.
	111.12 Proseguir sus esfuerzos para luchar contra todas las formas de discriminación y acelerar la aprobación de legislación integral para combatir la discriminación dentro del país. (Afganistán);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.31 y 111.208. 
En el año 2021 entró en vigor la Ley contra la violencia y el racismo en el deporte, Ley 9878 del 12 de agosto de 2020, que tiene por objetivo brindar un sistema de educación, prevención y sanción a hechos de violencia, racismo o cualquier forma de discriminación contraria a la dignidad humana en eventos deportivos oficiales, lo cual redunda en mayor concientización social sobre la necesidad de erradicar estos actos en el deporte y en la sociedad. Para el año 2024 se anuncia la creación de un protocolo para enfrentar los discursos de odio, discriminación y racismo en cualquier actividad física, recreativa y deportiva.
INAMU impulsa mediante la incidencia y las propuestas normativas los proyectos de ley tendientes a erradicar todas las formas de discriminación, tomando en cuenta la interseccionalidad en las manifestaciones, que incluye la discriminación racial.
Por parte del Departamento de la Asesoría Jurídica del Patronato Nacional de la Infancia, se indica que en cuanto a la materia de lucha contra la discriminación todos los criterios institucionales remitidos a la Asamblea legislativa verifican que las propuestas legislativas no procuren la invisibilización de los derechos de las personas menores de edad, donde se manifiesta igualmente la lucha contra la discriminación, además toda lectura y análisis procura una revisión del lenguaje inclusivo y que el PANI como rector en la materia de niñez y adolescencia cuenta con una guía para la comunicación y uso del lenguaje inclusivo desde el enfoque de género.
Desde el Departamento de Atención y Defensa de la Gerencia Técnica, se indica que el Patronato Nacional de la Infancia en conjunto con la Dirección General de Migración y Extranjería, ACNUR y OIM desde el 2023, ha venido trabajando en el fomento y desarrollo de impartir charlas a las personas funcionarias en derecho y otras disciplinas del PANI, sumando un total de 222 en temas migratorios como apatridia, refugio, condición migratoria irregular, repatriaciones, permisos de salidas entre otros de interés para evitar la discriminación en las personas menores de edad. Para este año 2024, a la fecha se tiene programada dos charlas en junio a las ONG con apoyo de la DGME, abordando los temas: Categorías migratoria, protocolos de atención y permisos de salida de personas menores de edad, de esta manera se busca que no hay discriminación en que las personas menores de edad gocen de debida regularización migratoria en el país.
En el Poder Judicial, a partir de la aprobación de las Reglas de Brasilia de Acceso a la Justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad desde el año 2008 y reformuladas en el 2019, aprobadas mediante Circular 173-2019, se establecieron acciones en materia de política pública y acciones afirmativas para contrarrestar cualquier tipo de discriminación en perjuicio las personas usuarias en situación de vulnerabilidad que demandan un servicio diferenciado en la institución. Es importante mencionar que para cada población en condición de vulnerabilidad se cuenta con una política institucional o lineamientos específicos, en resguardo de sus derechos humanos y acceso a la justicia. 
En este sentido, son importantes los esfuerzos que año con año se coordinan desde el seno de la Comisión de Acceso a la Justicia y las diferentes Subcomisiones para la promoción de los derechos fundamentales de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.  
En corriente legislativa:
Expediente 23.674. LEY PARA LA ELIMINACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN Y LA PENALIZACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE VIOLENCIA ÉTNICO-RACIAL. En el orden del día de la Comisión Especial de Limón desde el 25 de setiembre de 202310. 
Expediente 23.946. LEY PARA PREVENIR, ATENDER Y SANCIONAR LA DISCRIMINACIÓN EN EL ACCESO A BIENES, SERVICIOS, NEGOCIOS Y COMERCIOS. En el orden del día de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Económicos desde el 17 de octubre de 2023. 
Expediente 24.245.  REFORMAS Y ADICIONES A LA LEY QUE REGULA LA PROPAGANDA QUE UTILICE LA IMAGEN DE LA MUJER, LEY N.º 5811 DE 10 DE OCTUBRE DE 1975 Y SUS REFORMAS. LEY PARA PROMOVER UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA Y DISCRIMINACIÓN HACIA LAS MUJERES EN LA PROPAGANDA Y/O PUBLICIDAD COMERCIAL. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de la Mujer desde el 30 de abril de 2024. 
Expediente 22.891. APROBACIÓN PARA LA RATIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN E INTOLERANCIA. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos desde el 17 de marzo de 2022


	33.
	111.13 Tipificar como delito todas las formas de discriminación racial, de conformidad con las normas internacionales y regionales relativas a los derechos humanos (Albania);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.31, 111.11 y 111.16


	34.
	111.14 Tipificar como delito la discriminación racial y xenófoba en la legislación nacional. (Angola);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta de 111.13


	35.
	111.19 Aprobar un marco normativo amplio para luchar contra la discriminación y el racismo, y tomar medidas concretas contra el discurso de odio y la discriminación estructural contra grupos en situaciones vulnerables, incluidas las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales. (Mexico);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	Misma respuesta que en 111.31, 111.37 y 111.208.


	36.
	111.20 Aprobar un marco jurídico amplio para luchar contra la discriminación. (Montenegro);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada 
	En proceso de implementación
	Misma respuesta que en 111.31 y 111.208.

	37.
	111.21 Establecer un marco normativo integrado para luchar contra la discriminación racial. (Nicaragua);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	Misma respuesta que en 111.31 y 111.208.


	38.
	111.22 Tipificar como delito la discriminación racial y concluir el proceso de aprobación de la ley de 2017, que sigue siendo objeto de debate, con el fin de abordar de manera integral todas las diferentes formas de discriminación. (España);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada 
	Parcialmente implementada
	El 25 de abril de 2022 entró en vigor la Ley 10175, la cual incorpora un inciso nuevo al artículo 112 del Código Penal, Ley Nº 4573, por medio del cual se añaden nuevas circunstancias para que un homicidio sea considerado calificado, con lo cual el rango de la pena se eleva de 12-18 años a 20-35 años de prisión. El texto añade una nueva causal con lo cual se consideraría la comisión de un homicidio calificado cuando se diere muerte “a una persona por motivos de odio a causa de su pertenencia a un grupo etario, racial, étnico, religioso, de su nacionalidad, opinión política, situación migratoria, orientación sexual, identidad o expresión de género, discapacidad o características genéticas.” 
No obstante, el Expediente N.º 22.171, que pretendía entre otras cosas, adicionar un inciso 11) al artículo 112 del Código Penal, Ley N.º 4573 del 4 de mayo de 1970 y sus reformas, con el fin de categorizar como homicidio calificado a quien diere muerte a una persona:  “… por causa o en razón de su color de piel, características físicas, raza, etnia, sexo, religión, discapacidad, nacionalidad, orientación sexual, identidad de género, opinión política, orientación social, situación económica o condición de salud” y garantizar de esa forma a “las víctimas de los crímenes de odio, de discriminación racial y del racismo, la protección y tutela de sus derechos y libertades y de su dignidad, creando mecanismos para su derecho a la justicia…”,  varió y cuenta con texto sustitutivo ha sido actualizado por este (Anexo III)

	39.
	111.212 Crear mecanismos eficaces contra la xenofobia y todas las formas de odio hacia las personas migrantes. (Nicaragua).
Fuente de posición:
A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.208 y 111.31.
La Política Migratoria Integral 2024-2034 así como el Plan Nacional de Integración 2023-2027 integran acciones especìficas para luchar contra la xenofobia y todas las formas de discriminación hacia las personas migrantes.
Uno de los ejes estratégicos es el “Reconocimiento de la Diversidad”: Además, la DGME ha programado la utilización de las redes sociales para promover un NO a la xenofobia y a la discriminación, el material divulgativo se publicará mensualmente y se colocó un cintillo en la página web.
Asimismo, se promueve la denuncia de cualquier acto de discriminación y xenofobia en caso de funcionarios, sin embargo, nunca se ha recibido ninguna denuncia o disconformidad ante el ente rector que lo ejerce la DGME. Ésta utiliza las redes sociales para promover un NO a la xenofobia y a la discriminación.
El Departamento de Asesoría Externa de la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) imparte capacitaciones, entre otros temas, en materia de discriminación laboral. 
A partir de la entrada en vigencia de la reforma procesal laboral, que incluyó un capítulo relacionado con esta temática y amplió las causas de no discriminación, se ha incluido la xenofobia como un tema que se desarrolla por medio de dichas capacitaciones. Como parte de los esfuerzos destinados a proporcionar a la migrantes y patronos información sobre sus derechos y obligaciones, en el marco de la Conferencia Regional sobre Migración (CRM) de 2021, la Dirección General de Migración y Extranjería (DGME) realizó talleres en el marco laboral, dirigidos a empleadores, que han sido aprovechados para generar sensibilización en torno a la contratación responsable y derechos de los trabajadores.
Asimismo, la DGME se encuentra impulsando a través de la cooperación internacional, un proyecto de aula virtual que no solo servirá para capacitar y sensibilizar a diferentes sectores, sino también para promover los derechos de las personas migrantes y refugiadas en todos sus ámbitos, así como los riesgos de la migración, inclusive el ámbito laboral (Fuente Oficio DG-3138-12-2021, DGME).
La Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), del Poder Judicial, a través del Sistema Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales (SNFJ) ha promovido el desarrollo de procesos de capacitación en las comunidades sobre temas jurídicos, relacionados con la no discriminación y las personas migrantes, en asocio de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), la Dirección General de Migración y Extranjería (DGME) y diferentes organizaciones no gubernamentales. Complementario a ello ha desarrollado materiales en educación legal popular para las personas facilitadoras judiciales, como puente para la protección de derechos de estas poblaciones, y como material accesible a todas las personas.


	40.
	111.23 Reforzar la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia y la aplicación de su Plan de Acción. (El Salvador);
Fuente de posición:
A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	La Política Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia tiene un periodo de aplicación de 2014 a 2025. En tal sentido, la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento e Implementación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos (CIIDDHH), ha iniciado desde mayo de 2024 un proceso de transformación de esta Política en una Estrategia.  
La Estrategia Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia articularía los dispositivos institucionales para la implementación de la política migratoria, la política para Pueblos Indígenas y los planes de acción de la población afrodescendiente, para que las soluciones estructurales a los problemas específicos de cada población se aborden desde un enfoque que no reproduzca el racismo, la discriminación racial ni la xenofobia. 
Además de acondicionar la actividad y los servicios que la Administración Pública presta a las poblaciones afrodescendientes, Pueblos Indígenas y migrantes, la Estrategia adiciona un eje de cambio cultural para incidir también en los valores culturales de la población general, combatiendo la discriminación y promoviendo la igualdad y los derechos humanos. 
De esta manera, se articularán estratégicamente las políticas públicas específicas para cada población (migrantes, Pueblos Indígenas y afrodescendientes) para que, además de cumplir sus objetivos específicos, contribuyan a desmontar los patrones racistas de la Administración Pública en la prestación de servicios y protección de derechos, así como desactivar los prejuicios sociales que motivan los sesgos por discriminación racial. 
Se espera tener una hoja de ruta para esta transformación debidamente aprobada para el tercer trimestre del año 2024. 


	41.
	111.24 Aprovechar la experiencia adquirida de los problemas de aplicación de su Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia 2015-2018 y asegurar una aplicación más eficaz de la fase siguiente de su Plan de Acción 2020-2025. (Singapur);
Fuente de posición:
A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	Misma respuesta que en 111.23.
Como parte de las debilidades identificadas y las lecciones aprendidas de la implementación de la Política Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia, se encontró que su modelo de gestión no era lo suficientemente robusto para coordinar todas las acciones, el monitoreo y el seguimiento requerido. Lo anterior fundamentalmente porque el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto tuvo que asumir la coordinación de la ejecución de la Política, sin ser este su mandato legal ni tener las capacidades técnicas en cuanto a recurso humano y económico para hacerlo. 
Es por lo anterior que, a partir de 2025, se espera contar con la Estrategia Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia, que articularía los dispositivos institucionales para la implementación de la política migratoria, la política en temas indígenas y los planes de acción de la población afrodescendiente, para que las soluciones estructurales a los problemas específicos de cada población se aborden desde un enfoque que no reproduzca el racismo, la discriminación racial ni la xenofobia.   
Además, buscaría acondicionar la actividad y los servicios que la Administración Pública presta a las poblaciones afrodescendientes, indígenas y migrantes. También, la Estrategia adiciona un eje de cambio cultural para incidir en los valores culturales de la población general, combatiendo la discriminación y promoviendo la igualdad y los derechos humanos. 
Con estos cambios en el abordaje del problema y la actualización del modelo de gestión para que especifique las competencias de cada institución interviniente y los roles de coordinación nacional, se espera superar las limitaciones identificadas para continuar desmotando los prejuicios y las prácticas sociales que llevan a la discriminación racial. 


	42.
	111.25 Fortalecer la aplicación de medidas para hacer frente a la marginación y la discriminación de las personas afrodescendientes, en particular mediante el aumento de la capacidad institucional para documentar, investigar y enjuiciar sistemáticamente los actos de discriminación. (Ruanda).
Fuente de posición:
A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Costa Rica ha llevado a cabo decididas acciones en el último cuatrienio para atender los derechos humanos de las personas afrodescendientes, históricamente discriminadas, y reconoce el racismo sistémico que perdura hoy en día, aún en nuestro país. Costa Rica cree firmemente en la importancia de contar con acciones afirmativas que reconozcan las contribuciones de las personas afrodescendientes al desarrollo económico y social, permitan su plena inclusión en nuestra sociedad, y luchen activamente contra el racismo, la discriminación racial y todas las formas de discriminación.
La Ley 10120 del 2 de febrero de 2022, Ley de Acciones afirmativas a favor de las personas afrodescendientes, mandata la promoción de la discusión cultural de los asuntos de interés del colectivo étnico afrodescendiente, sino también a dar un trato diferenciado a la población afrodescendiente y asegurar su acceso al empleo y a la educación. La Ley establece que toda institución pública está obligada a destinar al menos un 7% de los puestos de trabajo vacantes al año para que sean ocupados por personas afrodescendientes; que el INA deberá destinar 7% de los cupos en cada una de sus ofertas educativas a la población afrodescendiente; y que el INAMU incorporará en sus programas existentes, o por medio de nuevos programas, las acciones afirmativas específicas relativas a la participación política, la autonomía económica y el acceso a la salud para las mujeres afrodescendientes.
La Política Nacional de Salud, 2023-2033 y su plan de acción incluye una acción específica para adecuar los servicios de salud a la población afrodescendiente, y está en proceso de elaboración un curso de interculturalidad para brindar herramientas de diversidad cultural a las personas funcionarias.
El MEP, a su vez, ejecuta el Protocolo de Actuación en Situaciones de Discriminación Racial y Xenofobia dirigida al personal docente y administrativo de con el objetivo de combatir el racismo y la discriminación, y  ha incluido en los planes de formación permanente, capacitaciones donde se ha incorporado la variable de estereotipos raciales en libros de texto y medios de comunicación. Actualmente, la lista de lecturas sugeridas aprobada por el Consejo Superior de Educación para la malla curricular, promueve la educación para la tolerancia, respeto y aprecio de las diferencias como práctica pedagógica.
El Poder Judicial cuenta con una política institucional de acceso a la justicia para población Afrodescendiente, que incluye dentro de su plan de acción el establecimiento de acciones para evitar situaciones de discriminación estructural, de racismo y de odio en perjuicio de las personas afrodescendientes. 
La Política fue aprobada por Corte Plena y publicada mediante Circular 176-2015. El Plan de acción de esta política incluye, potenciar los procesos de capacitación, información y sensibilización, estrategias de información y comunicación para evidenciar las necesidades de la población y evitar cualquier situación de discriminación que vulnere sus derechos, información jurisprudencial, aplicación del principio de interculturalidad, incorporación de indicadores sobre la población afrodescendiente, garantizar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad y accesibilidad, entre otros. 
La Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial permite no solo el efectivo cumplimiento de los artículos 1° y 33° de nuestra Constitución Política, contribuyendo con esto a una reforma estructural sobre la construcción de la identidad nacional, sino que también contribuye impulsar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes dadas sus particulares necesidades, lo que coloca a la institución como pionera en el cumplimiento de la normativa internacional sobre derechos humanos, en donde se resalta particularmente el abordaje de la discriminación, con trascendencia en todos los ámbitos de la institución (Jurisdiccional, Auxiliar de la Justicia y Administrativo).
Asimismo, el Poder Judicial consciente de la necesidad de fortalecer las necesidades particulares de la población afrodescendiente, asumió el compromiso de aplicar en su quehacer institucional la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia cuya finalidad es definir políticas y acciones por parte del aparato central costarricense teniendo como eje transversal la lucha contra el racismo y la discriminación racial, propiciando una amplia participación y el aporte de los diferentes sectores, a partir de la perspectiva de derechos humanos, diversidad cultural, igualdad y equidad de género, condición etaria, accesibilidad, y desarrollo inclusivo y sostenible.
La Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas Afrodescendientes, ha desarrollado en coordinación con el Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana dos cursos virtuales dirigidos a la población judicial. Con estos procesos se busca identificar aquellas áreas en las que se continúa perpetuando la discriminación en perjuicio de la población afrodescendiente, en aras de contar con una retroalimentación que permita evidenciar, informar y tomar acciones en favor de la población. 
En reiteradas ocasiones se toman en cuenta y además se ponen en práctica todas aquellas medidas para eliminar la discriminación, en este caso de afrodescendientes, brindando un buen servicio de calidad al usuario y agotando todas las vías, para que el usuario se encuentre satisfecho de la atención dada.
La Defensa Pública da inicio al proyecto Afrojusticia que se desarrolla con apoyo de AECID, Fundación UCR y tiene una duración de dos años dirigido al diagnóstico de necesidades de servicio de la población afrodescendiente de nuestro país.

	43.
	111.26 Proseguir e intensificar los esfuerzos para combatir la discriminación contra las personas afrodescendientes y todas las minorías. (Guyana);
Fuente de posición:
A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.25.
En el Poder Judicial, desde la Comisión y Subcomisiones especializadas para el acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad se establecen diversas acciones para informar a la población afrodescendiente y a las demás poblaciones vulnerables sobre sus derechos en la administración de justicia. De manera que se realizan charlas informativas sobre sus derechos, encuentros con personas de la comunidad y sociedad civil en general para atender sus necesidades y explicarles el accionar institucional. Asimismo, se coordinan estrategias de comunicación e información en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y la confección de material impreso con información relevante sobre cómo acceder a los servicios del Poder Judicial, y con los derechos de todas estas poblaciones vulnerables. 


	44.
	111.40 Castigar la promoción de los estereotipos y los prejuicios raciales por los medios de comunicación, erradicar la discriminación racial estructural y la xenofobia, en particular de los migrantes, y combatirla en los centros educativos (República Bolivariana de Venezuela);
Fuente de posición:
A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.212, 111.208, 111.15
La DGME no tiene la facultad para castigar ni sancionar por estereotipos y los prejuicios raciales, sin embargo, promovemos una sociedad solidaria e inclusiva, tanto la Política Migratoria Integral 2024-2034 como el Plan Nacional de Integración 2023-2027 contempla el desarrollo de acciones para contrarrestar la xenofobia y la discriminación. En el caso de la política migratoria, en el Eje Derechos Humanos, tiene como objetivo: Adoptar medidas eficaces que propicien la generación de prácticas sociales, intergeneracionales, inclusivas y respetuosas de la diversidad, que erradiquen las formas de violencia, discriminación y xenofobia garantizando el ejercicio pleno y efectivo de los derechos humanos de las personas migrantes, refugiadas, solicitantes de refugio, apátridas, y en riesgo de apatridia, cuyos indicadores precisamente está: 
· Cantidad de discursos de odio relacionados con xenofobia en redes sociales
· Intencionalidad de discriminación en los discursos de odio relacionados con xenofobia en redes sociales
· Cantidad de personas migrantes, refugiadas, solicitantes de refugio, apátridas y en riesgo de apatridia que indican haber sufrido algún tipo de discriminación
· Cantidad de medios comunicación involucrados en acciones para prevenir todo tipo de discriminación étnico-racial y xenofobia y la educación intercultural
· Cantidad de campañas contra la xenofobia y discriminación realizadas
· Porcentaje de personas funcionarias públicas sensibilizadas y concientizadas contra la discriminación étnica, racial, xenofobia y discursos de odio.
· Cantidad de contenidos curriculares debidamente incorporados e implementados en el sistema educativo para fortalecer la prevención de todo tipo de discriminación étnico-racial y xenofobia y la educación intercultural
Además, la DGME ha programado la utilización de las redes sociales para promover un NO a la xenofobia y a la discriminación, el material divulgativo se publicará mensualmente y se colocó un cintillo en la página web. 
El Ministerio de Educación Pública (MEP) ha elaborado una guía didáctica titulada "Protocolo de Actuación en Situaciones de Discriminación Racial y Xenofobia" dirigida al personal docente y administrativo de los centros educativos del país, con el objetivo de combatir el racismo y la discriminación. Se reconoce que los centros educativos enfrentan el desafío de ser espacios libres de discriminación, donde se garanticen los mismos derechos para todos los estudiantes. Estas iniciativas representan una herramienta importante para asegurar la construcción de una sociedad justa, con un mayor conocimiento de la herencia y la cultura afrodescendiente. El protocolo consta de cinco niveles principales: prevención y sensibilización, detección, actuación, sanción o reparación, y registro y evaluación. Además, especifica las rutas de contención en caso de presentarse situaciones de racismo, discriminación racial o xenofobia. 
Desde la Subcomisión para Personas Afrodescendientes se promueven acciones para la identificación de mitos y estereotipos que son erróneos y producto de una estructura patriarcal, del desconocimiento y desinformación.  Se trabaja en el desarrollo de cápsulas, charlas, conferencias y capacitaciones. 
En ninguna circunstancia en tolerable en la institución la práctica de estereotipos o prejuicios raciales. De manera que el tema se aborda fuertemente desde las estrategias de comunicación.
La Defensa Pública como parte integrante de la Subcomisión de acceso a la justicia de la personas migrantes y refugiadas trabaja en estrategias de divulgación y visitas a comunidades con el fin de erradicar la discriminación de las personas migrantes y refugiadas.

	45.
	111.27 Proseguir los esfuerzos para luchar contra todas las formas de discriminación contra los grupos vulnerables, incluidas las personas indígenas. (Francia);
Fuente de posición:
A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Se han logrado avances en la creación de lineamientos y metodologías internas institucionales con la finalidad de mejorar la protección de los derechos culturales en el ejercicio de los servicios públicos, ejemplo de estos tenemos el lineamento de la CCSS, la metodología del IMAS, y la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas en el Poder Judicial.
Se coadyuva también en la CCSS con la Dirección de Comunicación Organizacional en la incorporación del componente de Pueblos Indígenas en la Manual de Usuario Interno, derivado de la Política de Buen Trato institucional. Asimismo, se desarrollan campañas efemérides respecto conmemoración de los Pueblos Indígenas, así como producción de materiales en su idioma referente a temas como: cuido de los ojos, leishmaniasis, COVID, otros.
Se estableció un “Reglamento sobre las Relaciones de Empleo entre las Personas Trabajadoras Indígenas y la Caja Costarricense de Seguro Social”, permitiendo esto el cumplimiento de lo establecido en el Convenio 169 de Pueblos Indígenas y Tribales, art. 24 y 25.
Todo lo anterior, obedece a macroprocesos que derivan en actividades diversas en la institución gracias a la trazabilidad y visibilización de la variable etnia-indígena, a efecto de la generación de acciones positivas, que, desde la diversidad de actividades sustantivas institucionales, según instancias y competencias, desarrollan procesos con dicha diversidad cultural indígena.
La construcción de la Política de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, la cual se encuentra en desarrollo, considera acciones relacionadas con este importante tema. De hecho, se constituye como uno de los ejes de relevancia que han sido consultados en las metodologías aplicadas a personas usuarias internas y a las personas indígenas visitadas en sus respectivos territorios.
La Defensa Pública cuenta con un plan de acción para la atención de personas usuarias indígenas sustentado en los diferentes ejes, que incluyen el desarrollo de talleres de in situ a favor de los pueblos indígenas, con el objetivo de generar espacios de reflexión sobre la garantía de acceso a la justicia de los pueblos indígenas de Costa Rica, fortalecer las capacidades de las personas participantes en la importancia de la oportuna solicitud de pericias interculturales en el contexto de un proceso judicial e identificar las principales costumbres, tradiciones y conceptos normativos del  pueblo indígena susceptible de ser conocido por el sistema de justicia no indígena; y atención in situ para garantizar el respeto de los derechos de las personas indígenas. 
Desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas del Poder Judicial, son múltiples las gestiones que se realizan en resguardo de los derechos de los pueblos indígenas. Es importante hacer referencia a la Circular No. 188-2019 aprobada por la Corte Plena, sobre los 19 ejes de acción que deben considerarse en el quehacer institucional y por parte de todas las oficinas judiciales en garantía de los derechos y las necesidades particulares de esta población, en el accionar judicial debe considerarse su cultura, su cosmovisión, hacerles participe de los procesos y acciones institucionales. 
En este sentido, se divulgan internamente las políticas, normas y procedimientos de control vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas. Se han definido indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas en aras de facilitar la toma de decisiones a nivel institucional.
Es importante mencionar que se cuenta con una Fiscalía Especializada en Asuntos Indígenas, Ministerio Público, instancia desde la cual se han desarrollado múltiples acciones para el abordaje de los delitos en perjuicio de las personas indígenas, acciones que van más allá incluso del abordaje penal. Del mismo modo, la Defensa Pública ha designado una supervisión en materia indígena para garantizar el cumplimiento de las garantías procesales de la población indígena dentro del Poder Judicial. 


	46.
	111.28 Proseguir los esfuerzos para abordar la discriminación contra las minorías y los pueblos indígenas a fin de lograr la igualdad de todas las personas en la sociedad. (Nepal);
Fuente de posición:
A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Un avance importante ha sido la Ley 9710 de 2019, a partir de la cual se introduce el concepto de persona indígena transfronteriza en el ordenamiento jurídico, junto con las reformas necesarias para crear y regular
procedimientos especiales, para dotar a la persona indígena transfronteriza, de
un acceso pleno a su derecho a la nacionalidad costarricense. Este avance surge del Proyecto Chiriticos, el cual ha permitido a 500 personas del Pueblo Indígena Ngäbe-Buglé iniciar el proceso de determinación de su nacionalidad, pasando del riesgo de ser apátridas a tener plenos derechos de ciudadanía.
Asimismo, el 6 de febrero de 2024 se aprueba la Ley 10449, declarando de interés público, académico y cultural la conmemoración del Dia Internacional de los Pueblos Indígenas, el 9 de agosto de cada año.
El MSP se encuentra en proceso de realización de un Protocolo para Poblaciones con Legislación y Condiciones Especiales y Específicas y el Protocolo de Atención a Pueblos Indígenas en 2024, y realiza desde 2021 capacitaciones y sensibilización a agentes policiales sobre la atención a la población indígena.
Sobre el acceso a recursos financieros para personas indígenas, de acuerdo al SBD, 64,4 % de las personas indígenas indicaron que poseen algún servicio financiero, aumentado la cobertura en comparación con los resultados obtenidos en el 2018 en un 50 %, siendo las mujeres las que cuentan con más servicios financieros. 
En materia de conectividad, el Plan Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones 2022-2027 define entre sus metas la cobertura de servicios de telecomunicaciones fijos y móviles de los 24 territorios indígenas en el país al 2026, sujeta al cumplimiento de los procedimientos establecidos en el Mecanismo de Consulta Indígena. Al 31 de diciembre 2023, la meta cuenta con un avance de 14 territorios indígenas intervenidos.
A través del Programa CECI (Centros Comunitarios Inteligentes), se atienden necesidades comunales de capacitación, respetando sus costumbres y características locales propias, los cuales se imparten de manera gratuita, algunos de ellos mediante alianzas con entidades privadas, las cuales permiten dotar a las personas usuarias de los conocimientos requeridos que les permitan mejorar su perfil de empleabilidad y reducir la brecha digital de uso y acceso a las tecnologías, con lo cual, mejora su calidad de vida. Durante el 2023 se capacitaron más de 9.000 personas de forma gratuita en temas de alfabetización digital, robótica, conectividad, entre otros.
Con relación al derecho a la educación de los Pueblos Indígenas, se reconoce el porcentaje específico para admisión de las universidades públicas para las personas indígenas, así como programas específicos de formación para estas en las sedes regionales de la Universidad de Costa Rica y la Universidad Nacional de Educación a Distancia.
El MEP se encuentra en proceso de construcción colaborativa de orientaciones técnicas para el desarrollo del programa de estudio de Afectividad y sexualidad integral, desde una perspectiva intercultural. En el marco de este proceso se han desarrollado diálogos con las autoridades tradicionales, comunales, educativas de la cultura Bribri y Cabécar.
Se han creado plazas de Asistentes Comunitarios Indígenas, como un técnico con conocimiento en idioma y cultura, así como la instauración del maestro de idioma y cultura en la educación primaria. 
Se establecieron disposiciones específicas para el desarrollo del proceso educativo para la población estudiantil indígena dentro y fuera de sus territorios, en el marco de la promoción y cumplimiento de los derechos humanos, así como orientaciones pedagógicas generales en 2023 y 2024. Por ejemplo, se ha adoptado la vestimenta tradicional Ngäbe como uniforme oficial de los centros educativos de escuela y colegios públicos.
Promoción de la enseñanza y promoción de la lengua indígena en educación preescolar en los centros educativos ubicados en territorios indígenas a través del diseño de una estrategia interdepartamental para la ampliación de la enseñanza de la lengua indígena.
En materia de acceso a la vivienda, se han realizado estudios sobre las condiciones de vivienda de los pueblos indígenas y la identificación de información sobre viviendas adecuadas a su cosmovisión, y ajustadas a las condiciones ambientales, y de esta manera poder integrar los requerimientos específicos de los Pueblos en los procesos de evaluación y aprobación de proyectos de vivienda.
Según estadísticas del Banco Hipotecario de la Vivienda (BANHVI), entre 2020 y 2024, 4% de los 42,549 pagados por el Banco fueron dirigidos a familias en territorios indígenas, es decir 1,870 soluciones habitacionales.
Se está trabajando en la Asamblea Legislativa un protocolo sobre consulta indígena en el procedimiento administrativo, para someterlo a un proceso de consulta con los Pueblos Indígenas del país. El proyecto ha sido presentado a la AECID y se está a la espera de aprobación por parte de la agencia de cooperación. 
En febrero del 2023 se realizó un trabajo de Investigación el Dosier 24-2023 “La consulta indígena en la discusión de proyectos de ley en Chile, México, Panamá, Perú y otros.”. Se puede consultar AQUÍ.
El Poder Judicial reitera constantemente a todas las personas servidoras judiciales su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras. En este sentido, se han emprendido acciones para facilitar a las personas usuarias indígenas el acceso a traductores en sus idiomas, u otros medios eficaces para tal fin, asistencia técnica y legal, facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales. 
Se toman en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible condición de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, el respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, que se encuentren en armonía con los derechos humanos. 
Las personas indígenas la única población que cuenta con representación legal en cualquier proceso judicial, indistintamente de la materia, y también indistintamente de que sea víctima o parte demandada. 
Desde la Inspección Judicial, se reitera al personal y público en general la importancia de eliminar la discriminación de todo tipo y además en el Poder Judicial se lucha diariamente porque exista una igualdad de todas las personas en la sociedad.
En corriente legislativa:
Expediente Nº 23.303. INVESTIGACIÓN SOBRE LA REALIDAD ACTUAL QUE AFRONTA LA POBLACIÓN DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS POR PARTE DE LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS QUE BRINDAN O DEBEN BRINDARLES SERVICIOS, EL CUAL TENDRÁ COMO OBJETIVO LA PRESENTACIÓN DE UN INFORME ANTE EL PLENO DE LA ASAMBLEA EN EL MARCO DEL EJERCICIO CONSTITUCIONAL DEL CONTROL POLÍTICO (COMISIÓN PERMANENTE ESPECIAL DE DERECHOS HUMANOS) En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos desde el 8 de setiembre de 2022. 
Expediente 23.512. ADICIÓN DE UN NUEVO ARTÍCULO 157 BIS AL REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PARA GARANTIZAR LA CONSULTA PREVIA, LIBRE E INFORMADA DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS EN EL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. En el orden del día del Plenario desde el 21 de diciembre de 2022. 
Expediente 23.945. LEY DE INCLUSIÓN Y REPRESENTACIÓN DE LAS PERSONAS JÓVENES INDÍGENAS. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Juventud, Niñez y Adolescencia desde el 17 de octubre de 2023. 
Expediente 24.196. LEY DE ACCIONES AFIRMATIVAS A FAVOR DE LAS PERSONAS INDÍGENAS. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos desde el 25 de abril de 2024. 


	47.
	111.29 Proseguir los esfuerzos para combatir todas las formas de discriminación, también contra los pueblos indígenas. (Italia);
Fuente de posición:
A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.28.
Para combatir la discriminación contra los Pueblos indígenas se emitieron las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, mediante Circular 173-2019. Asimismo, la Circular 76-2019 con todos los instrumentos internacionales de Derechos Humanos que tutelan a esta población. 
En Costa Rica se tiene la Ley 9593, de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, cuyo cumplimiento recae en el Poder Judicial. 
Desde la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa del Poder Judicial se ha incorporado la cosmovisión indígena en la atención de las personas indígenas usuarias, tanto en su atención como en la construcción de planes reparadores para dar solución a los conflictos judiciales en los que participan.
Para ello, se ha capacitado y sensibilizado al personal que labora en Justicia Restaurativa, incluyendo en el programa de capacitación de la Escuela Judicial el curso de “Derecho de los Pueblos Indígenas de Costa Rica a resolver sus conflictos través de Justicia Restaurativa en las materias penal, penal juvenil y contravención”, se han construido instrumentos de actuación y guías de atención, así como visitas in situ y procesos informativos en las comunidades indígenas del país.
La Política de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas y la Política de Acceso a la Justicia y Equiparación de Oportunidades para Personas en situación de Discapacidad, ambas en construcción, constituyen importantes esfuerzos orientados a la disminución de la discriminación eventual que pueda presentarse en el acceso a la justicia de estas personas.


	48.
	111.204 Seguir mejorando las medidas destinadas a combatir la discriminación, en particular mediante la investigación y el castigo de las agresiones y las actitudes discriminatorias y xenófobas contra las personas migrantes y refugiadas. (Argentina);
Fuente de posición:
A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.212, 111.208, 111.15.





	
	Tema: B51 Derecho a un recurso efectivo

	49.
	111.138 Contrarrestar el aumento de la violencia de género por medio de servicios y asesoramiento jurídicos, y garantizar el acceso de las mujeres a la justicia y reducir la impunidad en estos casos. (República Bolivariana de Venezuela).
Fuente de posición:
A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	Es de interés público el robustecer los servicios para garantizar un efectivo acceso a la justicia, para evitar o mitigar la revictimización e implementar mecanismos adecuados de operativización de derechos y propiciar una justicia restaurativa.
Entre las acciones tomadas para esta recomendación, el INAMU creó 13 plazas de profesionales en psicología y derecho para la atención especializada en Delegación de la Mujer (servicio nacional) y en las 6 Unidades Regionales del INAMU que son:  Central, Chorotega, Huetar Norte, Brunca, Huetar Caribe y Pacífico Central. Con lo cual se cuenta con dos psicólogas y dos abogadas en cada una de estas regiones para la atención especializada de las mujeres que enfrentan violencia. 
Otra acción desarrollada ha sido la Estrategia de Atención Itinerante (EAI) que tiene por objetivo facilitar el acceso a servicios de atención integral a mujeres afectadas por violencia que residen en zonas alejadas de los centros urbanos y en comunidades indígenas. Se ha logrado visitar 10 comunidades en distintas regionales del país con un equipo interinstitucional para brindar información y atención según las necesidades de las mujeres. 
En el marco de la Ruta de Género, de la actual administración, se sumó a 10 profesionales en Derecho, se abrieron 32 Puntos Violeta para brindar los primeros auxilios psicológicos a mujeres que experimentan violencia, con especial énfasis en hostigamiento laboral y sexual y acoso callejero. Los 32 Puntos Violeta están ubicados en todas las regiones del país.
La “Ruta de Género” conforme con el decreto ejecutivo No. 43771-MSP-MJP-MTSS-MCM, procura dar acceso a justicia de las mujeres según el nuevo modelo basado en el fortalecimiento de la regionalización, a fin de brindar información, apoyo y orientación a las mujeres que sufren violencia, en particular acoso u hostigamiento sexual, con el objetivo de contribuir a extender y fortalecer la posibilidad de acceso real de la justicia en más lugares del territorio nacional.
Dicha estrategia, se concibe como un instrumento para el fortalecimiento de las acciones de información, orientación y acompañamiento para las mujeres víctimas de acoso y hostigamiento sexual. El Decreto en cuestión en su artículo 4, señala que “el INAMU como instancia rectora en materia de violencia, de igualdad efectiva entre hombres y mujeres, y para prevenir y dar atención relacionada con la violencia de género; y en el ámbito de sus competencias será la institución encargada de poner en funcionamiento, contratar y dotar de recurso humano los Centros de Atención y Apoyo en los procesos de Denuncia que se ubicarán en las instalaciones de las instancias encargadas de ejecutar lo relacionado con la estrategia”.
Uno de los ejes de actuación de la estrategia, es la creación de los denominados “Puntos Violeta” cuyo objetivo es facilitar puntos de atención, acompañamiento, asesoría especializada y representación legal en los casos que la requieran, para las mujeres, con el fin de garantizar un mayor acceso a la justicia y promover un cambio cultural hacia el rechazo a este tipo de conductas, propiciar la denuncia y lograr la disminución de este tipo de violencia. Actualmente se da el servicio en 32 cantones de todas las regiones del país.
La cantidad de atenciones brindadas desde setiembre de 2023 a abril 2024 es de 1.819.
La Secretaría Técnica de Género del Poder Judicial ha realizado un amplio trabajo con distintas oficinas judiciales encargadas directas de los procesos de investigación de delitos sexuales y de la Ley de penalización de violencia contra las mujeres para disminuir los tiempos de respuesta y disminuir la impunidad. 
Desde la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa del Poder Judicial se ha incorporado la perspectiva de género en la atención de las mujeres usuarias, tanto en su atención como en la construcción de planes reparadores para dar solución a los conflictos judiciales en los que participan. Sumado a lo anterior, se han fortalecido alianzas interinstitucionales para facilitar su acceso a diferentes servicios, más allá de la administración de Justicia y brindarles un abordaje integral y oportuno.
La sección especializada de asistencia social de la Defensa Pública se brinda el servicio de asesoría legal gratuita con el fin de garantizar el acceso a la justicia a las mujeres. 

	50.
	111.56 Seguir apoyando la política institucional para el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes (Sudáfrica);
Fuente de posición:
A/HRC/42/12/Add.1










	Aceptada
	Plenamente implementada
	La política institucional de acceso a la justicia para población afrodescendiente del Poder Judicial se encuentra vigente junto con su plan de acción. La Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes incluye dentro de su plan de acción el establecimiento de acciones para evitar situaciones de discriminación estructural, de racismo y de odio en perjuicio de las personas afrodescendientes. 
La Política contribuye no sólo a una reforma estructural sobre la construcción de la identidad nacional, con base en el artículo 1 y 33 de la Constitución Política, sino que también contribuye a impulsar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes dadas sus particulares necesidades, lo que coloca a la institución como pionera en el cumplimiento de la normativa internacional sobre derechos humanos.
El Plan de acción de esta política incluye, potenciar los procesos de capacitación, información y sensibilización, estrategias de información y comunicación para evidenciar las necesidades de la población y evitar cualquier situación de discriminación que vulnere sus derechos, información jurisprudencial, aplicación del principio de interculturalidad, incorporación de indicadores sobre la población afrodescendiente, garantizar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad y accesibilidad, entre otros. 
Para lograr el éxito de su cumplimiento se cuenta con el apoyo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes, la cual atiende las necesidades particulares de esta población con el apoyo de la Comisión de Acceso y la Unidad de Acceso a la Justicia.
Se mantiene una importante labor de coordinación intra e interinstitucional para lograr cumplir con los objetivos propuestos en el plan de acción de la política, e ir más allá de lo planificado, en busca de resguardar los derechos de la población que demanda un servicio judicial a nivel nacional, y se buscan espacios en la comunidad y organizaciones de la sociedad civil para atender directamente las necesidades de la población.
La Defensa Pública da inicio al proyecto Afrojusticia que se desarrolla con apoyo de la cooperación internacional y Fundación UCR, con una duración de dos años, dirigido al diagnóstico de necesidades de servicio de la población afrodescendiente de nuestro país.


	
	Tema: B52 Impunidad

	51.
	111.58 Reforzar aún más sus compromisos y adoptar medidas concretas para la investigación independiente de todas las denuncias de violaciones de los derechos humanos contra los defensores de los derechos humanos, en particular el asesinato de defensores de los derechos humanos relativos al medio ambiente y a los pueblos indígenas, y llevar ante la justicia a los sospechosos de tener responsabilidad penal por estos delitos. (Afganistán);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	En términos generales, históricamente el Estado costarricense ha reconocido el superlativo valor que tienen las defensoras y los defensores de derechos humanos en sociedad, destacando su trabajo e incidencia en la garantía y salvaguardia del Estado de Derecho. Frente a ello, el país siempre ha alzado su voz y se ha sumado a todas aquellas iniciativas que buscan robustecer las garantías necesarias para que puedan realizar todo su trabajo sin ningún tipo de agresión o amenaza. 
De conformidad con lo anterior, Costa Rica ha reconocido la importancia y la ineludible obligación que tienen los Estados de investigar de manera seria, pronta, exhaustiva, independiente e imparcial, cualquier acción cometida contra estos importantes actores sociales. 
Debe señalarse además que en Costa Rica no se verifican actos que dificulten las tareas de las defensoras y defensores y, por el contrario, las actividades de protección y promoción de los derechos humanos son, en general, muy bien recibidas, contándose además con una serie de mecanismos judiciales, tanto para la investigación y protección, en procura del respeto de sus derechos fundamentales.
A manera de ejemplo, resulta oportuno recordar que, en Costa Rica existe el Programa de Protección a Víctimas y Testigos, con lo cual, cualquier persona y, con mucha mayor razón, los defensores de derechos humanos, puede acceder cuando exista amenaza hacia su vida o integridad y recibe seguridad y protección de parte del Poder Judicial. 
Toda esta visión país ha permitido que Costa Rica sea visualizada como referente de políticas públicas en favor de los derechos humanos, preocupada por la seguridad y la protección a personas que ven en riesgo sus vidas por defender y luchar por los derechos humanos. No en vano, Costa Rica ha sido refugio para miles de personas víctimas de persecución y hostigamiento. Incluso, merece la pena mencionar el programa "Shelter City Costa Rica", dirigido a personas defensoras de Guatemala, Honduras, El Salvador y Nicaragua que se encuentran en situación de riesgo por su labor de defensoría.
El Estado costarricense expresa su absoluto compromiso y respeto hacia el reconocimiento y protección de la labor de los defensores de derechos humanos. Con este fin se ha fortalecido con la Ley de protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adición al Código Procesal Penal y al Código Penal, Ley No8720. Por otro lado, cabe mencionar el papel de vigilancia por parte del Viceministerio de Asuntos Políticos y Dialogo Ciudadano de la Presidencia de la República.
El Ministerio Público gestiona con la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito (OAPVD) la atención de las personas que se encuentran en situación de riesgo, en estrecha coordinación con el Ministerio de Seguridad Pública. Cabe destacar el reforzamiento de la presencia y distribución policial en el territorio indígena. Las acciones afirmativas que realiza la OAPVD, protegen a las personas indígenas, brindan un servicio público de calidad, garantizan el acceso a la justicia de la población indígena, brindan protección de forma inmediata al recibir información o bien una denuncia, y aseguran la atención oportuna de las poblaciones indígenas, así como de los defensores de los derechos humanos de los pueblos indígenas.
En la construcción de la Política de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas se considera a los defensores de derechos humanos como un eje primordial, para lo cual se tiene previsto tomar acciones específicas al momento de definir el contenido de la política y su plan de acción. Este proceso está en construcción y los resultados serán visibles en otras etapas futuras.

	
	Tema: D Derechos civiles y políticos

	52.
	111.52 Seguir aplicando políticas y leyes que promuevan la causa mundial de los derechos humanos, en particular en la esfera del desarme. (Bahamas);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	En relación con el desarme, un eje fundamental de la política interna como exterior del país, la Ley 9682 y la Ley 9692 de 2019 representan avances importantes para fortalecer la regulación de las armas, así como para brindar mayor protección a las mujeres, habida cuenta que las armas de fuego y blancas son los métodos mas empleados en los femicidios. En el 2023, el decomiso de armas de fuego asociadas a casos de violencia intrafamiliar asciende a 143, mientras 71 armas blancas han sido decomisadas en situaciones similares.
Como país parte de Proyecto de Control de Armas y Municiones (PACAM) del Departamento de Seguridad Multidimensional de la OEA, Costa Rica ha apoyado y participado en la destrucción solo en los últimos 6 meses de más de 2000 armas y casi dos millones de municiones acumuladas en siete años. Asimismo, desde octubre del 2023, Costa Rica participa en la Hoja de Ruta Centroamericana para prevenir el Tráfico y la Proliferación Ilícita de Armas y Municiones.
Es importante acotar que la Dirección General de Armamento y sus departamentos en estos momentos está liderado por mujeres en puestos de mando (Directora y Jefa de Arsenal), así como las responsables de las licencias y resoluciones para importaciones de armas y municiones son dos abogadas.
Para Costa Rica es claro que el objetivo final a los que apuntan los instrumentos de control de armas —incluida una reducción significativa de la violencia armada— no se lograrán sin la contribución plena y equitativa de mujeres y hombres, y una mejor comprensión de las dimensiones de género de la violencia y la inseguridad. Este reconocimiento se hizo también al adoptar el Marco Mundial para la Gestión de la Vida Útil de la Munición Convencional, pues todas las fases de la gestión de la munición a lo largo de su vida útil tienen dimensiones de género. 
Del mismo modo, las armas autónomas pueden perpetuar o amplificar los prejuicios sociales existentes, incluidos los prejuicios de género; mismos que debemos contrarrestar y mitigar. Costa Rica se encuentra en la primera línea de este debate. Costa Rica, como país neutral y democracia desarmada, reafirma su compromiso con la paz y la seguridad global, respetando el multilateralismo, la Carta de las Naciones Unidas y el Derecho Internacional. Este compromiso se reflejó en su rol como anfitrión de la Conferencia Latinoamericana y del Caribe sobre el impacto de los sistemas de armas autónomas en 2023 en la cual se adoptó el Comunicado de Belén, y en su activa participación en el "Core-Group" que impulsó la resolución A/RES/78/241 sobre sistemas de armas autónomas letales en la Asamblea General de la ONU. 
En este contexto, Costa Rica aboga por la prohibición total de los sistemas de armas autónomas que carecen de un Control Humano Significativo en sus funciones críticas. Esto incluye sistemas cuyo funcionamiento no pueda ser predecible, explicado, anticipado, comprendido o rastreado. Costa Rica aboga por la implementación de un instrumento jurídicamente vinculante que regule los sistemas de armas autónomas, integrando un enfoque multidisciplinario. Este instrumento incorporaría normas del Derecho Internacional, incluido el DIH, el DIDH, el Derecho Penal Internacional y otros instrumentos como el Tratado del Comercio de Armas, junto con consideraciones éticas consensuadas. Este enfoque busca garantizar un Control Humano Significativo en todas las etapas, promoviendo la transparencia y la explicabilidad para contrarrestar los sesgos en la operación de estos sistemas y evitar la reproducción sistemática de valoraciones discriminatorias a poblaciones históricamente vulnerables.


	
	Tema: D26 Condiciones de detención

	53.
	111.48 Reducir el hacinamiento en los establecimientos penales y mejorar las condiciones carcelarias mediante la construcción de nuevas instalaciones y la renovación de las instalaciones existentes y evaluar medidas de política para reducir la población carcelaria (Estados Unidos);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	Las estrategias para disminuir el hacinamiento carcelario que ha presentado el Ministerio de Justicia y Paz, tienen un enfoque de seguridad ciudadana y derechos humanos, tomando como base a nivel nacional normativa como el Reglamento del Sistema Penitenciario Nacional y la Política Penitenciaria, y a nivel internacional la ratificación de Costa Rica de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos, las Reglas de Bangkok, entre otras. 
Según lo señalado por la Unidad de Investigación y Estadística del MJP, para el 2023 el porcentaje de hacinamiento era de 12,62%, siendo que la capacidad real carcelaria es de 13.737 personas y la población en el sistema alcanza las 15.471 personas.
Dentro de las estrategias para disminuir la sobrepoblación se pueden indicar que la Comunidad Penitenciaria cuenta con diferentes niveles de atención con modelos centrados en promover la inserción social paulatina con acompañamiento institucional, lo que se constituye en una medida para reducir la sobrepoblación y el hacinamiento carcelario. 
Otras medidas utilizadas para reducir la población carcelaria son los Programas penitenciarios abiertos entre los que se mencionan: 
· Semi institucional (2.255 personas),
· Atención en Comunidad (13.790 personas),
· Monitoreo Electrónico (1.898 personas),
· Sanciones Alternativas Penales Juveniles (371 personas)
Para acceder a estas medidas, las personas deben cumplir algunas condiciones como: vinculación a un sistema familiar sin violencia y conflictos, inserción al mercado laboral, participación en espacios educativos o formativos, lograr una adecuada gestión de conductas del riesgo, la no continuidad con conductas delictivas. 
En los últimos años se ha dado apertura de nuevos centros o unidades para atención de personas privadas de libertad y con esto garantizar los derechos de la población y promover la inserción social, dentro de las que se pueden citar : Unidades de Atención Integral (UAI Reinaldo Villalobos, UAI Pabru Presberí y UAI 20 de diciembre), CAI Terrazas, Ámbito de Arcos Modulares, Módulos de Regionalización de Mujeres (Pérez Zeledón, Pococí y Puntarenas), aunado a lo anterior se están realizando esfuerzos para creación de nuevos espacios en infraestructura penitenciaria.
En corriente legislativa:
Expediente N.º 24.006. LEY DE CRIMEN ORGANIZADO JUVENIL. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico desde el 8 de febrero de 2024. 
· Expediente N.º 24.019. LEY DE EJECUCIÓN DE LA PENA. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico desde el 18 de enero de 2024. 
· Expediente N.º 24.031. ADICIÓN DEL ARTÍCULO 1 BIS A LA LEY N.º 9954, DENOMINADA TRASLADO DEL SUPERÁVIT DE LA JUNTA ADMINISTRATIVA DEL REGISTRO NACIONAL AL MINISTERIO DE JUSTICIA Y PAZ, DEL 23 DE FEBRERO DE 2021, PARA CAMBIO DE DESTINO DEL PROYECTO DENOMINADO TERRAZAS II, UBICADO EN EL COMPLEJO OCCIDENTE. En el orden del día del Plenario desde el 6 de marzo de 2024. Dictaminado Afirmativo Unánime en la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Hacendarios desde el 28 de febrero de 2024. 
· Expediente N.º 24.096. LEY PARA REGULAR EL BENEFICIO DEL ARRESTO DOMICILIARIO CON BRAZALETE ELECTRÓNICO. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico desde el 22 de febrero de 2024. 


	54.
	111.49 No utilizar en forma indiscriminada la detención preventiva, erradicar el hacinamiento en los establecimientos penales y mejorar las precarias condiciones carcelarias. (República Bolivariana de Venezuela).
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	Misma respuesta que 111.48


	55
	111.50 Mejorar las condiciones en los centros de detención reduciendo el hacinamiento y asegurar su funcionamiento de conformidad con las normas internacionales pertinentes. (República de Corea);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	Misma respuesta que en 111.48.
La Oficina Rectora de Justicia Restaurativa del Poder Judicial en asocio con el Ministerio de Justicia y Paz ha impulsado la aplicación de prácticas restaurativas en centros penales para que la población privada de libertad pueda resolver sus conflictos convivenciales a través de círculos restaurativos como una forma de promover la resolución pacífica de conflictos y reducir los índices de violencia a lo interno de los centros penitenciarios.

	56.
	111.51 Intensificar los esfuerzos para reducir el hacinamiento y las condiciones deficientes en los lugares de detención. (Grecia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	Misma respuesta que 111.48

	
	Tema: D27 Prohibición de la esclavitud, la trata de personas

	57.
	111.66 Investigar y enjuiciar de manera sistemática y activa a los autores de la trata de personas y velar por que sean debidamente castigados, y avanzar en relación con el proceso de aprobación de un plan de acción nacional específico contra la trata de personas. (República de Moldavia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	La legislación penal costarricense establece cuales son los actores claves en lo que corresponde la investigación penal, la que está a cargo del Ministerio Público (Fiscalía) de manera conjunta con los dos cuerpos policiales: Policía Profesional de Migración (PPM), de la Dirección General de Migración y Extranjería y la Unidad contra la Trata y Tráfico de Personas, de la Sección Especializada contra la Violencia de Género, Trata y Tráfico Ilícito de Personas, por sus siglas SECVGTTP, del Organismo de Investigación Judicial (OIJ).
En lo que corresponde al delito de trata de personas en cualquiera de los fines establecidos en el numeral 172 del Código Penal, la investigación penal es una labor que realiza la Fiscalía Adjunta contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Personas Migrantes (FACTRA), con personas investigadoras de la Unidad contra la Trata y Tráfico de Personas y de la Policía Profesional de Migración. 
Por tratarse de un delito de acción pública, las investigaciones se realizan de oficio y se deben agotar todos los actos de investigación que permitan la identificación de los autores del delito, así como la identificación, atención y protección de las víctimas.
La Ley 9726 del 14 de agosto de 2019, Reforma Ley contra la Trata de Personas y Creación de la CONATT, introduce una modificación al concepto de trata de personas, para ampliar el tipo de explotación de extracción ilícita de órganos, y va más allá del concepto del Protocolo de Palermo con el fin de contar con una herramienta más efectiva para combatir el fenómeno. https://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=90143 .
Se adoptó la Política Nacional contra la Trata de Personas 2020-2030. Más recientemente se aprobó el Plan Nacional Estratégico de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas para el período 2022-2027, y los Lineamientos de Coordinación Interinstitucional sobre Delitos de Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes, con el apoyo de la OIM, en 2023.
En corriente legislativa:
· Expediente Nº 23.871. REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 10, 16, 20, 30, 35, 35 BIS, 64 Y 65 DE LA LEY N.º 9095, CONTRA LA TRATA DE PERSONAS Y CREACIÓN DE LA COALICIÓN NACIONAL CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES Y LA TRATA DE PERSONAS (CONATT), DEL 26 DE OCTUBRE DE 2012 Y REFORMAS A LOS ARTÍCULOS 383 Y 384 BIS DEL CÓDIGO PENAL DEL 4 DE MAYO DE 1970. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos desde el 5 de octubre de 2023. 
· Expediente N.º 24.134. REFORMAS A LA LEY N.º 8764 LEY GENERAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA, DE 1 DE SETIEMBRE DE 2009; LEY N.º 9095, CONTRA LA TRATA DE PERSONAS Y CREACIÓN DE LA COALICIÓN NACIONAL CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES Y TRATA DE PERSONAS (CONATT), DE 26 DE OCTUBRE DEL AÑO 2012 Y LEY N.º 8316 LEY REGULADORA DE LOS DERECHOS DE SALIDA DEL TERRITORIO NACIONAL DE 26 DE SETIEMBRE DE 2002 Y SUS REFORMAS PARA FORTALECER Y DOTAR DE RECURSOS A LA POLICÍA PROFESIONAL DE MIGRACION. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico desde el 22 de febrero de 2024.
De conformidad con las competencias que la Ley 8765 le confiere a la Policía Profesional de Migración, se han realizado diferentes mecanismos para investigar la Trata de personas, entre ellas la interceptación de las comunicaciones, cuya herramienta brinda prueba fundamental para determinar el modo de operar de las organizaciones criminales. Esta herramienta fue fundamental para un caso de investigación que culminó con la sentencia de los imputados, sin contar como prueba la declaración de la víctima y si en materia probatoria de las escuchas telefónicas.


	58.
	111.207 Aplicar medidas para garantizar los derechos, la integridad física y el bienestar de los migrantes y los refugiados, incluidas la lucha contra la trata de personas y la realización de campañas de sensibilización pública. (Alemania);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Costa Rica cuenta con instrumentos y procedimientos que resguardan los derechos humanos, tal es el caso del Plan de Flujos Migratorios Mixtos, la Estrategia de Atención de los flujos migratorios, protocolos de atención para personas menores de edad entre otros, el equipo ESME y el protocolo ESME, que es para la atención de situaciones migratorias especiales que se pueden presentar en los diferentes procesos migratorios, igualmente el Protocolo para la Atención De Personas Migrantes, Refugiadas y otras en Movilidad Internacional Afectadas por situaciones de emergencias.
El Poder Judicial cuenta con la Política institucional para el acceso a la justicia por parte de la población migrante y refugiada. 
En cuanto al abordaje del delito de la trata de personas se realiza bajo enfoques rectores en derechos humanos, multiculturalidad, reintegración social, entre otros, de conformidad con lo estipulado en el Modelo de Atención Integral para Sobrevivientes- Víctimas de Trata.
Lo relativo a compañas de sensibilización dirigidas a la opinión pública, de conformidad con lo establecido en el Reglamento de la Ley 9095, artículo 29, punto II, inciso a), es responsabilidad de la Comisión Técnica Permanente de Prevención, destacar que esta Comisión está integrada por  las representaciones de 19 instituciones públicas con responsabilidades en la prevención y atención del tema de trata y tráfico de personas.
La Fiscalía Adjunta contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Personas Migrantes (FACTRA), realiza acciones estratégicas, taller, conversatorios, por citar algunos, en algunas localidades del país que se caracterizan por tener una mayor incidencia de este delito, para el año 2024, se programaron tres encuentros locales entre Fiscalía y Cuerpos Policiales para mejorar la ruta de detección, derivación, atención e investigación, en tales actividades participan actores claves: Personal de Fuerza Pública y Policía de Frontera del Ministerio de Seguridad Pública, Policía Profesional de Migración de la Dirección General de Migración y Extranjería, personas investigadoras del Organismo de Investigación Judicial, personal de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito (OAPVD), del Ministerio Público, Fiscales enlace territoriales y fiscala de la FACTRA. La Organización Mundial para la Migraciones (OIM), brinda apoyo técnico y financiero para estos “encuentros”.


	59.
	111.64 Proseguir los esfuerzos realizados hasta la fecha para combatir la trata de personas mediante la identificación de las víctimas, incluidos los niños migrantes y refugiados. (Túnez);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	La Ley 9726 del 14 de agosto de 2019, Reforma Ley contra la Trata de Personas y Creación de la CONATT, introduce una modificación al concepto de trata de personas, para ampliar el tipo de explotación de extracción ilícita de órganos, y va más allá del concepto del Protocolo de Palermo con el fin de contar con una herramienta más efectiva para combatir el fenómeno. https://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=90143 .
Existen, dos policías especializadas en la materia de investigación de la trata de personas; el Organismo de Investigación Judicial perteneciente al Poder Judicial, y la Policía Profesional de Migración y Extranjería, ambas cuentan con unidades conformadas por oficiales capacitados/as y sensibilizados/as en el tema.
La Policía Profesional de Migración realiza trabajos de investigación en todo el territorio nacional, dentro de los mecanismos para prevenir y detectar casos de trata de personas se realizan operativos preventivos como inspecciones policiales administrativas de índole migratorio en lugares de trabajo, lo que ha permitido judicialización de casos de trata de personas a nivel sexual, laboral y trabajo forzoso. Se realiza asimismo trabajo de índole internacional con operaciones judicializadas en el último año.
De conformidad con las competencias que la Ley 8765 le confiere a la Policía Profesional de Migración, se han realizado diferentes mecanismos para investigar la Trata de personas, entre ellas la interceptación de las comunicaciones, cuya herramienta brinda prueba fundamental para determinar el modo de operar de las organizaciones criminales. Esta herramienta fue fundamental para un caso de investigación que culminó con la sentencia de los imputados, que tuvo como materia probatoria las escuchas telefónicas y no la declaración de la víctima evitando con ello los procesos de revictimización.
Otro de los elementos importantes en el combate integral del delito de trata de personas, es la creación del Equipo de Respuesta Inmediata (ERI), instituido mediante Decreto Ejecutivo No. 35144-MG-MTSS del año 2009 y elevado a la Ley N.º 9095, el cual está bajo la coordinación de la Secretaría Técnica de la CONATT, ubicada en la Dirección General de Migración y Extranjería. El ERI es un cuerpo especializado interinstitucional para la activación de medidas de atención primaria de las personas víctimas de la trata de personas y sus dependientes.
Asimismo, en los casos en los que se interpone denuncia, Costa Rica cuenta con los programas de atención y protección de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito perteneciente al Ministerio Público. 
En resumen, existe una ruta de cooperación, comunicación y coordinación directa entra la Fiscalía Especializada y los dos cuerpos de policía, desde el inicio de la investigación.
En el marco de una investigación penal, en aquellas donde la víctima es una persona migrante o refugiada, la actuación e intervención de la Fiscalía se orienta en procurar garantizar los derechos, integridad física y bienestar, en general, este es el norte en relación con todas las personas víctimas de esta delincuencia.
La Fiscalía especializada contra la trata de personas, aplica y ajusta su actuación en el marco de las investigaciones penales, al cumplimiento de la obligación de proteger y garantizar el respeto de los derechos humanos de las víctimas, indistintamente de la edad, nacionalidad, género, y por supuesto del estatus migratorio, o de la condición de refugiado o migrante.
Desde el momento de la detección de una persona como víctima de este delito, de inmediato se coordina con la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito del Ministerio Público (OAPVD), a fin que esta instancia de conformidad con los artículos 70 y 71 de la Ley 8720, Ley de Protección a Víctimas y Testigos, proceda a brindar los servicios de atención y protección, en el marco de los Programas de Atención y Protección a Víctimas y Testigos, como mecanismos para hacer valer los derechos de las víctimas. Tratándose de una persona menor de edad, procede la comunicación inmediata y directa con personas funcionarias del Patronato Nacional de la Infancia (PANI).
La atención y protección será de acuerdo con las particularidades y necesidades específicas de cada víctima, pero comprende la atención humanitaria, y realizar aquellas medidas de atención primaria y secundaria, tal y como lo destaca la Ley 9095.
En particular, cuando la víctima es una persona que tiene la categoría de solicitante de refugio o de refugiada, la Fiscalía toma como medida específica, que este dato se maneje de manera confidencial. 
Parte de la protección y asistencia que se brinda a las personas víctima en el proceso penal, cuando ésta es nacional de otro país, es buscar mecanismos para facilitar la regularización migratoria. Aunque, la condición migratoria irregular no tiene implicaciones negativas en los procesos de atención de las víctimas de trata de personas. 
Las instancias que, en razón de sus funciones identifican o detectan posibles víctimas de Trata, están obligadas por ley a derivar la situación a la Fiscalía, en este sentido la Fiscalía, en el marco del trabajo que realiza como representante del Ministerio Público en el Equipo de Respuesta Rápida, por sus siglas ERI, artículos 19 a 26 de la Ley 9095, participó en la elaboración un instrumento, formulario denominado:  “Boleta de noticia crimen referencia institucional”, para facilitar la ruta de denuncia. Este formulario, fue construido con la finalidad que las instituciones que trabajan en atención directa, circunstancia que implica la posibilidad de detección, tengan un instrumento que les permita conocer con claridad que información debe registrarse y a que instancia debe dirigir el reporte (denuncia).
En particular, cuando la Fiscalía tiene conocimiento de una situación de trata de personas o tráfico ilícito de personas, donde la víctima es una persona menor de edad, se coordina de inmediato con personas funcionarias del Patronato Nacional de la Infancia (PANI), a fin que asume la responsabilidad que por mandato constitucional y legal le corresponde en la protección y atención de este grupo etario, evidentemente, si son niñas, niños o adolescentes migrantes o refugiados, también se cumple con esta comunicación directa con el PANI, máxime, que la condición de migrante y refugiado, implica una situación de mayor riesgo y vulnerabilidad, que demanda una atención diferenciada y acorde a las particularidades del caso.

	60.
	111.209 Reforzar los recursos para el funcionamiento de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas y fortalecer las capacidades institucionales para la intervención del Estado en la atención y protección de víctimas. (Honduras);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	La Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas (CONATT), presidida por la DGME, es la instancia encargada del rescate, protección de víctimas y demostración ante los sistemas judiciales de la prueba fundamental para la sanción de personas imputadas en el delito de trata de personas.
En el artículo 52 de la Ley N.º 9095, se crea el Fondo Nacional contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes (FONATT). Dicho Fondo es financiado con el cobro de un dólar moneda de los EUA (US$ 1,00) en el impuesto de salida del país establecido en la Ley N° 9095.
Se cuenta con la Estrategia de atención integral y de movilización de recursos de apoyo para las Víctimas-Sobrevivientes de la Trata de Personas y sus dependientes: integración, reintegración, repatriación, retorno voluntario y reasentamiento. El artículo N.º 50 de la Ley N.º 9095 establece la obligatoriedad de establecer programas orientados a facilitar y apoyar la reintegración familiar, comunitaria, social, educativa, laboral y económica de la víctima y sus dependientes.
El objetivo principal de la Estrategia es: “Desarrollar procesos de atención integral, asistencia social, individualizados, integrales, sensibles, accesibles y sostenidos a través del tiempo que contribuyan con la construcción de proyectos de vida libres de violencia y faciliten la reintegración de las víctimas-sobrevivientes de la trata de personas y sus dependientes”.
Son sujetas de esta estrategia las Víctimas-sobrevivientes del delito de la trata de personas que se encuentren acreditadas por el Equipo de Respuesta Inmediata o en proceso de determinación de los elementos constitutivos del concepto de trata de personas establecido en la Ley N° 9095, por parte del Equipo de Respuesta Inmediata; las personas dependientes de la víctima-sobreviviente del delito de trata de personas, en apego a lo establecido en el artículo 7), inciso e) de la Ley N.º 9095 que indica: “personas que dependen directamente de la víctima de trata de personas y se encuentran bajo riesgo inminente relacionado con este delito, sin importar si son mayores o menores de edad. Esta dependencia se determinará previa valoración técnica del Equipo de Respuesta Inmediata”.
Sin ser una lista taxativa, algunas de las necesidades inmediatas que deben ser valoradas son las siguientes:
· Alojamiento seguro, y debidamente equipado, accesible de conformidad con la limitación funcional de la persona.
· Alojamiento seguro y digno en centros especializados, según requerimiento. 
· Alimentos, incluyendo necesidades especiales de alimentación por razones de salud, limitación funcional o cultural.
· Vestuario (ropa, zapatos) acorde a la edad cronológica de la persona y las condiciones climatológicas.
· Artículos de aseo personal (toallas sanitarias, pasta dental, cepillo de dientes, jabón de baño, champú, pañales desechables, paños, desodorantes, peine, entre otros debidamente identificados).
· Coordinación de traslado para la atención médica de emergencia.
· En caso de violencia sexual, valoración médica ginecológica o urológica, además, se valorará el caso para facilitar el acceso al uso de antirretrovirales y protocolo de 72 horas, según proceda.
· Acceso a tarjetas telefónicas para contacto con familiares una vez que se haya descartado riesgo.
· Compra de productos y servicios de apoyo y cualquier otro bien o servicio que requiera la persona víctima del delito de trata de personas y sus dependientes, que esté debidamente justificado.
· Cualquier otro que se considere necesario y justificable para la atención adecuada de la víctima-sobreviviente de trata de personas y sus dependientes.
La Estrategia de Atención ha demostrado ser un ejemplo de articulación interinstitucional para el abordaje integral de las personas víctimas y un ejemplo en el abordaje y adecuado uso de fondos públicos, justificado en las gestiones realizadas al tener resultados positivos, demostrados de manera directa en la calidad de vida de las personas sobrevivientes.
Costa Rica cuenta con otros mecanismos de atención y protección de víctimas de trata, por medio del Protocolo para la Atención Integral a las Víctimas del delito de Trata de Personas en los Servicios de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social, y el Modelo de Atención Integral para las Víctimas-Sobrevivientes de la Trata de Personas.


	61.
	111.63 Adoptar medidas amplias y activas para investigar la trata de personas, enjuiciar a quienes participen en ella y asegurar el adecuado castigo de los autores. (República Árabe Siria);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.66 y 111.64.


	62.
	111.65 Redoblar esfuerzos para eliminar la trata de personas mediante la investigación y el enjuiciamiento de los autores de ese delito de manera sistemática y activa. (República de Corea);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.66 y 111.64.
La Policía Profesional de Migración realiza trabajos de investigación en todo el territorio nacional, dentro de los mecanismos para prevenir y detectar casos de trata de personas se realizan operativos preventivos como inspecciones policiales administrativas de índole migratorio en lugares de trabajo como bares, salas de masajes, fincas agrícolas, casinos y zonas turísticas, lo que ha permitido judicialización de casos de trata de personas a nivel sexual, laboral y trabajo 
forzoso.

	63.
	111.67 Investigar y enjuiciar de manera sistemática y activa a los autores de la trata de personas y velar por que sean debidamente sancionados (Grecia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.66 y 111.64.
Se realizan los trabajos de investigación de manera pronta y cumplida para buscar en el respectivo orden, el rescate, la protección de las víctimas y demostrar antes los sistemas judiciales prueba fundamental para la sanción de las personas imputadas en el delito de trata de personas en Costa Rica.


	64.
	111.68 Reforzar las medidas para investigar y enjuiciar los delitos relacionados con la trata de personas y mejorar los mecanismos de protección de las víctimas, en particular mediante la colaboración con otros Estados (Indonesia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Se cuenta con Lineamientos de Coordinación Interinstitucional sobre Delitos de Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes en Costa Rica, del año 2023. 
Además, dentro de las buenas prácticas de la Policía Profesional de Migración es realizar trabajos de índole internacional en la lucha contra la trata de personas, dando como resultado operaciones judicializadas en el último año entre los países Costa Rica, Panamá y los Estados Unidos.
Igualmente, se realizan coordinaciones de talleres de capacitación a los funcionarios del Estado y otros entes, con la finalidad de ampliar las redes de contactos a nivel nacional e internacional para prevenir, rescatar y sancionar la trata de personas
Cuando la persona víctima es extranjera o el hecho ocurre en otro país, la representación fiscal y los cuerpos policiales de investigación penal, tienen comunicación directa con las autoridades homólogas de los países de la región, en este contexto existe una comunicación directa e inmediata para intercambiar información para proteger y garantizar derechos de las víctimas y realizar diligencias de investigación que permita identificar las personas o persona tratante. 
También se intercambia información por los canales formales, por medio de una asistencia penal, sumado a lo anterior, existe una “Estrategia de Atención Integral y de movilización de recursos de apoyo para las Víctimas-Sobrevivientes de la Trata de Personas y sus Dependientes: Integración, reintegración, repatriación, retorno voluntario y reasentamiento”. 
Este documento tiene construida la ruta para las coordinaciones necesarias para aquellas situación de víctimas nacionales de otro país que desean regresar, con la intervención de la institución que está atendiendo directamente a la víctima, la Secretaría Técnica de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Personas Migrantes y la Trata de Personas y del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, a fin de ejecutar las acciones necesarias con las autoridades del país origen de la víctima, que garanticen un retorno seguro.


	65.
	111.69 Crear capacidad institucional para la atención y protección de las víctimas de la trata de personas y reforzar las medidas para buscar activamente y remitir a las víctimas a los servicios de apoyo adecuados. (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1



	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.209.
Los mecanismos de atención y protección de las víctimas de trata de personas están reforzados, como ejemplo se citan: 
· Protocolo para la Atención Integral a las Víctimas del delito de Trata de Personas en los Servicios de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social.
· Modelo de Atención Integral para las Víctimas-Sobrevivientes de la Trata de Personas.
· Estrategia de atención integral y de movilización de recursos de apoyo para las Víctimas-Sobrevivientes de la Trata de Personas y sus dependientes: integración, reintegración, repatriación, retorno voluntario y reasentamiento.
En el caso de la estrategia: El artículo N.º 50 de la Ley N.º 9095 establece la obligatoriedad de establecer programas orientados a facilitar y apoyar la reintegración familiar, comunitaria, social, educativa, laboral y económica de la víctima y sus dependientes.
El objetivo principal de la Estrategia es: “Desarrollar procesos de atención integral, asistencia social, individualizados, integrales, sensibles, accesibles y sostenidos a través del tiempo que contribuyan con la construcción de proyectos de vida libres de violencia y faciliten la reintegración de las víctimas-sobrevivientes de la trata de personas y sus dependientes”.
Los plazos que han sido delimitados en esta estrategia buscan ser congruentes con las necesidades de acompañamiento y el perfil de las víctimas-sobrevivientes de Trata de personas y sus dependientes. 
Esta estrategia comprende el retorno voluntario, repatriación y reasentamiento de la persona víctima-sobreviviente y sus dependientes. Si la persona víctima-sobreviviente y sus dependientes optan libre y voluntariamente por alguna de las anteriores opciones.
La Estrategia de Atención a demostrado ser un ejemplo de articulación interinstitucional para el abordaje integral de las personas víctimas y un ejemplo en el abordaje y adecuado uso de fondos públicos, justificado en las gestiones realizadas al tener resultados positivos, demostrados de manera directa en la calidad de vida de las personas sobrevivientes.
La Defensa Pública ha seguido participando en las reuniones de trabajo interinstitucional organizado por la Organización Internacional para las Migraciones que tiene como objetivo reducir la explotación laboral y trata de personas con fines de explotación laboral. Esto se viene haciendo desde el año 2022 y parte de los resultados de esa sinergia ha sido la inauguración de una estación virtual en la Isla Venado.
El Poder Judicial mediante la Subcomisión de Acceso a la Justicia de persona migrantes y refugiadas en colaboración con la Coalición Nacional Contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata, realizan capacitaciones y sensibilizaciones con el fin de articular la atención y protección de víctimas dentro del Poder Judicial y con instituciones gubernamentales y ONG.
En el año 2023 se participó en talleres para combatir el delito de trata de personas en lugares fronterizos como son Corredores, Coto Brus, Los Chiles, Guatuso y Upala, además participación, Ministerio Público, OIJ, Juzgado Contravencional, Juzgado Penal y Facilitadores Judiciales, donde se analizaron estrategias para la atención y protección de las víctimas de trata. 
Asimismo, desde la Escuela Judicial se imparten actividades en temas de trata, tales como “Trata de Seres Humanos”, “Fortaleciendo competencias para combatir la trata de niños, niñas y adolescentes”.


	
	Tema: D29 Violencia doméstica

	66.
	111.169 Considerar la posibilidad de poner en práctica programas de derechos humanos para progenitores con el fin de reducir la violencia doméstica. (Perú);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	INAMU publica en plataformas cursos y videos referidos a nuevas masculinidades, paternidad responsable y sensibilización. En el año 2020 se publicaron varios videos relacionados entre ellos ¿Querés aprender sobre paternidad responsable y nuevas masculinidades? Podés hacerlo con nuestro curso "Como Padres Cumplimos". http://aprendeconmigo.inamu.go.cr/brinda 
Se brinda asesoría legal en aplicación de legislación contra la violencia doméstica y paternidad responsable. 
Desde la Dirección Nacional de Centros de Educación y Nutrición y de Centros Infantiles de Atención Integral se cuenta con la estrategia "SOMOS FAMILIA", la cual es un modelo de Formación Parental basado en el juego y la conversación empática para promover lazos afectivos y seguros en las familias, desde el respeto de las niñas y los niños como personas y el posicionamiento de la familia como primer maestro, a través de una crianza respetuosa, responsable y retadora
Desde el Departamento de Promoción y Prevención de la Gerencia Técnica, se indica que el programa de la Academia de Crianza es una iniciativa del Patronato Nacional de la Infancia (PANI) para responder al mandato de obligatoriedad de apoyar a las familias en los procesos de crianza, establecido en la Constitución Política y en la Ley 8654 que modificó el artículo 143 del Código de Familia para la prohibición del castigo corporal, así como la promulgación de la Ley No. 8654, contra el Castigo Corporal, aprobada en Costa Rica en el año 2008.  Este programa comprende la educación a madres, padres y personas encargadas, como una de las más valiosas estrategias en la búsqueda de nuevos modelos de crianza y el trato digno a las personas menores de edad sin discriminación alguna. Las Academias de Crianza se imparten en todo el territorio costarricense y en el año 2023 participaron un total de 6.216 familias.
En el Poder Judicial se generó en cooperación con EUROSocial+ el proyecto contexto Costa Rica que tiene como finalidad dar un abordaje integral a los hombres sometidos a un proceso penal por delitos de violencia contra las mujeres, tiene entre sus fines educar a los hombres en temas de derechos humanos en general y específicamente en aspectos relacionados con la igualdad de género, el derecho a la igualdad entre hombre y mujer y el derecho a vivir una vida en paz, sin violencia y libre de discriminación. 


	67.
	111.153 Intensificar los esfuerzos para luchar contra la violencia doméstica y velar por que las víctimas de la violencia tengan acceso a servicios sociales y jurídicos (Italia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El IMAS brinda un beneficio de Atención de hogares, familias o personas que enfrentan situaciones de violencia intrafamiliar y/o de género, orientada a coadyuvar la satisfacción de sus necesidades inmediatas. En 2020 se otorgó a 892 familias, con una inversión total de ¢631.202.535. En 2021, a 985 hogares, con una inversión total de ¢743.551.566. En el año 2022 se otorgó el beneficio a un total de 1.369 personas con una inversión social de ¢985.782.751. Para el año 2023 se otorgó el beneficio a un total de 1.855 personas con una inversión social de ¢1.391.960.048.
Se han logrado abrir 23 Comités Locales de Atención Inmediata y seguimiento (CLAIS) en los cantones de: Alajuela, Heredia, Limón, San Carlos, Puntarenas, Pérez Zeledón, Golfito, Desamparados, Corredores, Coto Brus, Turrialba, Jiménez (Juan Viñas), Hatillo, La Cruz, Santa Cruz, Cañas, Upala, Garabito, Los Chiles, Dota, Talamanca, Sarapiquí y Pococí, para la protección y atención inmediata de las mujeres en situaciones de riesgo de femicidio. En estos comités locales para la prevención del femicidio, participan tres instituciones: Poder Judicial, Fuerza Pública y el INAMU.
Otra acción que ejecuta la institución para mujeres que están en riesgo de femicidio, es la entrega de los dispositivos de geolocalización. Se han entregado 2.430 a mujeres entre el año 2019 al 2023.
Se elaboraron 28 ILAFEM o Informes locales de análisis del Femicidio, de los femicidios ocurridos en el año 2020. Estos informes dan cuenta de los antecedentes de las mujeres víctimas y las diferentes respuestas institucionales que se dieron en cada caso. Son una referencia importantísima para la redefinición de las acciones y respuestas institucionales ante situaciones de riesgo de femicidio.
En el marco de la Ruta de Género se abrieron 32 Puntos Violeta para brindar los primeros auxilios psicológicos y la disposición de un grupo de profesionales en Derecho para brindar asesoría especializada y representación legal a mujeres que viven violencia, con énfasis en hostigamiento laboral y sexual y acoso callejero.
Cada día se posicionan más los Puntos Violeta en los diferentes cantones como lugares de acceso de información y orientación. Las mujeres atendidas en dichos Puntos, de requerir atención psicológica o legal especializada, se refieren a los equipos de atención de las 6 Unidades regionales con las que cuenta el INAMU en todo el país.
Como parte de una forma de crear conciencia colectiva social, desde el Ministerio Público, se han establecido en sus planes organizacionales, capacitaciones tendientes a informar sobre los alcances de la Ley de penalización de la violencia contra la mujer, enfocado en la vulnerabilidad que tienen las víctimas de este tipo de delincuencia. En igual sentido, dentro de esa capacitación, se informa del acceso con que cuentan las víctimas de este tipo de delincuencias, a la Oficina de Atención a víctimas y testigos del delito, desde sus diferentes programas, atreves de los cuales tienen un acceso integral de profesionales que participan en su acompañamiento durante el proceso.
El Ministerio Público ha procurado que la capacitación en asuntos de violencia doméstica sea a lo externo del Ministerio Público, así como a lo interno, propiamente a los funcionarios del Ministerio Público, como a los diferentes cuerpos policiales, centros médicos, educativos con los que se trabaja. 
A lo interno del Ministerio Público, se han establecido lineamientos, memorandos y comunicados, tendientes a direccionar un mejor abordaje a las víctimas de violencia doméstica, sensibilizándose con los factores de vulnerabilidad permitiendo así que las mismas tenga un verdadero acceso a la justicia. (Guía para el abordaje y la investigación penal de los delitos sexuales y violencia penalizada, 02-ADM-2022 Remisión de víctimas de Violencia Sexual y Violencia Penalizada a los programas especializados para su debido abordaje, Instructivo General 02-IG-2023 Implementación de medidas para reforzar el cumplimiento de la función del Ministerio Público).
Entre los esfuerzos realizados para velar que las víctimas de violencia tengan acceso a la justicia, se han implementado a través de circulares la obligación de presentar los recursos que correspondan cuando las resoluciones judiciales, van en contra de lo peticionado por el Ministerio Público, con el fin de garantizar la pena conforme a la magnitud del daño causado.
Por parte del Ministerio Público, ha hecho énfasis en poner en conocimiento la circular 29-2024 de la Cortes Suprema de Justicia, al establecer la obligatoriedad de los Tribunales, Juzgados o Fiscalía de colaborar con ayuda económica a las partes del proceso involucradas, con el fin de favorecer su acceso a la justicia.


	68.
	111.136 Acelerar la aplicación de la Política Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia contra las Mujeres de Todas las Edades, en consonancia con la meta 5.2 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, de modo que el número de feminicidios y de mujeres víctimas de violencia doméstica disminuya de forma rápida y sostenible (Suiza);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	La Política Nacional está en ejecución, se concluyó el primer plan quinquenal 2018-2022. Además, se diseñó y está implementándose el segundo plan quinquenal 2023-2027.
A lo interno del Ministerio Público, se han promovido políticas de persecución penal, tendientes a reducir la violencia contra la mujer en cualquiera de sus manifestaciones incluido el Femicidio, para ello, ha elaborado protocolos, guías de actuación, directrices y comunicados con tal de capacitar a su personal mediante lo cual, se logren analizar los riesgos para las víctimas y se puedan a través del proceso establecer medidas que mitiguen la violencia y el incremento de las mismas a las ofendidas dentro del proceso. 
Muchas de esos documentos se vienen implementado desde años atrás, sin embargo, entre los años 2022-2024, se han reforzado, recordado y reestructurado los lineamientos ya girados, con tal de hacerlos más actuales, conforme al aumento de la violencia y la criminalidad.
Entre los documentos girados en los últimos dos años se encuentran: 02-ADM-2022 Remisión de víctimas de Violencia Sexual y Violencia Penalizada a los programas especializados para su debido abordaje, Protocolo conjunto homologado para la investigación de mujeres mayores de edad desaparecidas y no localizadas, Protocolo Interinstitucional de atención Integral a personas víctimas de violación sexual (tercera edición), Guía para el abordaje y la investigación penal de los delitos sexuales y violencia penalizada (2023), Guía sobre los delitos de trata y tráfico ilícito de migrantes contextos criminales (2023), Comunicado 01-FAG-2024 Recordatorio de la obligatoriedad de comunicar a la persona víctima la resolución que defina medidas cautelares contra una persona imputada nen procesos de violencia en perjuicio de mujeres y del Protocolo Interinstitucional de intervención y valoración de riesgo en situaciones de violencia contra mujeres, Instructivo General 02-IG-2023 Implementación De Medidas Para Reforzar El Cumplimiento De La Función Del Ministerio Público  y Anexo Instructivo General 02-IG-2023, Comunicado 01-2023 de la Fiscalía General Cumplimiento de protocolos de atención de víctimas de agresiones sexuales menores de edad y Anexo.
Por parte del Programas Preventivos del Ministerio de Seguridad Pública desde el año 2021 se imparten en los centros educativos (Colegios) charlas sobre violencia en el noviazgo. Se evidencian mediante lista de asistencia y realizan participación en el Comité Local para la Atención Inmediata y el Seguimiento de casos de alto riesgo por violencia contra las mujeres (CLAIS), se da seguimiento a casos de alto riesgo, se evidencia por medio de circular dirigida a encargados de equipo, se evidencia mediante listas de asistencia del Clais y circular 27-D16-OP-2024.


	69.
	111.154 Proseguir sus esfuerzos para prevenir, detectar y afrontar la violencia doméstica y el abuso sexual. (Pakistán);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	En cuanto a la violencia sexual en sus diferentes escenarios, se ha avanzado en la capacitación para personal que se ubica en los servicios de atención, para promover una atención especializada. En este sentido se ha brindado capacitación en los temas de: Detección, registro y referencia de la violencia sexual, Atención especializada de la violencia sexual; y Uso de los dispositivos de grupo operativo para la atención grupal de la violencia sexual.
INAMU promueve y además capacita para que se generen espacios seguros para mujeres que son los negocios (comercios, emprendimientos, transporte, alojamiento temporal) previamente identificados, donde las mujeres pueden acudir para refugiarse y pedir ayuda cuando sufren acoso callejero y en condiciones de peligro, involucrando a la sociedad en la responsabilidad de prevenir la violencia contra las mujeres.
Hay inscritos más de 1.000 espacios seguros y 460 de ellos ya están operando a nivel nacional, habiéndose capacitado alrededor de 2.000 personas para atender las necesidades de las mujeres que se acerquen a ellos.
También se cuenta con la puesta en práctica del nuevo Capítulo del Manual del Conductor de Transporte Público en temas de acoso sexual callejero y el protocolo de actuación obligatorio para lo cual se ha capacitado más de 120 personas que han sido capacitadas y certificadas por el INA.
Adicionalmente se ha propuesto adecuaciones a la Aplicación 911 para que mujeres con discapacidad puedan enviar mensajes  y también para la aplicación de un botón de pánico.

	70.
	111.166 Seguir combatiendo la violencia doméstica, que persiste en particular contra los niños. (Albania);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Las instituciones que tienen como competencia el trabajo con niños, niñas y adolescentes desarrollan acciones de capacitación, sensibilización y movilización relacionadas con los ejes temáticos del PLANOVI /MEP, PANI, MJP, MSP, CPJ, MCJ.
En el caso concreto del INAMU, coordina el Eje 3 de dicha política, relacionada con la atención integral de las niñas y adolescentes embarazadas/madres, para promover la ruptura de la reproducción del ciclo de pobreza y violencia. Desde el eje se impulsa un trabajo coordinado entre todas las instituciones que tienen a cargo programas y servicios dirigidos a esta población, con el fin de lograr una articulación de estos servicios y la trazabilidad de la atención.
El Patronato Nacional de la Infancia (PANI) cuenta con representación ante el Sistema Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia contra las Mujeres y la Violencia Intrafamiliar, garantizando a lo interno de la institución el cumplimiento de los mandatos establecidos por las Convenciones ratificadas por el Estado costarricense y la legislación interna del país, brindando atención integral a las personas menores de edad y sus familias, que han sido afectadas por violencia y discriminación de género.
El programa de la Academia de Crianza es una iniciativa del Patronato Nacional de la Infancia (PANI) para responder al mandato de obligatoriedad de apoyar a las familias en los procesos de crianza, establecido en la Constitución Política y en la Ley 8654 que modificó el artículo 143 del Código de Familia para la prohibición del castigo corporal, así como la promulgación de la Ley No. 8654, contra el Castigo Corporal, aprobada en Costa Rica en el año 2008.  
Este programa comprende la educación a madres, padres y personas encargadas, como una de las más valiosas estrategias en la búsqueda de nuevos modelos de crianza y el trato digno a las personas menores de edad sin discriminación alguna. Las Academias de Crianza se imparten en todo el territorio costarricense y en el año 2023 participaron un total de 6.216 familias.
Desde el Departamento de Atención y Defensa de la Gerencia Técnica del PANI, se indica que se cuenta con un Modelo de Gestión de Procesos Atencionales del año 2019, el cual establece el procedimiento para atender situaciones violatorias de derechos de las personas menores de edad, en caso de que se presenten situaciones relacionadas a la violencia doméstica, las personas Representantes Legales de las Oficinas Locales, podrán dictar medidas de protección a favor de las personas menores de edad garantizando su protección, de conformidad con los artículos 135, 136 del Código de la Niñez y la Adolescencia, e incluso coordinar lo pertinente con las autoridades judiciales competentes a fin de hacer efectiva la Ley Contra la Violencia Doméstica, número 7586 del mes de abril del año 1996.
Desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Niñez y Adolescencia, en cumplimiento de las Reglas de Brasilia y de la Política Institucional de Acceso a la Justicia para Niñas, Niños y Adolescentes, se desarrollan acciones afirmativas en lo interno de la institución en favor de las personas menores de edad. Se desarrollan charlas informativas sobre los derechos de las personas menores de edad, en coordinación con instancias especializadas como la Fiscalía, el Departamento de Trabajo Social y Psicología.  Se tiene un curso virtual para la población judicial sobre los derechos de las personas menores de edad. Se produce material informativo en coordinación con la Fiscalía Especializada de Niñez y Adolescencia, material audiovisual y el desarrollo de importantes estrategias de información y comunicación que se publican por diferentes medios. 
Se participa de manera activa en Comisiones externas interinstitucionales que son lideradas por el PANI, el MICITT y la Defensoría de los Habitantes, comisiones en donde se vela por los derechos de las personas menores de edad y permite el accionar institucional estatal conjunto.
Desde la Escuela Judicial se imparten actividades en temas de violencia doméstica, tales como “Análisis de valoración de factores de riesgo en violencia intrafamiliar”, “El abordaje de asuntos de violencia intrafamiliar en perjuicio de las personas menores de edad desde la Ley contra la Violencia Doméstica versus enfoque de normas especializadas en niñez y adolescencia”; “Línea jurisprudencial del Tribunal de Familia: optimización del proceso de Violencia Doméstica.”, “Aspectos Prácticos sobre el Proceso contra la Violencia Doméstica”, “La participación de las personas menores de edad en los procesos judiciales y el Código Procesal de Familia”, “Técnicas y herramientas para aplicar con debida diligencia la Ley de Penalización de Violencia hacia las mujeres”; “Seminario sobre la Ciberviolencia de Género”; “Desafíos para el correcto seguimiento de las medidas de protección: el trabajo interdisciplinario entre Judicatura, Trabajo Social y Psicología y las redes de apoyo de las víctimas”,  “Procesos cautelares de medidas de protección en el Código Procesal de Familia.”.

	71.
	111.167 Aumentar el respeto de los derechos de la infancia luchando contra la violencia doméstica (Francia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.166.
El MEP aporta a estos esfuerzos, realizando Talleres de Crianza Respetuosa, desde el enfoque de la disciplina positiva y los buenos tratos, y brindando asesoría especializada a solicitud de centros educativos, circuitos, y familias. El MSP reporta por otro lado remisión al PANI de 1.190 casos de víctimas de castigo corporal a niñez.

	
	Tema: D31 Libertad y seguridad - Generalidades

	72.
	111.47 Sancionar la represión policial durante las protestas pacíficas y educar a los encargados de hacer cumplir la ley y a los magistrados de derechos humanos. (República Bolivariana de Venezuela);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Todas las manifestaciones o huelgas se trabajan mediante orden de alerta policial o en su defecto, por medio de orden de ejecución, en las que se hace énfasis en el respeto a todas las personas manifestantes, se ordena mantener un monitoreo disuasivo que no genere presión o alteración a fin de evitar enfrentamiento entre los manifestantes y los cuerpos policiales que se encuentren en el lugar.
Por otra parte, en las herramientas documentales que se utilizan para la atención de las manifestaciones o huelgas pacíficas, se hace recordatorio que se debe mantener el diálogo hasta donde sea posible con el objetivo de salvaguardar la integridad física de los civiles y el personal policial y respetar el derecho constitucional que tienen las personas a manifestarse.


	
	Tema: D8 Derechos relacionados con el matrimonio y la familia

	73.
	111.73 Proteger a la familia y su desarrollo como unidad principal para el adelanto de la sociedad. (Egipto);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	La protección de la familia se encuentra consagrada en el artículo 51 de la Constitución Política, que señala que “la familia, como elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene derecho a la protección especial del Estado. Igualmente, tendrán derecho a esa protección la madre, el niño y la niña, las personas adultas mayores y las personas con discapacidad”.
Sobre el concepto de familia, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha señalado que el mismo no puede verse como un concepto restringido, así mediante Voto No. 2001-01465 de las catorce horas con treinta y seis minutos del veintiuno de febrero del dos mil uno. Como se desprende de esta sentencia, el concepto de familia abarca, en el ordenamiento jurídico costarricense, mucho más que el núcleo formado por el matrimonio, e incluso, que el núcleo formado por la pareja, pues se ha establecido que el concepto abarca un ámbito de acción que no podría equipararse al concepto de pareja únicamente. 
Bajo esta jurisprudencia, la protección de las familias no tradicionales, debe ser igual a la protección que se reconoce a las familias establecidas por vínculos formales, considerando que las diferencias establecidas entre las familias no tradicionales y las familias formales devienen en inconstitucionales por violentar, precisamente, el derecho a la protección familiar. 
En este sentido, ver respuestas en 111.70, 111.71 y 111.72. 
Se han realizado esfuerzos para lograr un desarrollo equitativo de hombres y mujeres en la familia, favoreciendo la corresponsabilidad de los cuidados que permita a las mujeres acceder a oportunidades académicas y laborales y logren también autonomía económica.
Desde el Sistema Nacional de Cuidados y Apoyo se enfatiza el abordaje de los cuidados no remunerados y las condiciones de las personas cuidadoras, bajo un enfoque de género, ya que por lo general los cuidados recaen en las mujeres que forman parte del hogar, como una tarea más, lo que incide directamente en las pocas oportunidades y accesos al mercado laboral al asumir estos roles.
Se está implementado la Política Nacional de Envejecimiento y Vejez, 2023-2033, la que está próxima a publicarse vía decreto ejecutivo. Específicamente en el Eje 2: Buen Trato en la Vejez y Vida Libre de Violencia. No solo protege a las personas mayores dentro de sus familias, sino que también contribuye al desarrollo integral y armonioso de la sociedad al garantizar un entorno seguro y respetuoso para todos sus miembros, especialmente aquellos en situación de vulnerabilidad.
En el marco del Modelo de Intervención Interinstitucional del IMAS, se moviliza la oferta programática institucional que contribuye con la satisfacción de necesidades básicas y se desarrollan procesos de atención integral selectiva que movilizan la oferta programática institucional e interinstitucional para abordar situaciones de riesgo y vulnerabilidad identificadas en la dimensión dinámica familiar y promoción de derechos.
Además, se desarrollan procesos socioeducativos y emisión de referencias según las necesidades identificadas en el hogar, por ejemplo: Seguro por el Estado, Pensión del Régimen No Contributivo (CCSS), Formación Humana (INAMU), Academias de Crianza (PANI), Capacitación y Formación Profesional del (INA), entre otras, por un período de hasta dos años (24 meses).
Desde la Defensa Pública se brindan servicios de representación en materia de familia, desde las Plataformas Integradas de Servicios a Víctimas, se atiende a las personas no solo en materia de pensiones alimentarias, sino también, en asuntos de familia encaminados a proteger este valioso instituto. Asimismo, se asumen los casos de personas indígenas a la luz de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.


	
	Tema: E1 Derechos económicos, sociales y culturales - medidas generales de aplicación

	74.
	111.45 Seguir fomentando la capacidad institucional, los datos y los conocimientos, para integrar más plenamente las consideraciones ambientales y climáticas en el marco reglamentario nacional y desarrollar nuevas capacidades y sistemas de aplicación y vigilancia del cumplimiento en los principales sectores. (Fiji);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El Banco Central de Costa Rica (BCCR) compila las Cuentas Ambientales de Costa Rica para Agua, Bosques, Energía, Flujo de materiales y Gasto en protección ambiental del sector privado. Estas cuentas permiten contabilizar el valor físico y económico de los recursos naturales y su relevancia para la riqueza nacional. Asimismo, producen una serie de indicadores que permiten conocer la oferta y utilización de los recursos naturales, así como su interacción con las distintas actividades económicas del país, lo cual contribuye a la formulación de política pública y al proceso de toma de decisiones. (Enlace al sitio de Cuentas Ambientales).
La Política Nacional de Gestión del Riesgo cuenta con el Eje Temático 3, denominado “Educación, gestión del conocimiento e innovación”. Este eje recoge las orientaciones presentes en la Prioridad de Acción 1 del Marco de Sendai vinculadas a la comprensión del riesgo en la perspectiva científica de las causas y la medición, así como el ODS 13 “Acción por el Clima” asociado a mejorar la educación, la sensibilización y la capacidad humana e institucional respecto de la mitigación del cambio climático, la adaptación a él, la reducción de sus efectos y la alerta temprana. Este esfuerzo incluye también las orientaciones respecto a la formación académica, la generación y democratización de la información, las prácticas innovadoras, tendientes no solo al conocimiento sino también a cambio en la percepción y la conducta.
En materia de educación existe una práctica consolidada de inclusión del tema de riesgo en el proceso educativo formal costarricense, de modo que existe una oferta educativa amplia en todos los niveles de educación, incluido el nivel de postgrado.
Es importante destacar los procesos de capacitación destinados al ámbito municipal donde el énfasis es el uso de información para la regulación de uso del suelo y la planificación del desarrollo local, comprensivo además de ejercicios de acompañamiento de los procesos de organización local, tanto del ámbito cantonal como al nivel de comunidades. Igualmente, se destaca un ejercicio muy importante desarrollado entre el Ministerio de Planificación y Política Económica y la CNE para capacitar en temas atientes a la evaluación del riesgo a los responsables de diseñar y ejecutar proyectos de obra pública.
Costa Rica se destaca por la red de vigilancia de las amenazas hidrológica, sísmica, volcánica, de deslizamientos y tsunamis, dada la capacidad instalada de la comunidad científica nacional, principalmente afincada en las universidades públicas y el rol que cumple el Instituto Meteorológico Nacional. La CNE ha generado una importante red de puestos de vigilancia de los sitios bajo amenaza que suman una cifra cercana a quinientos puestos en todo el territorio nacional, integrados en la Red de Vigilancia de Cuencas, la Red de Emergencias Médicas y la Red Institucional; ello articulado con la organización local a la cual están destinados los avisos y alertas.
La CNE en conjunto la Oficina Regional de UNDRR implementa el proyecto “Marco Global de Evaluación del Riesgo” (GRAF – por sus siglas en inglés) el cual pretende aumentar el uso de información sobre el riesgo sistémico, para apoyar la planificación de las acciones humanitarias y de desarrollo, las inversiones públicas y privadas, las decisiones estratégicas y operativas, para informar a los decisores y transformar los comportamientos para la reducción del riesgo de desastres. Dicho proyecto busca avanzar al cumplimiento de compromisos que establece la PNGR 2016-2030 en materia de evaluación probabilista del riesgo y reducción de pérdidas por desastre, fortaleciendo las capacidades del sector público costarricense para evaluar el riesgo sistémico en sus respectivos sectores, a la vez que acelerar el logro de las metas Marco de Sendai, los Objetivos de Desarrollo Sostenible y los objetivos del Acuerdo de París.
El proyecto del Marco Global de Evaluación del Riesgo (GRAF) se encuentra en fase de presentación de resultados, los datos preliminares se pueden visualizar en el siguiente enlace: https://grafcr.cne.go.cr/
El Sistema de Monitoreo y Seguimiento del Plan Nacional de Gestión del Riesgo se muestran las principales evidencias de lo expuesto anteriormente, enlace: https://monitoreo-pngr.cne.go.cr/
El INEC tiene disponible un Sistema Estadísticas e Indicadores Ambientales obtenidos a partir de las operaciones estadísticas de Instituciones que conforman el Sistema Estadístico Nacional (SEN). Se basa en el uso de variables del Marco para el Desarrollo de Estadísticas Ambientales (MDEA) complementadas con indicadores clave que utilizan variables MDEA en su composición. https://admin.inec.cr/sites/default/files/media/siambientalcompendioestadisticas-2015-01_2.xlsx	
Para toda persona usuaria de los servicios de la Dirección de Agua tiene la posibilidad de acceder a los datos e informacion libre y directa a traves del Sistema nacional de información para la gestión integrada del recurso hídrico (SINIGIRH), en el cual se tiene acceso al registro nacional de concesiones, información se dictamenes de cuerpo de agua y vertidos, entre otros, así como diferentes capas de información oficial para la toma de decisiones informada. El país oficializó el Sinigirh mediante Decreto Ejecutivo 42015 MAG-MINAE-S-MIVAH (2019) con el mandato de contener toda la información del Recurso Hídrico superficial o subterráneo que permita su acceso universal público. Enlace a Visor de mapas Sinigirh: https://mapas.da.go.cr/.
Costa Rica cuenta con un Plan de Acción Nacional sobre Igualdad de Género en la Acción por el Clima 2023-2025. El objetivo del plan es contribuir a la articulación de acciones multisectoriales que promuevan la reducción de los impactos diferenciados de la crisis climática sobre las mujeres en su diversidad, especialmente las de los sectores de mayor vulnerabilidad, en sectores estratégicos mediante empleabilidad y autonomía económica, fortalecimiento de capacidades de innovación, gestión de riesgo, incorporación de la perspectiva interseccional de género en la acción climática y la producción de información desagregada en múltiples variables.


	75.
	111.198 Proporcionar recursos humanos y financieros suficientes al Comisionado Presidencial para Asuntos Africanos con miras a establecer una institución permanente para la promoción y el respeto de los derechos económicos, sociales y culturales de las personas afrodescendientes en Costa Rica (Haiti);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada 
	Parcialmente implementada
	El 18 de julio de 2022 mediante Decreto Ejecutivo 43639, se crea la figura del Comisionado de la Presidencia de la República para la inclusión social de los Pueblos Indígenas, afrodescendientes, personas con discapacidad y LGBTIQ que tiene entre sus responsabilidades, la de coadyuvar en la elaboración de una Política Nacional para una Sociedad Igualitaria Libre de Discriminación, y la creación de un Comité Consultivo con organizaciones de la sociedad civil.

	76.
	111.44 Seguir aplicando estrategias nacionales de desarrollo y alcanzar un desarrollo económico y social sostenible a fin de sentar bases sólidas para que la población goce de todos los derechos humanos. (China);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	A efecto de promover el desarrollo económico sostenible el IMAS ha desarrollado el Modelo de Intervención Institucional, el cual busca procesos de atención integrales y oportunos hacia la población objetivo desde acciones enmarcadas en dos modalidades de intervención. Este modelo busca que los hogares logren solventar sus necesidades básicas mínimas y propiciar la integralidad de la respuesta institucional, y dirigir acciones desde la promoción social, a fin de alcanzar una movilidad social en los hogares.
Apela a la promoción, protección y defensa de los derechos humanos, posicionando a las personas como sujetos integrales, cuyos derechos son universales, indivisibles e integrales, siendo necesaria la identificación de los diferentes factores de exclusión y discriminación social, a fin de desarrollar acciones afirmativas que permitan dar una respuesta oportuna e integral, a las necesidades de las personas y sus hogares. 
Para el año 2023, se atendió de manera integral a través de un plan familiar a un total de 15.860 hogares con una inversión social de 24.527.197.843 de colones a nivel nacional.
El Modelo Intercultural para la Atención de Territorios Indígenas vincula la pertinencia cultural y visión institucional de tal forma que la atención integral se realiza desde el respeto a la normativa vinculada a los Pueblos Indígenas y a la priorización de acciones con un enfoque de derechos humanos.
La Estrategia Nacional de Empleabilidad y Talento Humano (ENETH) está Vinculada a la generación de empleo. El IMAS posee un importante peso en los indicadores establecidos para la estrategia, en tanto, vela por la vinculación de la población objetivo, a fin de propiciar el acceso al emprendimiento y empleabilidad de las personas bajo un perfil específicos, potenciando las habilidades y herramientas de forma interinstitucional para que las persona con mayores índices de desempleo pueda acceder a ofertas laborales.
Aunado a ello, en el marco del Modelo de Intervención Institucional, en la construcción del Plan de Ascenso y perfilamiento se busca la implementación de la estrategia, que ha permitido la articulación con el sector empresarial y productivo para conocer sus necesidades de mercado actual. De esta manera, se ha logrado la colocación de subsidios de capacitación con posibilidades reales en el mercado laboral y emprendimientos productivos individuales que responder a la demanda del mercado comercial. 
La Política Nacional de Cuidados 2021-2031 propone la reorganización de los cuidados y apoyos para compartir paulatinamente las acciones y responsabilidades de las instituciones públicas, mercado, hogares y comunidades, implementándose desde el principio de igualdad de oportunidades y no discriminación, que plantea el reto de crear una política pública que garantice en igualdad de condiciones, el acceso a las prestaciones y servicios de un sistema de apoyo a los cuidados y atención a la dependencia, que permita garantizar la protección y el bienestar de todas las personas dependientes en el país, desde los enfoques de corresponsabilidad social de los cuidados, enfoque de igualdad de género, enfoque de derechos humanos, desarrollo inclusivo y sostenible, y enfoque de participación ciudadana.
Se facilita el acceso a préstamos reembolsables con respaldo de garantías ante los intermediarios financieros, para que fortalezcan o consoliden una actividad productiva, que les permita la generación de ingreso. 
El Mideplan en el cumplimiento de su normativa publicó en 2021 el Plan Estratégico Nacional 2050, insumo importante en la visión país a largo plazo que tiene como fin transicionar desde un modelo de desarrollo histórico hiper centralizado, hacia uno descentralizado basado en el desarrollo económico 3D. Este documento puede ser consultado en el enlace: https://www.mideplan.go.cr/plan-estrategico-nacional-2050 Esto demuestra el compromiso país con la búsqueda de un desarrollo basado en los Derechos Humanos.

	77.
	111.43 Seguir fortaleciendo los sistemas de conservación marítima y la vigilancia de zonas protegidas (Bahamas);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	En proceso de recopilación de información.


	
	Tema: E21 Derecho a un nivel de vida adecuado - general

	78.
	111.87 Proseguir los esfuerzos para proteger los derechos humanos de las personas de edad. (Catar);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Se aprobó mediante Decreto Ejecutivo No. 44257 del 9 de octubre de 2023, la Política Nacional de Envejecimiento y Vejez, 2023-2033, su Plan de Acción, la cual no solo protege a las personas mayores dentro de sus familias, sino que también contribuye al desarrollo integral y armonioso de la sociedad al garantizar un entorno seguro y respetuoso para todos sus miembros. Costa Rica además oficializó en mayo del 2023 la Estrategia Nacional de Envejecimiento basado en el Curso de Vida, con un enfoque en salud que procura mantener la capacidad intrínseca de las personas por medio de la promoción del envejecimiento sano desde el curso de vida. 
El Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor (CONAPAM) ha implementado varios servicios clave. Uno de ellos es la “Línea Dorada”, un servicio de atención telefónica y teleasistencia que proporciona respuestas oportunas y gratuitas a las necesidades de las personas adultas mayores. Este servicio tiene como objetivo principal asegurar el cumplimiento de los derechos de esta población vulnerable, con un enfoque especial en aquellos que se encuentran en situaciones de riesgo social, víctimas de violencia, en estado de abandono, necesidad o indigencia, e incluso en situación de calle.
Además, el Proyecto Defensa Jurídica para la Persona Adulta Mayor, desarrollado en conjunto con la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, por medio de su Consultorio Jurídico, ofrece atención en diversas modalidades, incluyendo consultas telefónicas, presenciales y por correo electrónico. Esta diversidad de opciones amplía las posibilidades para que las personas adultas mayores obtengan asesoramiento legal de manera conveniente y eficiente. La accesibilidad y flexibilidad de estos servicios garantizan que las personas mayores puedan recibir atención oportuna y adecuada para sus necesidades legales específicas.
Mediante la oferta del Programa Protección y Promoción Social, los beneficios, subsidios y transferencias monetarias se establecen como mecanismos que le permiten a la población el acceso a servicios de atención integral, que les garantizan derechos e igualdad, como vínculos directos con la movilidad promovida desde las políticas universales.
En el Poder Judicial con la aprobación de las Reglas de Brasilia y con la implementación de la Política institucional de acceso a la justicia para personas adultas mayores se protegen los derechos de esta población, tratando de atender sus necesidades particulares, garantizándoles una atención prioritaria y tramite preferencial, lo cual se cumple a partir de los lineamientos y disposiciones que se han emitido y que son reiteradas periódicamente a nivel nacional para toda la población judicial. 
Se desarrollan estrategias de comunicación, información y sensibilización, conversatorios, charlas y capacitaciones dirigidas al personal judicial para brindar a las personas adultas mayores el mejor servicio posible en la administración de justicia. Se encuentro en proceso de valoración la actualización de la política institucional vigente, ya que es necesario tras reformas importantes en la legislación nacional, además de considerar actualizaciones en la normativa internacional. 
Adicionalmente, se participa activamente de comisiones interinstitucionales con instituciones como el Ministerio de Salud y el Consejo Nacional de la persona adulta mayor (CONAPAM), instancias que retroalimentan el accionar del Poder Judicial para una mejor atención de esta población. Lo anterior tiene incidencia incluso, en el trabajo colaborativo para el desarrollo de políticas públicas nacionales en favor de las personas adultas mayores, como lo es en este caso la Política Nacional de Vejez y Envejecimiento 2022-2030 que se lidera desde el Poder Ejecutivo junto con el CONAPAM ente rector en la materia. Asimismo, se tienen compromisos desde el Poder Judicial en el Plan Nacional de Vejez y Envejecimiento que se lidera desde el Ministerio de Salud. 
Desde la Defensa Pública, se brinda representación legal gratuita en materia de pensiones alimentarias, principalmente, las personas en situación de vulnerabilidad, entre las que se destacan las personas menores de edad y los adultos mayores, quien en su mayoría solicitan la tutela judicial efectiva de su derecho humano a los alimentos en contra del cónyuge o los hijos e hijas.


	79.
	111.134 Reforzar el Plan Nacional de Desarrollo Rural Territorial 2017-2022 con el objetivo de mejorar las condiciones de las mujeres en las zonas rurales. (Estado Plurinacional de Bolivia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El período de vigencia del PNDRT 2017-2022 se cumplió en 2022. 
Desde entonces, se elaboró la Política para el desarrollo inclusivo en el sector agropecuario, pesquero y rural costarricense 2020-2030. Política que tiene como objetivo reducir de manera significativa las desigualdades de género en el desarrollo de las actividades productivas. Para este año, está planificado la revisión de dicho plan de acción para valorar el  avance de acciones estratégicas propuestas. 
También, se realizó un Estudio con enfoque de género sobre el estado de acceso, uso y control a la tierra por parte de las mujeres rurales. Este estudio permitió identificar los principales obstáculos a los que se enfrentan las mujeres rurales y brinda insumos base para la generación de una propuesta de mejora.
El punto anterior, permitió también incidir en la Reforma al Reglamento de la Ley 9036 del INDER con lo cual se logra la modificación del artículo 56, asegurando un mayor acompañamiento técnico a las mujeres rurales en la presentación de sus proyectos, acompañamiento tan necesario para la viabilidad de estos. Asimismo, se reformaron los artículos 41 y 42 con la finalidad de eliminar el exceso de trámites o requisitos a las mujeres rurales en la presentación de sus proyectos. 
Por otra parte, y como un logro importante, se modificó el artículo 116 de tal manera que cuando una mujer presente una solicitud de renuncia de su predio ante el INDER, se realice un análisis integral por parte del INDER en conjunto con el INAMU, con el fin de descartar que, posibles situaciones de violencia de género hayan influido en la decisión de renuncia.
El estudio permitió por otra parte incidir en la creación del Decreto Ejecutivo número 43436-MAG-MCM “Creación y declaración de interés público de la comisión interinstitucional para el acceso, uso y administración de la tierra para las mujeres rurales”. Esta Comisión tiene entre sus principales funciones las siguientes:
a. Realizar el análisis permanente sobre el estado de acceso, uso y administración de la tierra por parte de las mujeres rurales que identifiquen las brechas de género existentes para la gestión de procesos tendientes a la disminución de estas e impulsen la autonomía económica de las mujeres, así como el desarrollo rural territorial.
b. Coordinar el proceso de elaboración, validación e implementación de la Estrategia para el acceso, uso y administración de la tierra por parte de las mujeres rurales, tomando como base el “Estudio con Enfoque de género sobre el Estado del acceso, uso y administración de la tierra por parte de las mujeres rurales” realizado por el INAMU, SEPSA, MAG e INDER, en concordancia con la Ley N° 9036 del 11 de mayo de 2012 y su respectivo reglamento.
c. Impulsar procesos de sensibilización a personas funcionarias de las instancias relacionadas con los servicios de acceso, uso y administración.
d. Impulsar acceso a la tierra para las mujeres rurales, sobre el enfoque de género en la prestación de servicios institucionales hacia las mujeres rurales.
e. Generar un protocolo institucional para la priorización de proyectos liderados por mujeres rurales mediante alianzas estratégicas públicas o/y público-privadas para promover, fortalecer y facilitar los emprendimientos de las mujeres rurales, a efectos de fomentar su autonomía económica.
f. Asesorar y brindar recomendaciones técnicas a las instancias relacionadas con el tema de acceso, uso y administración de la tierra para las mujeres rurales, con el fin de incorporar en los instrumentos institucionales, variables de género que aporten a la toma de decisiones en beneficio de las mujeres.
g. Brindar, con apoyo del INAMU, asesoría en enfoque de género para la generación de protocolos, que permitan la identificación y el análisis de casos de posible violencia patrimonial contra las mujeres en los procesos de revocatorias y renuncias de predios presentados ante el INDER.
Respecto al punto f ya se está trabajando en un documento borrador el cual se encuentra en las revisiones de los departamentos legales del INAMU y del INDER.
Asimismo, la Comisión Interinstitucional retoma sus sesiones para el mes de mayo, donde se le brindará seguimiento a cada una de las acciones señaladas anteriormente.
Proceso junto al Foro Nacional de Mujeres Rurales para la construcción de una Estrategia por parte de las mujeres procedentes de todos los 29 territorios rurales del país en torno a la defensa de sus derechos humanos y la incidencia en la generación de políticas públicas. Este Foro cuenta con una Estrategia Nacional, en la cual el tema de acceso, uso y control de la tierra es parte de las acciones estratégicas a desarrollar para el período 2023-2026.
En el año 2021, el INAMU en alianza con el sector agropecuario realizó una convocatoria direccionada de FOMUJERES para las mujeres rurales. En esta convocatoria se logró la aprobación de fondos no reembolsables para el fortalecimiento de 572 actividades productivas lideradas por mujeres rurales, en etapas iniciales y desarrollo de las áreas de agricultura, pecuario y agroindustria; representando la aprobación de aproximadamente ₡1.156.000.000. 
Para el 2023 entra a funcionar el nuevo modelo de gestión de FOMUJERES, bajo dicho nuevo modelo se giró en la Región Caribe un monto total de ₡27.554.943,23 y en general, se han destinado más de ₡430 millones desde el cambio en el modelo de gestión, el 75% de esos dineros han sido distribuidos entre poblaciones de las zonas costeras y zonas rurales, y el restante 25% en la región Central.
Incidencia en la Reforma del Reglamento de Crédito Rural de INDER, en el cual no sólo se amplían los montos de los créditos, sino también, se mejoran las tasas de interés del crédito, pasando de un 8% a un 6%. Además, en aquellos casos que el crédito es para mujeres, la tasa de interés se rebaja un 2% adicional y, si también, es para actividades productivas amigables con el ambiente, se incluye otro 2% adicional de interés menos.
Plan de Acción Nacional sobre Igualdad de Género en la Acción Climática (PNGCC). Al respecto, para este año se está visualizando trabajar conjuntamente con el Foro Nacional de las Mujeres Rurales.
Además, el INAMU inició un proceso de Regionalización de las Políticas nacionales, con el objetivo de contar con Planes regionales que aporten a las principales brechas existentes entre hombres y mujeres, en dichos planes se pondrá especial atención a mejorar las condiciones de las mujeres en las zonas rurales.


	80.
	111.85 Seguir fortaleciendo los sistemas para profundizar la inclusión social y el disfrute de los derechos humanos de las personas afrodescendientes, indígenas, migrantes y refugiadas (Barbados);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada 
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.208, 111.25, 111.26, 111.27, 111.28, y 111.29.


	81. 
	111.82 Proseguir sus esfuerzos encaminados a erradicar la pobreza mediante la aplicación efectiva de su Estrategia Nacional para la Reducción de la Pobreza 2015-2018. (Bután);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Se cumplió el periodo de vigencia de la Estrategia Nacional para la Reducción de la Pobreza 2015-2018.
Costa Rica cuenta hoy con  la Estrategia Nacional de Empleabilidad y Talento Humano, también conocida como Estrategia BRETE, para mejorar la empleabilidad de personas en condiciones de exclusión del mercado de trabajo bajo perfiles específicos, como pueden ser las personas jóvenes, mujeres, personas migrantes y refugiadas. https://www.mtss.go.cr/empleo-formacion/index.html 
La estrategia orienta la acción del Estado en esta materia, y cuenta con múltiples indicadores asociados a la articulación interinstitucional para la ejecución efectiva de la oferta programática estatal, así como al acercamiento con el sector empresarial privado y la revisión de necesidades locales, que permitan identificar mejor las necesidades contratación del momento, y así dirigir los esfuerzos de capacitación y subsidios para emprendimientos productivos de forma más coherente con las necesidades del mercado local.
El Instituto Mixto de Ayuda Social, como ente técnico rector de la política social del país y en la atención de la pobreza y la pobreza extrema en el país, desarrolla otras estrategias de reducción de la pobreza y la pobreza extrema. 
Existe el Plan Nacional para Superación de la Pobreza e Inclusión Social 2022-2030, plan generado desde el Instituto Mixto de Ayuda Social.


	82.
	111.83 Intensificar los esfuerzos y seguir aplicando las estrategias del Gobierno para reducir la pobreza y la extrema pobreza. (Bielorrusia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	 Aceptada
	Plenamente implementada
	Bajo la misma línea de lo indicado en la recomendación 111.44, dentro de los esfuerzos institucionales direccionados hacia al combate a la pobreza, se evidencian los avances de la oferta programática que contempla beneficios, subsidios y transferencias monetarias, así como la atención integral de los hogares que propicia la movilidad social ascendente en el marco del Programa de Protección y Promoción Social del IMAS.
Vinculado a ello, en la institución se han elaborado distintas modalidades de intervención con los hogares, correspondientes a la modalidad de intervención básica que busca abordar los hogares desde la atención masiva, y a la modalidad de intervención de desarrollo integral desde la cual se busca una atención selectiva que permiten la atención integral con articulación interinstitucional y territorialidad.
En la Estrategia Nacional de Empleabilidad y Talento Humano, conocida como Estrategia Brete, el IMAS asume 21 indicadores asociados a la articulación interinstitucional para la ejecución efectiva de la oferta programática estatal, el acercamiento con el sector empresarial privado para conocer las necesidades de contratación actuales y así lograr la colocación del beneficio de capacitación de forma coherente con las necesidades del mercado laboral, la revisión de las necesidades locales que permitan conocer las demandas para la ejecución del subsidio de emprendimientos productivos individuales, entre otras acciones a fin de reducir la pobreza y pobreza extrema.
Además, se han desarrollado estrategias para poblaciones específicas, como el Modelo Intercultural enfocado en la atención de territorios indígenas desde las necesidades de los Pueblos Indígenas, entendiendo sus realidades bajo su cosmovisión y respetando las costumbres.
El IMAS es la entidad encargada de diseñar y actualizar la Política Nacional de Cuidados y Atención a la Dependencia. Asimismo, alberga la Secretaría Técnica del Sistema Nacional de Cuidados y Apoyos para Personas Adultas y Personas Adultas Mayores en Situación de Dependencia (SINCA), la cual tiene como objetivo optimizar los recursos existentes y articular los servicios de atención general o especializada que brindan instituciones públicas y privadas, para garantizar la calidad de vida de las personas sujetas de cuidados y de las personas cuidadoras
Además, para la atención de las Poblaciones en Desventaja Social, la Junta Directiva del INA, por medio del acuerdo No. 094-2015-JD instruyó a la Presidencia Ejecutiva a:  “presentar una propuesta de política Institucional de atención a la población en desventaja social, en la que se defina dicha población en desventaja social, así como establecer mecanismos para su implementación.”
Por lo tanto, se diseñó y aprobó la Política Institucional de Atención a la Población en Desventaja Social del Instituto Nacional de Aprendizaje, mayo 2015. Su alcance con enfoque de derechos, rige como marco para la atención de la población en desventaja social interesada en acceder a los Servicios de Capacitación y Formación Profesional (SCFP) del INA.
La Política tiene como objetivo: Contribuir con la movilidad social ascendente de hombres y mujeres que viven en condiciones de desventaja social, mediante adecuaciones, oferta específica de servicios de capacitación y formación profesional, estableciendo articulaciones internas e interinstitucionales con instancias públicas, privadas y otros actores sociales que puedan aportar en la atención de esta población bajo los enfoques de derechos, equidad, género, emprendedurismo, inclusión social, formas empresariales inclusivas, focalización y territorialidad.
En el año 2022, se trabajó en la actualización de la Política en mención, misma que se encuentra en un proceso de revisión de parte de las Autoridades Superiores, para remitirla a la Junta Directiva del INA y solicitar su aprobación
Mediante la plataforma www.ane.cr de la Agencia Nacional de Empleo, se ofrecen oportunidades de empleo para aquellas personas que se inscriban.  Esta plataforma esta administrada por la Agencia Nacional de Empleo, instancia que articula y promociona los servicios de empleo para las personas y empresas, con un enfoque de calidad, inclusión social y competitividad.
Adicionalmente, el nuevo decreto del Programa Nacional de Empleo (PRONAE), publicado en abril 2023 refuerza la atención a la población en condiciones de vulnerabilidad social, entendiendo esta como el conjunto de condiciones que reúne una persona en condición de desempleo.
El Ministerio de Educación Pública es la institución a cargo mediante la Dirección de Programas de Equidad de la implementación de la aplicación de la  Beca de Postsecundaria el cual se constituye en un subsidio económico para personas estudiantes en condición de pobreza extrema, pobreza básica o vulnerabilidad, esa condición socioeconómica de conformidad con el Sistema de Información de Registro Único de Beneficiarios del Estado (SINIRUBE), que les permite cursar estudios en centros nacionales para universitarios y universitarios públicos o privados.

	83.
	111.84 Intensificar los esfuerzos para combatir la pobreza. (Irak);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.82 y 111.83.

	84.
	111.86 Seguir consolidando los logros alcanzados en la promoción de los derechos y el bienestar de las mujeres, los niños y los adolescentes. (República Dominicana);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	La Caja Costarricense de Seguro Social ha aprobado recientemente una política Institucional de Igualdad de Género que brinda mandatos en todos los niveles de actuación de la CCSS y tiene una visión interseccional. A partir de esta Política se deben definir acciones concretas a implementar para la reducción de brechas identificadas. Asimismo, el Programa de Atención Integral a la Adolescencia, en proceso de actualización, es el instrumento de tamizaje de riesgo psicosocial en adolescentes, el cual permitirá facilitar la captación de adolescentes (10 años a 19 años y 11 meses) en riesgo moderado y alto, para proceder a su abordaje integral y referencia a las instancias intra y extra institucionales que corresponda, en atención a su derecho a la salud y derechos humanos en general.
En el marco del Modelo de Intervención Institucional 2.0 del IMAS se orienta la atención institucional hacia la promoción de derechos para contribuir con el bienestar de grupos poblacionales específicos mujeres, niños, niñas y personas adolescentes mediante beneficios, subsidios y transferencias monetarias como: Atención a Familias, Cuidado y Desarrollo Infantil, Atención de Situaciones de Violencia, Personas Trabajadoras Menores de Edad, Avancemos y Procesos Formativos como el de Formación Humana que responde al cumplimiento de la Ley N°7769, la cual prioriza la atención de mujeres en condición de pobreza extrema y pobreza, y a aquellas vinculadas a un proceso de atención integral, entre otros.
Costa Rica elaboró la Política Nacional de la Niñez y la Adolescencia 2023-2036, y su Plan de Acción para el mismo periodo, como marco orientador de las intervenciones del Estado en materia de derechos de niñez y adolescencia durante los próximos 13 años.  
La Política Nacional y su Plan de Acción son el marco orientador de las intervenciones públicas del Estado para promover, defender y garantizar los derechos de la niñez y la adolescencia para los próximos trece años, resultado de un proceso de formulación participativa con menores de edad como centro del proceso, la academia, la sociedad civil y las instituciones, en cada etapa. 
El Decreto Ejecutivo No. 44445-MP del 18 de abril de 2024 declara la oficialización de la Política Nacional de la Niñez y la Adolescencia 2024-2036, publicado en La Gaceta N°86 del 15 de mayo de 2024. 
Los proyectos de base comunitaria financiados por el Fondo de Niñez y Adolescencia trabajan la promoción de derechos, el PANI tiene 20 proyectos en el portafolio actualmente y son fiscalizados por las Juntas de Protección de Niñez y Adolescencia (JPNNA), son dos proyectos por JPNNA, uno para la comunidad y otro para los niños, niñas y adolescentes. 
La Comisión de Acceso a la Justicia, las Subcomisiones de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia en el Poder Judicial, mediante la aplicación y el seguimiento de las políticas institucionales de acceso a la justicia de personas adultas mayores, personas con discapacidad, Niñas, Niños y Adolescentes, se establecen acciones afirmativas tanto a nivel interno como en coordinación interinstitucional con instituciones como el Patronato Nacional de la Infancia (PANI), el Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor (CONAPAM), el Ministerio de Salud, el Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad (CONAPDIS) y la Defensoría de los Habitantes para promover el bienestar y el respeto de los derechos de estas poblaciones, mediante acciones de capacitación, producción de material informativo, estrategias de comunicación, circulares y/o directrices de cumplimiento obligatorio sobre las consideraciones que se deben tomar para atender a estas poblaciones y garantizarles un acceso efectivo a la justicia, respetar su derechos y reducir la revictimización. 
Desde la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa del Poder Judicial se ha incorporado la perspectiva de género en la atención de las mujeres usuarias y sus familiares dependientes, como sus hijos e hijas, así como la articulación interinstitucional para facilitar su acceso a diferentes servicios, más allá de la administración de Justicia.


	
	Tema: E23 Derecho a una vivienda adecuada

	85.
	111.88 Garantizar el derecho de los pueblos indígenas a una vivienda adecuada y a la restitución de sus tierras ancestrales. (República Bolivariana de Venezuela);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada












	En proceso de implementación
	En cumplimiento con la Ley Indígena 6172, inicia en el 2016 el Plan Nacional para la Recuperación de los Territorios Indígenas (Plan RTI), creando el Fondo Nacional para el pago de indemnizaciones de territorios indígenas. 
En diciembre de 2023 se realizó la primera expropiación a un ocupante no indígena de buena fe en el territorio indígena de Conte Burica, producto del Plan Nacional de Recuperación de Territorios indígenas, logrando el traspaso de la propiedad a la Asociación de Desarrollo Integral Indígena de ese territorio.
En 2024, se está a la espera de la confección de escrituras para la expropiación de 13 fincas en territorios indígenas, de China Kichá, Malecu, Alto Laguna de Osa, Zapatón, Rey Curré y Cabagra, contándose así para el primer Semestre con un presupuesto debidamente aprobado.
Asimismo, se ha iniciado un plan de recuperación de tierras por la vía de desalojos administrativos en los 24 Territorios, mediante la capacitación de las Asociaciones de Desarrollo Indígena a los efectos de que los territorios presenten ante las instancias correspondientes los procedimientos contra las personas no indígenas poseedoras de mala fe de terrenos en territorios indígenas.
En lo que a vivienda social se refiere, según las estadísticas, los bonos de vivienda otorgados a familias en territorios indígenas, durante el periodo 2020 - 2024, fue de 1.870 soluciones habitacionales, lo que representa el 4 % del total de 42.659 bonos pagados en ese periodo. 


	
	Tema: E24 Derecho a la seguridad social

	86.
	111.90 Adoptar todas las medidas necesarias para mejorar el acceso a la salud, el bienestar social, el agua potable y el saneamiento para los miembros de grupos vulnerables. (Croacia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada


	Plenamente implementada
	El Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (AyA) formuló la Política Nacional de Saneamiento en Aguas Residuales y orientó las estrategias y requerimientos financieros para atender el tema, considerando financiamientos asumidos por el Gobierno de la República y otros mecanismos de financiamiento como lo son asociaciones público – privadas (APP).
El Plan Estratégico Institucional 2022-2026 de AyA incluye el objetivo específico 9.1 “Aprobar y Ejecutar el Plan nacional de Comunidades Vulnerables”, dentro de las medidas en ejecución se tiene la implementación de “La estrategia para la identificación de comunidades vulnerables donde hay presencia de un operador no autorizado – UTSAPS”.
Durante el 2024 se están ejecutando acciones para cumplir con los cinco objetivos señalados, teniendo como meta un total de 40 comunidades que fueron identificadas con una prioridad Alta y Media Alta; estas se localizan en diferentes zonas del país: Región Chorotega, Región Huetar Norte, Región Central, Región Brunca y Caribe Sur.
En segundo lugar, la Institución por medio de la Unidad Ejecutora Programa de Agua Potable y Saneamiento identificó en el periodo 2020-2024 y como meta al 2030 en áreas Rurales Prioritarias: comprende sistemas rurales nuevos y proyectos de rehabilitación de agua potable en las Asociaciones administradoras de los Sistemas de Acueductos y Alcantarillados comunales (ASADAS) de La Virgen y Puerto Viejo de Sarapiquí, actualmente Asada Integrada de Sarapiquí, Santa Rosa de Pocosol, San José de Upala, Santa Fe de Guatuso, Santa Fe de los Chiles y el Comité de Agua de la Comunidad indígena de Malecu, todas ubicadas en la zona norte del país.
Como Acciones de Gestión Social y Participación Ciudadana  por parte de la Unidad de Gestión Social y Participación Ciudadana, se ha implementado promoviendo las  salvaguardas sociales y ambientales del Banco Mundial, en los proyectos de construcción de alcantarillado sanitario de los cuatro proyectos denominados zonas prioritarias 1 que incluye la población de Golfito, Jacó, Quepos y Palmares acciones realizadas en los años 2019 al 2023.  La metodología implementada que incluye los planes de gestión ambiental, transparencia y acceso a la información, participación en la etapa de preinversión de los proyectos. Estas acciones están intrínsecamente relacionadas con el acceso al agua potable, el saneamiento y la higiene como derecho humano (ODS 6).   Como parte del proceso de información a las partes interesadas y beneficiarias de los proyectos de saneamiento en zonas prioritarias 1: se realizaron  más de 80  espacios de  participación social, enfocados a la socialización de los alcances y descripción de las obras de los proyectos, a partir de espacios interactivos, en procura de promover el dialogo y reflexión y sensibilización en temas saneamiento y la adopción de nuevas tecnologías que permitan el adecuado manejo y tratamiento de las aguas residuales, así como  la sensibilización de los beneficios sociales, ambientales y de salud pública intrínsecos en estos proyectos.
En tercer lugar, el AyA por medio de la Dirección de Diseño de Saneamiento de la UEN Programación y Control ha estado trabajando en los últimos años en la ejecución de los procesos de Preinversión (elaboraciones de perfiles de proyectos, prefactibilidades, estudios de factibilidad, viabilidades ambientales) y de Diseño (planos constructivos, especificaciones técnicas, Términos de Referencia) de proyectos de alcantarillado sanitario y Plantas de Tratamiento de Aguas Residuales (PTAR) que permitan llegar a poblaciones con problemas relacionados con el manejo y la disposición de las aguas residuales; mejorando con esto la salud pública, el ambiente y la calidad de vida de los habitantes y visitantes de la zona.
Como cuarto lugar, la Dirección de Diseño de Agua Potable de la UEN Programación y Control ha estado trabajando en el desarrollo de proyectos que mejoren la cobertura, continuidad y calidad del agua potable en el país. Entre los proyectos que se atienden, se encuentran los que responden a Recursos de Amparo, los cuales implican una sentencia de la Sala Constitucional para resolver la problemática interpuesta por un ciudadano que demanda el derecho a contar con agua potable.
El Reglamento para la calidad del agua potable del Ministerio de Salud establece los estándares que debe cumplir cualquier proveedor del servicio. El Ministerio de Salud es el garante de la calidad del agua potable y establece la frecuencia de su vigilancia. Además, ejerce controles aleatorios a los diversos proveedores, tanto en zonas rurales como en zonas urbanas. El Ministerio de Salud emite órdenes sanitarias de cumplimiento obligatorio cuando el proveedor incumple con la calidad del agua potable. Con respecto al saneamiento, este se hace a partir de un abordaje mixto por parte del sector privado, municipalidades y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (AyA).
Con relación a las personas migrantes, aquellas con condición regular pueden acceder a los servicios de salud públicos que provee la Caja Costarricense de Seguro Social; en tanto, las personas con situación migratoria irregular pueden acceder a los servicios de emergencias. Las mujeres embarazadas y personas menores de 18 años pueden acceder a cualquier centro de salud sin distinción de su situación migratoria.
Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la salud según el derecho costarricense, por tanto, tienen acceso a atención médica y gratuita por parte del Estado. La Política Migratoria Integral 2024-2034 establece lineamientos de fortalecimiento en la prestación de servicios de salud y educación a los grupos vulnerables. En la misma Política se promueven programas de accesibilidad y atención en los servicios de salud, así como la integración en el sistema de educación costarricense de las poblaciones migrantes vulnerables.
El área de integración y desarrollo se incluye en la Política Migratoria Integral, con el fin de fundamentar las acciones de las instituciones dirigidas a la población migrante vulnerable, en un marco normativo sólido y efectivo.
El Plan Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones 2022-2027 es el instrumento de planificación y orientación general del Sector, que define las metas, los objetivos y las prioridades de este, para lo cual adoptará una perspectiva de corto, mediano y largo plazo. En dicho documento se consignan la siguientes metas: a) 4. 262 Distritos con cobertura de servicios de telecomunicaciones fijos y móviles a las velocidades definidas en el PNDT, al 2027; b) 7. 100 684 hogares en condición de vulnerabilidad socioeconómica con estudiantes en el sistema educativo público con subsidio para conectividad a Internet, al 2023.
A través del Programa CECI (Centros Comunitarios Inteligentes), el cual tiene una gran presencia en las zonas rurales del país, se atienden necesidades comunales de capacitación, respetando su cosmovisión y características locales propias, los cuales se imparten de manera gratuita, algunos de ellos mediante alianzas de capacitación con entidades como Cisco, INA, Fundación HP, INAMU y la OEI, entre otros; los cuales permiten dotar a las personas usuarias de los conocimientos requeridos que les permitan mejorar su perfil de empleabilidad y reducir la brecha digital de uso y acceso a las tecnologías, con lo cual, mejora su calidad de vida. Durante el 2023 se capacitaron más de 9.000 personas de forma gratuita en temas de alfabetización digital, robótica, conectividad entre otros temas
La estrategia Sembremos Seguridad, la cual se implementa a nivel nacional, liderada por el Ministerio de Seguridad Pública, se realizará en los 82 cantones del país, busca priorizar y focalizar delitos, riesgos sociales y otros factores que aquejan a la ciudadanía por medio de la percepción de las personas y estadísticas registradas, así como abordarlos para mitigar la problemática identificada mediante la coordinación y cooperación entre gobiernos locales, instituciones y participación ciudadana. Fundamentado en el Decreto Ejecutivo N° 41242-SP publicado en La Gaceta el martes 4 de setiembre del 2018.
La normativa existente en materia de salud ocupacional promueve todo tipo de adopción de medidas en los centros de trabajo y no discrimina en el acceso a la salud, bienestar social, agua potable y saneamiento básico en los centros de trabajo, tal y como lo refiere el Reglamento General de Seguridad e Higiene del Trabajo DE. No. 1 de 1967 que se ubica en el siguiente link:
https://www.cso.go.cr/ver/legislacion/decretos_normativa_reglamentaria/Reglamento%20General%20Seguridad%20E%20Higiene.pdf
En otro contexto existe normativa específica para la protección de grupos vulnerables que se ubican en el siguiente link:
https://www.cso.go.cr/legislacion/reglamentos.aspx
La Dirección Nacional de Empleo apoya en el desarrollo formativo de educación de calidad, orientación vocacional e intermediación laboral, establecidos en la Estrategia ENETH o BRETE.
El Departamento de Generación de Empleo da apoyo para la construcción de infraestructura comunal con el subsidio a personas desempleadas bajo la línea de pobreza. En las comunidades colaboran junto a otros actores a desarrollar proyectos que contribuyan a mejorar de alguna forma el acceso a servicios básicos.
Con fundamento en el artículo 3 de la Ley 5662 y sus reformas, el Fodesaf financia programas y servicios a las instituciones del Estado y a otras expresamente autorizadas por ley, que tienen a su cargo aportes complementarios al ingreso de las familias y la ejecución de programas de desarrollo social. Los beneficiarios de este Fondo (art. 2) son los costarricenses y extranjeros residentes legales del país, así como las personas menores de edad, quienes, a pesar de carecer de una condición migratoria regular en el territorio nacional, se encuentren en situación de pobreza o pobreza extrema, de acuerdo con los requisitos que se establezcan en esta y las demás leyes vigentes y sus reglamentos.

	
	Tema: E26 Derechos humanos y agua potable y saneamiento

	87.
	111.91 Adoptar políticas encaminadas a mejorar el disfrute del derecho al acceso al agua potable (Santa Sede);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuesta en 111.90
La Ley No. 9849 del 5 de junio de 2020 estableció, mediante reforma al artículo 50 de la Constitución Política, el derecho humano, básico e irrenunciable de acceso al agua potable, como bien esencial para la vida. El artículo 50 ahora establece que los órganos competentes tienen la responsabilidad de velar por su garantía. 
El país priorizó en 2021 la actualización de la Política Hídrica Nacional y el Plan Nacional GIRH. Para tales efectos se realizó un proceso técnico de elaboración de documentos basados en procesos participativos a nivel regional, contando con más de 10 talleres con participación de diferentes actores sociales relacionados con la gestión integrada del agua. Dicha política está para aprobarse en 2024, luego de una coordinación con el Viceministerio de Paz a efectos de realizar la consulta indígena y habiendo incorporado la cosmovisión de los Pueblos Indígenas en los documentos.
Adicionalmente, en el periodo en cuestión se ha ejecutado como estrategia de participación inclusiva para la GIRH el Mecanismo Nacional de Gobernanza del Agua (Decreto Ejecutivo 41058-MINAE) realizando foros 15 foros regionales y dos foros nacionales, inclusive en periodo pandémico.
Con la finalidad de la adopción de políticas para mejorar el disfrute de acceso al agua, el AyA ha definido en Agua Potable en zonas periurbanas del Área Metropolitana de San José para la ejecución de proyectos de agua potable en zonas de bajos ingresos y periurbanas de San José: La Carpio, La Capri, Sector Sur de Escazú, Sectores Marginales del Distrito Los Guidos, El Llano de la Alajuelita, Linda Vista de Río Azul, El Rodeo y Cascajal, Higuito de Desamparados, Matinilla de Santa Ana y Los Ángeles de Patarrá.
Adicionalmente, se elaboró un documento de Planes Maestros y priorización en donde se establecen los lineamientos de priorización para el desarrollo de los planes maestros, con el fin de mejorar los servicios de agua potable, así como la recolección y tratamiento de las aguas residuales a nivel nacional, mediante la identificación de las necesidades de inversiones, formulación y evaluaciones de planes de inversión de los sistemas de acueductos, alcantarillado y su respectivo seguimiento. 
Dentro de la oferta programática del IMAS se encuentra el subsidio de Proyectos Grupales, en los cuales se cuenta con la tipología de proyecto de Infraestructura Comunal que involucran proyectos relacionados al agua potable en los que del 2018 al 2022 se han financiado 11 proyectos relacionados con el acceso a este servicio.
El país oficializó asimismo en 2019 Sistema nacional de información para la gestión integrada del recurso hídrico (SINIGIRH), con el mandato de contener toda la información del Recurso Hídrico superficial o subterráneo que permita su acceso universal público. 
Enlace a Visor de mapas Sinigirh: https://mapas.da.go.cr/
Por otro lado, el MINSA genera información en temas importantes como calidad del aire y vertidos de contaminantes a los cuerpos de agua, vertido que se hace después del respectivo tratamiento.  


	88.
	111.92 Seguir intensificando sus esfuerzos para proporcionar instalaciones de saneamiento adecuadas a las comunidades necesitadas. (Maldivas);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	Costa Rica reporta en 2023 un 95,6% de acceso a agua potable de calidad, lo que representa un aumento de 3,2 puntos porcentuales con respecto al 2018.
Un desafío para el país es en materia de saneamiento, pues de acuerdo con la “Escalera del Saneamiento”, mientras el 17,6% (926.086 personas) de la población de nuestro país cuenta con un “Servicio de saneamiento gestionado en forma segura”, el 81,5% (4.288.548 personas), compuesto por 71,1% (3.741.225 personas) con tanques sépticos y 10,4% (547.325 personas) por cloacas, cuentan con “Servicio básico”; el 0,8% (42.934 personas) con “Servicio no mejorado”, y el 0,1% (4.285 personas) “Sin servicio”.
El AyA ha definido áreas prioritarias de intervención que corresponden con zonas de bajos ingresos y periurbanas, y se han establecido los lineamientos de priorización para mejorar los servicios de agua potable, recolección y tratamiento de aguas residuales mediante identificación de necesidades de inversiones, formulación y evaluaciones de planes de inversión de los sistemas de acueductos, alcantarillado y su respectivo seguimiento. Lo anterior en colaboración con los demás sectores competentes del Estado.
El IMAS financió 11 proyectos relacionados con acceso al agua potable entre 2018 y 2022. Por su parte, el FODESAF ha financiado el Programa de Acueductos Rurales del AyA con más de 3.648 millones de colones.


	89.
	111.93 Redoblar esfuerzos para garantizar el derecho al agua de toda la población, en particular en las zonas rurales. (Mexico);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuesta en 111.91. 
Mediante reforma constitucional del 5 de junio del 2020, "Reconocer y garantizar el derecho humano de acceso al agua", Costa Rica incluyó expresamente en el artículo 50 de su constitución política que “Toda persona tiene el derecho humano, básico e irrenunciable de acceso al agua potable, como bien esencial para la vida. El agua es un bien de la nación, indispensable para proteger tal derecho humano. Su uso, protección, sostenibilidad, conservación y explotación se regirá por lo que establezca la ley que se creará para estos efectos y tendrá prioridad el abastecimiento de agua potable para consumo de las personas y las poblaciones”. 
Al quedar así expresamente reconocido, se facilita la tutela en la práctica de este derecho por la vía de la jurisdicción constitucional, ya que los recursos de amparo tienen una atención expedita para ordenar el restablecimiento de los derechos que llegan a vulnerarse.
En cuanto al acceso al servicio del agua, según datos del INEC en 2023 se identifica que aproximadamente un 96,4% de las viviendas tiene acceso a un proveedor de servicio de agua, las viviendas restantes, (aproximadamente 63.894 personas) tienen agua por medio de un pozo, río, quebrada, naciente o lluvia.
El AyA, por medio de la Dirección de Diseño de Agua Potable de la UEN Programación y Control ha estado trabajando en el desarrollo de proyectos que mejoren la cobertura, continuidad y calidad del agua potable en el país.
Garantizar el derecho al agua implica hacer una gestión integrada del recurso hídrico. Para estos efectos, es necesario avanzar en esquemas participativos y realizar planificación integral colocando como punto fundamental la gestión del agua. En este sentido, se reformuló la Comisión para el manejo integrado del Acuífero Nimboyores y Acuíferos Costeros de Santa Cruz de Guanacaste (CONIMBOCO) creada por Decreto Ejecutivo No. 43419 del 11 de enero de 2022, debido a la maduración del proceso social y la incorporación de acueductos comunales rurales de toda la zona con el fin de realizar un manejo sostenible de los acuíferos.
Por otro lado, en la línea de garantizar una gestión integrada del recurso hídrico, con énfasis en zonas rurales, se encuentran en proceso la construcción del Plan de Gestión de la Cuenca del Río Grande de Térraba y el Plan de cuenca del río Sarapiquí, ambos proyectados oficializarse en 2024. Adicionalmente, destacan los productos generados con el proyecto Conectando Comunidades y Ecosistemas, que con base a un proceso ampliamente participativo desde la Comisión Binacional del Río Sixaola, se elaboró el Análisis Transfronterizo y el Programa de Acción Estratégica con el fin de potenciar el desarrollo de comunidades rurales transfronterizas y mejorar las condiciones ambientales-hídricas de la cuenca.
Finalmente, se destaca constituido en 2019 y con implementación continua en estos años, el Protocolo de implementación para el potencial ajuste de caudales en las concesiones ante la disminución de la disponibilidad del recurso hídrico en el Rio Tempisque en situaciones de fenómeno del niño.
Durante el 2024 el protocolo se activó dada las condiciones meteorológicas y permitió hacer los ajustes necesarios de manera que todos los usuarios tengan disponibilidad del recurso. Se comparte enlace con información: Decreto conimboco: https://da.go.cr/wp-content/uploads/2016/06/DE-43419-MINAE.pdf Información Sixaola: https://sixaola.org/proyecto.php


	90.
	111.94 Garantizar la disponibilidad de agua, su gestión sostenible y el saneamiento para todas las personas. (España);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	Considerar igualmente la respuesta en la recomendación 111.90, 111.92, 111.93
Con el fin de garantizar la disponibilidad del servicio de agua potable y saneamiento de aguas residuales para todas las personas, el AyA ha realizado en los últimos años esfuerzos importantes tanto en temas de política como en temas técnicos. 
En el año 2016 se crea la Política Nacional de Saneamiento en Aguas Residuales (PNSAR) la cual presenta una primera guía de las áreas a enfocar los esfuerzos para mejorar en la disponibilidad, calidad y gestión de saneamiento del país.
En el año 2016 se crea la Política Nacional de Agua Potable de Costa Rica, 2017-2030. Esta política tiene como objetivo orientar las acciones estratégicas tendientes a la sostenibilidad del recurso hídrico, para que de manera justa, equitativa e inclusiva, se favorezca a los grupos más vulnerables de la sociedad. 
En el 2019 se crea el Plan de Inversión Institucional 2019-2025 en el cual tomando como base la PNSAR, se identifican los proyectos a ejecutar en los próximos años que permitan aumentar la cobertura de recolección y tratamiento adecuado de las aguas residuales. 
En el año 2022 se presenta el Plan Estratégico Institucional 2022-2026 en el cual se establecen las líneas estratégicas, incluyendo el eje de Acceso a Servicios de Calidad en el cual se espera reforzar y mejorar aspectos tales como la recolección de aguas residuales y la gestión y depuración de las aguas residuales. 
Todos estos esfuerzos realizados durante varios años por el AyA muestran el compromiso de la Institución con la mejora en la disponibilidad de agua potable y en la recolección y tratamiento de las aguas residuales, de tal manera que se pueda dar acceso al agua potable y saneamiento a la mayor cantidad posible de población, mejorar la calidad de vida de las personas y reducir la contaminación generada en los cuerpos de agua por la disposición de las aguas residuales sin tratar, siendo todos estos aspectos parte de los objetivos 6.1, 6.2 y 6.3 de los ODS.
La Junta Directiva del AyA mediante el Acuerdo 2021-511 aprobó el procedimiento denominado “Prestación de los servicios a comunidades donde existe un operador no autorizado (EST-04-03-P)”, cuyo objetivo es “Garantizar a las poblaciones que estén siendo atendidas por operadores no autorizados,que de forma atípica exceden cualquier autorización existente, facultades o competencias jurídicas; la prestación de los servicios de abastecimiento de agua potable y saneamiento de aguas residuales por operadores autorizados, cumpliendo con las disposiciones del ordenamiento jurídico.”.
A partir de la aprobación de este procedimiento en el 2021, se han atendido un total de 25 comunidades con presencia de un operador no autorizado para un total aproximado de 1.590 servicios, que deben ser atendidos por operadores públicos autorizados.
Del total de 22 comunidades, 12 de estas cuentan con una resolución para ser atendidas por un operador público autorizado, 08 están en proceso de valoración jurídica y técnica, existe un caso que se elevó a un proceso judicial, y otro caso donde no es jurídico y técnicamente factible brindar el servicio. De estas comunidades, aproximadamente ocho se ubican en zona rural.
Se cuenta igualmente con el Proyecto de Mejoramiento Ambiental del Área Metropolitana de San José, con el objetivo de mejorar la calidad del agua de los ríos y de los mantos acuíferos del Área Metropolitana de San José, por medio de la rehabilitación y extensión del sistema de recolección de aguas residuales existentes y la construcción de una planta de tratamiento de aguas residuales.
Con estas obras, se pretende mejorar las condiciones ambientales, disminuir los aportes de aguas residuales al subsuelo proveniente de los tanques sépticos, aumentar la cobertura del servicio de alcantarillado sanitario y tratamiento de las aguas residuales, y descontaminar los ríos y quebradas producto de descarga directa de aguas residuales sin tratamiento de la población de 11 cantones del Área Metropolitana.
Como parte del Plan Estratégico Institucional (PEI), para incorporar la Participación Ciudadana se promueve el diseño, ejecución, sistematización,  validación  para  la implementación, de la estrategia de participación ciudadana a nivel institucional, como garantía adicional de disponibilidad y gestión sostenible.

	
	Tema: E31 Derecho al trabajo

	91.
	111.74 Adoptar las medidas necesarias para encarar la baja tasa de participación de las mujeres en el mercado de trabajo y el aumento de la brecha salarial entre mujeres y hombres. (República Árabe Siria);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Costa Rica es parte de la Coalición Internacional a favor de la Igualdad de Remuneración desde marzo de 2021, facilitandole la oportunidad de contar con apoyo de expertos así como conocer experiencias de otros países que han llevado a cabo procesos nacionales para la eliminación de brechas en la remuneración. 
En materia de condiciones de trabajo de las mujeres, se cuenta con las reformas siguientes:
· Ley 9677 del 26 de marzo de 2019 y sus reformas, Ley para la protección de la igualdad salarial entre mujeres y hombres. Consultar AQUÍ 
· Ley 9728 del 12 de setiembre de 2019 y sus reformas, Ley de Educación y Formación Técnica Dual. 
· El 29 de octubre de 2019 se aprobó la Ley 9758, Reforma al Código de trabajo para la regulación de la jornada nocturna de las mujeres trabajadoras. AQUÍ
· El 10 de febrero de 2022 se aprobó la Ley 10131, Reforma de los artículos 87 y 90 de la Ley 2, Código de Trabajo, de 27 de agosto de 1943, Libertad de elección de empleo de las mujeres. AQUÍ 
Mediante la Ley 9697 del 18 de marzo de 2019, se realizó una reforma de la ley n.º 7142, Ley de promoción de la igualdad social de la mujer, de 8 de marzo de 1990, para la protección de la igualdad salarial entre mujeres y hombres. Se adicionan los artículos 14, 15 y 16 al capítulo III:
Artículo 14- Las mujeres tendrán derecho a la igualdad salarial con los hombres, tanto en el sector privado como en el sector público, por un trabajo de igual valor bajo un mismo patrono, ya sea que se trate de un mismo puesto o de puestos diferentes de igual valor, o en funciones similares o razonablemente equivalentes.
No se considerarán arbitrarias las diferencias en las remuneraciones que se funden en criterios objetivos debidamente demostrados y justificados, por razones de capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad, productividad o antigüedad, entre otras.
En ningún caso serán válidas las diferencias que impliquen una menor remuneración para las mujeres por el solo hecho de serlo, por la condición de maternidad o que carezcan de una justificación objetiva y razonable.
Artículo 15- Se crea la Comisión Interinstitucional de Igualdad Salarial entre Mujeres y Hombres, que estará conformada por una persona representante de las siguientes instituciones:
a) El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS), que la coordinará.
b) El Instituto Nacional de las Mujeres (Inamu).
c) La Defensoría de los Habitantes de la República de Costa Rica.
d) Las universidades públicas.
e) El Banco Central de Costa Rica (BCCR).
f) El Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).
Esta Comisión sesionará al menos dos veces al año y será la encargada de gestionar y velar por que el INEC incorpore el indicador de igualdad salarial en los estudios que corresponda y profundice sobre las variables que influyen en el ingreso monetario de las personas (por sexo, sector, zona, edad, horas trabajadas, anualidades) para identificar, en su complejidad, el comportamiento de las diferencias salariales por sexo.
De igual forma, como resultado de esos datos se determinarán los indicadores que permitan evaluar periódicamente las razones de la desigualdad salarial entre mujeres y hombres, y establecer las medidas respectivas. Estos indicadores se integrarán al Sistema Nacional de Indicadores administrado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos.
Artículo 16- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS), como rector en materia de empleo, coordinará, con el Instituto Nacional de las Mujeres (Inamu), el diseño, la ejecución y la evaluación de políticas y acciones que promuevan la igualdad salarial entre mujeres y hombres, y permitan detectar y corregir oportunamente las situaciones de discriminación salarial. Con base en estas políticas y el indicador estipulado en el artículo 15, la Inspección General de Trabajo priorizará el desarrollo de ciclos inspectivos enfocados en las regiones y los sectores laborales de mayor incidencia de discriminación salarial contra las mujeres.
Está Comisión está conformada y sesionando y cuenta actualmente con un plan de trabajo para dos años (2024-2025).
Costa Rica cuenta con  la Estrategia Nacional de Empleabilidad y Talento Humano, también conocida como Estrategia BRETE, para mejorar la empleabilidad de personas en condiciones de exclusión del mercado de trabajo bajo perfiles específicos, como pueden ser las personas jóvenes, mujeres, personas migrantes y refugiadas. https://www.mtss.go.cr/empleo-formacion/index.html
El objetivo principal de la estrategia Brete es mejorar la empleabilidad de las personas en mayores condiciones de exclusión del mercado de trabajo, propiciando su acceso a las oportunidades laborales y el impulso de la productividad y competitividad del país, basada en el talento humano.
El Sistema de Banca para el Desarrollo (SBD) posee el fondo “Capital Semilla Inclusión”, destinado a emprendimientos impulsados por personas de los Sectores Prioritarios de la Ley No. 8634 e iniciativas fuera de la región Central. No pueden tener más de 5 años de haberse constituido. Un sector prioritario son los jóvenes, pero igualmente fondos para iniciativas empresariales incipientes de mujeres, adultos mayores y personas de zonas rurales o excluidas.
El SBD crea la Política de Igualdad de Género del SBD en el año 2021, e incentiva a los integrantes del sistema a ofrecer mejores condiciones a los créditos para el sector prioritario Mujeres.
La Política plantea rutas para mejorar la calidad de vida de las mujeres en condiciones de vulnerabilidad, facilitando oportunidades que les permitan alcanzar el empoderamiento y autonomía económica, y profundizando la democracia igualitaria y al aprovechamiento de las oportunidades de negocio que ofrece la participación paritaria. Esta Política se inscribe en los esfuerzos del país por promover una economía más justa, igualitaria y sostenible, a través del acceso equitativo a los recursos financieros y no financieros. 
Se han diseñado lineamientos para la inclusión financiera de mujeres que fueron aprobados y asumidos por 8 entidades financieras para generar productos con perspectiva de género para lograr acceso a los recursos.
El SBD cuenta con políticas e instrumentos de financiamiento y apoyo no financiero que posibiliten una mayor participación y acceso equitativo de las mujeres al mercado de trabajo, por ejemplo en cuanto al acceso al crédito, avales, garantías, servicios de desarrollo empresarial.
Mediante el Programa “Adelante Mujeres”, se brindan condiciones favorables en cuanto a tasa y plazos y requisitos de acceso, y se han otorgado más de 32.000 créditos a la fecha.
Con el objetivo de monitorear el desempeño del Sistema financiero costarricense en la atención de las mujeres, el SBD desarrolla el informe de brechas entre hombres y mujeres en el sistema financiero de Costa Rica, con el fin de desarrollar  productos y servicios financieros orientados a las mujeres.
En materia de emprendedurismo de las mujeres, que representa una de las poblaciones más afectadas por el desempleo en el país, el INAMU cuenta con el Fondo No reembolsable para apoyar los emprendimientos de las mujeres, (FOMUJERES). 
Este programa cambió su modelo de gestión pasando de la modalidad de concurso, a un programa permanente institucional que permite a más mujeres acceder a recursos para impulsar, ampliar y formalizar sus emprendimientos. De enero a abril de 2024, se han entregado casi 200 millones de colones.
Con el objetivo de apoyar integralmente a las emprendedoras se brinda capacitación, en conjunto con otras instancias en temas como: formalización, mercadeo, comercialización, entre otros. Esta oferta se brinda a mujeres en su diversidad.
El BCCR creó la Cuenta Satélite del Trabajo doméstico no remunerado, cuyo objetivo es visibilizar la valoración económica del trabajo no remunerado que realizan los miembros del hogar en actividades productivas para autoconsumo. Al analizar el aporte por género, se proporcionan elementos adicionales para el estudio de desigualdades en este ámbito que pueden repercutir en el acceso de las mujeres al mercado laboral.
Se decreta en esta línea la creación de la Comisión interinstitucional para la promoción de la corresponsabilidad social en la crianza de las y los menores de edad, mediante decreto  41584 de marzo 2019, encargada de desarrollar y actualizar acciones para promover la crianza corresponsable y equitativa entre la mujer y el hombre en la atención y formación de sus hijas o hijos, de la cual hace parte el INAMU y coordinada desde la Presidencia de la República, cuyo trabajo se fundamenta en la ley de Paternidad Responsable 8101 que establece en su artículo 6 la responsabilidad del Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia de “formular y ejecutar Políticas Públicas y Campañas relativas a la paternidad sensible y responsable, que promuevan la corresponsabilidad de mujeres y hombres en la crianza y educación de los hijos e hijas…” 
Asimismo, la Resolución  del Consejo Nacional de Salarios número CNS-RG-2-2019 del 24 de junio de 2019, determina realizar un proceso de eliminación de la brecha salarial, entre el salario mínimo del Servicio Doméstico y el salario mínimo del Trabajador en Ocupación No Calificada definido por jornada, que se realizará en los siguientes términos: 
Eliminación de la brecha salarial en un plazo de 15 años, mediante 15 ajustes adicionales al renglón del Servicio Doméstico, un ajuste por año, iniciando la aplicación de los incrementos en el año 2020 y culminando en el año 2034. 
Se otorga al salario mínimo del Servicio Doméstico un incremento anual de 2.33962% (porcentaje con cinco decimales), de forma adicional al incremento definido por la aplicación de la fórmula de ajuste general de los salarios mínimos. 
Al finalizar el proceso de eliminación de la brecha salarial, es decir cuando el salario mínimo del Servicio Doméstico, sea igual al del Trabajador en Ocupación No Calificada por jornada, se excluirá del Decreto de Salarios Mínimos el Renglón Ocupacional de Servicio Doméstico, y los trabajadores de dicho renglón, pasarán a ubicarse dentro del renglón de Trabajador en Ocupación No Calificada, por jornada. 
En corriente legislativa:
· Expediente Nº 23.049. REFORMA A VARIAS LEYES PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN DE LA IGUALDAD DE GÉNERO EN LA INSTITUCIONALDAD COSTARRICENSE. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de la Mujer desde el 13 de setiembre de 2023. 
· Expediente Nº 23.503. ADICIÓN DEL ARTÍCULO 101 BIS Y DEL INCISO 22) AL ARTÍCULO 159 DE LA LEY N.° 7732, LEY REGULADORA DEL MERCADO DE VALORES, PARA INCORPORAR ACCIONES AFIRMATIVAS PARA EL ACCESO DE LAS MUJERES A LOS PROCESOS DE TOMA DE DECISIÓN. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de la Mujer desde el 19 de abril de 2023. 
· Expediente Nº 23.632. LEY DE REDUCCIÓN DE LA JORNADA LABORAL POR CUIDADOS DOMÉSTICOS Y LABORES DE CUIDO PARA HOMBRES Y MUJERES. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de la Mujer desde el 6 de setiembre de 2023.

	92.
	111.75 Adoptar nuevas medidas para aumentar la participación de mujeres en la fuerza de trabajo. (Australia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.74
El Sistema de Banca para el Desarrollo ha sido diseñado bajo una visión de inclusión financiera, económica y social.
La Ley de Banca para el Desarrollo establece el acceso equitativo para las mujeres en su artículo 8. Siendo el sector mujeres, el primer sector prioritario en la Ley, para la atención de beneficiarios finales.
El SBD diseñó una política para neutralizar las desigualdades por razones de género, con políticas de financiamiento y apoyo no financiero que posibiliten un acceso equitativo de las mujeres, en cuanto al acceso al crédito, avales, garantías, condiciones y servicios no financieros y de desarrollo empresarial.
Además, posee un Programa de Financiamiento exclusivo para Mujeres, llamado “Adelante Mujeres”, con condiciones especiales en cuanto a tasa y plazos y requisitos finales para acceder a este. Mediante el Programa Adelante Mujeres, siendo así que a la fecha el total de créditos otorgados a beneficiarios finales con recursos SBD más de 32.000 créditos se han otorgado a mujeres.
Con el objetivo de monitorear el desempeño del Sistema en la atención de las mujeres hemos participado en tres oportunidades en el desarrollo Informe de brechas entre hombres y mujeres en el sistema financiero de Costa Rica , de manera que las entidades que conforman el SBD, estén desarrollando productos y servicios orientados a las mujeres.
La Ley 10131, en particular, elimina la prohibición a las mujeres para desempeñar labores insalubres, pesadas o peligrosas, en los aspectos físico o moral, según la determinación que de éstos se hacen por reglamento y la prohibición para las mujeres solteras menores de dieciocho años del ejercicio por cuenta propia o ajena de un oficio que se practique en las calles o sitio públicos (actualmente la prohibición es para personas menores de 15 años, sin distinción de sexo)
En el año 2021, el INAMU en alianza con el sector agropecuario realizó una convocatoria direccionada de FOMUJERES para las mujeres rurales. En esta convocatoria se logró la aprobación de fondos no reembolsables para el fortalecimiento de 572 actividades productivas lideradas por mujeres rurales, en etapas iniciales y desarrollo de las áreas de agricultura, pecuario y agroindustria; representando la aprobación de aproximadamente ₡1.156.000.000.  

	93.
	111.76 Seguir promoviendo la igualdad de género, especialmente en lo que se refiere a la participación de la mujer en el mercado de trabajo y reducir la brecha salarial entre hombres y mujeres. (Gabón);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.74 y 111.75. 
Desde la Unidad Técnica de Igualdad y Equidad de Género de la Asamblea Legislativa, se hizo un análisis comparativo entre el primer diagnóstico institucional sobre brechas de género presentes a nivel institucional del 2018 y el del 2022, y se confieren las acciones dirigidas a cada departamento de la función administrativa para incorporarse en cada plan operativo. Específicamente al Departamento de Recursos Humanos se le instruyo para qué desde sus competencias diseñara y emitiera lineamientos que promuevan acciones afirmativas a favor de las mujeres en reclutamiento, acceso a jefaturas, carrera administrativa, capacitaciones especializadas, reasignaciones, recalificaciones, esto para lograr ir cerrando las brechas de género institucionales. 

	94.
	111.77 Reducir las diferencias salariales entre hombres y mujeres. (Irak);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.74 y 111.75.
Desde la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial de Costa Rica se adoptan las medidas necesarias para tratar el tema de la brecha salarial y abordar la baja tasa de participación de las mujeres en el mercado laboral.
En cuanto al tema de la brecha salarial entre mujeres y hombres en el Poder Judicial no existe una diferencia en los salarios entre hombres y mujeres ya que se establece por clases de puestos. 
Entre las medidas que se realizan desde las áreas especializadas de reclutamiento y selección del personal judicial, para incentivar la participación de las mujeres en el ámbito laboral institucional se encuentra:
· Para los nombramientos que corresponden a los puestos de la judicatura, en los carteles de la publicación se invita a las mujeres a su participación. Se informa de cómo están constituidos los despachos en paridad de género para considerarlos al hacer los nombramientos en propiedad en la institución.
· Incentivación a las mujeres para participar en puestos de alta gerencia, histórica y estadísticamente ocupados por hombres.
· Implementación de ajustes razonables en la aplicación de pruebas selectivas a mujeres indígenas, con discapacidad o en otras condiciones de vulnerabilidad.
· Adecuación en fases selectivas que permiten considerar las particularidades temporales que presentan las mujeres en estado de salud especial: embarazo, lactancia, tratamiento médico, entre otros.
· Registro de datos estadísticos de fases sobre la participación de mujeres en los procesos selectivos que permite acceder a datos reales de los porcentajes de esta población, a fin de promover el acceso a datos comparativos y de análisis con respecto al tema de la participación e incorporación de la perspectiva de género en los diferentes procesos de selección.      
· Conformación de los equipos que realizan las evaluaciones de las técnicas selectivas en procesos de reclutamiento y selección del personal con paridad de género, a fin de disminuir los sesgos o la discriminación de las mujeres por su condición, al momento de emitir criterios y resultados.
· Adecuación de los indicadores de análisis y tratamiento de datos referidos a la investigación sociolaboral y de antecedentes, resguardando aspectos sensibles en casos de mujeres participantes identificadas en condición de vulnerabilidad, permitiendo destacar la igualdad participativa, sin ningún tipo de discriminación, incorporando lenguaje inclusivo y con un enfoque género sensitivo, no sexista.
· En la investigación sociolaboral se consideran indicadores de valoración que permiten eliminar o evitar cualquier ejercicio o reproducción de patrones caracterizados por el sistema patriarcal, así como identificar actuaciones opuestas a los lineamientos y políticas institucionales como el Reglamento de Acoso Laboral y Sexual, en perjuicio de las personas más vulnerables que tradicionalmente han sido las mujeres.

	95.
	111.78 Proseguir los esfuerzos encaminados a promover el acceso al empleo de las personas jóvenes, las mujeres y los miembros de los pueblos indígenas (Kazajistán);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.76 , 111.78 y 111.28
El SBD posee el fondo de “Capital Semilla Inclusión”, destinado a emprendimientos impulsados por personas de los Sectores Prioritarios de la Ley No. 8634 e iniciativas fuera de la región Central. No pueden tener más de 5 años de haberse constituido. Aquí están los “Jóvenes emprendedores como sector prioritario”.
Entre los programas que se destacan se encuentran:
· Fondo Mujeres Empresarias: Apoyar iniciativas empresariales incipientes, micro y pequeñas empresas, lideradas por mujeres de diferentes sectores económicos, con emprendimientos tipo tradicionales y proyectos viables.
· Impacto Empretec: Promover emprendimientos, principalmente en atención a iniciativas de mujeres, jóvenes y de zonas de menor desarrollo relativo.
· Programa Pioneras: Apoyar a mujeres con iniciativas empresariales incipientes, dentro de los sectores de comercio y servicios, que se encuentren generando ventas y que no cuenten con un diseño ni estructuración de su plan de negocios.
· Programa Diseñar: Apoyar jóvenes emprendedores, adultos mayores y personas de zonas de menor desarrollo económico, que cuenten con un emprendimiento en etapas iniciales, con potencial de crecimiento que participaran procesos de preincubación.
· Respiro Empresarial: Impulsar emprendimientos de mujeres de diferentes sectores económicos, dotándolas de herramientas de desarrollo empresarial.
En corriente legislativa:
· Expediente 23.083. LEY PARA DAR ACCESO A FINANCIAMIENTO A PEQUEÑOS PRODUCTORES, MICROEMPRESARIOS Y EMPRENDEDORES INDÍGENAS CON EL SISTEMA DE BANCA PARA EL DESARROLLO. En el orden del día del Plenario Legislativo desde el 19 de octubre de 2023.
· Expediente 23.768. LEY PARA GARANTIZAR LA PARTICIPACIÓN DE LAS JUVENTUDES EN LOS ESPACIOS VITALES PARA SU DESARROLLO HUMANO. En el orden del día del Plenario desde el 4 de abril de 2024. Dictaminado Afirmativo Unánime en la Comisión Permanente Especial de Juventud desde el 12 de marzo de 2024.

	96.
	111.79 Seguir aplicando medidas, como cuotas, para facilitar el acceso al mercado de trabajo de las personas con discapacidad (Angola);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El Artículo Único de la Ley Nº 8862, Inclusión y Protección Laboral de las personas con discapacidad en el Sector Público, señala que: "En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes".
La medida afirmativa de reserva de plazas para personas con discapacidad en el sector público del Estado costarricense se encuentra contenida tanto en la Ley N° 8862 como en la Ley N° 10159, y sus respectivos reglamentos. Adicionalmente, para reforzar el cumplimiento de dicha medida, la Presidencia de la República emitió la Directriz Presidencial N° 010-PLAN-MTSS, del 22 de diciembre de 2022, con el objetivo de reafirmar el ámbito de aplicación de la medida y dictar acciones específicas sobre esta materia. En razón de la aplicación de esta medida vigente, como cifra total entre el sexenio 2018-2023, se han contratado 415 personas con discapacidad en puestos reservados. En puestos reservados como en puestos sin reservar, según los datos recogidos por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, aproximadamente 1.483 personas con discapacidad laboran en el sector público costarricense con corte al año 2023.
Se dio creación de la Comisión Especializada de Empleo y Discapacidad de la Asamblea Legislativa. Constituida por el Directorio Legislativo en la sesión ordinaria No. 164-2021 celebrada por el Directorio Legislativo el 22 de junio del 2021, con el propósito de hacer la reserva de plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad, en atención al Reglamento de la Ley N°8862 y su Reglamento, con el objetivo de promover la inclusión laboral.
En corriente legislativa:
· Expediente 23.027. REFORMA PARCIAL AL TÍTULO II, CAPÍTULO II ACCESO AL TRABAJO DE LA LEY N.º 7600 LEY DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DE 1996 Y SUS REFORMAS. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Discapacidad y Adulto Mayor desde el 10 de agosto de 2022. 

	97.
	111.80 Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector privado y vigilar el cumplimiento de las cuotas de empleo en el sector público. (Bulgaria);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con la entrada en vigor del Sistema Nacional de Empleo mediante Decreto Ejecutivo No. N°41776-MTSS-MEP-MIDEPLAN-MDHIS-MCM- MCSP de 10 de junio de 2019, Decreto Ejecutivo relativo a Creación del Sistema Nacional de Empleo, el servicio público de empleo es operativizado a través de la plataforma informática de la Agencia Nacional de Empleo, la cual brinda el acceso con accesibilidad a la población con discapacidad a los puestos publicados por las empresas privadas a nivel nacional y a la oferta programática en capacitación que ofrece el sistema.
El Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS) respecto a las gestiones de asesoramiento al sector empleador sobre la adaptación de puestos de trabajo, promoción de ofertas laborales y creación de redes de empresas inclusivas, destaca en marzo de 2023, la conformación del Foro de Empresas Por Talento Costa Rica, integrado por 12 empresas (algunas representan un conglomerado empresarial), en el cual el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social  y la Alianza Empresarial para el Desarrollo, una organización sin fines de lucro que busca la sostenibilidad y competitividad del país mediante la promoción de modelos de negocios responsables y sostenibles en las compañías), se encuentran en calidad de asesores, junto con el CONAPDIS y la Fundación ONCE de España. Desde este Foro se brindaron servicios informativos a empresas con interés de conocer acerca del Foro Por Talento, así como a otros públicos interesados en la inclusión laboral de personas con discapacidad, tal es el caso de familiares, periodistas, estudiantes universitarios, entre otros.
El Departamento de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad de la Dirección Nacional de Seguridad Social del MTSS tiene el deber de asesorar y capacitar al sector empleador público y privado, para promover la inclusión laboral y asegurar el cumplimiento de la normativa laboral vigente en razón de personas trabajadoras con discapacidad. Durante el período 2020-2024, el Departamento de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad del MTSS ha capacitado aproximadamente 5.000 (cinco mil) personas del sector empleador público y privado, para promover la inclusión laboral y asegurar el cumplimiento de la normativa laboral vigente en razón de las personas trabajadoras con discapacidad en el mercado abierto de trabajo, bajo los principios de igualdad y no discriminación.
Reforma al Reglamento de la Ley de Igualdad de Oportunidades de las Personas con Discapacidad, asociado específicamente al derecho al trabajo y el empleo Decreto Ejecutivo 43024-MP-MTSS del 27 de abril de 2021. https://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=94498&nValor3=125848&strTipM=TC.


	
	Tema: E41 Derecho a la salud - Generalidades

	98.
	111.41 Intensificar los esfuerzos para luchar contra el prejuicio contra las personas que viven con el VIH/sida (Congo);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada 
	Plenamente implementada
	En Costa Rica se cuenta con la Ley 9797 denominada Ley General sobre el VIH/SIDA, y tiene por objetivo regular todas las acciones del Estado costarricense en lo conducente a promover y garantizar una respuesta integral a la epidemia del VIH, en los ámbitos público y privado del país.
También, se cuentan con normativas como la Norma nacional para la atención integral del VIH en el ámbito de salud Decreto Ejecutivo N0. 43055-S (15 de octubre del 2021) y la Norma nacional para la atención en salud libre de estigma y discriminación a personas LGBTI y HSH, las cuales garantizan un enfoque integral y respetuoso en la atención de salud.
En el marco del Plan Estratégico Nacional VIH 2021-2026, se cuenta con la Línea Estratégica 4: Derechos Humanos y VIH en contextos de vulnerabilidad, donde se establecen acciones concretas para abordar esta problemática. Entre las actividades implementadas a la fecha se encuentran: la implementación de la Estrategia de prevención combinada del VIH entre hombres que tienen sexo con hombres (HSH) y mujeres trans en el gran Área Metropolitana y Puntarenas, así como la incorporación de contenidos curriculares de derechos humanos en la formación universitaria, son acciones dirigidas a la educación y promoción de la salud, así como en la eliminación de prejuicios contra las personas que viven con el VIH/SIDA. 
Por parte del MJP se ha emitido la Circular 4-2022 sobre el Protocolo de Atención a Víctimas de Violación Sexual en las primeras 72 horas después de ocurrido el evento donde se habla sobre la atención de personas víctimas de violación y su debido protocolo que incluye la atención médica para el suministro de antivirales y la Circular 005-2022 denominada Lineamientos sobre la Atención y seguimiento a la población LGTBIQA+ en el Sistema Penitenciario Nacional, donde se establece en su artículo 141 que las personas con orientación sexual, expresión o identidad de género diversa deberán tener acceso en condiciones de igualdad a las actividades educativas para la prevención de la transmisión del VIH, a las que se refiere la Ley General sobre el VIH SIDA. Estas deberán tener en cuenta las necesidades de esta población y estar libres de estereotipos.
A través del Consejo Nacional de Atención Integral del VIH sida (CONASIDA) se establece la prioridad a la eliminación del estigma y discriminación de las personas con VIH en espacios laborales, así como la prevención del VIH en las empresas, por lo que se brindaron espacio de formación para los inspectores del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) sobre generalidades del VIH, aspectos normativos y Directriz para la prevención y el abordaje del VIH /SIDA.
Mediante acuerdo aprobado por la Junta Directiva del Consejo de Salud Ocupacional en la sesión ordinaria No. 1609‐2010 del 27 de enero del 2010. Acuerdo No. 997‐10 emitió la DIRECTRIZ PARA LA PREVENCIÓN Y EL ABORDAJE DEL VIH/SIDA EN EL MUNDO DEL TRABAJO. Esta directriz establece las condiciones para el cumplimiento de los derechos laborales libres de estigma y discriminación para las personas con VIH/Sida. La directriz puede accederse en el siguiente link:
https://www.cso.go.cr/ver/legislacion/recomendaciones_directrices_del_cso/directriz_sida_n_2_24_2_10.pdf y para el año 2024 se tiene planteado en una acción intersectorial, actualizar el marco normativo que le da fundamento a la directriz.
Actualmente, el MTSS y el Consejo de Salud Ocupacional poseen el compromiso de reformular y actualizar la directriz relacionada con el VIH en centros de trabajo, lo cual se estará desarrollando este año 2024; además, este año se inició un espacio de articulación con la Asociación Empresarial para el Desarrollo, para generar acciones de sensibilización y capacitación en las empresas asociadas.
Además, se han llevado a cabo acciones de capacitación y sensibilización a inspectores del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, así como esfuerzos de incidencia política y diálogo intersectorial para garantizar la inclusión de las necesidades de grupos particulares de personas con VIH en las políticas públicas. Estas iniciativas reflejan un enfoque integral y coordinado para combatir el estigma y la discriminación, promoviendo así una sociedad más inclusiva y respetuosa.
En el año 2023 se desarrolló esta acción, que permitió capacitar a las personas funcionarias de la Dirección Nacional de Inspección de Trabajo, sector empresarial y personas de sociedad civil, para un total de 144 personas capacitadas a nivel nacional, bajo el lema “Centros de trabajo libres de discriminación”.

	99.
	111.104 Prohibir toda práctica que modifique las características sexuales de la persona sin razones médicas irrefutables y sin el consentimiento pleno e informado de la persona afectada. (Islandia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	 Parcialmente implementada
	La Caja Costarricense de Seguro Social cuenta con el Reglamento del Consentimiento Informado en CCSS (2012), que ha sido actualizado de conformidad con la Ley 9379, Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, y su Reglamento. 
A través del Área de Bioética del CENDEISSS se realizó la actualización del Reglamento del consentimiento Informado en la Práctica Asistencial en la CCSS.
“Artículo 8- Excepciones. No será necesario el CI de la persona usuaria, en los siguientes casos:
a. Cuando la omisión del procedimiento clínico suponga un riesgo para la salud pública, como en los casos de prevención, control y tratamiento de enfermedades transmisibles, contaminación radioactiva u otros, según lo disponga el Ministerio de Salud o la Ley General de Salud; o en situaciones excepcionales o en atención de emergencia previstas en el ordenamiento jurídico costarricense, en donde prevalezcan la salud pública, el bien común y el derecho de terceros.
b. En la atención de emergencia clínica o psiquiátrica, que requiera realizar un procedimiento clínico inmediatamente, con la imposibilidad real de informar a la persona usuaria o a otra persona vinculada a ella.
c. Cuando medie una decisión judicial.”
Este artículo sustituye el texto del artículo 9 del reglamento del 2012, que indicaba: 
“Artículo 9.- Excepciones. No será necesario el consentimiento de la persona usuaria, en los siguientes casos:
a. Cuando la omisión del procedimiento clínico suponga un riesgo para la salud pública, como en los casos de prevención, control y tratamiento de enfermedades transmisibles, contaminación radioactiva u otros, según lo disponga el Ministerio de Salud o la Ley General de Salud; o en situaciones excepcionales o de emergencia previstas en el ordenamiento jurídico costarricense, en que prevalezcan la salud pública, el bien común y el derecho de terceros.
Al Ministerio de Salud en el presente año se le solicitó el criterio técnico al proyecto de Ley de reconocimiento de identidades trans, no binarias, de género diverso e intersex. En este criterio se enfatizó en apoyar la prohibición de toda modificación sin razones médicas, y se considera vital promover la necesidad de contar con protocolos más claros de abordaje biopsicosocial.
En corriente legislativa:
Expediente 23.809. LEY DE RECONOCIMIENTO DE IDENTIDADES TRANS, NO BINARIAS, DE GÉNERO DIVERSO E INTERSEX. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos desde el 21 de setiembre de 2023. 

	100.
	111.105 Esforzarse para poner fin a los protocolos que tengan por objeto “normalizar” los cuerpos de personas intersexuales mediante prácticas médicas nocivas, incluidas cirugías no consentidas. (Malta);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Parcialmente implementada 
	Misma respuesta que en 111.104

	101.
	111.106 Redoblar esfuerzos para reducir el estigma social que enfrentan las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales y erradicar los procedimientos quirúrgicos involuntarios a fin de “normalizar” los cuerpos de personas intersexuales. (Australia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Parcialmente implementada 
	El Ministerio de Salud es consciente de las responsabilidades inherentes del sector salud en torno a la lucha contra las diferentes formas de discriminación que sufren miles de personas debido a su orientación sexual, identidad y expresión de género, que obstaculizan la construcción de su salud.
Asimismo, se reconoce como tarea fundamental de la rectoría del Ministerio de Salud la divulgación y promoción, por medio de espacios institucionales y comunitarios, en estos espacios se realiza el reconocimiento del derecho a vivir libre de discriminación y violencia y el derecho a vivir en igualdad, como parte fundamental del derecho a la salud. 
Desde el MEP, se realizan asesorías especializadas a solicitud de centros educativos, circuitos y Direcciones Regionales desde el Departamento de Salud y Ambiente para la promoción de espacios seguros y libres de discriminación en cumplimiento a:  protocolo de atención al bullying contra población LGBT inserta en centros educativos; así como la “Declaración del Ministerio de Educación Pública como espacio libre de discriminación por orientación sexual e identidad de género” (Circular DM-024-05-2015).

	102.
	111.108 Adoptar nuevas medidas concretas para la atención integral de las personas que viven con el VIH, en particular las mujeres. (Myanmar);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuesta en 111.41.
El compromiso con la atención integral de las personas que viven con VIH, especialmente las mujeres, se refleja en diversas medidas adoptadas.
El sistema de salud cuenta con un presupuesto estatal para garantizar su atención, respaldado por la participación activa de mujeres en organizaciones de la sociedad civil. Además, se han establecido directrices y protocolos específicos, como la Directriz N° 037-S y el Protocolo Nacional de Vigilancia de la infección por VIH, asegurando un enfoque integral.
El Plan Estratégico Nacional VIH 2021-2026 y otras normativas, como la Norma nacional para la atención en salud libre de estigma y discriminación a personas lesbianas, gais, bisexuales, trans, intersex (LGBTI) y otros hombres que tienen sexo con hombres (HSH), Norma nacional para la atención integral del VIH en el ámbito de salud Decreto Ejecutivo N0. 43055-S (15 de octubre del 2021), proporcionan un marco sólido para la atención del VIH, mientras que los lineamientos sobre servicios libres de discriminación garantizan un trato digno y respetuoso a todas las personas, independientemente de su orientación sexual o identidad de género.
Se ha mantenido un acceso constante a los servicios de atención, tratamiento y seguimiento clínico del VIH, así como a medidas preventivas a través de los servicios de salud públicos y el Modelo de Prevención Combinada liderado por las organizaciones de la sociedad civil, que incluyen a las mujeres que viven con el VIH en Costa Rica.
En Costa Rica la epidemia de VIH no se concentra en las mujeres, es al contrario. En nuestro país por cada mujer hay cuatro casos de VIH en hombres. Por eso, el tamizaje de la enfermedad a través de la prueba rápida se hace tanto en hombres como en mujeres que lo soliciten o por ofrecimiento de parte del médico. También se les realiza pruebas rápidas para detección del VIH a las mujeres en estado gestacional como parte de una intervención protocolizada.
Se cuenta además con el preservativo femenino como medio para la prevención de las ETS en las mujeres, facilitando el empoderamiento de la salud sexual y reproductiva.
Se están realizando acciones desde el Departamento de Desarrollo Regional del INAMU a raíz de un proceso de consulta que se hizo con varias poblaciones específicas, entre ellas mujeres que viven con VIH, para la construcción de un modelo de incidencia que permita la mejora en la atención en los servicios de Salud Sexual y Salud Reproductiva (SSSR) en coordinación con la CCSS y organizaciones de sociedad civil (ICW).
El Consejo Nacional de Atención Integral del VIH SIDA (CONASIDA), ha venido incorporando acciones para que los centros de trabajo sean espacios libres de prejuicios y discriminación por condición de salud, según el artículo 404 del Código de Trabajo. Actualmente, el MTSS y el Consejo de Salud Ocupacional poseen el compromiso de reformular y actualizar la directriz relacionada con el VIH en centros de trabajo, lo cual se estará desarrollando este año 2024; además, este año se inició un espacio de articulación con la Asociación Empresarial para el Desarrollo, para generar acciones de sensibilización y capacitación en las empresas asociadas.
Se está en la construcción del indicador correspondiente al PANI para la creación de Programas Preventivos para el VIH-SIDA en Personas Menores de Edad.
Además, se ha venido trabajando una serie de capacitaciones relacionadas al VIH en el entorno laboral para mitigar prejuicio y discriminación en centros de trabajo. En el año 2023 se desarrolló esta acción, que permitió capacitar a las personas funcionarias de la Dirección Nacional de Inspección de Trabajo, sector empresarial y personas de sociedad civil, para un total de 144 personas capacitadas a nivel nacional, bajo el lema “Centros de trabajo libres de discriminación”. 
El MTSS, por medio de la articulación de las Direcciones Nacionales de Seguridad Social y Economía Social Solidaria, está impulsando espacios para brindar formación en materia de emprendimiento organizaciones de sociedad civil de población que vive con VIH, a efectos de que puedan generar ingresos y así, crear nuevas fuentes de empleo, iniciando este proceso con un determinado grupo de mujeres, en una zona costera en Puntarenas,


	103.
	111.109 Poner en práctica programas de sensibilización para combatir los prejuicios contra las personas con VIH/sida y garantizarles la igualdad de acceso a la atención y el tratamiento médicos (Panamá);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuesta que en 111.41 y 111.108.


	104.
	111.201 Tomar nuevas medidas para respetar los derechos de las personas con problemas de salud mental y discapacidad psicosocial, de conformidad con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, en particular combatiendo la institucionalización, la estigmatización, la violencia y la medicación excesiva, y organizando servicios comunitarios de salud mental centrados en la persona y que promuevan la inclusión en la comunidad y respeten su consentimiento libre e informado. (Portugal);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Entre las acciones de carácter preventivo y atención en salud mental del Programa de Normalización de Atención en Salud Mental de la CCSS, el servicio de rehabilitación se encarga de promover la integración de las personas usuarias en su comunidad natural, teniendo como objetivo preparar a la persona para vivir en un entorno comunitario y participar de ese entorno en la misma medida que el resto de las personas que viven en él. Esto basado en un modelo basado en los derechos humanos.
A lo interno del servicio se subdivide en 3 grandes subprocesos de atención en salud a saber: Hospital Diurno, Terapia Ocupacional, Psiquiatría Comunitaria. Además, en los últimos 7 años se adjudicó como para del servicio al Programa Escucharte (hibrido ya que cuenta con personal de psicología como ente coordinador del mismo, pero administrativamente depende del servicio de rehabilitación).
Los Equipos Interdisciplinarios de Atención en Salud Mental (EISAM) brindan atención exclusiva a personas con trastornos mentales, del comportamiento y personas consumidoras de sustancias psicoactivas. Son una alternativa terapéutica dirigida a facilitar el acceso y brindar atención de manera ambulatoria a las personas consumidoras, y están conformados por profesionales en Medicina General, Psicología, Trabajo Social y Enfermería en Salud Mental, que trabajan en equipo articulado para abordar la necesidad de las personas. Por lo tanto, los EISAM constituyen un ejemplo de sustentabilidad de los recursos públicos en cuanto a recurso humano institucional sensibilizado y capacitado para el abordaje de la población consumidora de sustancias psicoactivas y con patología dual (población consumidora de sustancias psicoactivas con enfermedad mental asociada). Dichos equipos se ubican en el Segundo Nivel de Atención y forman parte de la Red Integrada de Prestación de Servicios de Salud de la CCSS. A la fecha se han implementado 13 EISAM en los distintos establecimientos de salud de la Red. 
Elaboración del reglamento de la Ley Nacional de Salud Mental: Tras la publicación de la Ley Nacional de Salud Mental 10412, se está elaborando el reglamento correspondiente con la participación de múltiples actores sociales estratégicos. Este reglamento contendrá disposiciones específicas destinadas a garantizar el respeto de los derechos humanos de las personas que utilizan los servicios de salud mental, así como la inclusión del trabajo en comisiones desde las comunidades, con participación de sociedad civil para realizar acciones en promoción y prevención de las afecciones a la salud mental, referencias a la atención clínica y por último en inserción social.
Se han emitido disposiciones reglamentarias y técnicas que incluyen acciones positivas en favor de las personas con discapacidad o con enfermedad grave, sea población privada de libertad o terceras personas. Estas acciones incluyen la posibilidad de ubicar a las personas privadas de libertad con discapacidad o con enfermedad grave, no en centros del Nivel Institucional (cerrado como Centros de Atención Institucional y Unidades de Atención Integral), sino en otros centros de niveles de menor contención (v.g. en Centros de Atención del Nivel Semi institucional y Oficinas del Nivel de Atención en Comunidad), e inclusive autorizarle beneficios para su no “institucionalización”. Igualmente, incluyen acciones para la reubicación de personas privadas de libertad con discapacidad específicamente en el Centro de Atención Institucional -nivel cerrado- Terrazas, en razón de considerarse el centro penitenciario que satisface de la mejor manera lo establecido en la Ley 7600, su Reglamento y demás normativa atinente, en especial en cuanto al diseño universal de sus instalaciones y accesibilidad.
En este apartado es importante mencionar la Circular 1-2023 del 31 de Enero del 2023, adoptada por el Instituto Nacional de Criminología en el artículo N. 54 de la Sesión 008- 2023, que establece los “LINEAMIENTOS PARA LA REALIZACIÓN DE INFORMES, VALORACIONES Y UBICACIÓN DE PERSONAS ADSCRITAS AL SISTEMA PENITENCIARIO”. Entre otras situaciones generales y particulares, esta Circular incluye disposiciones para la realización de valoraciones extraordinarias por motivos de discapacidad, enfermedad terminal o enfermedad grave, a fin de posibilitar la ubicación de las personas privadas de libertad en los centros de los niveles de atención que mejor se adecúen a su situación individual. 
Lo anterior evidencia que el Ministerio de Justicia y Paz comprendiendo los alcances de los derechos de las personas con discapacidad conforme la normativa vigente, ha ido adoptando en su normativa reglamentaria y técnica, disposiciones que permitan a las personas privadas de libertad ejercer sus derechos considerando no solo su condición de discapacidad sino también las limitaciones propias que les impone su condición privativa de libertad.


	
	Tema: E43 Acceso a la salud y los servicios sexuales y reproductivos

	105.
	111.102 Formular políticas públicas destinadas a reducir las elevadas tasas de embarazo en la adolescencia. (Panamá);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Costa Rica cuenta con el Plan Estratégico Nacional de Salud de las Personas Adolescentes 2021-2030; que tiene como meta 8.5 para el 2030 la reducción en un 2% de nacimientos en mujeres adolescentes. También se cuenta con siguientes instrumentos: 
· Plan de Acción del Consejo Interinstitucional de Atención a la Madre Adolescente 2021-2030.
· Política Nacional de Salud 2024-2033. 
· Política Nacional de Niñez y Adolescencia 2024-2036. Eje de Salud
La Política Nacional de Niñez y Adolescencia 2024-2036, particularmente, mantiene en el Eje de Protección Especial en el resultado 16, compromiso de tres instituciones que realizarán acciones de prevención del embarazo en la adolescencia, y atención integral a adolescentes embarazadas. 
La CCSS cuenta con el Programa de Atención Integral a la Adolescencia, dentro del cual se continúa con acciones para brindar oferta anticonceptiva específica para adolescentes, la cual incluye consejería en salud sexual y reproductiva, a través de la red de servicios de salud institucional. Se continúa ofreciendo procesos de capacitación continua a funcionarios (as) de la Institución, a fin de mejorar la prevención integral y la atención en salud de las adolescentes embarazadas
Programa Adolescente Madre: nace en el PANI como estrategia de apoyo a las adolescentes madres y/o embarazadas, que están vulnerables, brindándoles un beneficio económico. para apoyar su permanencia en el sistema educativo, así como información, acompañamiento y la implementación de metodologías participativas, que mejoren su calidad de vida. 
Actualmente, el Programa Adolescente Madre cuenta con cuatro componentes que se citan a continuación:  
· Becas educativas.  
· Talleres socioeducativos, desarrollados por las oficinas locales.
· Estrategias de comunicación. 
· Línea gratuita (800)226-2626 Adolescente Madre.  
En el caso del INAMU, entre los objetivos de la PIEG y el PLANOVI se incluyen acciones asociadas a la prevención del embarazo en la adolescencia. Entre ellas la ruta de atención en casos de relaciones impropias y la participación en la Comisión Interinstitucional de Atención a la Madre Adolescente (CIAMA).

	106.
	111.95 Adoptar cuanto antes un reglamento técnico para aclarar el artículo 121 del Código Penal, por el que se autoriza el aborto cuando la vida o la salud de la mujer corren peligro, con el fin de garantizar su aplicación efectiva en el sistema de salud pública, en consonancia con las metas 3.7 y 5.6 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. (Suiza);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada

	Plenamente implementada 
	En diciembre de 2019 se oficializó la Norma Técnica para el Procedimiento Médico Vinculado con el artículo 121 del Código Penal (aborto impune), por medio del Decreto Ejecutivo N° 42113-S del 12 de diciembre de 2019, y se cuenta también con un Protocolo Clínico de Atención Integral a Personas Usuarias con Pérdida Gestacional Temprana. Ambos instrumentos son de acatamiento obligatorio y han sido divulgados al personal de salud de hospitales y áreas de salud.


	107.
	111.97 Adoptar directrices médicas claras sobre el acceso al aborto terapéutico de conformidad con la legislación costarricense, las normas internacionales y las mejores prácticas promovidas por la Organización Mundial de la Salud. (Canadá);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.95.



	108.
	111.100 Asegurar la aprobación del protocolo que permita regular el aborto terapéutico y facilitar el acceso a los anticonceptivos de emergencia por conducto del sistema de salud pública. (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuesta en 111.95
Se encuentra en aplicación el Protocolo de las 72 horas en caso de violencia sexual, y la CCSS cuenta con lineamientos para la anticoncepción de emergencia.

	109.
	111.103 Integrar una perspectiva intercultural en los servicios de salud sexual y reproductiva para garantizar los derechos de las mujeres indígenas, afrodescendientes y migrantes, entre otras cosas, a un trato digno durante el parto. (Perú);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada 
	En proceso de implementación
	El 28 de octubre de 2021 se aprobó la Ley derechos de la mujer durante la atención calificada, digna y respetuosa del embarazo, parto, posparto y atención del recién nacido, también conocida como Ley de Parto Humanizado. 
En la nueva Política Nacional de Salud y su Plan de Acción, se ha incluido una acción para la capacitación en servicio sobre temas de la Afrodescendencia para adecuar interculturalmente los diferentes servicios, incluyendo los mencionados. Por otra parte, está en elaboración un Curso de Interculturalidad para brindar herramientas teórico-prácticas para el trabajo con la diversidad cultural.
Como parte del Programa de Atención Integral a la Adolescencia de la CCSS, se implementa a partir del 2024, con apoyo del UNFPA y cooperación de Luxemburgo, un proyecto para mejorar la atención integral en salud sexual y reproductiva de adolescentes mujeres afrodescendientes, Creoles, Garífunas y Miskitas, de la Región Huetar Atlántica de Costa Rica.  Dicho proyecto es de carácter regional (cubre otras naciones centroamericanas).
Asimismo, dentro del Programa de Normalización para la Atención a la Salud de los Pueblos Indígenas, se aprobó el “LINEAMIENTO TÉCNICO OPERATIVO PARA LA ATENCIÓN CON PERTINENCIA CULTURAL EN SALUD DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS EN TERRITORIO COSTARRICENSE “. Este documento de normalización establece las pautas para cumplir la normativa internacional, nacional e institucional de servicios de salud a indígenas, para garantizarles una atención cultural.
Se realizan acciones desde el Departamento de Desarrollo Regional del INAMU, tras consultar a varias poblaciones específicas, entre ellas mujeres afrodescendientes e indígenas, para construir un modelo de incidencia que permita mejorar la atención en los servicios de Salud Sexual y Salud Reproductiva (SSSR) en coordinación con la CCSS y organizaciones de sociedad civil, se realizará en el 2025. 
En materia educativa, uno de los principales avances es la implementación de los programas de estudio de Afectividad y Sexualidad Integral III Ciclo y Educación Diversificada. Actualmente se están construyendo orientaciones técnicas para desarrollar el programa de estudio de Afectividad y Sexualidad Integral desde una perspectiva intercultural.


	
	Tema: E51 Derecho a la educación - Generalidades

	110.
	111.116 Promover el acceso a la educación de las minorías eliminando todos los obstáculos y la discriminación estructural contra ellas. (Congo);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), con el propósito de eliminar obstáculos y barrearas estructurales que posibiliten el ingreso, permanencia y egreso de mujeres, cuenta con la Directriz No. 02-2021, sobre la implementación de acciones afirmativas para incorporar mujeres en programas educativos de poca participación femenina y de mayor demanda laboral del INA (CIRCULAR PE-CI-04-2021), con la finalidad de eliminar las barreras existentes que obstaculizan el ejercicio de derechos y libertades prioritariamente a las mujeres y que, les impide una mayor participación en igualdad real de oportunidades que los hombres, en los programas de los sectores clave de la economía nacional y que presenten mayor asimetría de género en la Institución; entre estas, de tipo informativas y comunicacionales.
En 2022 se creó la beca para mujeres matriculadas en áreas STEAM, como incentivo económico especial de estímulo para que se vinculen a servicios de mayor demanda laboral, alto contenido tecnológico y de menor participación femenina en el INA y potenciar su empleabilidad. 
Se elaboró en 2023 la “Metodología de implementación de referencias específicas para mujeres en los programas de alta demanda laboral y que mayor asimetría de género en el INA como una medida de acción afirmativa”, con la finalidad de aumentar la participación de mujeres y  como una estrategia específica que incentive el interés de la población femenina hacia dichos programas, ampliando también las oportunidades laborales para ellas y sus aportes al desarrollo económico y social del país. Durante el 2024 se presenta formalmente dicha metodología en las nueve Unidades Regionales y se les asesora para la implementación. Se realizó 9 asesorías a las Unidades Regionales.
Además, la Ley 10120 del 2 de febrero de 2022, Ley de Acciones afirmativas a favor de los afrodescendientes, establece que el INA deberá destinar 7 % de los cupos en cada oferta educativa.
El MEP instauró el Equipo de Trabajo Intrainstitucional para la Atención de Personas Estudiantes de Origen Extranjero, en riesgo de apatridia y retornadas, y participa del proyecto “Regularización migratoria de personas menores de edad en el sistema educativo”.
Asimismo, la elaboración documento: Ruta institucional del MEP para la regularización de las personas extranjeras en el sistema educativo costarricense y su articulación con las instituciones competentes (está en proceso de revisión y validación por las instituciones).
Se cuenta con el Protocolo de actuación en situaciones de discriminación racial y xenofobia. Se puede descargar en: https://www.mep.go.cr/sites/default/files/2022-07/protocolo-actuacion-situaciones-discriminacion-racial-xenofobia_0.pdf
Se cuenta con una Guía preventiva El aporte de la población afrocaribeña. Se puede descargar: https://www.mep.go.cr/sites/default/files/2022-07/guia-didactica-aporte-poblacion-afrocaribena.pdf
En corriente legislativa:
Expediente 24.196. LEY DE ACCIONES AFIRMATIVAS A FAVOR DE LAS PERSONAS INDÍGENAS. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos desde el 25 de abril de 2024

	111.
	111.112 Garantizar el acceso gratuito a la enseñanza primaria (Catar);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El Código de la niñez y adolescencia, Capítulo V, articulo 59, establece el Derecho a la enseñanza gratuita y obligatoria (educación preescolar, general básica y educación diversificada).
Desde el Departamento de Atención y Defensa de la Gerencia Técnica del PANI, se indica que se cuenta con un Modelo de Gestión de Procesos Atencionales del año 2019, el cual establece el procedimiento para atender situaciones violatorias de derechos de las personas menores de edad, en caso de que el derecho a la educación se vea violentado, las personas Representantes Legales de las Oficinas Locales, podrán dictar medidas de protección a favor de las personas menores de edad garantizando su derecho a la educación conforme a lo establecido en los artículos 135, 136 y 137 del Código de la Niñez y la Adolescencia.
De acuerdo con la información suministrada por el Departamento de Análisis Estadístico del Ministerio de Educación Pública, 3.687 centros educativos ofrecen a las personas estudiantes que se involucran en los procesos educativos de Primero y segundo Ciclos de la Educación General Básica, el acceso a la educación gratuita a lo largo y ancho del país. Cabe mencionar que la cantidad de centros educativos que imparten estos dos ciclos, brindan diversas posibilidades horarias con el propósito de promover la conclusión de los ciclos supra citados. Lo anterior en concordancia con lo que se establece en la Constitución Política: "Artículo 78.- La educación preescolar, general básica y diversificada son obligatorias y, en el sistema público, gratuitas y costeadas por la Nación.


	112.
	111.113 Adoptar medidas para introducir progresivamente la educación superior gratuita. (Bulgaria);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	En proceso de recopilación de información.

	113.
	111.119 Seguir reduciendo las brechas existentes para las personas indígenas en el sistema de educación con respecto a la asistencia escolar y la conclusión de los estudios, los logros del aprendizaje y la igualdad de oportunidades. (Maldivas);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	[bookmark: _Int_9MEMIMBH]En colaboración con el Fondo de Población de las Naciones Unidas se está realizando un proceso de construcción colaborativa de orientaciones técnicas para el desarrollo del programa de estudio de Afectividad y sexualidad integral, desde una perspectiva intercultural.
En el marco de este proceso se han desarrollado diálogos con las autoridades tradicionales, comunales, educativas de la cultura Bribri y Cabécar, acerca de los programas de estudio de Afectividad y sexualidad integral de III Ciclo y Educación Diversificada.
Se han desarrollado otras acciones como:
· Elaboración del programa de la asignatura Idioma bribri para la Dirección Regional de Educación Sulá, con la participación de personas docentes de idioma y cultura bribri para la DRE Sula. Está en revisión por parte de la Dirección de Desarrollo Curricular. Pendiente al traslado al Consejo Superior de Educación.
· Participación en el proceso de modificación de la maya curricular de Centros educativos del país denominados Liceos Rurales, se incluyen dos nuevas asignaturas; Lengua y Cultura indígenas, aprobado por el CSE en el año 2023.
· Elaboración de programas de estudio de Lengua y Cultura Ngäbe-Buglé, de III Ciclo de la Educación General Básica, aprobado por el Consejo Superior de Educación en el año 2023, con el propósito de dar atención culturalmente pertinente a estudiantes indígenas del pueblo Ngäbe-Buglé matriculados en Liceos Rurales ubicados fuera de territorio indígena.
· Elaboración de Guías de programas de estudio de Lengua y Cultura Bribri de Salitre, para III y IV Ciclos de la Educación General Básica y Diversificada, con la participación de personas conocedoras del idioma y la cultura bribri, el Consejo Local de Educación Indígena del territorio de Salitre y aprobado por el Consejo Superior de Educación en el año 2024, en atención del estudiantado matriculados en los Liceos Rurales ubicados en el territorio indígena de Salitre. 
· Elaboración de Programas de estudio de Cultura Boruca, de I y II Ciclos de la Educación General Básica, con el aporte de personas conocedoras de la cultura Boruca. Aprobado por el Consejo Superior de Educación en el año 2024.
· Acompañamiento a Asesoría Regional de Educación Indígena. Estos acompañamientos impactan al personal docente que imparte la asignatura de idioma y cultura.
· Acompañamientos a los Consejos Locales de Educación Indígena de 24 territorios indígenas para fortalecimiento de la educación indígena.
· Encuentros con 15 Consejos Locales de Educación Indígena (CLEI) de los Territorios Indígenas   en atención al I Consejo Consultivo Nacional de Educación Indígena 2023 (1° CCNEI-2023), en materia curricular, específicamente para la elaboración de Programas de Estudios.
· Elaboración de un glosario en idioma bribri, para promover la competencia comunicativa, como apoyo didáctico al programa de estudio Lengua bribri Sula.
· Elaboración de un documento de orientaciones para el abordaje de los componentes del currículo indígena en secundarias académicas, ubicadas en territorios indígenas.
· Elaboración y presentación de una propuesta contextualizada para la evaluación de los aprendizajes correspondientes a idioma y cultura indígena ante el Departamento de Evaluación de los Aprendizajes.
· Está en proceso la elaboración de un modelo educativo culturalmente pertinente para la Dirección Regional de Educación Sulá.

	114.
	111.110 Asegurar la disponibilidad de la enseñanza preescolar de los niños que viven en condiciones desfavorables. (Estado de Palestina);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Mediante el programa Avancemos se atendió a la población de Preescolar durante los periodos 2020 al 2022. Después, el Consejo de Coordinación del Programa Avancemos, formado por los jerarcas del MEP, MTSS e IMAS, determinaron el otorgamiento prioritario de Avancemos desde el 2023 para los estudiantes de primaria y secundaria en pobreza extrema y básica.
Desde el Departamento de Atención y Defensa de la Gerencia Técnica del PANI, se indica que se cuenta con un Modelo de Gestión de Procesos Atencionales del año 2019, el cual establece el procedimiento para atender situaciones violatorias de derechos de las personas menores de edad, en caso de que el derecho a la educación se vea violentado, las personas Representantes Legales de las Oficinas Locales, podrán dictar medidas de protección a favor de las personas menores de edad garantizando su derecho a la educación conforme a lo establecido en los artículos 135, 136 y 137 del Código de la Niñez y la Adolescencia.
El Ministerio de Educación Pública asegura la enseñanza preescolar a los niños y las niñas que viven en condiciones desfavorables, basándose en los distritos vulnerables definidos por el Ministerio de Planificación y Política Económica (MIDEPLAN). El derecho educativo de los niños preescolares está garantizado mediante la obligatoriedad del Ciclo Materno Infantil (Grupo Interactivo II) y el Ciclo de Transición. Además, se asegura la asistencia escolar a través de la reforma del artículo 41 del Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes, que establece que un estudiante de educación preescolar aprueba el año escolar con más del 80% de asistencia. Se llevan a cabo campañas de divulgación en redes sociales sectorizada y dirigida a personas encargadas de niños y de niñas entre 4 años y 5 años para fomentar la importancia de la Educación Preescolar. 
También se realizan mapeos regionales para identificar a los niños fuera del sistema educativo y se implementan protocolos de alertas tempranas, estas permiten coordinaciones intersectoriales e interinstitucionales para asegurar la permanencia del estudiante en el nivel de Educación Preescolar;  a su vez estas coordinaciones permiten implementar acciones como subsidios de transporte, servicios educativos en alternativas de cuidado y desarrollo infantil, mediante acreditaciones o nombramientos de docentes del MEP.

	115.
	111.111 Garantizar la disponibilidad de la educación preescolar para los niños que viven en condiciones socioeconómicas desfavorables y reducir las tasas de deserción escolar y repetición en la enseñanza secundaria. (Armenia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.110.
El Ministerio de Educación Pública asegura el acceso gratuito y la obligatoriedad del Ciclo Materno Infantil (Grupo Interactivo II) y Ciclo Transición. Además, se realizan coordinaciones intersectoriales e interinstitucionales para brindar subsidios de transporte y asegurar la asistencia a la Educación Preescolar. Cada Dirección Regional de Educación, realiza estrategias para identificar a los niños y niñas que están fuera del sistema educativo, asignación de servicios educativos y desarrollo profesional para asegurar la calidad educativa. Además, se desarrollan campañas para sensibilizar a las familias en cuanto a la importancia de la Educación Preescolar. Es importante destacar que cada región realiza un seguimiento a los protocolos de alerta temprana que permite detectar y prevenir situaciones de riesgo y lograr la permanencia de la persona estudiante.
Se fortalece la colaboración entre sectores e instituciones para ofrecer servicios educativos en alternativas de cuidado y desarrollo infantil. Además de promover el uso de tecnologías educativas y aceleradores de aprendizaje que fortalece el pensamiento lógico matemático y la adquisición del inglés.
Se asegura la calidad educativa en zonas vulnerables y se brinda capacitaciones docentes por medio de cursos de autoformación brindados por Instituto de Desarrollo Profesional y coordinación del Departamento de Educación de la Primera Infancia, además de asesorías en mediación pedagógica de calidad y recursos para la lectura y escritura emergente y para la planificación.

	116.
	111.114 Reducir las tasas de repetición y deserción escolar temprana en la enseñanza secundaria, entre otras cosas abordando las causas socioeconómicas de éstas. (Argelia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Se otorga la transferencia monetaria condicionada Avancemos a la población de educación secundaria, así como la transferencia monetaria condicionada Persona trabajadora menor de edad.
Con la transferencia de Avancemos se atendieron 184.810 estudiantes con un monto total de ¢66.026.725.300 en el año 2020. En el IV trimestre del año 2021 se atendieron 192.652 estudiantes con un monto total de ¢69.715.616.800. En el año 2022 se otorgó el beneficio de Avancemos a un total de 387.739 personas con una inversión social de 113.416.396.000 colones a nivel nacional. Por su parte, en 2023 se otorgó el beneficio de Avancemos a un total de 289.974 personas con una inversión social de 85.303.736.000 colones a nivel nacional.
Durante el año 2020, para el beneficio de TMC-Personas Trabajadoras Menores de Edad, la inversión social fue de ¢287.579.000 beneficiando a 1,098 personas; de las cuales 365 fueron hombres y 184 mujeres. Durante el IV trimestre del año 2021, la inversión social ha sido de ¢325.550.000 beneficiando a 532 personas; de las cuales 355 fueron hombres y 177 mujeres.  En el año 2022, se otorgó el beneficio a un total de 532 personas con una inversión social de 330.120.000 colones a nivel nacional. Mientras que acumulado anual del 2023, se otorgó el beneficio a un total de 412 personas con una inversión social de 266.420.000 colones.
El Ministerio de Educación mediante La Unidad para la Permanencia Reincorporación y Éxito Educativo (UPRE) desarrolla una serie de acciones que favorezcan la permanencia y reincorporación estudiantil y con ello, la disminución de la exclusión educativa. Las acciones inician con el análisis e identificación de las poblaciones y sectores que requieren una intervención focalizada. La Estrategia prioriza su atención en los centros educativos y poblaciones que presentan mayores índices de exclusión educativa. Con la información de los censos que implementa el MEP se realiza una continua revisión y priorización de aquellas ofertas educativas, direcciones regionales, circuitos y centros educativos donde se visualiza un mayor porcentaje de exclusión educativa, así como de los factores de riesgo que más afectan a la población estudiantil, permitiendo redirigir esfuerzos y estrategias contextualizadas según las necesidades detectadas. 
Para desarrollar el trabajo de atención de la exclusión educativa, se emiten lineamientos que operacionalizan el trabajo que deben realizar las Direcciones Regionales y los Centros Educativos, en este marco se constituyen los equipos para la permanencia. A nivel regional se les conoce como Equipos Regionales para la Permanencia (ERP) y en los centros educativos como Equipos para la permanencia institucional (EPI). 
Los Protocolos de actuación de la UPRE Son recursos establecen la ruta de acción de las Direcciones Regionales y Centros Educativos para el abordaje de la exclusión y la reincorporación estudiantil.  Con la emisión de los protocolos, se han desarrollado acciones de divulgación, asesoramiento y distribución del material dirigidos a todos los equipos regionales para la permanencia (ERP), supervisores de circuito, centros educativos con mayor porcentaje de exclusión educativa (incluyendo la oferta de educación para jóvenes y adultos y educación especial). Los protocolos son de acceso libre (digital) en la página del MEP, pero adicionalmente se distribuyeron 1.750 juegos físicos entre los actores mencionados. 
Para este año 2024 se contempla la actualización de los protocolos y, brindando especial interés en el protocolo para la reincorporación estudiantil, que busca mejorar desde una visión intra, inter y multisectorial. 
Registro de datos mediante la Plataforma SABER: En relación con la exclusión y reincorporación estudiantil esta plataforma permite generar datos sobre la condición de los estudiantes (regular, excluido, por ejemplo); registrar alertas tempranas, monitoreando el estado de los factores de riesgo y vulnerabilidad; dar seguimiento a la trayectoria educativa de los estudiantes; identificar personas que se reincorporan al sistema educativo; contar con datos precisos sobre la exclusión interanual, la cual se refiere a las personas que terminan un ciclo lectivo y que deben matricular en el siguiente, pero no lo hacen. Esto se logra debido que se tiene un registro de matrícula nominal (asociada a un id). Y tomar decisiones a partir de la evidencia. 
Proyecto de “Profes Comunitarios”: Profe Comunitario es un proyecto que implementan de manera conjunta el Ministerio de Educación Pública y los Centros Cívicos por la Paz del Viceministerio de Justicia y Paz, tiene como objetivo garantizar el derecho a la educación de las personas que han sido excluidas del sistema educativo, o están en condiciones de riesgo de serlo, que asisten a la oferta programática de los Centros Cívicos por la Paz (CCP) o a una modalidad del MEP en sus zonas de influencia. Ello se promueve a partir de la implementación de estrategias de intervención social, comunitaria y pedagógica dirigidas a lograr la permanencia, reincorporación y avance en la trayectoria educativa de los estudiantes. Los centros educativos se eligen mediante un trabajo coordinado con los ERP, deben ubicarse en las zonas de influencia de los Centros Cívicos por la Paz y siempre reciben población en alto riesgo de exclusión educativa o vulnerabilidad y pertenecen a varias modalidades educativas. Profe comunitario trabaja en tres áreas, a saber:
a) Permanencia: Apoya a estudiantes en riesgo de exclusión asociados a necesidades en el área académica (rendimiento), o socioemocional.  Estos estudiantes son identificados en coordinación con los EPIs, generalmente por los resultados de las alertas tempranas, o bien, por el conocimiento que tiene el CE de las situaciones que ellos enfrentan día a día. Se enfatiza el trabajo en población de 12 a 18 años, sin embargo, en algunas regiones se trabaja con población que llega a los 24 años.
b) Reincorporación: Apoya a personas que fueron excluidas del sistema educativo, ofreciendo información sobre las alternativas educativas por los que pueden optar para continuar su trayectoria educativa. En muchos casos este abordaje se realiza de manera conjunta con el ERP, principalmente para la ubicación y formalización del proceso de matrícula de las personas en las distintas modalidades educativas. 
c) Transición: Apoya estudiantes en su paso de primaria a secundaria. En esta área se trabaja con Centros Educativos (que se escogen con los ERP), o bien, mediante programas que se ejecutan en los Centros Cívicos por la Paz (en los CCP existe una iniciativa denominada "vamos al cole", la cual se implementa en conjunto con el Consejo de la Persona Joven, la cual busca apoyar y orientar a estudiantes en su paso de la Escuela al Colegio)
Para el año anterior el proyecto logró que el 99% de los estudiantes intervenidos permanecieran en el sistema educativo. Si se considera que a nivel nacional la exclusión se ubicó en un 2.3% el año anterior (todas las ofertas); 20.2% en oferta EPJA; 1.5% oferta de III ciclo y diversificada, denota que el proyecto ofrece un apoyo sustantivo con la población en riesgo de exclusión, principalmente si se considera que las personas referidas a los profes comunitarios tienen un perfil de alto riesgo y vulnerabilidad.
Este año cada profe comunitario tendrá que trabajar con 50 estudiantes en el área de permanencia, 40 en el área de reincorporación y 25 en el área de transición. 
Esta intervención ofrece apoyos en el área académica tales como tutorías, talleres de técnicas y hábitos de estudio, talleres o procesos para el desarrollo o fortalecimiento de habilidades socioemocionales, talleres o procesos de prevención sobre situaciones como violencia y bullying, consumo de sustancias psicoactivas, embarazo, entre otras. 
[bookmark: _Int_AJ4LOGDp]El MEP desarrolló el proyecto “Apoyo académico a mujeres, niños y niñas albergados en los centros de atención para mujeres que enfrentan situaciones de violencia y que se encuentran en riesgo de muerte” (I y II ciclos)” con el objetivo de brindar apoyo académico a las personas menores de edad y mujeres albergadas por violencia intrafamiliar. En 2023 se atendieron 180 personas menores de edad: 68 niños y 44 niñas.

	117.
	111.117 Reforzar las medidas para aumentar la continuidad de los estudios de los niños en todos los niveles de la enseñanza (Cuba);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada 
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.114



	118.
	111.118 Mejorar el acceso a la educación y la calidad de ésta para los niños, en especial los que viven en zonas rurales y los pertenecientes a minorías, y aplicar estrategias eficaces para reducir las tasas de deserción y exclusión escolar. (Santa Sede);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.114.

	119.
	111.120 Proseguir los esfuerzos para reducir el abandono escolar. (El Salvador);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada 
	Plenamente implementada
	Ver respuestas en 111.114 y 111.112.
Para el 2024 el IMAS ha propuesto la ejecución de la Estrategia Abordaje integral para la permanencia de las personas estudiantes en III Ciclo y Educación Diversificada con Avancemos y que residen en comunidades con mayor exclusión educativa, con el objetivo de fortalecer el programa, la cual será implementada en una fase inicial.
Programa en Colegios de Alta Oportunidad (CAO): El Proyecto Colegios de Alta Oportunidad en el marco del Convenio de Cooperación entre el Ministerio de Educación Pública (MEP) y la Fundación Acción Joven (FAJ), tiene como objetivo fortalecer las capacidades de los centros educativos, desarrollando acciones y estrategias orientadas a prevenir la exclusión educativa y fomentar la permanencia en centros educativos públicos de secundaria seleccionados, ubicados en zonas de alta vulnerabilidad social. Para ello, la Fundación asigna a un trabajador en cada centro educativo, facilitando esos procesos. La implementación del Proyecto CAO durante el año 2023 se centró en el trabajo directo con Equipos para la Permanencia Institucional y en procesos de formación vinculados al desarrollo de un proyecto laboral y educativo con estudiantes de décimo año.

	120.
	111.115 Tomar medidas concretas para garantizar un entorno seguro, libre de discriminación en las escuelas para todos los niños, niñas y adolescentes. (Chile);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada 
	Plenamente implementada
	Desde el Departamento de Promoción y Prevención de la Gerencia Técnica se indica que el PANI ha desarrollado programas educativos que se enfocan en la promoción y protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Estos programas incluyen talleres y charlas en las escuelas para educar tanto a estudiantes como a profesores sobre los derechos de la niñez y la importancia de un entorno escolar inclusivo y libre de violencia.
Programas como las Unidades Móviles y los Centros de intervención Temprana han desarrollado acciones de sensibilización a nivel nacional para combatir la discriminación y promover la igualdad.
Estas campañas utilizan diversos medios de comunicación para llegar a un público amplio y educar sobre la importancia de un ambiente escolar seguro y equitativo (planes de trabajos y proyectos socioformativos).
El PANI trabaja en colaboración con otras instituciones gubernamentales y organizaciones no gubernamentales para crear redes de apoyo y programas conjuntos que promuevan la seguridad y el bienestar en las escuelas. Esto incluye iniciativas conjuntas con el MEP, la Defensoría de los Habitantes y Red de cuido, INAMU, entre otros. Se han establecido líneas telefónicas y plataformas digitales para que los niños, niñas y adolescentes, así como sus familias, puedan denunciar de manera confidencial y segura cualquier acto de violencia o discriminación en las escuelas.
Desde el Ministerio de Educación Pública se han realizado importantes avances en prevención y atención del hostigamiento sexual, que afecta principalmente a niñas y mujeres adolescentes, tales como: 
· Campaña de comunicación Alcemos la voz que tiene el objetivo de contribuir a la prevención y promoción de la denuncia del hostigamiento sexual y las relaciones impropias en el ámbito educativo y laboral.
· Servicio comunal estudiantil Alcemos la voz, el cual se desarrolló en el año 2021, 2022 y 2023 en diversos centros educativos. El objetivo de este servicio comunal es que los estudiantes diseñen y ejecuten una campaña informativa, posterior a la sensibilización recibida en torno al tema. 
· Asesorías a personas funcionarias de centros educativos acerca de la prevención y atención del hostigamiento sexual en el espacio educativo, alcanzando un total de 133 personas funcionarias durante el año 2023. 
· Durante el año 2023 se realizó el curso de Prevención atención y denuncia del hostigamiento sexual en el empleo y la docencia, dirigido a personas funcionarias, así como el curso Violencia contra las mujeres.
Asimismo el Ministerio de Educación Pública, durante el periodo del 2023 y 2024 se han realizado las siguientes acciones para promover la erradicación de la discriminación étnico-racial y la xenofobia en el sistema educativo:
· Elaboración y aplicación del Protocolo de actuación en situaciones de discriminación racial y xenofobia.
· Curso sobre la aplicación del enfoque de educación intercultural en el sistema educativo: asistieron 29 funcionarios de las 27 Direcciones Regionales de Educación.
· Asesoramiento sobre la diversidad cultural costarricense y su aplicación educativa: asistieron 52 funcionarios de las 27 Direcciones Regionales de Educación.
· Asesoramiento sobre el abordaje de discriminación étnico-racial y xenofobia desde el enfoque de educación intercultural: 711 personas funcionarias de las 27 Direcciones Regionales de Educación.
· Asesoramiento sobre la diversidad cultural costarricense y su aplicación educativa: asistieron 52 funcionarios de las 27 Direcciones Regionales de Educación.
· Asesoramiento sobre discriminación racial y xenofobia en articulación con Colypro: 320 docentes de educación preescolar de la DRE Desamparados.
· Asesoramiento especializado a solicitud de centros educativos, circuitos y Direcciones Regionales desde el Departamento de Salud y Ambiente en el tema de gestión de emociones dirigido a la comunidad educativa (docentes, personal administrativo, estudiantes y familias).

	
	Tema: F12 Discriminación contra las mujeres

	121.
	111.123 Elaborar y aprobar un plan de acción de apoyo a la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres 2018-2030. (Ucrania);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Se cuenta con una estrategia para la formulación, seguimiento e impulso de la ejecución de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres 2018-2030, basada en el modelo de gestión multinivel. El país implementa el segundo Plan de acción para la PIEG al 2026,
https://www.inamu.go.cr/documents/10179/401246/Plan+de+acci%C3%B3n+2023-2026+PIEG/c3780d43-23f5-4749-a23e-6fb10b8f0b76 .
Este implica estructura y articulaciones en tres instancias: Comisión de Alto Nivel Político y Comisión Técnica Interinstitucional, Secretaría Técnica.
Además, con el fin de potenciar la aplicación efectiva de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres 2018-2030 se ha desarrollado un modelo de regionalización de PIEG y PLANOVI.
Este consiste en la conformación de un mecanismo interinstitucional regional que pretende ser la instancia técnica dedicada a formular, implementar y da seguimiento a nivel regional de los planes regionales de igualdad y no violencia.
El mecanismo se articula con una plataforma de mujeres en su diversidad que representa la contraparte de partición ciudadana.


	122.
	111.125 Elaborar un plan de acción para la aplicación de la Política Nacional para la Igualdad y Equidad de Género. (Dinamarca);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuesta en 111.123.
Se han elaborado Planes de Acción de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres, PIEG, los cuales representan el compromiso del Estado costarricense con la reducción de brechas de género, la construcción de estos ha implica la negociación técnico-política de las instituciones y entidades costarricenses que se comprometen, desde su quehacer, a realizar acciones encaminadas a realizar cambios culturales a favor de la igualdad; mejorar la calidad del empleo para las mujeres, fomentar el liderazgo, la organización y el acceso a derechos políticos, fortalecer la institucionalidad pública en materia de corresponsabilidad social de los cuidados y mejorar la oferta de servicios acordes con las necesidades de las mujeres, como medidas para promover la igualdad efectiva. 
Los planes de acción describen el trabajo conjunto entre instituciones, entidades públicas y mujeres organizadas de todo el país, y presentan como resultado las acciones estratégicas que se ejecutarán durante los cuatro años de cada plan. 

	123.
	111.126 Adoptar medidas específicas para hacer frente de manera eficaz a los estereotipos de género discriminatorios en consonancia con las recomendaciones del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. (Azerbaiyán);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	En el PLANOVI se ha priorizado en el Eje 1 el tema de la violencia simbólica, en este sentido se han desarrollado acciones de comunicación orientadas a promover un cuestionamiento de la cultura machista y de los estereotipos de género, dirigidas a diferentes poblaciones.  Se han desarrollado campañas de comunicación que se divulgan en las redes sociales en los temas de: Machismo, prevención del femicidio, violencia de pareja, diversas expresiones de la violencia sexual (hostigamiento sexual, violación, explotación sexual, acoso callejero, abuso sexual). Estas campañas se producen en el seno de la Comisión de seguimiento del Sistema Nacional, integrado por las 22 instituciones, y se reproducen  en la mayoría de las instituciones. 
Se elaboró un proceso de consulta con mujeres de poblaciones específicas; mujeres con discapacidad, indígenas, afrodescendientes, mujeres que viven con VIH, sexualmente diversas y adultas mayores, en consonancia con las solicitudes y demandas en SSSR a partir de los informes sombra CEDAW de sociedad civil.  
El seguimiento de plan de acción de las dos políticas institucionales PIEG y PLANOVI, están vinculadas a la adopción de medidas para hacerle frente a los estereotipos de género discriminatorios y la construcción de un cambio cultural.
Por otra parte, en materia de promoción de derechos y objetivos para el bienestar de las mujeres la Unidad de Comunicación institucional refiere que en cuanto al seguimiento del sector seguridad ciudadana y justicia del Plan Nacional de Desarrollo y de Inversión Púbica 2023-2026 (PNDIP), el Instituto Nacional de las Mujeres- en procura de medidas a implementar para garantizar la seguridad y bienestar de las mujeres en la Meta Sectorial "Estrategia Nacional para el combate del Acoso y Hostigamiento Sexual contra las Mujeres" se avocó al diseño y divulgación de campañas de comunicación e información donde el seguimiento del plan anual 2023 estrategia de comunicación I Fase y 2024 centros de denuncia (puntos violeta) arrojan alto cumplimiento de los objetivos.

	124.
	111.127 Adoptar medidas especiales de carácter temporal para hacer frente a las formas múltiples de discriminación contra la mujer. (Togo);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Para garantizar una participación efectiva de las mujeres en la política, se ha brindado capacitación a mujeres y personas funcionarias sobre la aplicación de la ley 10235 Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las Mujeres en la Política, desde el 2022, así como asesorías especializadas y coadyuvancias. Respondiendo a la obligación que tiene el INAMU como ente rector en la materia, según el artículo 11 de dicha ley.

	125.
	111.128 Reforzar las medidas destinadas a garantizar la igualdad entre mujeres y hombres en la esfera política. (Costa de Marfil);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada 
	Costa Rica ha liderado esfuerzos de varias décadas para asegurar la participación paritaria de las mujeres en todos los ámbitos de la vida, en particular en política, y a mayo de 2024 ha logrado representación paritaria en la Asamblea Legislativa, con 49% de mujeres (27 congresistas) y 51% de hombres (28). 
El país continúa trabajando por garantizar la paridad en todos los niveles, incluido a nivel municipal, lo que se logra con la reforma al Código Municipal mediante la Ley 10327 del 12 de mayo de 2023.  
A partir de la promulgación del la Ley No. 10235 para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en la política, publicada el 17 de mayo de 2022, el TSE adquirió el compromiso de orientar a partidos políticos en cuanto a cómo aplicar la ley a lo interno. Se realizaron cápsulas educativas donde explicaban a la ciudadanía sobre los alcances e importancia de la Ley y algunos foros.
Gracias a estas y otras acciones afirmativas, el país cuenta con consejos municipales paritarios y se logró un aumento de 27% en la representación de mujeres alcaldesas en las últimas elecciones municipales de 2024, pasando de 7 a 22 alcaldesas
Se desarrolla un Proyecto con la Agencia Española de Cooperación Internacional (AECID Costa Rica) con el fin de fortalecer los mecanismos internos de los partidos políticos encargados de trabajar con las mujeres y/o igualdad de género. En ese contexto, también se trabajó con 5 organizaciones de representación nacional (mujeres indígenas, afrodescendientes, con discapacidad, políticas y del Foro de Mujeres del INAMU), quienes tienen agendas con demandas e intereses de estos colectivos para identificar los puntos coincidentes en sus agendas y que esta síntesis más cada agenda en específico, fueran conocidos por los mecanismos de las mujeres y/o igualdad de género de los partidos políticos.
En corriente legislativa:
Expediente N.º 21.791. REFORMA DE LOS INCISOS O) Y P) DEL ARTÍCULO 52 Y DEL PÁRRAFO FINAL DEL ARTÍCULO 103 DEL CÓDIGO ELECTORAL, LEY No 8765 DEL 19 DE AGOSTO DE 2009 Y SUS REFORMAS. FORTALECIMIENTO DE LOS MECANISMOS DE LA MUJER Y DE IGUALDAD DE GÉNERO EN LOS PARTIDOS POLÍTICOS. En el orden del día del Plenario desde el 29 de marzo de 2022. Dictaminado Afirmativo de Mayoría en la Comisión Permanente Especial de la Mujer el 7 de marzo de 2022. 
Expediente N.º 23.049. REFORMA A VARIAS LEYES PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN DE LA IGUALDAD DE GÉNERO EN LA INSTITUCIONALDAD COSTARRICENSE. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de la Mujer desde el 13 de setiembre de 2023.
Expediente N.º 23.503. ADICIÓN DEL ARTÍCULO 101 BIS Y DEL INCISO 22) AL ARTÍCULO 159 DE LA LEY N.º 7732, LEY REGULADORA DEL MERCADO DE VALORES, PARA INCORPORAR ACCIONES AFIRMATIVAS PARA EL ACCESO DE LAS MUJERES A LOS PROCESOS DE TOMA DE DECISIÓN. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de la Mujer desde el 19 de abril de 2023. 
Expediente N.º 23.648. REFORMA AL INCISO G) DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY NO. 2726, LEY CONSTITUTIVA INSTITUTO COSTARRICENSE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS, DEL 14 DE ABRIL DE 1961 LEY PARA GARANTIZAR LA PARIDAD DE GENERO Y PROMOVER LA PARTICIPACION DE LA JUVENTUD EN LAS ASOCIACIONES ADMINISTADORAS DE LOS SISTEMAS DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS COMUNALES. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Ambiente desde el 22 de agosto de 2023.

	126.
	111.129 Proseguir los esfuerzos para fomentar la paridad de género en la administración pública. (Francia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.128.
La Unidad Técnica de Igualdad y Equidad de Género (UTIEG) de la Asamblea Legislativa, para el fomento de la paridad realiza las siguientes acciones: 
Promueve el cumplimiento de la paridad en los diferentes órganos legislativos. 
Se realizan foros, conversatorios y charlas en conjunto con el Grupo Parlamentario de Mujeres Diputadas (GPMD) en la temática de paridad de género.
Otorga asesoría para la construcción de estrategias legislativas que incorporen la que promuevan la paridad de género. Realiza análisis, monitoreo, seguimiento de proyectos de ley en la temática.
Gestiona capacitaciones en esta temática con el departamento de Recursos Humanos.
La UTIEG en conjunto con el GPMD incide para la realización Debates reglados en la temática.
Además, la jefatura UTIEG redactó y presentó conjuntamente con diputadas y exdiputadas las diferentes acciones de inconstitucionalidad ante la Sala Constitucional que fueron declaradas con lugar para lograr la implementación de la paridad horizontal en las nóminas de diputaciones logrando la paridad en la conformación de la Asamblea Legislativa y el aumento en los puestos municipales.   
Se han emitido comunicaciones a distintos actores del sistema político nacional dirigido a impulsar acciones que concreten la paridad de género en los espacios de los puestos de toma de decisiones y demás estructuras.

	127.
	111.54 Garantizar la igualdad de acceso de las mujeres a la justicia, entre otras cosas eliminando las barreras económicas y ampliando los servicios públicos de asistencia jurídica. (Azerbaiyán);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	En el Departamento de Violencia, se brindan servicios de atención en psicología, trabajo social y asesoría legal y en las 6 Unidades Regionales del INAMU que son:  Central, Chorotega, Huetar Norte, Brunca, Huetar Caribe y Pacífico Central. Además se cuenta con tres Centros especializados y albergue temporal para mujeres en riesgo de femicidio.
Adicionalmente, el Centro de Información y Orientación –CIO- atiende a nivel legal y psicosocial, tanto a nivel presencial y telefónico, como a través de la página. Ofrece orientación en Derechos Humanos de las Mujeres y asesoría jurídica en temas legales Paternidad Responsable, Pensiones Alimentarias, Derechos Laborales entre otros; también en el área social informa la ruta y refiere para acceder a servicios institucionales como Bonos de Vivienda, subsidios, empresariedad, entre otros, sin dejar de lado la Orientación Psicosocial.
INAMU también brinda dichos servicios de orientación y asesoría legal a través de la línea 800 y 1125, que permite a las usuarias aclarar la ruta para acceder a la justicia cuando sus derechos están siendo violentados
Otra acción desarrollada ha sido la Estrategia de Atención Itinerante (EAI) que tiene por objetivo facilitar el acceso a servicios de atención integral a mujeres afectadas por violencia que residen en zonas alejadas de los centros urbanos y en comunidades indígenas.
En noviembre de 2023 se aprobó la Ley 10424 de Menstruación y Justicia, que establece el reconocimiento de los derechos de todas las mujeres en capacidad de menstruar e incluye medidas de acceso a productos y divulgación de estadísticas sobre higiene y pobreza menstrual.

	128.
	111.155 Institucionalizar la prestación de servicios jurídicos públicos y ampliar su alcance, y promover el fomento de la capacidad y las actividades de sensibilización para la mujer a fin de garantizar su acceso a la justicia. (República Árabe Siria);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada

	Plenamente implementada
	En el servicio de atención a mujeres, el INAMU brinda el servicio de asesoría jurídica, coadyuvancia en procesos judiciales y administrativos e incidencias para la protección de los derechos de las mujeres.
Además de la institucionalización de los servicios de asesoría jurídica y orientación a través de la línea 800 y 1125 referidos en la recomendación 111.54 anterior.
Se han abierto 23 Comités Locales de Atención Inmediata y Seguimiento (CLAIS) en todo el país para la protección y atención inmediata de las mujeres en situaciones de riesgo de femicidio. En estos comités participan principalmente el Poder Judicial, Ministerio de Seguridad Pública e INAMU.

	129.
	111.124 Velar por la aplicación eficaz de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres 2018-2030 y la Política Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia contra las Mujeres de Todas las Edades 2017-2032. (República de Moldavia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El INAMU es el encargado de la coordinación de la Política, así como del seguimiento y evaluación; de manera que se cumpla con la aplicación eficaz de la Política.
Para ello cuenta con una dependencia denominada Secretaría Técnica de la PIEG. Las funciones de la Secretaría Técnica son:
Diseño y puesta en marcha del sistema de información y evaluación PIEG: elaboración de informes, balances, actualización de indicadores, evaluación. 
Gestión operativa de la Comisión Técnica: convocatorias, agendas, acuerdos y su seguimiento 
· Elaboración y presentación de los informes de seguimiento, balances y evaluación de la PIEG a la presidenta ejecutiva INAMU. 
· Diseño y ejecución de estrategias de coaliciones de apoyo para la ejecución y seguimiento de la PIEG, con instituciones estatales, sector privado y sociedad civil. 
· Elaborar e implementar estrategias de divulgación de la Política y resultados de sus planes de acción. 
· Coordinar los procesos de elaboración de la Política y sus planes de acción
El INAMU coordina el Sistema Nacional de Prevención y atención de la violencia contra las mujeres e intrafamiliar (Ley 8688). Su modelo de gestión integra los niveles: político nacional a través de un Consejo Político Nacional. El nivel técnico nacional a través de una Comisión Nacional de Seguimiento (con representación de todas las instituciones). Y el nivel técnico local a través de redes interinstitucionales e intersectoriales de prevención y atención de la violencia contra las mujeres en 74 cantones del país. 
Al tener rango de Ley, ha permanecido y trascendido los cambios de gobierno. Ha permitido una intervención estatal integral e integrada de la problemática
Ha definido a lo largo de 25 años un marco conceptual y político que da sustento a todas las acciones país. Ha ido integrando a nuevos actores estratégicos según nuevas demandas
El nivel político, técnico y de ejecución local ha permitido que las acciones lleguen a las poblaciones meta hasta sus comunidades.

	130.
	111.55 Velar por que los jueces, los fiscales y los agentes de policía tengan en cuenta las diferencias de género en los casos de violencia de género y discriminación contra la mujer (Islandia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuesta en 111.122
La Secretaría Técnica de Género del Poder Judicial ha insistido en la necesidad de que la oferta formativa de la Escuela Judicial, las Unidades de capacitación del Ministerio Público, la Defensa Pública y el Organismo de investigación judicial incluyan la perspectiva y el análisis de género. Esas instancias tienen una amplia oferta de cursos, talleres y conferencias dirigidas a esa tarea.
Desde la Escuela Judicial se transversaliza en materia de género todas las capacitaciones, y se imparten actividades en temas de discriminación a la población judicial, tales como: Implementación de abordajes restaurativos con perspectiva de género por parte del personal profesional que participa de los procesos de Justicia Restaurativa en el Poder Judicial; Sentencias con Perspectiva de Género y Prohibición de Estereotipos; Infracciones laborales con enfoque de género: elementos sustantivos y procesales; Análisis del hostigamiento sexual en el régimen disciplinario del Poder Judicial, bajo una perspectiva de género; Sentencias con Perspectiva de Género y Prohibición de Estereotipos en los Procesos Laborales; Igualdad de género y acceso a la justicia en la materia Civil; Mediación pedagógica y lenguaje inclusivo; Taller Lenguaje Inclusivo Formación Autónoma; Sentencias con perspectiva de género en los procesos civiles; Seminario sobre la Ciberviolencia de Género; La aplicación de la perspectiva de género en la Justicia Alternativa; Un acercamiento a las Convenciones CEDAW y Belém Do Pará; Análisis de la aplicación de las disposiciones de la Convención Belém Do Pará en la legislación costarricense.

	131.
	111.145 Seguir protegiendo los derechos de las mujeres, los niños, las personas con discapacidad, las personas de edad y otros grupos vulnerables, y seguir esforzándose por combatir la violencia contra la mujer. (China);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El IMAS cuenta con subsidios y transferencias monetarias dirigidas a personas en condición de discapacidad (Asignación Familiar o Prestación Alimentaria) con el objetivo de promover la satisfacción de necesidades básicas de alimentación, salud, vivienda, servicios públicos básicos, educación, transporte, entre otros, propiciando contribuir con mejores condiciones de vida de la población.
Para el año 2020, el IMAS otorgó beneficios a 55.415 personas con discapacidad (personas beneficiarias directas); de los cuales 22.980 son hombres, 33.828 mujeres y 21 personas intersexos, con una inversión total de ¢23.944.902.608. Para el año 2021, se otorgó beneficios a 48.307 personas con discapacidad (personas beneficiarias directas); de los cuales 20.251 son hombres 28.038 mujeres y 18 personas intersexo, con una inversión total de ¢19.723.941.191. En el año 2022 se benefició a un total de 50.434 personas con una inversión social de 18.041.803.959 colones. Finalmente, en el 2023, se benefició a un total de 43.464 personas con discapacidad, para una inversión social de 19.446.707.575 colones. 
En el 2022 se creó el Sistema Nacional de Cuidados para personas adultas y adultas mayores dependientes como una respuesta a grupos vulnerables, visibilizando la necesidad de ser garantes de las necesidades de esta población, así como visibilizar el cuidado como un derecho y promover acciones en el abordaje de personas cuidadoras no remuneradas, bajo un enfoque de género.
En el año 2023, se inició con la aplicación del Baremo (BVD), instrumento estandarizado que, a partir de criterios objetivos para realizar tareas de la vida diaria, permite medir y establecer el nivel de dependencia y los apoyos requeridos para favorecer el bienestar y la autonomía de las personas con dependencia.
Además, el IMAS cuenta con una Unidad de Equidad e Igualdad de Género, que es el mecanismo institucional que vela por la defensa y promoción de los derechos humanos y la igualdad y equidad de género. Tiene normativa, procedimientos y beneficios que promueven y protegen los derechos de poblaciones vulnerables:
Política Igualdad de Género con Enfoque Interseccional del Instituto Mixto de Ayuda Social 2022-2031 y su Plan de Acción 2022 2026. Fortalece el enfoque de igualdad de género interseccional en la gestión del Instituto Mixto de Ayuda Social considerando las necesidades, intereses y aspiraciones de las mujeres a partir de cambios de la cultura organizacional y la oferta programática orientados hacia la reducción de las desigualdades que afectan a la población en situación de pobreza extrema y pobreza y a las personas funcionarias y trabajadoras".
Política para garantizar la igualdad hacia la población sexualmente diversa en el IMAS. Promueve que el IMAS brinde un trato igualitario hacia las personas LGBTI y que sea un espacio libre de prácticas discriminatorias por identidad de género u orientación sexual.
Reglamento para la prevención, atención y sanción del Hostigamiento Sexual en el IMAS. Establece los procedimientos que utilizará el IMAS para prevenir y sancionar las conductas que supongan hostigamiento sexual.
Reglamento y Política para la prevención de Acoso Laboral (IMAS). Regula los procedimientos de prevención y sanciones de conductas y situaciones que constituyan acoso laboral en todas las relaciones de empleo.
Procedimiento para la atención de casos de violencia contra las mujeres. Brinda atención específica, prioritaria y expedita de las mujeres que viven en situaciones de violencia por razones de género y el de sus familias.
Modelo de Intervención Institucional 2.0 Modalidad de Intervención Básica y de Desarrollo Integral 2023. 
Modelo Intercultural para la Prestación de Servicios y Beneficios Institucionales en los Territorios Indígenas. Su objetivo es orientar los procesos institucionales hacia una atención integral en los territorios indígenas costarricenses, aplicando acciones interculturales entre el personal del Instituto Mixto de Ayuda Social y actores en las comunidades indígenas, para brindar servicios, subsidios, transferencias y beneficios con pertinencia cultural y bajo un enfoque de derechos.
En el Poder Judicial, con la aprobación de las Reglas de Brasilia de Acceso a la Justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad desde el año 2008 y reformuladas en el 2019, aprobadas mediante Circular 173-2019, se establecen acciones en materia de política pública y acciones afirmativas para contrarrestar cualquier tipo de discriminación en perjuicio las personas usuarias en situación de vulnerabilidad que demandan un servicio diferenciado en la institución. 
Cabe mencionar que para cada población vulnerable se cuenta con una política institucional en resguardo de sus derechos humanos y fundamentales, que establece las acciones que deben coordinarse para que se les dé un servicio ágil, eficiente y en igualdad de condiciones sin discriminación. Son importantes los esfuerzos que se coordinan cada año desde la Comisión de Acceso a la Justicia y las diferentes Subcomisiones para promover los derechos fundamentales de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.  

	132.
	111.130 Continuar la práctica de incorporar la participación cívica en la aplicación de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres 2018-2030, la Política Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia contra las Mujeres de Todas las Edades 2017-2032 y las directrices para dar inicio al proceso de construcción participativa e intercultural de la Política Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024. (Singapur);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	El Viceministerio de Paz funge como contraparte interesada (en apego al Mecanismo General de Consulta Indígena), así delegado por la Presidencia de la República, en la reapertura del proceso de consulta del borrador de la Política Pública de los Pueblos Indígenas 2026-2036. El documento se concentra a partir de 2 ejes estratégicos principales, social y económico. Así también, incluye políticas públicas, ejes estratégicos, protocolos de otras instituciones públicas; a saber, Instituto Nacional de las Mujeres, Ministerio de Seguridad Pública, Ministerio de Ambiente y Energía, Patronato Nacional de la Infancia y el Ministerio de Cultura y Juventud, que brindan una agenda en específico para su abordaje. El proceso de consulta se realizará mediante el apoyo logístico de una Firma Consultora contratada mediante Fondos de Cooperación Técnica del Banco Interamericano de Desarrollo, en acompañamiento de la Unidad Técnica de Consulta Indígena (UTCI).
La política pública para pueblos indígenas representaría la primera aplicación del Mecanismo General de Consulta y servirá para evaluar su eficacia. 
La política pública para pueblos indígenas abordará importantes temas como el reconocimiento de la autonomía, territorialidad indígena, desarrollo propio, autogobierno, la inclusión social de los pueblos y la eficiencia institucional en la atención a los pueblos indígenas.
El financiamiento otorgado para la ejecución del proceso de consulta del borrador de la Política Pública de los Pueblos Indígenas, en su primera fase de grupos de consulta (Boruca, Térraba, Rey Curré, Salitre, Ujarrás, Cabagra y China Kichá) surge mediante fondos de cooperación técnica internacional, brindados por parte del Banco Interamericano de Desarrollo.

	133.
	111.131 Proporcionar financiación sostenible para la aplicación eficaz de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres 2018-2030, la Política Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia contra las Mujeres de Todas las Edades 2017-2032 y las directrices para dar inicio al proceso de construcción participativa e intercultural de la Política Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024, habida cuenta del largo período que abarcaban en el decenio siguiente. (Singapur);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada 
	Plenamente implementada
	En cuanto a la financiación sostenible para la aplicación eficaz de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres 2018-2030, la Política Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia contra las Mujeres de Todas las Edades 2017-2032 y en cumplimiento a los ODS, Costa Rica definió una metodología de presupuestación con enfoque de género con el fin de evidenciar la inversión que hace el Estado Costarricense en materia de igualdad y no violencia.
Esta metodología refleja el financiamiento a las Políticas gubernamentales de igualdad y no violencia en aras de fortalecer las autonomías de las mujeres y reducir las brechas existentes. 
Este proceso es liderado por el ente rector en materia de política fiscal: Ministerio de Hacienda, en coordinación con MIDEPLAN e INAMU. 
La implementación de la metodología es gradual y mientras su aplicación llegue a ser utilizada por todo el Estado, se emite directrices y los lineamientos técnicos y metodológicos para la planificación, programación presupuestaria, seguimiento y la evaluación estratégica del Sector Público de acatamiento obligatorio para todas las instituciones a partir del 2024.

	134.
	111.141 Reforzar las políticas para proteger a las mujeres y las niñas de la discriminación y la violencia de género. (Barbados);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Respuesta en las anteriores.
Se ha aplicado la metodología de análisis de las denominadas autopsias sociales a través de 28 Informes Locales de Análisis del Femicidio (ILAFEM) que incluyen antecedentes de las mujeres víctimas, las circunstancias comunitarias y las diferentes respuestas institucionales que se dieron, una referencia importante para reorientar acciones y respuestas institucionales ante situaciones de riesgo por femicidio.


	135.
	111.142 Proseguir sus esfuerzos para reducir la discriminación y prevenir la violencia contra las mujeres. (Bután);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada 
	Plenamente implementada
	Respuesta en las anteriores

	136.
	111.132 Proseguir los esfuerzos de fomento de la capacidad en materia de igualdad de género. (Kirguistán);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	[bookmark: OLE_LINK3][bookmark: OLE_LINK4]Plenamente implementada
	A través de los planes de acción de Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres (2018-2030) se ha impulsado el fomento de capacidades en materia de igualdad de género con la ejecución de una acción estratégica que promueve la ejecución de acciones institucionales de sensibilización, capacitación, formación y generación de capacidades del personal de las instituciones y poblaciones meta externas para la promoción de la cultura de igualdad y no violencia  en todas las instituciones ejecutoras de la Política.
Esta acción es sostenida a través de los años y ha generado de forma satisfactoria la instalación de conocimiento y capacidades del funcionariado público lo cual impacta directamente la cultura institucional y la prestación de servicios.

	137.
	111.133 Promover la sensibilización sobre los derechos de la mujer en las zonas rurales. (Myanmar);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Las unidades regionales del INAMU llevan a cabo procesos de sensibilización y Formación en Derechos Humanos de las mujeres, mediante el Programa Avanzamos Mujeres y de organización y liderazgo.
El INAMU de la mano con el INDER realizaron el primer Foro de Mujeres Rurales a mediados del año 2022, constituyéndose el INAMU en embajadora de la Declaratoria a nivel de las Américas del Decenio de las Mujeres Rurales.

	138.
	111.139 Seguir esforzándose por asegurar una protección eficaz contra todas las formas de violencia y discriminación contra las mujeres. (Albania);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Respuesta en las anteriores


	139.
	111.146 Adoptar medidas para combatir la violencia y la discriminación contra las mujeres, y ofrecer mayores oportunidades para su participación en la vida económica y social, en particular en las zonas rurales. (Cuba);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El INAMU cuenta en cada Unidad Regional con un equipo de profesionales en Derecho y psicología para la atención de las mujeres que viven violencia, Con el Programa Avanzamos Mujeres que fortalece a las mujeres individual y colectivamente y articula diferentes programas y proyectos institucionales para mejorar las condiciones de vida de las mujeres. Así como FOMUJERES, para apoyar a las mujeres Emprendedoras, mediante capacitación y financiamiento.
El Plan Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones 2022-2027 es el instrumento de planificación y orientación general del Sector, que define las metas, los objetivos y las prioridades de este, para lo cual adoptará una perspectiva de corto, mediano y largo plazo. En dicho documento se consigna la siguiente meta: Capacitar 6 mil personas mayores de 40 años (al menos 50% mujeres) en el uso de las TIC para la empleabilidad, al 2027. Al 31 de diciembre 2023, la meta cuenta con un avance de 1200 mujeres capacitadas.
Se cuenta con la Política Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres en la Formación, el Empleo y el Disfrute de los Productos de la Ciencia, la Tecnología, las Telecomunicaciones y la Innovación (PICTTI) 2018-2027. 
Se cuenta con Centros Infantiles de Desarrollo y Atención Integral (CIDAI) del Patronato Nacional de la Infancia, desarrollados con la creación del Programa Red Nacional de Cuido, brinda servicios a personas menores de edad, acordes con las áreas de cuido diario, atención profesional, educación, recreación, arte y cultura, salud, vinculación con la comunidad y el desarrollo personal social. Se benefician niños y niñas entre los cero y los doce años de edad en condición de pobreza extrema y pobreza o en condición de vulnerabilidad social o económica y que requieran apoyo en el proceso de cuidado y desarrollo infantil. Se favorece la inserción y el mantenimiento laboral o educativa de padres y madres de familia, que contribuyan a romper ciclos existentes de pobreza y violencia. Permite a las familias acceder a oportunidades para que puedan salir adelante por sus propios medios, concretar sus metas de desarrollo con una atención especializada a las personas menores de edad.
Se cuenta con programas de ayuda económica, para la búsqueda de igualdad sustantiva en el estudio y formación de la mujer,  que impacta en la calidad de vida y seguridad social,  priorizando poblaciones vulnerables.

	140.
	111.135 Acelerar el programa de creación y fortalecimiento de una cultura de igualdad y respeto en que todos los derechos humanos de todas las personas, especialmente las mujeres, estén protegidos. (Sudáfrica);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuesta en 111.126.

	
	Tema: F13 Violencia contra las mujeres

	141.
	111.143 Asegurar la protección efectiva de las mujeres y las niñas mediante el fortalecimiento de los mecanismos nacionales y la aplicación de leyes contra la violencia de género. (Canadá);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El país ha aprobado en el último cuatrienio:
Ley 9877. Ley contra el acoso sexual en espacios públicos. 
Ley 10263. Ley de reparación integral para personas sobrevivientes de femicidio. 
Ley 10158. Ley de Consolidación del Centro Operativo de Atención a la Violencia Intrafamiliar y la Violencia contra las Mujeres (COAVIFMU)
Ley 10022. Reforma a la Ley de Penalización de la Violencia contra las mujeres.
Ley 9975. Reforma a la Ley de Penalización de la Violencia contra las mujeres. 
Ley 10.029. Reforma a la Ley contra el Hostigamiento sexual en el empleo y la docencia.

	142.
	111.156 Asignar recursos suficientes para el pleno funcionamiento y la eficacia de la Comisión de Alto Nivel Encargada de Velar por la Aplicación de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres y redoblar esfuerzos para luchar contra el feminicidio. (España);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Esta comisión dejó de funcionar. Sin embargo, se creó una comisión de orden técnico, la Comisión de Prevención de Femicidio, que analiza los femicidios y da seguimiento.


	143.
	111.144 Reforzar las medidas para prevenir, investigar, enjuiciar y castigar los casos de violencia contra la mujer y la violencia doméstica. (Ruanda);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Respuesta en las anteriores



	144.
	111.148 Tomar medidas para afrontar y prevenir la violencia contra la mujer y la violencia doméstica (Georgia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Respuesta en las anteriores



	145.
	111.151 Eliminar todas las formas de violencia contra la mujer, incluida la violencia doméstica y el feminicidio (India);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.153


	146.
	111.140 Combatir sistemáticamente la violencia de género y aumentar la asistencia jurídica y el número de centros de acogida para mujeres y niñas necesitadas (Australia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El INAMU cuenta con tres Centros especializados y albergue temporal para mujeres en riesgo de femicidio, en los cuales se brinda atención psicológica, de trabajo social y orientación legal a las usuarias del servicio. En este periodo se construyó un albergue nuevo que cuenta con condiciones óptimas para la población usuaria.


	147.
	111.137 Seguir esforzándose por prevenir todas las formas de violencia contra las mujeres. (Túnez);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.154




	148.
	111.147 Fortalecer las políticas públicas destinadas a combatir la violencia contra la mujer. (Francia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	 Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.154 y 111.124



	149.
	111.150 Reforzar las iniciativas para afrontar todas las formas de discriminación y violencia contra las mujeres y las niñas. (Guyana);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.154


	150.
	111.152 Seguir fortaleciendo las medidas destinadas a encarar la violencia contra las mujeres. (Philippines);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	La UTIEG  desde el año 2008  incide  con las diputadas  de ese periodo para que el Ministerio de hacienda emite lineamientos para lograr presupuesto nacional con perspectiva de género. Desde ese año hasta el año 2023  se  logra que los nuevos lineamientos presupuestarios del Ministerio de Hacienda incorporen el tema de género no como un adendum sino en todas las partidas y subpartidas de la Asamblea Legislativa en acatamiento a presupuesto. La Asamblea Legislativa en acatamiento a ellos presupuestos en el presupuesto 2024 para el desarrollo de talleres en la temática.

	
	Tema: F31 Niños: definición; principios generales; protección

	151.
	111.157 Seguir reforzando la aplicación de su política nacional sobre los programas y actividades relacionados con la infancia. (Croacia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	La Política Nacional de la Niñez y la Adolescencia (PNNA) 2024-2036, constituye el marco orientador de las intervenciones del Estado dirigidas a la promoción, defensa y garantía de los derechos de la niñez y la adolescencia, resultado de un proceso de formulación participativa con niños, niñas y adolescentes, y otros actores relevantes.
El IMAS como unidad ejecutora de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil (REDCUDI), cuenta con la Transferencia Monetaria Condicionada (TMC) Cuidado y Desarrollo Infantil, orientada a niños y niñas de 0 a 12 años cumplidos, o personas menores de 18 años con discapacidad, en situación de pobreza. Consiste en una transferencia monetaria condicionada a la asistencia de las personas menores de edad a los servicios de cuidado y desarrollo infantil, que brindan las alternativas de atención debidamente habilitadas. 
En cuanto a niños y niñas durante el año 2020, se beneficiaron a 25..568 personas de estas 25,.551 fue girado a nombre de los menores de edad y 17 a nombre de las personas encargadas, en total se benefician 17.328 familias. En este beneficio se contó con un monto total invertido de ¢32.804.899.982. Durante el 2021, se beneficiaron a 26.004 personas menores de edad, en total se benefician 17.419 hogares. En este beneficio se contó con un monto total invertido de ¢32.593.975.702.
Para el año 2022, se otorgó el beneficio de Cuidado y Desarrollo Infantil a un total de 30.360 personas con una inversión social de 33.308.146.935 colones. Durante el 2023 se otorgó el beneficio a un total de 31.840 personas menores de edad con una inversión social de 36.308.275.659 colones a nivel nacional.

	152.
	111.158 Adoptar todas las medidas jurídicas necesarias para que el Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia mejore su planificación, evaluación y monitoreo. (República Islámica de Irán);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia (CNNA) tiene un reglamento para su funcionamiento que establece la emisión de planes de trabajo e informes de labores anuales, y una Secretaría Técnica para su funcionamiento y que, en sus funciones, da seguimiento a los acuerdos adoptados por el Consejo.  
Actualmente, dentro del plan de acción de la Política Nacional de la Niñez y la Adolescencia 2024-2036, el CNNA estableció un compromiso de elaborar una “Hoja de ruta para la revisión y la actualización del Código de la Niñez y la Adolescencia”, la cual podría permitir la incorporación de aspectos vinculados con la planificación, evaluación y monitoreo de su quehacer. 

	153.
	111.159 Reforzar las políticas públicas relacionadas con la infancia en el marco del Sistema Nacional de Evaluación. (República Islámica de Irán);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	La Política Nacional de Niñez y Adolescencia cuenta con el apartado del modelo de seguimiento y de evaluación, lo anterior amparado en la guía de lineamientos establecidos por MIDEPLAN para la construcción de políticas públicas. 
Con ello, se acuerda que el plan de acción de la política va a tener un proceso de evaluación al finalizar el séptimo año de ejecución; permitiendo la evaluación de los alcances para con la niñez y adolescencia del país. 
Pero es también parte del seguimiento, que se realicen informes periódicos del alcance de lo sindicadores de la PNNA. Esto lleva a un continuo revisión y análisis de los compromisos y al proceso de rendición de cuentas anual; en el cual se establece una presentación regionalizada de dichos alcances. 
Por otro lado, dentro de la Rectoría del Patronato Nacional de la Infancia y la agenda Nacional de Evaluación se pretende evaluar las intervenciones a realizar dentro de la Política Nacional de la Niñez y la Adolescencia.
En el marco del Plan Nacional de Desarrollo e Inversión Pública (PNDIP) 2023-2026, en el que se incorpora la Agenda Nacional de Evaluación (ANE), el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN) en conjunto con el Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), acordó durante el 2023 realizar la evaluación del Beneficio de Cuidado y Desarrollo Infantil ejecutado por el IMAS, bajo la rectoría del Sector Bienestar, Trabajo e Inclusión Social.

	154.
	111.168 Tomar medidas urgentes para erradicar el castigo corporal como práctica válida para la crianza de menores. (Nicaragua);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Costa Rica cuenta con la Ley 8654; Derechos de los niños, niñas y adolescentes a la disciplina sin castigo físico ni trato humillante, desde el año 2008.
El programa de la Academia de Crianza es una iniciativa del Patronato Nacional de la Infancia (PANI) para responder al mandato de obligatoriedad de apoyar a las familias en los procesos de crianza, establecido en la Constitución Política y en la Ley 8654 que modificó el artículo 143 del Código de Familia para la prohibición del castigo corporal, así como la promulgación de la Ley No. 8654, contra el Castigo Corporal, aprobada en Costa Rica en el año 2008.  
[bookmark: _Int_hZGFFQDx]Este programa incluye la educación a madres, padres y personas encargadas, como una de las más valiosas estrategias en la búsqueda de nuevos modelos de crianza y el trato digno a las personas menores de edad sin discriminación alguna. Las Academias de Crianza se imparten en todo el territorio costarricense y en el año 2023 participaron un total de 6216 familias.
El Ministerio de Educación Pública mediante la Dirección de Vida Estudiantil ha realizado Talleres de Crianza Respetuosa, desde el enfoque de la disciplina positiva y los buenos tratos, se da Asesoría especializada a solicitud de centros educativos, circuitos, Direcciones Regionales y Familias desde el Departamento de Salud y Ambiente

	155.
	111.160 Adoptar nuevas medidas para garantizar la aplicación efectiva de programas de rehabilitación para la infancia (Estado de Palestina);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	En el PANI existen 5 alternativas de protección residencial con programas especializados en personas menores de edad con conductas en conflicto con la ley, que trabaja ejes de educación, apoyo psicológico, proyecto de vida, preparación para la vida independiente.
El Programa de Salud del Niño-Niña de la CCSS ofrece atención en salud diferenciada de consulta para la atención a niños y niñas con riesgos en el desarrollo en áreas de salud, hospitales regionales y periféricos. 
Costa Rica cuenta con el Plan Estratégico Nacional de Salud de las Personas Adolescentes 2021-2030. También se cuenta con los documentos de: 
· Plan de Acción del Consejo Interinstitucional de Atención a la Madre Adolescente 2021-2030.
· Política Nacional de Salud 2024-2033. 
· Política Nacional de Niñez y Adolescencia 2024-2036. Eje de Salud

	156.
	111.161 Adoptar medidas para garantizar la aplicación efectiva de programas de rehabilitación de menores. (Bulgaria);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1






	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.160
En el 2024, el ICD se encuentra coordinando el proceso de actualización de la Estrategia Nacional sobre Drogas y Delitos Asociados (ENDDA) 2020-2030 y su plan de acción, el Plan Nacional sobre Drogas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo (PNsD) 2025-2030. Dentro de la priorización de temas estratégicos, se encuentra la problemática en personas menores de edad, se estarán incluyendo medidas atinentes dentro de estos instrumentos de política pública. 
Desde el Departamento de Protección de la Gerencia Técnica, se refiere la participación en la Comisión Tri partita donde se realizan enlaces entre PANI-CCSS-IAFA para que la población de adolescentes con problemas de consumo de sustancias psicoactivas ingrese en programas de rehabilitación y puedan ser ingresados a alternativas de protección de PANI especializadas en consumo. Estas alternativas fortalecen trabajan lineamientos de proyecto de vida y preparación para la vida independiente. Existen 3 programas especializados en consumo para población de 12 a 18 años.

	
	Tema: F33 Niños: protección contra la explotación

	157.
	111.176 Continuar tomando medidas eficaces para luchar contra el trabajo infantil, entre otras cosas, garantizando que la legislación que protege a los niños de la explotación económica se aplique enérgicamente, fortaleciendo los mecanismos de supervisión del trabajo infantil y aumentando las medidas de apoyo a las familias pobres a fin de que puedan mantener a sus hijos en el sistema de educación. (Irlanda);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El artículo 92 del Código de la Niñez y la Adolescencia, contempla la prohibición del trabajo de las personas menores de quince años, es decir el trabajo infantil. También es importante traer a colación, que este tema se encuentra regulado en la Inspección de Trabajo mediante la Directriz N° DNI-DIR-00879-23-01193 del 04 de mayo del 2023, denominada, “Modificación de la Directriz N° DNI-DR-00879-23 del 17 de abril del 2023, denominada “Recordatorio sobre circulares vigentes en torno al tema de las personas trabajadoras migrantes, menores de edad y de seguridad privada.
Además de lo normado a nivel del delito y estar prohibido por el Código de Niñez y Adolescencia, Se cuenta con el Plan Nacional Estratégico Hoja de Ruta para hacer de Costa Rica un país libre de Trabajo Infantil y sus peores formas (2021- 2025) del periodo 2023.
La coordinación de este plan le corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) y nace de la necesidad de articular esfuerzos que permitan avanzar para alcanzar la meta 8.7 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.
Según lo establecido en el Decreto N° 34423-MTSS-2008, denominado "Protocolo de coordinación interinstitucional para la atención de las personas trabajadoras menores de edad”, se establece el procedimiento de coordinación que deben seguir el IMAS, INA, MEP, MTSS, PANI, CCSS, Ministerio de Salud y demás instancias públicas que tengan responsabilidades en materia de niñez y adolescente. Además, existe normativa que se ha emitido a lo interno de la Dirección Nacional de Inspección de Trabajo, Directriz N° DMT-017-2013, modificada y adicionada mediante Directriz no. DMT-014-2014.
En la actualidad existe normativa que reconoce el derecho al trabajo de las personas adolescentes mayores de quince años, en apego a las restricciones que establece el Código de la Niñez y la Adolescencia, así como los convenios internacionales y la ley, siendo que dicho derecho sólo se puede limitar cuando la actividad laboral conlleve riesgo o peligro para el desarrollo, la salud física, mental y emocional de la persona menor de edad, o cuando perturbe la asistencia regular al centro educativo; todo ello según lo dispuesto en el artículo 78 de dicho cuerpo normativo. 
Cuando una persona inspectora se presenta a realizar la visita inspectiva-investigación, si determina que hay menores de 15 años lo informa de manera inmediata a la jefatura y se coordina con el PANI para que se realicen de inmediato las coordinaciones con otras instituciones, para la atención en casos de pobreza, educación, atención psicológica.
Se destaca el acompañamiento técnico del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a diferentes instancias en materia de sensibilización y capacitación sobre trabajo infantil, trabajo adolescente y trabajo adolescente peligroso.
Con lo anterior, se logró capacitar durante el período 2020-2023, a 7.279 personas funcionarias del MSP, MEP, IMAS, MS, MTSS, MAG, MJP, PANI, CNP, CCSS, UCR, UNED, Sindicato Sector Educación. Sector Privado: Liga Agrícola Industrial de la Caña de Azúcar (LAICA), Red de empresas contra el trabajo Infantil-Costa Rica, Universidad Central. También incluye estudiantes de Centros educativos y organizaciones no gubernamentales.
Como medida para erradicar la pobreza, desde la Dirección Nacional de Seguridad Social se destaca la ejecución de la Transferencia Monetaria Condicionada (TMC), dirigida a personas menores de edad trabajadoras. Esta acción se operacionaliza mediante Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) y el Instituto Mixto De Ayuda Social (IMAS), que se suscribió a partir del año 2016, para el acceso e intercambio de información, a fin de que, de manera conjunta, se pueda obtener datos para identificar posibles personas beneficiarias y desarrollar esfuerzos para reducir la pobreza. Dicho convenio se ratificó en el año 2020 (CONVENIO CL No. 044-2020).
Este, incluye medidas para prevenir el trabajo infantil y proteger a las personas menores de edad que se encuentran en trabajo infantil y trabajo adolescente peligroso, así como medidas para garantizar que las personas menores de edad que trabajan, se mantengan en el ciclo educativo y puedan desarrollarse integralmente. 
Entre 2020 y 2023 se ha beneficado a 2.025 personas con una versión de ₡ 1.209.669.000.
Con los Programas de Alimentación y Nutrición del Escolar y Adolescente (PANEA) y Becas Postsecundarias, se otorga un subsidio al estudiante para mantenerlo en el sistema educativo, para ayudar a la familia económicamente y el joven no tenga que salir a trabajar.

	158.
	111.173 Reforzar la lucha contra las peores formas de trabajo infantil, en particular las que afectan a los niños migrantes y los niños indígenas. (Costa de Marfil).
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.176
Todo la anterior evidencia los niveles de coordinación interinstitucional existentes en el país para abordar la temática de niñez y adolescencia, enfocada en los riesgos a los que está expuesta esta población
En cuanto a trabajo infantil, el INEC genera todos los años indicadores por temas específicos, uno de ellos es niñez y adolescencia, se brindan datos de la población de 12 a 17 años referente a la ocupación. Para el año 2020, la población total de personas de 12 a 17 años corresponde a 481.957, el 1,8%  se encuentra dentro de la tasa neta de participación, y el 1,4% se encuentra ocupado.
Para el 2023, el total de población correspondiente a estas edades es de 466.414, en donde la tasa neta de participación es del 1,3%, lo que representa una disminución del 0,5 p.p y la tasa de ocupación es de 0,9%, donde se presenta una disminución del 0,5 p.p en la población ocupada.
Para el 2020, el porcentaje de hogares con trabajador infantil y adolescente pobres, es de 41,8% y para el 2023, el porcentaje corresponde a 19,1%, lo que representa una disminución del 22,7 p.p en este lapso de años. Fuente: INEC-Costa Rica. Encuesta Nacional de Hogares, 2020 y 2023.
https://inec.cr/tematicas/listado?topics=174%252C715
En torno a las medidas tomadas para liberar a los niños del trabajo peligroso y garantizar su rehabilitación e integración social, se han girado instrucciones a las personas inspectoras de trabajo para la atención con prontitud de las denuncias por trabajo infantil y adolescente para que esas personas no sigan trabajando, y remitirlas a la Dirección Nacional de Seguridad Social y al PANI, para su protección social.
De igual forma se brinda la asesoría laboral necesaria para el pago de sus derechos laborales y demás garantías, por el tiempo que laboraron, así como entablar la acusación respectiva en vía judicial a los entes patronales infractores para que se les imponga una multa por violar la legislación laboral que prohíbe el trabajo infantil y adolescente, en labores prohibidas y peligrosas. Ante la detección de personas menores de edad en labores peligrosas, la Inspección de Trabajo, debe efectuar un reporte ante Oficina de Atención y Erradicación del Trabajo Infantil y Protección del Trabajador Adolescente (OATIA) como órgano permanente adscrito a la Dirección Nacional de Seguridad Social del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, quien se encargará de la integración social. 
Vale indicar que la (OATIA) tiene a cargo la coordinación intra e interinstitucional con instituciones públicas y privadas para la remisión de personas menores de edad trabajadoras a programas y proyectos sociales. Ello en aras de que se promueva el acceso a una adecuada atención integral de las necesidades y problemas de dichas personas menores de edad trabajadoras.
Como parte de las acciones para sensibilizar sobre las peores formas de trabajo infantil, la Dirección Nacional de Seguridad Social ha apoyado en espacios de capacitación sobre la temática de explotación sexual y trata de personas. En el período de 2020 a 2023, se capacitó un total de 2.317 personas funcionarias de instituciones públicas y de la sociedad civil, de las cuales 1.775 son mujeres y 542 son hombres. En total se realizaron 70 actividades de capacitación.
Durante la época de cosecha de café, el Ministerio de Salud fiscaliza el cumplimiento de las normas establecidas para la estadía de indígenas migrantes Ngöbe-Buglé que migran desde Panamá. Se fiscaliza el cumplimiento de la Norma para habilitación de centros de atención, cuido y desarrollo infantil, modalidad diurna y temporal, en beneficio de los hijos de trabajadores agrícolas, denominadas Casas de la Alegría. En dicha norma se evalúa por ejemplo que estos niños cuenten con algún acceso a atención médica, además de aplicación de vacunas en aquellos que sea necesario y pertinente, que en la alimentación el menú sea de acuerdo con su cultura, y además que el área de descanso sea adecuado a las necesidades de los menores de edad, considerando cultura y costumbres (colchoneta, hamacas o chácaras). En la Zona de los Santos, la institución participa de la Comisión Interinstitucional de Asuntos Migratorios, CIAM, donde validaron una serie de mensajes dirigidos a población Ngäbe-Buglé, sobre los protocolos de atención para personas menores de edad, los que fueron traducidos al Ngäbere por maestras de cultura de la Dirección Regional de Educación y distribuidos como mensajes de Whatsapp por la oficina de ICAFE a los productores de café.
El Patronato Nacional de la Infancia a la fecha mantiene diferentes protocolos con la Dirección General de Migración y Extranjería, propiciando el trabajo interinstitucional a favor de las personas menores de edad, entre ellos se encuentra: 1. Protocolo para la atención y protección de las personas menores de edad extranjeras no acompañadas o separadas, fuera de su país de origen 2. Protocolo para la atención de las personas menores de edad extranjeras, cuyos padres, madres, familiares o personas responsables se encuentren a un proceso de deportación. 3. Protocolo para la atención y protección de las personas menores de edad que requieren protección internacional, sean solicitantes de la condición de refugiado, refugiadas o apátridas. 4. Protocolo de regularización de la permanencia de las personas menores de edad bajo la protección del Patronato Nacional de la Infancia. 5. Protocolo de actualización de los y las funcionarias de la DGME, INA –PANI para atender a las personas menores de edad estudiantes extranjeros.

	159.
	111.196 Abordar la desigualdad racial actual, en particular para las comunidades indígenas y Afro costarricenses, y adoptar una estrategia coordinada para combatir el trabajo infantil y el abuso sexual entre las comunidades desfavorecidas y migrantes (Australia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuestas en 111.11, 111.12, 111.15, 111.22 y 111.76

	160.
	111.162 Poner fin al matrimonio infantil y forzado. (República Bolivariana de Venezuela);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El matrimonio infantil en CR está prohibido por Ley, El matrimonio forzado es uno de los fines de la trata de personas y se rige según lo normado en la Ley 9095 Contra la trata de personas y creación de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas.
Desde la Dirección de Programas Policiales Preventivos en las escuelas y colegios se abordan temas sobre las diferentes manifestaciones de violencia, incluido el matrimonio forzado en personas menores de edad. En cumplimiento a la Ley 9406, Fortalecimiento de la protección legal de las niñas y las adolescentes mujeres ante situaciones de violencia de género asociadas a relaciones abusivas (Relaciones impropias).
Atenciones y asesorías que brinda a mujeres usuarias de nuestros servicios a quienes se pone en conocimiento de la normativa que protege los derechos de las personas menores de edad a su cargo. Proteger los derechos de las personas menores de edad es responsabilidad de todas las personas y en el caso de las personas funcionarias públicas, nos corresponde denunciar este tipo de abuso en cumplimiento a las obligaciones legales que tenemos, además de ser ésta una responsabilidad moral.     

	161.
	111.164 Aportar financiación para aumentar la movilización social contra la explotación sexual de niños, prestando especial atención a la necesidad de denunciar esos delitos. (Malta);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	En el caso de la DGME como institución rectora en materia migratoria y reconociendo que Costa Rica es país tránsito y destino de personas migrantes y refugiadas y que las niñas, niños y adolescentes es la población más vulnerable, ha fortalecido sus procesos migratorios de atención a la población menor de edad, de manera que permita identificar y abordar adecuadamente los riesgos a los que está expuesta esta población en dichos procesos en el país. Para ello cuenta con la Comisión de Niñez y Adolescencia y dirige la Comisión Interinstitucional de Niñez y Adolescencia, la generación de instrumentos de aplicación y la sensibilización de los funcionarios de primera línea. También cuenta con el Equipo para Situaciones Migratorias Especiales (ESME), y los protocolos existentes son explícitos en la derivación de los casos para garantizar la protección de menores de edad.
El ICT incentiva a las empresas del sector turismo a formar parte del programa Código de Conducta para desestimular la explotación sexual de niños, niñas y adolescentes asociada a viajes y turismo. A la fecha 51 empresas han firmado el compromiso.

	162.
	111.165 Proseguir los esfuerzos encaminados a fortalecer la protección de la infancia contra la explotación sexual. (Ucrania).
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuesta en 111.164.
Costa Rica cuenta con la Comisión Nacional de Seguridad en Línea como órgano multidisciplinario e intersectorial, conformado por representantes de distintas instituciones públicas y privadas que tienen ámbitos de competencia especial o desarrollan iniciativas en este campo.
Esta Comisión, se encargará de diseñar las políticas necesarias sobre el buen uso de Internet y las Tecnologías Digitales contribuyendo a generar una cultura de comprensión, análisis y responsabilidad personal, que les permita beneficiarse de las ventajas de su utilización, y tener una actitud consciente y proactiva frente a los riesgos inherentes al uso de estos recursos.
Esta comisión participará también en el diseño y posterior coordinación, para la implementación del Plan Nacional de Seguridad en Línea, cuyos objetivos se dirigirán a reducir los riesgos que puedan derivarse del desconocimiento, incomprensión o uso inadecuado de la Internet y otras tecnologías digitales por parte de la población.
La Comisión tiene como competencias el desarrollo de iniciativas como las siguientes:
a. Crear proyectos dirigidos a la sensibilización y formación de niños, niñas y adolescentes, así como a sus familias en el uso adecuado de Internet y las Tecnologías Digitales. Incluyendo, en el marco de la Política de la Niñez y Adolescencia 2024-2036 con su respectivo Plan de Acción. 
b. Proponer acciones que permitan prevenir los riesgos derivados del acceso indiscriminado por parte de las personas menores de edad a los contenidos inapropiados, ilícitos o lesivos para su desarrollo.
c. Promover el acceso seguro del Internet y las Tecnologías Digitales en el caso de jóvenes y adultos.
d. Diseñar proyectos para el desarrollo de estrategias que eviten el uso inadecuado de Internet y otras Tecnologías Digitales en instituciones y organizaciones públicas y privadas.
e. Revisar o proponer legislación que fortalezca los derechos de los individuos, comunidades e instituciones frente al acceso de Internet y las Tecnologías Digitales.
f. Proponer mecanismos de coordinación con toda la Administración Pública costarricense en la prevención del uso inadecuado de Internet y las Tecnologías Digitales.
Está declarado de interés público las actividades de la Comisión Nacional de Seguridad en Línea para la utilización segura del Internet y las tecnologías digitales. En virtud de dicha declaratoria, las entidades públicas y privadas quedan autorizadas, para que, dentro de sus posibilidades, marco legal respectivo y sin afectar el cumplimiento de sus propios objetivos, apoyen el trabajo que desarrollará dicha Comisión.
Asimismo, el país cuenta con los siguientes instrumentos: 
Protocolo para la detección, denuncia y el abordaje integral a nivel administrativo y judicial de las personas menores de edad víctimas de violencia sexual.
Plan la Estrategia Nacional de prevención y respuesta a la explotación y abuso sexual de niñas, niños y adolescentes en línea 2021-2027
Plan nacional de acción contra la explotación sexual comercial 2022-2025.
Programa de sensibilización dirigida al sector turístico empresarial privado llamado Código de Conducta, para desestimular la explotación sexual comercial de niños, niñas y personas adolescentes asociada a viajes y turismo.
El Ministerio de Seguridad Pública realiza una ardua labor en la prevención de la explotación sexual, por lo que, direcciona charlas en Centro educativos con la finalidad de la prevención y/o detección de casos de esta índole.
El Programa Ligas Atléticas tiene por objetivos el de implementar un programa policial de prevención de la violencia enfocado a la promoción de disciplinas deportivas y habilidades para la vida en personas jóvenes de 12 a 19 años, en condición de vulnerabilidad; promover el deporte adaptado como estrategia policial de prevención dirigido a jóvenes de comunidades vulnerables, cumpliendo las líneas estratégicas de Sembremos Seguridad; sensibilizar a los oficiales de policía, principalmente de Fuerza Pública, sobre la importancia del abordaje preventivo con personas jóvenes en condición de vulnerabilidad; fomentar capacidades en los oficiales de policía para desarrollar factores protectores ante los riesgos sociales y la violencia en personas jóvenes; y generar sentimiento de pertenencia y apropiación en las personas jóvenes hacia sus comunidades.
En torno a las medidas tomadas para liberar a los niños del trabajo peligroso y garantizar su rehabilitación e integración social, se han girado instrucciones a las personas inspectoras de trabajo para la atención con prontitud de las denuncias por trabajo infantil y adolescente para que esas personas no sigan trabajando, y remitirlas a la Dirección Nacional de Seguridad Social y al PANI, para su protección social. De igual forma se brinda la asesoría laboral necesaria para el pago de sus derechos laborales y demás garantías, por el tiempo que laboraron, así como entablar la acusación respectiva en vía judicial a los entes patronales infractores para que se les imponga una multa por violar la legislación laboral que prohíbe el trabajo infantil y adolescente, en labores prohibidas y peligrosas.
Ante la detección de personas menores de edad en labores peligrosas, la Inspección de Trabajo, debe efectuar un reporte ante Oficina de Atención y Erradicación del Trabajo Infantil y Protección del Trabajador Adolescente (OATIA) como órgano permanente adscrito a la Dirección Nacional de Seguridad Social del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, quien se encargará de la integración social. Vale indicar que la (OATIA) tiene a cargo la coordinación intra e interinstitucional con instituciones públicas y privadas para la remisión de personas menores de edad trabajadoras a programas y proyectos sociales. Ello en aras de que se promueva el acceso a una adecuada atención integral de las necesidades y problemas de dichas personas menores de edad trabajadoras.
Además, como parte de las acciones para sensibilizar sobre las peores formas de trabajo infantil, la Dirección Nacional de Seguridad Social ha apoyado en espacios de capacitación sobre la temática de explotación sexual y trata de personas. En el período de 2020 a 2023, se capacitó 2.317 funcionarios de instituciones públicas y de la sociedad civil, de las cuales 1.775 son mujeres y 542 hombres. En total se realizaron 70 actividades de capacitación.
Dentro de la Comisión Nacional contra la Explotación Sexual Comercial de niños, niñas y adolescentes (CONACOES) se construyó un protocolo interinstitucional de Atención Integral de Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas de Explotación Sexual y Explotación Sexual Comercial.
En cuanto a la capacitación y sensibilización, el Ministerio de Salud realiza durante el 2023 Actividades informativas dirigidas a 1.385 actores sociales y funcionarios públicos en las Áreas Rectoras de Salud. y con 236 personas funcionarias de nuevo ingreso.

	163.
	111.170 Adoptar medidas concretas para combatir el trabajo infantil, en particular mediante el fortalecimiento de los mecanismos de control de la mano de obra infantil y el aumento del apoyo a las familias pobres. (Argelia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuesta en 111.176 y 111.162.
Como se mencionó anteriormente, Costa Rica cuenta con normativa e instrumentos referentes a trata de personas, además de otros relativos a explotación del trabajo de personas menores de edad: 
· Manual para la atención interinstitucional de personas menores de edad en explotación: sexual, trata, trabajo infantil y trabajo adolescente peligroso.
· Protocolo de actuación del Equipo para Situaciones Migratorias Especiales (ESME).
· Protocolo de Actuación de Funcionarios y Funcionarias de Migración con Relación a Personas Menores de Edad, en Situaciones de Vulnerabilidad, describe el procedimiento a seguir por todas las y las funcionarias de Migración, que atienden a niños, niñas y adolescentes.
· Protocolo para la atención y protección de las personas menores de edad extranjeras, no acompañadas o separadas de su familia fuera de su país de origen. Marzo 2012. Comisión Bipartita PANI – DGME.
· Normas y procedimientos para funcionarios de Migración y Policía de Frontera en Centroamérica: la intervención con niñas, niños y adolescentes en situación de trata con fines sexuales.
· Lineamientos de Coordinación Interinstitucional sobre Delitos de Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes en Costa Rica, 2023. Comisión de Información, análisis e investigación. CONATT, con el apoyo de la OIM.
· Programa Atención de Trabajo Infantil y Protección de la Persona Adolescente Trabajadora Ministerio de Trabajo y Seguridad Social   2024
· Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Instituto Mixto de Ayuda Social, dirigido a personas menores de edad trabajadoras Ministerio de Trabajo y Seguridad Social   2024 
· Protocolo de coordinación interinstitucional para la atención de las personas menores de edad trabajadoras
Igualmente, debe destacarse nuevamente la Política Nacional de Niñez y Adolescencia.
En la oferta institucional del IMAS se otorga una transferencia monetaria condicionada para menores de edad trabajadora que, según la valoración del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se identifican en esta condición. 
Durante el año 2020, para el beneficio de TMC-Personas Trabajadoras Menores de Edad, la inversión social fue de ¢287.579.000 beneficiando a 1.098 personas; de las cuales 365 fueron hombres y 184 mujeres. Durante el IV trimestre del año 2021, la inversión social ha sido de ¢325.550.000 beneficiando a 532 personas; de las cuales 355 fueron hombres y 177 mujeres.  En el año 2022, se otorgó el beneficio a un total de 532 personas con una inversión social de 330.120.000 colones a nivel nacional. Mientras que acumulado anual del 2023, se otorgó el beneficio a un total de 412 personas con una inversión social de 266.420.000,52 colones.
El 24 abril de año 2023, en sesión ordinaria N° 01-2023, se reactivó el Comité Directivo Nacional para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil y Protección de la Persona Adolescente Trabajadora. Durante los años 2022 y 2023, hubo un promedio del 73,20 % de cumplimiento de la Hoja de Ruta para hacer de Costa Rica un país libre de trabajo infantil y sus peores formas 2022-2025.
[bookmark: _Int_2XT9BDOG]Con fundamento en el artículo 3 de la Ley 5662 y sus reformas, el Fodesaf financia programas y servicios a las instituciones del Estado y a otras expresamente autorizadas por ley, que tienen a su cargo aportes complementarios al ingreso de las familias y la ejecución de programas de desarrollo social. Los beneficiarios de este Fondo (art. 2) son los costarricenses y extranjeros residentes legales del país, así como las personas menores de edad, quienes, a pesar de carecer de una condición migratoria regular en el territorio nacional, se encuentren en situación de pobreza o pobreza extrema, de acuerdo con los requisitos que se establezcan en esta y las demás leyes vigentes y sus reglamentos.
[bookmark: _Int_6Fj9gcvB]Con los Programas de Alimentación y Nutrición del Escolar y Adolescente (PANEA) y Becas Postsecundarias, que es un subsidio que se otorga al estudiante para mantenerlo en el sistema educativo, con el fin de ayudar a la familia de forma económica y el joven no tenga la necesidad de salir a trabajar. 

	164.
	111.171 Seguir tomando medidas eficaces para luchar contra el trabajo infantil, entre otras cosas, fortaleciendo los mecanismos de supervisión del trabajo infantil y aumentando las medidas de apoyo a las familias pobres. (Bielorrusia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.176, 111.164 y 111.170.

	165.
	111.172 Aplicar medidas adicionales y recabar los recursos necesarios para combatir las peores formas de trabajo infantil, incluida la explotación sexual. (Brasil);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.176, 111.164, 111.165 y 111.171.

	166.
	111.174 Combatir el trabajo infantil, en particular mediante el fortalecimiento de los mecanismos de control pertinentes (Gabón);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.176, 111.164, 111.165, 111.171, 111.170 y 111.172.

	167.
	111.175 Seguir aplicando la hoja de ruta del Gobierno para proteger a los niños contra el trabajo forzoso y la explotación sexual. (Georgia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.176, 111.170 y 111.172.

	168.
	111.177 Seguir protegiendo a los menores de situaciones de violencia, trabajo forzoso o explotación sexual. (Sudáfrica);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada

	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.164, 111.87. 111.114, 111.172 y 111.175.
Para el presente año 2024, se dio la activación de la CONACOES iniciando sesión plenaria el 29 de abril del año en curso, iniciándose con la elaboración del Plan de Trabajo Anual 2024, acorde este a las acciones establecidas en el Plan Nacional contra la Explotación Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes 2022-2025, así como las Subcomisiones que la componen:
Secretaria Técnica CONACOES
Subcomisión de Promoción y Prevención 
Subcomisión de Atención a la víctima
Subcomisión de Procuración de justicia 
Subcomisión de Técnica Especial 

	
	Tema: G3 Pueblos Indígenas

	169.
	111.189 Velar por la aplicación efectiva de las leyes y el plan de acción nacional sobre los derechos a la tierra de la población indígena. (Filipinas);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada

	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.88
Mediante la creación de la Mesa Técnica Interinstitucional para Asuntos Indígenas Directriz No. 003-MJP del 9 de agosto del 2022, coordinada desde el Viceministerio de Paz, se da un proceso de articulación con las demás instituciones del Estado para generar acciones tendientes a la mejora en la calidad de vida de las personas indígenas.
Dentro de sus ejes principales, está el seguimiento a los procesos del Plan Nacional de Recuperación de Territorios Indígenas (Plan RTI), ejecutado directamente por Instituto de Desarrollo Rural. Asimismo, en febrero del 2023 se suscribió convenio entre este Ministerio, el INDER y CONAI para la constitución del Fondo Nacional para pago de indemnizaciones de territorios indígenas, siendo que en diciembre del año 2023 se otorgó el primer pago de indemnización a un ocupante no indígena (identificado como poseedor de Buena fe) en el territorio de Alto Conte Burica, con el objetivo de recuperar la tierra, misma que pasó a propiedad de la Asociación de Desarrollo Integral Indígena de ese territorio.

	170.
	111.181 Acelerar la aplicación del Mecanismo General de Consulta a los Pueblos Indígenas y garantizar su funcionamiento adecuado a fin de promover las condiciones necesarias para la realización de sus derechos individuales y colectivos. (Togo);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	El Mecanismo General de Consulta Indígena es aplicado desde la vigencia de su decreto de creación (marzo del 2018), y sigue en funcionamiento en la actualidad, implementándose los ochos pasos del proceso de consulta solicitados por los territorios indígenas, así como la orientación y asesoría a las contrapartes institucionales para que, durante cada una de sus fases, se cumplan con todos los principios establecidos en el Convenio 169 de la OIT.

	171.
	111.183 Continuar el proceso de construcción participativa e intercultural de la Política Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024, que tiene por principal objetivo promover las condiciones necesarias para el disfrute de los derechos individuales y colectivos de los pueblos indígenas (Estado Plurinacional de Bolivia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.130 
La política pública para pueblos indígenas representaría la primera aplicación del Mecanismo General de Consulta y servirá para evaluar su eficacia. 
La política pública para pueblos indígenas abordará importantes temas como el reconocimiento de la autonomía, territorialidad indígena, desarrollo propio, autogobierno, la inclusión social de los pueblos y la eficiencia institucional en la atención a los pueblos indígenas.

	172.
	111.193 Crear una política pública que incorpore los derechos de los pueblos indígenas. (Nicaragua);
Fuente de posición:: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.130


	173.
	111.186 Adoptar medidas para garantizar la protección plena y efectiva de los derechos de los pueblos indígenas mediante procesos participativos e inclusivos, como el cumplimiento de las medidas cautelares dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la aplicación de las recomendaciones formuladas por otros órganos especializados. (Canadá);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	El Estado ha venido trabajando en la implementación de la medida cautelar MC-321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y se trabaja hacia su cumplimiento siendo el objetivo central el de proteger la vida y la integridad de los beneficiarios a través de las dos acciones allí señaladas: la concertación de las medidas con los beneficiarios y la investigación de los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar.
El Estado, junto con representantes de los beneficiarios de las medidas cautelares, acordaron dos Protocolos para sendos grupos: (1) el Acuerdo con los beneficiarios Teribe de Térraba y (2) el Protocolo MC-321-12, los cuales abordan las siguientes temáticas: (1) Medidas de seguridad, (2) Medidas para la recuperación de tierras indígenas en Salitre (pueblo Bribri) y (3) Coordinación interinstitucional.
El Estado ha reiterado la necesidad de concretar un diálogo permanente con la parte beneficiaria para retomar la búsqueda de acuerdos de forma concertada y pacífica, particularmente en los temas de seguridad, saneamiento territorial y gobernanza.
Para que ello sea posible y sostenible, el Estado ha insistido en que las personas indígenas beneficiarias retomen la participación en el seno de las Comisiones de Saneamiento y Seguridad de dichos territorios, para generar mejor relación entre los beneficiarios de las medidas cautelares y el Estado, incluyendo una mejor comunicación y articulación con la Fuerza Pública y el Instituto de Desarrollo Rural, actores importantes para la implementación efectiva de los objetivos de estas comisiones. 
El Estado ha insistido en que las personas de los Pueblos Indígenas no realicen recuperaciones de tierra por vías de hecho, y que las organizaciones comunitarias que integran algunos grupos de personas indígenas beneficiarias, muestren mayor flexibilidad a efecto de incorporar al proceso de concertación de acciones otros interlocutores comunales. Al mismo tiempo, el Estado ha iniciado la ejecución del Plan de Recuperación como se aprecia en respuestas anteriores, además de otras acciones para la garantía de sus derechos.
El Estado ha reiterado que la única forma de atender el conflicto social y las causas subyacentes a este (tenencia de tierras y gobernanza) es mediante el diálogo y la concertación de acciones con todas las organizaciones comunitarias indígenas.


	174.
	111.194 Proseguir los esfuerzos para la pronta tramitación del proyecto de ley de protección del derecho a la nacionalidad de la persona indígena y garantía de integración de la persona indígena transfronteriza. (República Dominicana);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	La Ley 9710, “Protección del desarrollo a la nacionalidad costarricense de la persona indígena transfronteriza y garantía de integración de la persona indígena transfronteriza”, fue aprobada y publicada en la Gaceta desde 10 de noviembre 2019, consulta previa con el pueblo indígena Ngäbe Buglé.  
Fruto de ello, se modificó el Título V del Reglamento de Extranjería para empatarlo con la Ley 9710
sobre naturalización de población indígena migrante.
Se han tramitado aproximadamente 700 solicitudes de naturalización con base en la reforma al
¨Reglamento relativo a los trámites, requisitos y criterios de resolución en materia de resoluciones¨
aprobado por el TSE en la sesión ordinaria n° 55-2021 de junio del 2021 y lo mismo sucedió en
Agosto de ese mismo año en la población ubicada en los distritos de la Casona Guaimí y San Miguel
de Sabalito de Coto Brus en donde se tramitaron 30 solicitudes de naturalización.

	175.
	111.192 Proseguir los esfuerzos encaminados a lograr un mayor respeto de las normas y prácticas culturales de las poblaciones indígenas y un mayor acceso a todos los ámbitos de los servicios sociales, en particular la salud y la educación. (Guyana);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	En la nueva Política Nacional de Salud y su Plan de Acción, se ha incluido una acción para la capacitación en servicio sobre temas de la Afrodescendencia para adecuar interculturalmente los diferentes servicios, incluyendo los mencionados. Por otra parte, está en elaboración un Curso de Interculturalidad para brindar herramientas teórico-prácticas para el trabajo con la diversidad cultural.
El Ministerio de Educación Pública, con la cooperación del Fondo de Población de las Naciones Unidas, está construyendo conjuntamente orientaciones técnicas para desarrollar el programa de estudio de Afectividad y sexualidad integral, desde una perspectiva intercultural. En el marco de este proceso se han desarrollado diálogos con las autoridades tradicionales, comunales, educativas de la cultura Bribri y Cabécar, acerca de los programas de estudio de Afectividad y sexualidad integral de III Ciclo y Educación Diversificada.
DVM-AC-CIR-0005-002-2023; Disposiciones específicas para el desarrollo del proceso educativo para la población estudiantil indígena dentro y fuera de territorio, en el marco de la promoción y cumplimiento de los derechos humanos de los pueblos indígenas.
Aportes para ls orientaciones pedagógicas generales del curso lectivo 2023, 2024, en el apartado correspondiente al Subsistema de Educación Indígena. Esta circular se socializó con las asesorías regionales de educación indígena.
Promoción de la enseñanza y promoción de la lengua indígena en educación preescolar en los centros educativos ubicados en territorios indígenas a través del diseño de una estrategia interdepartamental (Departamento de Educación Intercultural y Departamento de Primera Infancia) para la ampliación de la enseñanza de la lengua indígena en el marco de la Política Educativa de Promoción de Idiomas (PEPRI).                                                                                             

	176.
	111.195 Eliminar la discriminación estructural contra los pueblos indígenas y las personas afrodescendientes, y garantizar su acceso a la educación. (República Árabe Siria);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	Ver respuestas en 111.25, 111.26, 111.56, and 111.85
El Ministerio de Educación Pública ha reactivado la Comisión Nacional de Estudios Afrocostarricenses, la cual tiene por objetivo proponer acciones dirigidas al conocimiento y divulgación de la cultura afrocostarricense.
Acompañamiento a Foro regional Llamado “De vuelta a nuestras raíces en conmemoración del día del Aborigen Costarricense, celebrado el día 19 de abril del 2023 en territorio indígena Cabécar de Talamanca, organizado por el Sindicato de Educadores Costarricenses (SEC) y el Colegio de Licenciados y Profesores (COLYPRO) con la participación de los Consejos Locales de Educación Indígena de Talamanca.

	177.
	111.61 Investigar, enjuiciar y castigar a los responsables del asesinato del defensor de los derechos humanos y líder indígena Sergio Rojas Ortiz. (Islandia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación
	Tal y como ya ha sido expresado tanto ante los mecanismos del Sistema Universal como en el marco del sistema de peticiones y casos ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el Estado costarricense reconoce su ineludible obligación de respetar y garantizar a todas las personas bajo su jurisdicción, el libre y pleno ejercicio de sus derechos humanos. Esta obligación, cardinal en todo sistema democrático, adquiere un contenido adicional y particular en el caso de los pueblos indígenas, debiendo el Estado adoptar medidas especiales y específicas destinadas a proteger, favorecer y mejorar el ejercicio de sus derechos humanos. La necesidad de esta protección especial surge de la mayor vulnerabilidad de estas poblaciones, dadas las condiciones de marginación y discriminación históricas que han sufrido. 
Como es del conocimiento público, los dos lamentables sucesos ocurridos con los líderes indígenas Sergio Rojas y Jerhy Rivera, fueron objeto del más alto repudio por las más altas autoridades nacionales, activándose además los procesos de investigación judicial correspondiente. 
En el caso de Sergio Rojas, el Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Buenos Aires mediante resolución de las 16 horas dos minutos del 08 de enero de 2024, resolvió, acoger la solicitud de sobreseimiento definitivo por insuficiencia probatoria para los señores Víctor Hugo Zúñiga Fallas y Edwin Guevara Mora, así como sobreseimiento definitivo por muerte en favor de Víctor Zúñiga Mora que promovió el Ministerio Público, referente a la causa No. 19-000178-0990-PE. Importante informar que, de dicha causa se realizó una investigación adicional, que se tramita como causa aparte bajo la sumaria No. 20-000241-0622-TP, en la Fiscalía Adjunta de Narcotráfico y delitos conexos, misma que se encuentra en investigación; y que tiene como objetivo poder individualizar a más personas que ejecutaron materialmente el delito.
En el caso particular de Jehry Rivera (tramitado bajo el expediente N°20-000108-990-PE), lo más reciente es que se dio un reenvío de nuevo a juicio, ya que el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago, acogió el recurso de apelación del Ministerio Público contra la sentencia penal del Tribunal de Juicio. Lo anterior por estimar la representación fiscal que dicha sentencia no se ajustó al parámetro de legalidad y proporcionalidad de la sanción. Importante informar que, el nuevo juicio tiene fecha señalada para debate del 19 al 23 de agosto del 2024 en el Tribunal Penal de Pérez Zeledón.

	178.
	111.178 Velar por que los pueblos indígenas disfruten de sus derechos reconocidos en el Convenio núm. 169 de la OIT y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (Paraguay);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	Existen en Costa Rica avances en la protección de los derechos de los pueblos indígenas, para el cumplimiento de los derechos específicos que están definidos en el Convenio 169 de la OIT, no obstante, hace falta mucho en la integridad de la ejecución de esos derechos. 
· La creación de una fiscalía indígena especializada
· La creación del Mecanismo General de consulta indígena para pueblos indígenas Decreto 40932.
· La adopción en 2008 de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad.
· La Circular núm. 188-2019 de la Corte Suprema.
· Ley No. 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas
· Inicio del proceso de cocreación de una política Pública de acceso a la Justicia para pueblos indígenas.
· La implementación del Plan Nacional de recuperación de territorios indígenas liderado por el INDER en coordinación con la CONAI
· Creación de plazas de Asistentes Comunitarios Indígenas, como un técnico con conocimiento en idioma y cultura, así como la instauración del maestro de idioma y cultura en la educación primaria. 
· Creación de la Mesa Técnica interinstitucional que tiene como objetivo crear una ruta de trabajo con el fin de tener una agenda nacional indígena entre los pueblos indígenas y el Estado
· Ley n. ° 9710 de “Protección del derecho a la nacionalidad costarricense de la persona indígena transfronteriza y garantía de integración de la persona indígena transfronteriza.
· Iniciativa de la creación de una política pública para pueblos indígenas.
· Se reconoce el porcentaje específico para admisión de las universidades públicas para las personas indígenas, así como programas específicos de formación para estas en las sedes regionales de la UCR y UNED.
· El Foro Nacional de Mujeres indígenas del INAMU.
· La implementación de intérpretes en los procesos por parte del Ministerio Público, desde antes de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.
· Voto de la Sala constitucional 2022-024725
· Creación de los PAFT en consulta y participación de los pueblos indígenas 
· La vestimenta tradicional Ngäbe como uniforme oficial de los centros educativos de escuela y colegios públicos.
Partiendo de la consulta previa, libre e informada (Así suscitada en el Convenio 169), se tiene a cargo el Decreto 40932-MP-MJP del mes de marzo del 2018 “Mecanismo General de Consulta Indígena”, el cual fue construido de manera conjunta entre el Poder ejecutivo y los territorios indígenas, mismo que se sigue aplicando a la fecha. Asimismo, se cuentan con las guías de formulación de solicitudes de consulta, y mediante la Unidad Técnica de Consulta Indígena (UTCI) a cargo de este Ministerio, se capacita constantemente a las instituciones y organizaciones sobre la importancia de seguir los procesos de consulta a los pueblos indígenas en cualquier medida administrativa o proyectos que les afecte.
Por último, se mantienen los procesos de fortalecimiento y capacitación a las Instancias Territoriales de Consulta Indígena (ITCIs), como enlace entre la Unidad de Consulta Indígena y los territorios. También, desde la Mesa Técnica Interinstitucional (Directriz No. 003-MJP) se realizan los esfuerzos tendientes a promover los espacios de diálogo social y articulación con las instituciones públicas del estado en aras de gestionar las necesidades expuestas por los Pueblos Indígenas y con ello mejorar las condiciones y calidad de vida de las personas indígenas. Lo anterior en total respeto a la cosmovisión indígena.

	179.
	111.182 Alentar la participación de las autoridades indígenas tradicionales en los mecanismos de adopción de decisiones sobre los asuntos que les conciernen (Perú);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada

	Plenamente implementada
	Mediante los procesos de fortalecimiento y capacitación de las ITCIs se promueve e incentiva la convocatoria a los procesos de consulta, de igual manera en cada fase del proceso de consulta que requiera participación de los habitantes, se garantiza que la convocatoria sea ampliada y participe la mayor cantidad de personas posibles, en aras de garantizar su incidencia en la toma de decisiones.

	180.
	111.184 Incrementar las iniciativas para la participación social y política de los pueblos indígenas, incluido su acceso a la tierra. (Cuba);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	Ver respuesta en 111.178.
Mediante los diferentes procesos de capacitación de la Unidad Técnica de Consulta Indígena brinda constantemente a las diferentes instituciones, se informa acerca del Mecanismo General de Consulta Indígena y la importancia de dar amplia participación a los territorios indígenas en la formulación de sus políticas, normativas y proyectos. También, desde Mesa Técnica Interinstitucional (Directriz No. 003-MJP) se realizan los esfuerzos tendientes a promover los espacios de diálogo social y articulación con las instituciones públicas del estado en aras de gestionar las necesidades expuestas por los Pueblos Indígenas y con ello mejorar las condiciones y calidad de vida de las personas indígenas. Lo anterior en total respeto a la cosmovisión indígena.

	181.
	111.190 Prestar mayor atención a la población indígena y eliminar las disparidades entre los distintos grupos de población. (Yemen);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	Ver respuestas anteriores, incluyendo 111.184.
El Plan Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones 2022-2027 es el instrumento de planificación y orientación general del Sector, que define las metas, los objetivos y las prioridades de este, para lo cual adoptará una perspectiva de corto, mediano y largo plazo. En dicho documento se consignan la siguientes metas:
3. 24 Territorios Indígenas con cobertura de servicios de telecomunicaciones fijos y móviles, al 2026. Al 31 de diciembre 2023, la meta cuenta con un avance de 14 territorios indígenas intervenidos.
Nota: La totalidad de los territorios está sujeta al cumplimiento de los procedimientos establecidos en el Mecanismo de Consulta Indígena.

	182.
	111.191 Proseguir sus medidas e iniciativas para proteger los derechos de las personas más vulnerables de la sociedad, como las madres adolescentes indígenas. (Benín);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	Uno de los ejes incluidos dentro de la Política Pública para los Pueblos Indígenas, es el de niñez y adolescencia indígena, en el cual se cuenta con enlaces designados por el PANI para la visita a los territorios indígenas e informar sobre este importante eje en las fases siguientes de la consulta.
El PANI tiene el Programa adolescente madre cuyo objetivo es contribuir al desarrollo integral de las adolescentes madres y/o embarazadas, que están en situación de vulnerabilidad, mediante un subsidio económico, procesos socioeducativos y estrategias de acompañamiento y comunicación. y sus 4 componentes: 
Becas educativas: Brindar becas educativas a las adolescentes madres y/o embarazadas, que cumplan con los requisitos, de modo que se apoye su permanencia en el Sistema Educativo  
Talleres socioeducativos: Realizar talleres socioeducativos que le permitan a las adolescentes madres y/o embarazadas, con beca educativa, la obtención de conocimientos y herramientas que mejoren su calidad de vida.  
Estrategia de comunicación: Implementar una estrategia de comunicación y promoción, para que se conozca los servicios del PAM y el derecho a la educación. 

	183.
	111.197 Proseguir los esfuerzos para promover el respeto y la promoción de los derechos de las poblaciones indígenas y las personas afrodescendientes (Egipto);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.189
En la Caja Costarricense de Seguro Social se gestiona la creación del catálogo de datos institucional, que permita la visibilización de las Personas indígenas  y sus Pueblos, lográndose actualmente tener un recuento de 71.700 personas indígenas registradas, que en comparativa con los datos estadísticos oficiales del país, representa un 92% de la población autoidentificada con un pueblo y territorio indígena. Asimismo, esto permite en este 2023-2024 , se coadyuve con el Área de Estadísticas en Salud Institucional en el proceso del alineamiento del catálogo de datos institucionales, con los lineamientos técnicos para incorporar el enforque étnico-racial en la producción estadística del Sistema de Estadística Nacional.
Con esto, la CCSS visibiliza, reconoce, nombra y da apropiación de las variables a registrar respecto a la etnia-indígena. Asimismo, da paso a generar políticas-normas-lineamientos para una atención integral de acuerdo a las necesidades en salud de los pueblos indígenas; así como la definición de indicadores de estos pueblos que serán utilizados por parte de la CCSS-INEC y otras instituciones. Es decir, se logra trazabilidad para los procesos institucionales de mejora continua, dirigidos a los pueblos indígenas.

	184.
	111.187 Hacer cumplir la ley sobre los derechos indígenas a la tierra y facilitar la solución pacífica de controversias relacionadas con la tierra, garantizando la disponibilidad y eficacia de mecanismos de solución de conflictos y la aplicación de la ley eficaz e imparcial. (Estados Unidos);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	En proceso de implementación

	Misma respuesta que en 111.188.


	
	Tema: G4 Migrantes

	185.
	111.206 Seguir fortaleciendo las instituciones nacionales encargadas de la recepción y atención de los migrantes y garantizar a éstos acceso efectivo al trabajo, la atención de la salud y la educación. (Colombia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	El Plan Nacional de Integración con los ejes 3, Migración y trabajo; 4, Migración y Salud; 5, Migración y Educación. Su cumplimiento permite la atención de las personas migrantes, por parte de todos los actores públicos involucrados.
Mediante la oferta del Programa Protección y Promoción Social, los beneficios, subsidios y transferencias monetarias se establecen como mecanismos que le permiten a la población el acceso a servicios de atención integral, que les garantizan derechos e igualdad, como vínculos directos con la movilidad promovida desde las políticas universales. En particular el IMAS atiende a población refugiada, donde a partir de los registros del tipo de identificación en SIPO se identifica en el año 2023, que se benefició a un total de 4.208 personas refugiadas o solicitantes de refugio, con una inversión social de 1.750.939.020 colones.
El Sistema de Trazabilidad Laboral Migratorio (SITLAM) nació bajo la necesidad del Gobierno de Costa Rica de dar trazabilidad epidemiológica a las personas migrantes laborales agrícolas panameñas y nicaragüenses que se desplazaron a suelo costarricense para la cosecha 2020- 2021. Puntualmente, bajo este procedimiento se monitorea el ingreso, permanencia y salida del país de esta mano de obra migrante para los sectores de mayor demanda de mano de obra. (Agricultura, Construcción y Transporte) 
El Procedimiento SIMLA, es el sistema de registro que permite la generación de estudios técnicos para personas migrantes por parte del MTSS, en coordinación con la Dirección General de Migración y Extranjería (DGME), a partir de la disponibilidad de la oferta laboral en función a los niveles de demanda existentes en el mercado nacional.
El Patronato Nacional de la Infancia mantiene un convenio con la Dirección General de Migración y Extranjería para solicitar, renovar y/o regularizar a los menores de edad que se encuentran en condición migratoria irregular de forma más expedita que los demás usuarios que requieren de este mismo servicio.
También, mantiene diferentes protocolos con la Dirección General de Migración y Extranjería, propiciando el trabajo interinstitucional a favor de las personas menores de edad, entre ellos se encuentra: 
1. Protocolo para la atención y protección de las personas menores de edad extranjeras no acompañadas o separadas, fuera de su país de origen 2. Protocolo para la atención de las personas menores de edad extranjeras, cuyos padres, madres, familiares o personas responsables se encuentren a un proceso de deportación. 3. Protocolo para la atención y protección de las personas menores de edad que requieren protección internacional, sean solicitantes de la condición de refugiado, refugiadas o apátridas. 4. Protocolo de regularización de la permanencia de las personas menores de edad bajo la protección del Patronato Nacional de la Infancia. 5. Protocolo de actualización de los y las funcionarias de la DGME, INA –PANI para atender a las personas menores de edad estudiantes extranjeros 
Se brinda apoyo, seguimiento e intervención de equipos interdisciplinarios en psicología, trabajo social, recreación, etc., direccionado hacia las personas menores de edad que provienen en el flujo migratorio mixto Sur-Norte.
Desde el Departamento de Promoción y Prevención de la Gerencia Técnica, se refiere la implementación de la Estrategia de Flujo Migratorio que incluye, espacios preventivos, educativos, promocionales de identificación de situaciones violatorias de derechos, así mismo la entrega de kits de higiene. Además, mediante la estrategia de atención de Flujos Migratorios CATEM sur, usar la aplicación para reportar situaciones violatorias de derecho.
El Ministerio de Educación Pública desde la Dirección de Desarrollo Curricular en el Departamento de Educación Intercultural en el 2023 y parte del 2024 han realizado acciones como: ejecución del curso sobre la aplicación del enfoque de educación intercultural en el sistema educativo:
· Asesoramiento sobre el acceso de población extranjera al sistema educativo: 67 supervisores de circuitos educativos de las 27 Direcciones Regionales de Educación.
· Recurso digital sobre la población de origen extranjero (2023), el cual es un repositorio de los libros “Población refugiada en el sistema educativo costarricense”, “Educación sin fronteras: el tesoro de la interculturalidad” y “población apátrida en el sistema educativo costarricense” que contienen los lineamientos para el acceso e integración de la población de interés a la educación en Costa Rica.
· Participación en Comisión Interinstitucional de Niños, Niñas y Adolescentes (antes Comisión Tripartita).
· Representación técnica en el Plan Nacional de Integración, la Política Integral de Migración y la Estrategia Nacional de Migración.
· Participación en el proyecto “Regularización migratoria de personas menores de edad en el sistema educativo”
· Desarrollo de experiencias exitosas de regularización migratoria en las cuales se redujeron requisitos para adquisición DIMEX a personas estudiantes que permanecen dentro de Sistema Educativo. 
· Capacitación respectiva en el tema de prevención de prácticas abusivas, factores de riesgo, rutas de denuncia ante delitos de explotación sexual, peores formas de trabajo infantil y trata de personas, tanto en el tema de protocolo de reintegración de víctimas como derivación de casos. 
· Se informa sobre acciones afirmativas para personas en riesgo o víctimas para que puedan desarrollar sus potencialidades en la acción educativa.
· Sensibilización a centros educativos sobre viajes y migración segura y medidas de prevención, así como de la situación irregular de cruce de fronteras y sus riesgos.

	186.
	111.211 Reforzar las medidas para salvaguardar los derechos fundamentales y el bienestar de todos los migrantes. (Nepal);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuesta en 111.206.
En aras de cumplir con los compromisos internacionales, se desarrolló la Estrategia de contingencia y atención humanitaria integral de los flujos migratorios mixtos en tránsito en Costa Rica, como producto del Plan Integral para la Atención de Flujos Migratorios Mixtos 2018 – 2022.
Se fortalece la gestión de las personas en movilización por medio del “Protocolo para la atención de personas migrantes, refugiadas y otras en movilidad internacional afectadas por situaciones de emergencias”.
Se da aplicación del “Equipo para Situaciones Migratorias Especiales (ESME)” en la identificación de personas y/o situaciones migratorias especiales para realizar la derivación correspondiente.
Alianzas estratégicas con organismos internacionales en aras de mejorar la calidad de la atención a las personas migrantes, y asegurar el cumplimiento de sus derechos fundamentales.
Por medio de la Política Migratoria Integral, se fortalece la acción interinstitucional e intersectorial, para mejorar la atención a las personas migrantes y garantizar el respeto de sus derechos humanos.
Por otro lado, la Política Nacional Migratoria con la Estrategia de Empleabilidad para personas Migrantes busca abordar la situación laboral de los migrantes en el país. Esta política tiene como objetivo principal promover la inserción laboral de las personas migrantes, garantizando sus derechos laborales y fomentando la igualdad de oportunidades en el mercado de trabajo.
Para lograr esto, se establecen medidas como la capacitación y formación laboral específica para migrantes, la sensibilización de empleadores sobre la diversidad cultural en el ámbito laboral, la promoción de la contratación de migrantes en sectores estratégicos, y la implementación de programas de apoyo y acompañamiento para la inserción laboral de personas migrantes. En resumen, esta política busca garantizar la inclusión laboral de los migrantes en la sociedad receptora, contribuyendo así al desarrollo económico y social tanto de los migrantes como del país en general.
El Patronato Nacional de la Infancia mantiene un convenio con la Dirección General de Migración y Extranjería para solicitar, renovar y/o regularizar a las personas menores de edad que se encuentran en condición migratoria irregular de una manera más expedita que las otras personas usuarias que requieren de este mismo servicio.
Asimismo, mantiene diferentes protocolos con la Dirección General de Migración y Extranjería, propiciando el trabajo interinstitucional a favor de las personas menores de edad, entre ellos se encuentra: 1. Protocolo para la atención y protección de las personas menores de edad extranjeras no acompañadas o separadas, fuera de su país de origen 2. Protocolo para la atención de las personas menores de edad extranjeras, cuyos padres, madres, familiares o personas responsables se encuentren a un proceso de deportación. 3. Protocolo para la atención y protección de las personas menores de edad que requieren protección internacional, sean solicitantes de la condición de refugiado, refugiadas o apátridas. 4. Protocolo de regularización de la permanencia de las personas menores de edad bajo la protección del Patronato Nacional de la Infancia. 5. Protocolo de actualización de los y las funcionarias de la DGME, INA –PANI para atender a las personas menores de edad estudiantes extranjeros 
Desde el 2023 el MEP realiza la implementación de la Estrategia de educación Intercultural 2023-2026, que es un plan estratégico que incluye las siguientes áreas: Contextualización y pertinencia cultural; Fortalecimiento de la identidad histórico-cultural local; Atención a poblaciones culturalmente diversas; Erradicación de todo tipo de discriminación racial y xenofobia.
Estas áreas se desarrollan a nivel nacional acompañando a las instancias educativas, formando al personal del MEP, elaborando recursos didácticos y promoviendo el enfoque de educación intercultural.
A partir del 2024, se inició la construcción de una Política de Educación Intercultural, la cual establecerá las orientaciones de implementación del enfoque de educación intercultural en un periodo de diez años. Además, se instauró el Equipo de Trabajo Intrainstitucional para la Atención de Personas Estudiantes de Origen Extranjero, en riesgo de apatridia y retornadas.
Desde el 2019, se elaboró y se encuentra en aplicación el “Protocolo de actuación en situaciones de discriminación racial y xenofobia”, que incluye las acciones sistemáticas que se deben realizar en caso de suceder una situación de discriminación racial y xenofobia en los centros educativos.

	187.
	111.210 Intensificar las iniciativas para proteger los derechos fundamentales y el acceso a los servicios básicos de los migrantes y refugiados. (Indonesia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	Ver respuesta en 111.206 y 111.211.
La CCSS tiene un Convenio Marco de Aseguramiento Colectivo para la Cobertura del Seguro de Salud a Personas Solicitantes de Refugio y Refugiadas, y en este marco ha desarrollado campañas de comunicación dirigidas a las personas usuarias.
La DGME se encuentra ejecutando el proyecto Cobertura Sanitaria y Acceso a Empleo para Migrantes (CSAEM) de cooperación internacional, cuyo objetivo es apoyar a población migrante económica y refugiada en situación de vulnerabilidad con los costos de documentación migratoria, sea por primera vez, renovación o duplicado.
Se crea el protocolo de Migración Laboral en conjunto con la Dirección Nacional de Inspección de Trabajo. Este protocolo se establece con objetivo de definir un camino para la coordinación y cooperación entre las instancias claves, con la mira puesta en la atención integral y digna de las personas trabajadoras migrantes. Enfatiza la importancia crítica de una cooperación entre partes claves que garantice el cumplimiento íntegro de los derechos humanos y laborales de la población migrante.

	188.
	111.39 Seguir esforzándose por combatir el discurso del odio contra los extranjeros y promover una cultura de diversidad y tolerancia. (Túnez);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada

	Misma respuesta que en 111.208, 111.206, 111.211.


	
	Tema: G5 Refugiados y solicitantes de asilo

	189.
	111.203 Mejorar el acceso a la protección jurídica y reforzar los servicios de emergencia para atender mejor las necesidades de las personas solicitantes de asilo, en particular las nicaragüenses. (Estados Unidos de América);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1


	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuestas anteriores.

	
	Tema: H1 Defensores de derechos humanos

	190.
	111.57 Castigar a los autores de ataques y del discurso de odio contra los activistas de derechos humanos. (República Bolivariana de Venezuela);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuestas en 111.31, 111.208, y 111.32.
En corriente legislativa:
Expediente N.º 23.588. LEY PARA EL RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS Y DEFENSORAS DEL MEDIO AMBIENTE. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos desde el 13 de abril de 2023.

	191.
	111.59 Establecer políticas públicas para crear un entorno seguro y respetuoso de la labor de los defensores de los derechos humanos y garantizar la investigación rápida e independiente de todas las denuncias de violaciones de los derechos humanos contra sus defensores, en particular el asesinato de defensores de los derechos humanos relativos al medio ambiente y a los pueblos indígenas (Bélgica);
Fuente de posición A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Ver respuestas anteriores.
Se encuentra presentado el proyecto de Ley: “LEY PARA EL RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS Y  DEFENSORAS DEL MEDIO AMBIENTE” Expediente N.°23.588.



	192.
	111.60 Considerar la posibilidad de adoptar medidas para asegurar la protección de los defensores de los derechos humanos. (Chile);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que 111.57
Actualmente se encuentra en elaboración y en firma del señor Ministro, el Reglamento a la Ley contra la Violencia Política del MSP.


	193.
	111.62 Adoptar medidas eficaces para prevenir, investigar y castigar las amenazas, la intimidación y la violencia contra los defensores de los derechos humanos, en particular los defensores de los derechos humanos relativos al medio ambiente, con miras a reforzar su protección (Eslovenia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que 111.57.


	194.
	111.46 Elaborar, en colaboración con las personas de edad, las personas con discapacidad y los pueblos indígenas y otros grupos marginados, medidas para abordar la reducción del riesgo de desastres y combatir los efectos negativos del cambio climático. (Fiji);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Aceptada
	Plenamente implementada
	La Política Nacional de Gestión del Riesgo cuenta con el Eje Temático 1, denominado “Generación de Resiliencia e Inclusión Social”. Este eje recoge las orientaciones presentes en la Prioridad de Acción 3 del Marco de Sendai vinculadas a la inclusión social.
Conforme se consolida la Agenda 2030, específicamente en los ODS 5 y 10 “Igualdad de Género” y “Reducción de las Desigualdades”, se hace manifiesta la voluntad de muchos actores por incorporar criterios que evidencien la toma de posición favorable alrededor de la inclusión social. En los enfoques transversales de la Política Nacional de Gestión de Riesgo se expresa la relación entre la gestión de riesgo y la inclusión.
Este esfuerzo incluye también las orientaciones para la reducción de los factores de riesgo para las personas en condición previa de vulnerabilidad y exclusión social afectas por desastre. El enfoque consiste en disminuir las personas anualmente afectadas por eventos de desastre que han reducido su riesgo y vulnerabilidad.
En el Plan Nacional de Gestión del Riesgo 2021- 2025 para el presente quinquenio, plantea la tarea de generar los mecanismos para una adecuada articulación de los programas, de modo que la intervención de las instituciones del sector social sea más focalizada, equitativa y genere un mayor aprovechamiento de los recursos, en particular para atender las fases de respuesta y recuperación ante desastres.
Se han consolidado esfuerzos para incorporar la gestión del riesgo en los programas sociales destinados a atender la problemática de la pobreza, con avances en la identificación de las personas que viven en sitios bajo amenaza, pero con retos en la generación de datos que permitan medir y hacer evidente el impacto favorable en la reducción de las condiciones de vulnerabilidad.
Los avances respecto a la atención de necesidades diferenciales de los ll grupos de población vulnerable ante el riesgo de desastre se observan en lo que cada institución particular hace y no en el ámbito de integralidad sectorial, necesario para obtener y medir favorablemente resultados en la reducción de la población vulnerable.
Las virtudes del caso costarricense respecto a la solidez de los programas sociales en beneficio de la población pobre o con necesidades diferenciales, tales como la niñez, los adultos mayores, los migrantes, la población con discapacidad y las mujeres han sido bien reconocidas. Sin embargo, también se ha puesto de manifiesto la necesidad de hacer más eficiente el uso de los recursos y una mayor eficacia de las intervenciones, por medio de la integración de los programas en objetivos y metas comunes. La gestión del riesgo es uno de esos campos donde se puede reconocer el impacto positivo de esa integración cuyo propósito obvio es reducir el número de personas en condición de riesgo.
El Sistema de Monitoreo y Seguimiento del Plan Nacional de Gestión del Riesgo se muestran las principales evidencias de lo expuesto anteriormente, enlace: https://monitoreo-pngr.cne.go.cr/
El “Examen de mitad de período de la aplicación del Marco de Sendai para la reducción del riesgo de desastres 2015-2030” lo realiza Costa Rica en respuesta al llamado de la Oficina para la Reducción de Riesgo de Desastres de las Naciones Unidas (UNDDR) para que los países elaboren de manera voluntaria su examen de mitad de periodo de la aplicación del Marco de Sendai.
Dicho documento se puede consultar en el siguiente enlace: https://www.preventionweb.net/media/84400/download?startDownload=20240510
Se desarrolla la Estrategia de Transversalización del enfoque de género en el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres 2023- 2027, el cual promueve una gestión del riesgo de desastres con enfoque de igualdad de género donde la participación, empoderamiento y liderazgo de las mujeres. Dicha estrategia se puede consultar en el siguiente enlace: https://www.cne.go.cr/rectoria/politicangr/documentos/Estrategia%20de%20transversalizacion%20del%20enfoque%20de%20genero%20en%20el%20SNGR%20Aprobada.pdf
Se ha implementado la Política Nacional de Envejecimiento y Vejez 2023-2033, la que está próxima a publicarse vía decreto ejecutivo. Esta política incluye el Objetivo Específico 4.8, que se centra en garantizar la integridad y los derechos de las personas adultas mayores en situaciones de riesgo, emergencias humanitarias y desastres, incluidos aquellos generados por el cambio climático.


	
	Tema: A41 Marco constitucional y marco legislativo
	
	
	

	195.
	111.188 Aplicar la Ley Indígena núm. 6172 que reconoce y protege las tierras indígenas y adoptar las medidas necesarias para apoyar y garantizar el derecho de los pueblos indígenas a la restitución de sus tierras, y actualizar y aprobar el proyecto de ley de desarrollo autónomo de los pueblos indígenas, pendiente desde hace casi 25 años. (Alemania);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	Parcialmente implementada
	Dentro de los ejes principales de acción de la Mesa Técnica Interinstitucional para Asuntos Indígenas, está el seguimiento a los procesos del Plan Nacional de Recuperación de Territorios Indígenas (Plan RTI), ejecutado directamente por INDER. Asimismo en febrero del 2023 se suscribió convenio entre este Ministerio, el INDER y CONAI para la constitución del Fondo Nacional para pago de indemnizaciones de territorios indígenas, siendo que en diciembre del 2023 se dio el primer pago de indemnización a un ocupante no indígena en el territorio de Alto Comte Burica, pasando este territorio a propiedad de la ADII de ese territorio. Por otra parte, se ha promovido capacitaciones e informaciones a las Asociaciones de Desarrollo de los territorios indígenas sobre el plan RTI, fases que conlleva y procesos de desalojo administrativo, a fin de promover que la recuperación de los territorios se dé bajo medios pacíficos y legales, y no mediante las vías de hecho o conflictos entre los habitantes. Estas capacitaciones son brindadas por INDER, Ministerio de Seguridad Pública y CONAI.
El Ministerio de Seguridad realiza acompañamiento a intervenciones en los diferentes territorios indígenas asumidas por Jerarcas y Mandos Medios, con la finalidad de ser garantes de los Derechos de esta población y aportando así gobernanza interna en conflictos internos, que han sobrepasado la sostenibilidad de los mismos territorios, en procura de que impere el diálogo. 
Los/las oficiales de la Fuerza Pública, en Coto Brus, frontera con Panamá, junto a más instituciones, trabajan en el cumplimiento de los lineamientos generales para las fincas cafetaleras que contratan mano de obra migrante y para el cumplimiento de los derechos indígenas y humanos. Esto debido al ingreso de los indígenas Ngöbe-Buglé de Panamá que trabajarán durante varios meses en la recogida de cosechas de nuestro país.
Se ha brindado a demás acompañamiento a los procesos de consulta pública de la Política Indígena.
Elaboración de rótulos en idiomas autóctonos con la finalidad de incluir el sentido de pertenecía en los diferentes programas brindados por la Fuerza Pública.
El Expediente Nº 14352 LEY DE DESARROLLO AUTÓNOMO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS, fue archivado por vencimiento de plazo cuatrienal desde el 30 de octubre de 2018.
No obstante, en la corriente legislativa se encuentra el siguiente proyecto de ley con contenido similar:
Expediente 24.196. LEY DE ACCIONES AFIRMATIVAS A FAVOR DE LAS PERSONAS INDÍGENAS. En el orden del día de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos desde el 25 de abril de 2024.

	
	Tema: E43 Acceso a la salud sexual y reproductiva salud y servicios reproductivos
	
	
	

	196.
	111.101 Garantizar el respeto de los derechos a la salud sexual y reproductiva, en particular en lo que respecta a la interrupción voluntaria del embarazo. (Francia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	Plenamente implementada
	Misma respuesta que en 111.95
Desde el Ministerio de Salud mediante los procesos de divulgación técnica y sensibilización en los niveles regionales, niveles locales y actores sociales, se promueven temas que se enfocan en la garantía del derecho a la salud de las mujeres durante el curso de vida. Se cuenta también con la Norma Técnica para el Procedimiento Médico Vinculado con el artículo 121 del Código Penal.


	
	Tema: F13 Violencia contra las mujeres
	
	
	

	197.
	111.149 Adoptar medidas enérgicas para reducir las elevadas tasas de feminicidio y violencia contra la mujer, en particular mediante la realización de campañas públicas y programas relativos a la familia y adoptar directrices claras sobre servicios de aborto terapéutico, legalizar el aborto en casos de violación, incesto o peligro para la salud de la madre y prevenir y castigar los casos de violencia obstétrica contra la mujer. (Alemania);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1






	Anotada
	Plenamente implementada
	La CCSS ha aprobado una política Institucional para la Igualdad de Género, misma que contiene como parte de sus enunciados la prevención y atención de la violencia contra las mujeres. 
En octubre del 2021, se aprueba la Ley 10081 “Ley de derechos de la mujer durante la atención calificada, digna y respetuosa del embarazo, parto, posparto y atención del recién nacido” y el Decreto Ejecutivo 44093-S “Reglamento para la defensa a su vez mantener la relación de confianza entre las usuarias y los proveedores de los servicios
Asimismo, en la sesión No. 9400, celebrada el 11 de enero de 2024, la Junta Directiva de Caja Costarricense de Seguro Social indica: “ARTICULO 94º Se conoce oficio de justificación de declaratoria del 09 de enero como “Día Institucional Contra la Violencia Obstétrica”, y de esta declaratoria se deriva la oficialización de la Estrategia Institucional para la prevención y atención de la Violencia Obstétrica, cuyo lanzamiento es el 04 de junio de 2024
En Costa Rica la única justificación para interrumpir un embarazo es el riesgo a la salud de la madre (Decreto Ejecutivo 42113-S). Por otra parte, la Ley 10081 Derechos de la mujer durante la atención calificada, digna y respetuosa del embarazo, parto, posparto y atención del recién nacido, es una herramienta para la prevención de la violencia obstétrica.


	
	Tema: A12 Aceptación de las normas internacionales

	198.
	111.3 Ratificar la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de Sus Familiares (El Salvador) (República Árabe Siria) (República Bolivariana de Venezuela) (Congo) (México) (Paraguay); Ratificar los instrumentos internacionales en los que todavía no sea parte, en particular la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de Sus Familiares. (Ecuador);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	No implementada
	Costa Rica no lo ha ratificado, no obstante, se aclara que el país garantiza la protección de los derechos de los trabajadores porque tiene instrumentos legales que así lo determinan y la institucionalidad se mantiene vigilante de su aplicación.


	199.
	111.4 Ratificar la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de Sus Familiares para ajustar mejor su legislación nacional a las normas internacionales (Senegal);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	No implementada
	Misma respuesta que en 111.3

	200
	111.5 Reconsiderar la posibilidad de ratificar la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de Sus Familiares (Indonesia); considerar la posibilidad de ratificar la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de Sus Familiares (Uruguay); considerar la posibilidad de ratificar la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de Sus Familiares; (Honduras); considerar la posibilidad de adherirse a la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de Sus Familiares (Afganistán); (Kirguistán);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	No implementada
	Misma respuesta que en 111.3.


	
	Tema: B32 Discriminación Racial

	201.
	111.17 Aprobar el proyecto de ley núm. 19.288 sobre la prevención, eliminación y sanción del racismo y de toda forma de discriminación. (República Islámica de Irán);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	No implementada
	El Expediente 19.288 PREVENCIÓN, ELIMINACIÓN, SANCIÓN DEL RACISMO Y DE TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN, fue archivado por vencimiento del plazo cuatrienal desde el 16 de octubre de 2018. 
No obstante, se encuentran en la corriente legislativa los siguientes proyectos de ley con contenido similar:
Expediente 22.171 ADICION DE UN NUEVO INCISO AL ARTÍCULO 112 Y DE TRES ARTÍCULOS 380 BIS, 380 TER Y 386 BIS; DEROGATORIA DEL ARTÍCULO 123 BIS Y REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 58 380 y 382 YDEL CÓDIGO PENAL, LEY N.º 4573, DE 4 DE MAYO DE 1970 Y SUS REFORMAS. (LEY PARA PENALIZAR LOS CRÍMENES DE ODIO, EL DELITO DE DISCRIMINACIÓN RACIAL Y OTRAS VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS). En el Plenario Legislativo desde el 29 de abril de 2022, con informe de primer día de mociones vía artículo 137 del Reglamento.
Expediente 23.674. LEY PARA LA ELIMINACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN Y LA PENALIZACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE VIOLENCIA ÉTNICO-RACIAL. En el orden del día de la Comisión Especial de Limón desde el 25 de setiembre de 2023.


	202.
	111.18 Aprobar un mecanismo legislativo integral contra todas las formas de discriminación. (Madagascar);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	En proceso de implementación
	Ver respuestas en 111.31 y 111.208. 

	
	Tema: D51 Administración de justicia y juicio justo

	203.
	111.53 Luchar contra la corrupción y la falta de independencia del poder judicial mediante elecciones transparentes de magistrados. (República Bolivariana de Venezuela);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	Plenamente implementada
	Ver respuesta en 111.2

	
	Tema: E26 Derechos humanos y agua potable y saneamiento

	204.
	111.89 Eliminar la contaminación de las tuberías y asegurar la igualdad de acceso al agua potable y el saneamiento en el 70 % de los asentamientos del país que lo solicitan. (República Bolivariana de Venezuela);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1






	Anotada
	En proceso de implementación
	Corresponde indicar primariamente que la seguridad de la igualdad, a través de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Costarricense, se ha venido desarrollando y aplicando con la reforma al artículo 50 de la  Constitución Política que incorporó a nivel constitucional este principio. 
En la Resolución N.º 15114 – 2022 del 01 de Julio del 2022: “IV.- SOBRE EL DERECHO FUNDAMENTAL AL AGUA POTABLE, donde dicho Tribunal ha reconocido en su jurisprudencia, que el derecho a la salud y a la vida, son derechos fundamentales del ser humano que dependen del acceso al agua potable y que los órganos competentes tienen la responsabilidad ineludible de velar por que la sociedad, como un todo, no vea mermados estos. En efecto, la Sala ha dispuesto, anteriormente, que, como parte del Derecho de la Constitución, existe un derecho fundamental al suministro de agua potable ( en igual sentido con fundamento en lo desarrollado en las resoluciones N.º 14309 – 2021, del 25 de Junio del 2021 y N.º 13728 – 2021 del 18 de Junio del 2021) ver anexo PRE-J-2024-01773.
Con fundamento en el informe “Estimación de las coberturas con agua para uso y consumo humano y saneamiento en Costa Rica al 2023” realizado por el Laboratorio Nacional de Aguas, elaborado a marzo 2024, permite identificar en tema de abastecimiento la calidad por la entidad que opera el servicio (intradomiciliar y por cañería), así como la población que se abastece directamente de pozos, ríos, quebradas, nacientes y lluvia; y la población sin servicio.
La valoración anterior permite identificar que la población total con acceso al agua es de un 92.4% quedando un remanente de 7.6% con agua no potable.
Ahora bien, en tema de saneamiento con fundamento en la información que reporta el informe anterior, según datos aportados por la ENAHO 2023, en donde se reporta una población total de 5.261.853 habitantes, se desprende que un total de  3.741.223 habitantes (71,1%) dispone sus aguas residuales a través de tanque séptico, 1.473.411 (28,0%) por medio de alcantarillado, 42.934 (0,8%) por letrina y otros, mientras que 4.285 (0,1%) personas no tienen servicio.  No obstante, como aporte y complemento del LNA a la información del INEC, el porcentaje de cobertura con alcantarillado (cloaca) es de 10,4% (547.325 personas) y de 17,6% (926.086 personas) con alcantarillado sanitario, cuya diferencia radica en que el segundo cuenta con tratamiento secundario. 
Esto permite concluir, de acuerdo con la “Escalera del Saneamiento”, que el 17,6% (926.086 personas) de la población de nuestro país cuenta con un “Servicio de saneamiento gestionado en forma segura”, el 81,5% (4.288.548 personas), compuesto por 71,1% (3.741.225 personas) con tanques sépticos y 10,4% (547.325 personas) por cloacas, cuentan con “Servicio básico”, el 0,8% (42.934 personas) con “Servicio no mejorado”, y el 0,1% (4.285 personas) “Sin servicio”. 
Es necesario aclarar que el tema de “eliminar la contaminación de las tuberías”, se considera que está mal planteado;  pues la limpieza de tuberías es una acción de operación ordinaria. 


	
	Tema: E41 Derecho a la salud - General

	205.
	111.99 Abordar la cuestión de los embarazos de niños y adolescentes legalizando el aborto al menos en caso de feto inviable, violación, incesto o cuando el embarazo suponga una amenaza para la vida de la mujer, e invertir en la prevención mediante el acceso gratuito a la anticoncepción de emergencia y la organización de campañas de sensibilización y educación sexual integral (Países Bajos);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	Parcialmente implementada
	Se cuenta con los siguiente documentos normativos de acatamiento obligatorio para la atención de las personas adolescentes en los temas referidos, estos documentos son de conocimiento del personal de salud en Hospitales y Áreas de Salud.
-Manual de Consejería en Salud Sexual y Salud Reproductiva para Personas Adolescentes.
-Lineamiento para la prescripción de la anticoncepción de emergencia mediante la aplicación de terapia con Levonorgestrel 1.5mg o con tabletas anticonceptivas combinadas (método Yuzpe) en todos los niveles de atención de la CCSS
Desde el Departamento de Promoción y Prevención de la Gerencia Técnica, se refiere la participación del PANI en Iniciativa Salud Mesoamérica para la prevención del embarazo y de embarazos subsecuentes, liderado por el Ministerio de Salud.
Desde el Ministerio de Educación Pública en la Dirección de Vida Estudiantil se desarrollaron infografías en el tema sobre ruta de denuncia para delitos sexuales y acoso u hostigamiento respectiva sobre todo cuando hay conflicto de intereses con padres, madres o  personas encargadas.


	206.
	111.96 Reformar el Código Penal para despenalizar el aborto en caso de malformaciones fetales incompatibles con la vida extrauterina y en caso de embarazos resultantes de violación o incesto (Bélgica);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	No implementada
	Ver respuesta en 111.95.

	207.
	111.81 Asegurar la aplicación de la protección social y las políticas nacionales de salud ocupacional de todas las personas que trabajan en la economía informal. (India);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	En proceso de implementación
	Ver respuesta en 111.87 y 111.74.


	
	Tema: E43 Acceso a servicios de salud sexual y reproductiva

	208.
	111.98 Despenalizar el aborto y adoptar medidas para garantizar que todas las mujeres tengan acceso al aborto legal y a servicios postaborto de alta calidad (Islandia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	Parcialmente implementada
	Misma respuesta que en 111.95.

	
	Tema: F33 Niños: Protección contra la explotación

	209.
	111.163 Adoptar nuevas 
medidas contra el matrimonio 
infantil, precoz y forzado. (Italia);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1





	Anotada
	Plenamente implementada
	Con la entrada en vigencia de la Ley 9406 , aprobada el 30 de noviembre de 2016 (publicada en La Gaceta 10 del 13 de enero de 2017 y vigente a partir de esa fecha) se viene a fortalecer la protección de las personas menores de edad y a prevenir situaciones de violencia y abuso. Y lo hace desde dos planteamientos concretos: a. penalizando las relaciones sexuales con personas menores de edad, cuando media en la relación una diferencia de edades suficiente para establecer relaciones de poder a causa de la edad; y b. prohibiendo el matrimonio de las personas menores de 18 años en Costa Rica   y la inscripción de matrimonios que incluyan a personas menores de edad ante el Registro Civil.
En correspondencia a lo anterior, durante los últimos años la institución a través de una estructura organizativa y un modelo de atención integral consecuentes con la misión, visión y valores de la institución, ha venido construyendo un camino para orientar el quehacer institucional, teniendo como marco la normativa legal existente, aplicada a sus grandes áreas de gestión: Atención, Prevención, Protección, Promoción y Defensa,  accionando la Ley 9406 en procesos atencionales, de protección,  preventivos y educativos, dirigidos a todas las   personas menores de edad  sin distinción alguna, y sus familias, incluyendo el  dictado de medidas de protección o resoluciones administrativas dentro del quehacer institucional; éstas son el resultado de la aplicación de los principios normativos a la situación fáctica, implican un ejercicio de análisis de la doctrina, normativa, y la jurisprudencia, que responden al principio del Interés Superior de la Persona Menor de Edad (visto desde sus tres aristas, como norma, como principio y como derecho), así como al cumplimiento de los principios de la Política de la Niñez y Adolescencia , aplicando en beneficio de las personas menores de edad el Enfoque de Igualdad de Género y Principio de la Igualdad y No Discriminación que orienta e impacta los servicios que brinda el Patronato Nacional de la Infancia, en función de proteger especialmente y en forma integral a las personas menores de edad y sus familias en la superación de brechas de género, discriminación y  desigualdad , asegurando mecanismos de protección frente a situaciones  de  todo tipo de violencia.
Dado esto, para fortalecer la intervención institucional se crea en año 2023 el "Protocolo institucional de Atención de Relaciones Impropias relaciones impropias", con la finalidad de garantizar el cumplimiento de la Ley 9406, en el marco de la competencia institucional como ente rector en materia de Niñez y Adolescencia.

	
	Tema: G3 Pueblos Indígenas

	210.
	111.180 Tomar las medidas necesarias para promulgar la ley de desarrollo autónomo de los pueblos indígenas, pendiente ante la Asamblea Legislativa. (República Dominicana);
Fuente de posición: A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	Parcialmente implementada
	Misma respuestas que en 111.188


	211.
	111.179 Actualizar y promover la aprobación de la Ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas. (Dinamarca);
Fuente de posición:  A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	Parcialmente implementada
	Misma respuesta que en 111.188


	
	Tema: G5 Refugiados y solicitantes de asilo

	212.
	111.205 Promover los cambios administrativos y jurídicos necesarios para reducir los plazos para el examen de las solicitudes de asilo y eliminar los derechos y aranceles impuestos a los solicitantes. (Brasil);
Fuente de Posición A/HRC/42/12/Add.1
	Anotada
	En proceso de implementación
	Ante la creciente demanda de solicitudes de refugio, la DGME se ha abocado a implementar diferentes mecanismos que permitan hacerle frente a la alta demanda. 
Se cuenta con apoyo del ACNUR para fortalecer una solución informática que fue donada, de manera que responda a las necesidades de la Unidad de Refugio.
Se está trabajando en el análisis de requerimientos y diseño del nuevo sistema para extranjeros, desarrollado por la DGME, el cual incluye el componente de Refugio.
Se está realizando un estudio para identificar si existen expedientes duplicados, para darle mayor fluidez al proceso.
Asimismo, es importante mencionar que se está realizando un estudio de los procesos para su optimización.




